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Presentación
En 2010, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) presentó su propuesta de desarrollo integral bajo el nombre La hora de la igualdad: brechas por cerrar, caminos por abrir (CEPAL, 2010). En ella, se entiende la integralidad del desarrollo, con perspectiva de derechos, en la articulación sinérgica entre una macroeconomía que lleve el crecimiento a su frontera potencial y cuyo dinamismo tenga efectos virtuosos en el empleo y la inclusión social, un desarrollo productivo que promueva una mayor convergencia entre sectores y actores del mundo del trabajo y apunte a una matriz productiva más diversificada y con mayor énfasis en innovación y conocimiento, una matriz territorial que articule los territorios reduciendo brechas tanto en dinámica productiva como en niveles de bienestar, un enfoque de derechos sociales que se exprese claramente en la protección al trabajo, la promoción del empleo decente y las transferencias públicas con sesgo redistributivo y de ampliación de redes de protección social, y un pacto fiscal que permita, mediante la expansión de la carga tributaria y la remodelación de su estructura, dar margen a la política pública para promover un desarrollo productivo con más igualdad social.
Hablamos de igualdad porque lo que está en juego en la propuesta no es solo la equidad en el acceso sino también en la titularidad de derechos. Al mismo tiempo, la integralidad pone el acento en que no es solo cuestión de igualar oportunidades en el desarrollo de capacidades, sino que también hay que contar con políticas públicas claras en el campo del empleo y el desarrollo productivo, reduciendo la tremenda segregación que ha caracterizado a estos ámbitos en la historia reciente de América Latina y el Caribe. La heterogeneidad estructural de la región, término caro a la tradición de la CEPAL y que actualizamos en el documento citado, alude precisamente al hecho de que las brechas en productividad generan, a su vez, brechas en acceso a derechos laborales, a condiciones de bienestar, a salarios justos, a espacios de deliberación política, a reconocimiento simbólico y a información.
En esta edición del Panorama social queremos tomar eslabones de la cadena de desigualdades que planteamos en La hora de la igualdad: brechas por cerrar, caminos por abrir, y que se concentran en la parte del ciclo de vida de formación y desarrollo de capacidades. De allí que parte importante de esta publicación tenga por objeto de análisis la población infantil y juvenil y la forma en que en ese período se generan y consolidan diferenciaciones que refuerzan la reproducción intergeneracional de la pobreza y la desigualdad. Se destaca la importancia del ciclo de vida y cómo se reproduce la desigualdad en opciones para alcanzar, en las trayectorias vitales, una movilidad social sostenible. Con tal criterio se aborda, bajo distintas perspectivas, la situación de la población de 0 a 29 años, su dinámica interna, su perspectiva de futuro y su eslabonamiento con otros grupos etarios.
Por lo mismo, en esta edición nos ocupamos, de manera muy especial, de las brechas en logros educativos y aprendizajes a lo largo del período formativo, de la necesidad de que el Estado cumpla un papel más importante, de la relación entre las transferencias públicas y la reducción de estas brechas, y de cómo tanto la oferta educativa como las condiciones de origen socioeconómico concurren en perpetuar desigualdades en esta materia. No basta con cerrar estas brechas en capacidades y aprendizajes en una propuesta de igualdad con criterio estructural y de integralidad, como la que la CEPAL propone hoy como hoja de ruta del desarrollo en la región.
Para ello es indispensable que el Estado tenga un papel activo en la esfera productiva y laboral, pues los mercados autorregulados se han mostrado históricamente contraproducentes para promover la convergencia productiva, la protección del empleo y el trabajo, y la reducción de brechas en ingresos laborales y en acceso al bienestar. El cierre de brechas en capacidades, aprendizajes y logros educativos adquiere, pues, todo su sentido cuando se articula con un mercado laboral orientado hacia la inclusión y la igualdad, y un pacto fiscal con mayor carga tributaria, a través del cual el Estado y la política pública cumplen un papel claro en la traducción de ganancias de productividad (donde la educación es fundamental), en la redistribución de activos y en la universalización de redes de protección social.
En este contexto, el mensaje que destaca es que la posición que ocupan los individuos en la escala social no es el mero resultado de las circunstancias, los esfuerzos y las decisiones personales. Por el contrario, existe una estructura de oportunidades proporcionadas por los Estados, los mercados, las familias y las comunidades que escapan, en buena medida, al control del individuo y condicionan sus perspectivas de movilidad social y acceso al bienestar.
Casi todo lo que el Estado, el mercado y la comunidad proveen al niño en la primera infancia es filtrado y redistribuido por la familia. En la medida en que se avanza en el ciclo vital del niño hacia la adolescencia y la juventud, se incrementan sus vínculos directos con el Estado, el mercado y la comunidad. Uno de los argumentos que se plantean en este Panorama social es que el papel del Estado, y de sus mecanismos de transferencias y regulaciones, es particularmente débil en América Latina para enfrentar las desigualdades de origen. En otras palabras, el inicio de la vida de los niños latinoamericanos depende mucho de su suerte familiar y, a su vez, las familias tienen una gran dependencia del mercado y reciben poco apoyo del Estado. La ausencia de robustos sistemas de transferencias dirigidas a las familias con hijos, la limitación de la cobertura, el cuidado y la protección de la primera infancia por parte del Estado, la baja penetración de los sistemas preescolares, la poca extensión horaria del ciclo escolar, la incapacidad del sistema para retener a los estudiantes en la educación media y la ausencia de apoyo a los jóvenes y jóvenes adultos para iniciar una vida autónoma restringen de manera extraordinaria las perspectivas de movilidad social futura de los niños nacidos en los sectores de menores ingresos.
En los siguientes capítulos se procura abordar estas dinámicas desde los ángulos de la pobreza y la desigualdad, el gasto y la política social, el sistema educativo y sus logros y limitaciones, y los sistemas de transferencias intergeneracionales, observando tanto las que provienen del Estado como las que se realizan a través de las familias. En el último capítulo se recogen los aprendizajes que arrojan estos capítulos de análisis y se realiza una serie de propuestas de política pública estimando sus costos, potenciales coberturas y efectos. Estas propuestas deben leerse justamente como la búsqueda de un sistema de protección y promoción social que ofrezca a los niños y adolescentes seguros frente al riesgo y canales que contribuyan a la mayor movilidad en las trayectorias vitales de los individuos.
En el capítulo I se abordan, como es habitual, las tendencias recientes en la evolución de la pobreza y la distribución del ingreso en América Latina y se ubican en relación con el ciclo de vida de las personas. Los datos muestran que, pese a la crisis económica y la caída generalizada del producto en 2009, la pobreza en la región prácticamente no aumentó y la indigencia sufrió un leve incremento. A esto contribuyeron diversos factores, como el mantenimiento de los salarios reales, gracias a la baja inflación, y las políticas para evitar pérdidas masivas de empleo, junto con una leve mejora de la estructura distributiva de los ingresos. Por otra parte, se ha mantenido una tendencia positiva en el acceso a servicios básicos y educación.
En las historias de vida de los jóvenes pobres es crucial el inicio temprano de la emancipación. En la población pobre se concentra una mayor proporción relativa de maternidad adolescente, lo que tiene gran incidencia en las dificultades para salir de las condiciones de pobreza a lo largo del ciclo de vida. Además, la proporción de personas que no estudian ni trabajan es mayor entre las mujeres que entre los hombres, y entre los jóvenes de estratos de menores ingresos que entre los de mayores ingresos. Esto plantea la necesidad de contar con políticas integrales que aborden conjuntamente problemas de trayectorias reproductivas, abandono escolar y vulnerabilidad a la exclusión.
Desde el punto de vista subjetivo, la información demoscópica sugiere que los promedios nacionales de satisfacción con la vida en los países de la región están muy por encima de lo esperable de acuerdo con el producto interno bruto (PIB) por habitante, y las brechas de este indicador de bienestar subjetivo son menores a las esperables dada la desigualdad distributiva que prevalece en América Latina. En la población latinoamericana, la insatisfacción con la vida aumenta en los mayores de 60 años que están en peor situación socioeconómica, entre los jóvenes de 17 a 29 años que tienen hijos y en los individuos sin pareja estable.
En el capítulo II se destaca el papel de la educación como uno de los principales mecanismos de que disponen el Estado y la política pública para revertir la reproducción intergeneracional de las desigualdades y disociar los orígenes sociales de los individuos de sus logros en términos de bienestar. Sin embargo, la región no ha logrado transformar el sistema educativo en un mecanismo potente de igualación de oportunidades. Si bien se han registrado avances importantes en este ámbito en las últimas décadas, la mayor expansión del acceso también ha provocado una mayor segmentación en materia de logros y calidad de la oferta. A las desventajas socioculturales con que llegan al sistema educativo los estudiantes de menores recursos se suma su acceso a servicios de enseñanza de menor calidad relativa respecto de los estudiantes de mayores recursos, lo que refuerza la desigualdad de las trayectorias de aprendizaje.
En un contexto de acceso dispar a las oportunidades educativas, el eslabonamiento de la educación con el empleo reproduce y, eventualmente, amplía las inequidades sociales. A esto se agrega un nuevo elemento que resulta cada vez más decisivo en la adquisición de destrezas: la conectividad y la calidad de su acceso y uso. Frente a ello, en la actualidad se plantea la disyuntiva entre mayor brecha o mayor convergencia digital, y en esto último, el margen de acción en los sistemas educativos es amplio y decisivo.
La política educativa tiene que vincularse a otros esfuerzos de promoción y protección social para lograr revertir la desigualdad en la transmisión intergeneracional de oportunidades educativas. Algunos factores clave de intervención en el ámbito educativo son: la ampliación de la cobertura de enseñanza inicial, la extensión de la jornada escolar en el nivel de primaria, el acceso y uso de tecnologías digitales en las escuelas públicas, el apoyo a las familias mediante programas de transferencias condicionadas que se extiendan a jóvenes de educación secundaria, la articulación del sistema de formación para el trabajo y la compatibilización de la calidad formativa a nivel del sistema de educación superior con la expansión del acceso de los sectores excluidos.
En el capítulo III se presentan las tendencias recientes en el gasto social. El esfuerzo que han realizado los países de la región en las últimas dos décadas por aumentar los recursos disponibles para la ejecución de la política social es muy significativo. Prácticamente todas las partidas de gasto público social han registrado un incremento, no solo en términos absolutos sino también relativos, con contadas excepciones y períodos. Buena parte de este esfuerzo ha sido concomitante con el crecimiento económico, que facilitó la expansión de recursos. Los aumentos presupuestarios totales, y en particular de los sectores sociales, han sido mayores que los del PIB, pero las menores contracciones del PIB también han significado caídas presupuestarias mayores a lo requerido. Contra dicha tendencia, la mayoría de los países de la región tomaron decisiones de aumento del gasto público, hasta el momento transitorias, para enfrentar los embates de la crisis financiera global. Buena parte de estas medidas se adoptaron para aminorar los efectos de dicha crisis en las economías reales, contener el aumento del desempleo y, en definitiva, de la pobreza.
Por otra parte, los sectores sociales que más incrementaron sus recursos públicos fueron la seguridad y la asistencia social, seguidos por la educación. Parte de la asistencia social se destina a la lucha contra la reproducción intergeneracional de la pobreza y, en este sentido, a las nuevas generaciones. No obstante, sin duda es el gasto en educación el que va dirigido principalmente a la niñez y juventud, destinándose a ello grandes cantidades de recursos. Cabe destacar que el gasto por estudiante se ha incrementado de modo significativo.
En el capítulo IV se examina el sistema de transferencias públicas y privadas, y cómo estas se distribuyen intergeneracionalmente. Estas transferencias tienen como destinatarios a quienes por perfil etario tienden a consumir más de lo que producen: la población infantil y juvenil y los adultos mayores. Para ello se utiliza el sistema de las cuentas nacionales de transferencias (CNT), que proporciona un enfoque novedoso para medir la totalidad de los flujos económicos agregados entre las edades y a través del tiempo. Las cuentas incluyen flujos relativos a acumulación de capital y a transferencias, y distinguen las mediadas por las instituciones públicas de las que tienen lugar en el ámbito privado.
En el análisis se hace evidente el bajo nivel de consumo entre los niños y jóvenes de América Latina, asociado a la escasa inversión pública en estos grupos de población. De hecho, los países de la región gastan en las personas mayores (como porcentaje de los ingresos del trabajo) aproximadamente la misma proporción que los países de Europa, el Japón y los Estados Unidos, pero invierten la mitad en los niños y jóvenes en comparación con el mundo desarrollado. La proporción de transferencias familiares destinada a niños y jóvenes es mucho mayor en América Latina, mientras que la de transferencias públicas es sensiblemente menor. Esto plantea la necesidad de una participación mucho más enérgica del sector público para asegurar la inversión adecuada en el desarrollo de capacidades y la protección frente a riesgos en la infancia y la juventud.
Si bien habitualmente se pone el acento en las brechas entre los distintos estratos socioeconómicos, en este capítulo se enfatizan las brechas entre las generaciones y en el tránsito intergeneracional. Remodelar la distribución intergeneracional de las transferencias públicas no solo es esencial para interrumpir la reproducción de las desigualdades a lo largo del ciclo de vida, sino también para prepararse adecuadamente frente al rápido envejecimiento de la población.
En resumen, la alta concentración de la pobreza en las primeras etapas de la vida, el bajo nivel de transferencias públicas hacia la infancia y la juventud, y la segmentación en logros y aprendizajes educativos son factores que explican, al menos en parte, la persistencia de la desigualdad en nuestros países (que se agregan al núcleo estructural de la desigualdad en la matriz productiva y el mercado laboral). Para combatirlos, en el capítulo V se propone una serie de medidas en la lógica del ciclo vital, que son esencialmente de tres tipos. Por un lado, un esquema de transferencias monetarias a los hogares vulnerables con hijos de 0 a 14 años, que aumenten las posibilidades de las familias de contar con un entorno adecuado para la socialización del niño (nutrición, vivienda, vestimenta). En segundo lugar, el financiamiento de medidas de política que cubran los costos corrientes de incorporar al sistema educativo a quienes no están cubiertos en edades correspondientes a los niveles inicial, preprimario, primario y de baja y alta secundaria. Finalmente, otro conjunto de transferencias monetarias articuladas a servicios de empleo y formación, que se orienten directamente a los jóvenes en procesos de emancipación a la vida adulta (15 a 24 años).
En este capítulo se expone el resultado de simulaciones que permitieron conocer cuáles serían los costos y efectos de las medidas propuestas. Comenzando por los efectos, se muestra cómo un sistema de transferencias para la población en hogares vulnerables sería decisivo respecto de la situación de pobreza de los países. Asimismo, se exponen las significativas “ganancias” en materia de incorporación al sistema educativo de niños y jóvenes que actualmente están fuera del sistema. En cuanto a los costos, se concluye que el gasto corriente adicional que generaría la incorporación al sistema educativo es viable para la enorme mayoría de los países de la región. Al considerarlos conjuntamente con las transferencias monetarias a sectores vulnerables, los costos se incrementan. En una perspectiva de 10 años, se advierte que en la mayoría de los países la recaudación adicional proveniente del crecimiento económico (y una eventual expansión de la carga tributaria) permitiría cubrir el costo adicional de las medidas sobre 2014 o antes. No obstante, hay un grupo de cuatro países (el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua) que sobre el final del período no lograrían esta cobertura, por lo que es importante incorporar de manera más enérgica, y en función de estos objetivos claramente definidos, los recursos potenciales de la cooperación internacional.
Síntesis
Pobreza y desigualdad y ciclo de vida
Pobreza y desigualdad: crisis y recuperación
En 2009, América Latina y el Caribe experimentó una caída del producto por habitante del 3%, en el contexto de una crisis internacional generalizada. Dicha contracción afectó a la mayoría de los países de la región, particularmente a El Salvador, Honduras, México, el Paraguay y la República Bolivariana de Venezuela. No obstante, a diferencia de otras crisis anteriores, en esta ocasión las políticas públicas jugaron un papel preponderante para evitar un impacto mayor en las condiciones laborales y sociales.
En ese mismo año, la incidencia de la pobreza alcanzó a un 33,1% de la población de la región, incluido un 13,3% en condiciones de pobreza extrema o indigencia. Estas cifras se traducen en 183 millones de personas pobres y 74 millones de indigentes (véase el gráfico 1). Respecto de 2008, la pobreza solo mostró un leve retroceso, equivalente a un aumento de 0,1 puntos porcentuales, lo que muestra una disposición y una capacidad mucho más enérgica de los países para contener los efectos sociales de la crisis, en comparación con otras situaciones análogas producidas en crisis precedentes. El incremento de la pobreza extrema fue algo mayor y representó 0,4 puntos porcentuales. Tanto el número de pobres como el de indigentes aumentaron en tres millones de personas.
GRÁFICO 1
AMÉRICA LATINA: EVOLUCIÓN DE LA POBREZA Y DE LA INDIGENCIA, 1980-2010 a
(En porcentajes y millones de personas)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Estimación correspondiente a 18 países de la región más Haití. Las cifras colocadas sobre las secciones superiores de las barras representan el porcentaje y el número total de personas pobres (indigentes más pobres no indigentes).
Con estos resultados, el balance de los últimos años sigue siendo relativamente positivo. En comparación con 2002, cuando la pobreza y la indigencia alcanzaron sus niveles más altos desde 1990, ambos indicadores han mostrado una reducción importante, de 10,9 puntos porcentuales el primero y de 6,1 puntos el segundo.
Actualmente se dispone de información que permite evaluar la evolución de la pobreza y la indigencia entre 2008 y 2009 en nueve países. De ellos, seis presentaron una clara disminución de la pobreza entre un año y otro. La República Dominicana y el Uruguay (área urbana) redujeron la tasa de pobreza en más de 3 puntos porcentuales, mientras que el Brasil, Panamá, el Paraguay y el Perú registraron disminuciones de entre 0,9 y 2,2 puntos porcentuales. Aunque de magnitud inferior, las variaciones de la tasa de pobreza en Colombia y el Ecuador (a nivel nacional, no así a nivel urbano) también tuvieron signo negativo1. En 2009, la tasa de indigencia cayó de manera significativa en Colombia, Panamá, el Perú, la República Dominicana y el Uruguay, y registró un leve descenso en el Brasil y el Paraguay. De esta manera, Costa Rica se destaca como el único país, entre aquellos para los
1 Téngase presente que en esta edición del Panorama social se utiliza para Colombia la nueva serie de estimaciones oficiales de pobreza producida por el país para los años 2002 a 2009, por lo que las cifras pueden no coincidir con las publicadas en ediciones anteriores.
que se cuenta con información, en que los indicadores de pobreza y de indigencia tuvieron un deterioro visible en 2009, cuando aumentaron 2,5 y 1,4 puntos, respectivamente.
Las nuevas cifras disponibles para la Argentina, Chile y El Salvador muestran la evolución de la pobreza en un período más amplio. Entre 2006 y 2009, la Argentina (área urbana) redujo la pobreza y la indigencia a razón de 3,2 y 1,1 puntos porcentuales por año, respectivamente. Chile logró disminuir levemente la pobreza entre esos mismos años, mientras que la indigencia se mantuvo prácticamente constante2. En El Salvador, la pobreza y la indigencia se mantuvieron constantes entre 2004 y 2009.
2 Es común que las estimaciones aquí publicadas difieran de las cifras oficiales sobre pobreza producidas por los países, debido a la aplicación de distintos criterios metodológicos. En el caso de Chile, las cifras presentadas divergen, por primera vez, de la estimación oficial del país. Conforme a la modificación metodológica introducida en 2007 por la CEPAL, la línea de indigencia fue actualizada mediante el índice de precios al consumidor (IPC) de alimentos y para el componente no alimentario de la línea se utilizó el IPC del resto de los bienes y servicios, en lugar de utilizar el mismo deflactor para ambas líneas, como se venía haciendo hasta entonces.
Estas cifras permiten, asimismo, evaluar el progreso de los países hacia la consecución de la meta 1A del primer Objetivo de Desarrollo del Milenio, consistente en reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de personas en situación de pobreza extrema. Pese al leve retroceso experimentado en 2008 y 2009, América Latina sigue bien encaminada hacia el cumplimiento de la meta 1A. El porcentaje de avance es de un 82%, cuando ha transcurrido un 72% del tiempo previsto para el logro de la meta.
CUADRO 1
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): PERSONAS EN SITUACIÓN DE POBREZA E INDIGENCIA,
ALREDEDOR DE 2002, 2008 Y 2009
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Áreas urbanas.
b Cifras de la Misión para el empalme de las series de empleo, pobreza y desigualdad (MESEP), el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y el Departamento Nacional de Planeación (DNP) de Colombia.
c Cifras del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) del Perú.
Los cambios observados en la pobreza provienen de distintas interacciones entre el crecimiento del ingreso medio de las personas (efecto crecimiento) y los cambios en la forma en que se distribuye este ingreso (efecto distribución). En cinco de los países en que la pobreza disminuyó en 2009 (la Argentina, Chile, el Perú, la República Dominicana y el Uruguay) predominó el efecto crecimiento, mientras que en otros cinco (el Brasil, Colombia, el Ecuador, Panamá y el Paraguay) tuvo una participación mayoritaria el efecto distribución. Por su parte, el aumento de la pobreza en Costa Rica se originó en un claro deterioro distributivo, mientras que el leve incremento de la tasa de pobreza de El Salvador provino, principalmente, de una caída en el ingreso medio (véase el cuadro 2).
Al considerar el período comprendido entre 2002 y 2009, se comprueba que la reducción de la pobreza ha sido posible gracias a la complementariedad de los efectos crecimiento y distribución. En particular, en los países donde la pobreza se redujo en 7 puntos porcentuales o más, ambos efectos contribuyeron al resultado con participaciones que van del 41% al 80% en el caso del efecto crecimiento y del 20% al 59% en el efecto distribución.
CUADRO 2
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): CAMBIOS EN LA POBREZA Y CONTRIBUCIÓN DE LOS EFECTOS
CRECIMIENTO Y DISTRIBUCIÓN, 2008-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación total de la pobreza en puntos porcentuales. El período 2008 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008.
b Área urbana.
En 2009, la evolución de los ingresos de los hogares pobres estuvo determinada principalmente por los ingresos laborales, ya sea al alza o a la baja. En la mayoría de los países analizados, el ingreso laboral medio de los hogares pobres se incrementó en términos reales, con las excepciones de Chile, Costa Rica y el Ecuador. Por su parte, las transferencias contribuyeron de manera perceptible al aumento de los ingresos totales de los pobres en seis de los países analizados. Cabe destacar que prácticamente la totalidad de estas transferencias corresponde a subsidios o ayudas del gobierno, excepto en la Argentina, donde las jubilaciones dan cuenta de la mayor parte del aumento de las transferencias (véase el gráfico 2).
La distribución del ingreso en los países de América Latina es conocida por estar entre las más desiguales del mundo, característica que se ha mantenido a lo largo de las últimas cuatro décadas. A grandes rasgos, el ingreso captado por los cuatro deciles más pobres es, en promedio, menos del 15% del ingreso total, mientras que el decil más rico capta alrededor de un tercio del ingreso total. Asimismo, el ingreso medio captado por el 20% más rico de la población supera en 19,3 veces al del quintil más pobre.
GRÁFICO 2
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DEL INGRESO TOTAL POR PERSONA Y DE CADA FUENTE EN
LOS HOGARES POBRES, 2008-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación anual en la tasa de pobreza. El período 2008 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008. El porcentaje de población analizado es el mismo en ambos períodos y corresponde a la tasa de pobreza de 2008.
b Área urbana.
En los últimos años, la mayoría de los países ha presentado una incipiente tendencia hacia una menor concentración del ingreso. Entre 2002 y la última estimación disponible, la brecha entre quintiles extremos de la distribución se redujo en 14 de un total de 18 países y el índice de Gini bajó por lo menos un 5% en 11 países. Solo la República Dominicana y Guatemala (hasta 2006, fecha del último dato disponible) tuvieron un deterioro distributivo en el período (véase el gráfico 3).
GRÁFICO 3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COEFICIENTE DE GINI DE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO, 2002-2009 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2002 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2000 y 2002, y el período 2009 a las encuestas disponibles entre 2006 y 2009.
b Área urbana.
América Latina habitualmente ha producido cifras asimilables a la noción de pobreza multidimensional por medio de la aplicación del método de las necesidades básicas insatisfechas, que evalúa la incidencia de carencias básicas en la población, en aspectos como la vivienda, el acceso al agua potable y al saneamiento, y la educación. En sintonía con la necesidad de adoptar una mirada complementaria al enfoque monetario para la medición de la pobreza, se evalúa la evolución de las condiciones de vida mediante la adopción de un enfoque similar al del método de las necesidades básicas insatisfechas. Para ello, se considera como pobres a los que tienen dos o más privaciones en los ámbitos evaluados.
Los resultados muestran una amplia gama de incidencias de la pobreza multidimensional, que se asemeja, a grandes rasgos, a la que se obtiene mediante el uso de una medición de pobreza monetaria. Los países con mayores tasas de pobreza multidimensional —el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua— también son los que presentan mayores tasas de pobreza monetaria. En el otro extremo, la incidencia de la pobreza multidimensional alcanza sus menores valores en Chile, Costa Rica y el Uruguay (área urbana), tres países que también se caracterizan por tener las incidencias más bajas de pobreza monetaria.
En la última década, prácticamente todos los países de la región muestran una reducción de la incidencia de la pobreza multidimensional, que en seis casos supera los 10 puntos porcentuales (véase el gráfico 4). La pobreza multidimensional solo no disminuyó en algunos de los países con incidencias inferiores al 10%, lo que es esperable dado que varios de los indicadores utilizados probablemente se encuentran en su límite inferior.
La evidencia desplegada reafirma la tendencia hacia el mejoramiento de las condiciones de vida. No obstante, se debe tener presente que la evaluación multidimensional de la pobreza aquí efectuada está fuertemente acotada a ciertas carencias materiales, que son las que las encuestas de hogares de la región permiten cuantificar. Para sacar un mayor provecho del enfoque multidimensional es necesario complementar el análisis de las carencias materiales con el de las privaciones en otros ámbitos del bienestar, para lo que se requiere fortalecer las fuentes de información actualmente disponibles.
GRÁFICO 4
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): INCIDENCIA DE LA POBREZA MULTIDIMENSIONAL, 2000-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2000 corresponde a la encuesta más cercana disponible al año 2000, y el período 2009 a las encuestas más recientes disponibles entre 2006 y 2009.
b Las encuestas disponibles alrededor de 2000 no permiten hacer una estimación comparable de pobreza multidimensional.
c Área urbana.
Fecundidad, emancipación temprana y pobreza
En América Latina se verificó entre 2002 y 2009 una importante caída de la pobreza infantil medida en términos monetarios. Sin embargo, la pobreza continúa afectando proporcionalmente más a los niños y adolescentes, lo que refuerza la necesidad de comprender mejor los factores que están detrás de la pobreza infantil.
La fecundidad temprana puede tener un papel relevante en la reproducción de la pobreza entre los niños. Una fecundidad más precoz y más alta genera una fuerte carga de crianza para los hogares, lo que obliga a distribuir recursos escasos entre un número elevado de hijos y obstaculiza la participación de las madres en el mercado laboral. Por su parte, los niños pobres crecen en desventaja en materia de salud y de acceso al sistema educacional, lo que erosiona sus capacidades humanas y contribuye a la reproducción de la pobreza en el largo plazo.
En Chile y el Uruguay, dos de los cuatro países que más redujeron la pobreza entre los niños de 0 a 5 años, la tasa de reducción de la fecundidad en las madres pobres de 15 a 24 años fue mayor a la verificada para todas las madres del mismo grupo etario. En cambio, en la Argentina, el país con el segundo mejor desempeño en la reducción de la pobreza infantil, la fecundidad de las madres pobres más jóvenes disminuyó menos que la de todas las madres. En Panamá, país situado en el cuarto lugar de reducción de la pobreza infantil, la fecundidad de las madres de 15 a 24 años pobres aumentó.
CUADRO 3
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): VARIACIONES EN LA TASA DE POBREZA MONETARIA DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES
Y CAMBIOS EN LAS TASAS DE FECUNDIDAD, 1990 Y 2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los cálculos de los cambios en las tasas de fecundidad para las madres pobres y no pobres se realizaron también considerando una tasa de pobreza general constante, al valor de 1990. Los resultados fueron muy similares a los que se presentan en el cuadro 1.
b El término “madres” comprende a todas las mujeres identificadas como jefas de hogar o cónyuges del jefe.
c Promedios simples.
El promedio simple de reducción de la fecundidad de las madres pobres de 15 a 24 años en cuatro de los cinco países que más redujeron la pobreza en niños de 0 a 5 años (Chile, la Argentina, el Uruguay y el Brasil) llega a un 37%, mientras que en las naciones que menos éxito tuvieron en la disminución de la pobreza infantil (Colombia, Guatemala, Honduras, México y el Paraguay), este valor alcanzó el 27% (el cálculo se realizó sin incluir a Panamá entre los países que más disminuyeron la pobreza infantil).
En suma, las decisiones reproductivas pueden incidir en la pobreza de las madres y de sus hijos y, cuando esto ocurre, las consecuencias tienden a prolongarse a lo largo del tiempo. Esto pone de manifiesto la necesidad de contar con políticas que actúen sobre las madres presentes y futuras y sobre sus hijos. Entre estos instrumentos cabe mencionar aquellos que faciliten: a) la postergación de la edad de inicio de la maternidad; b) un mejor acceso a la información sobre el control de la reproducción; c) la permanencia de las mujeres en el sistema educativo; d) el mejoramiento de la calidad de la educación, y e) la disponibilidad de instituciones de cuidado y atención de los hijos pequeños que, a su vez, faciliten la participación de las madres en el sistema educativo y en el mundo del trabajo.
El inicio temprano de las trayectorias de emancipación, que refieren al proceso de abandono de la familia de origen, de inserción en el mercado de trabajo y de constitución de un hogar propio, es crucial en las historias de los jóvenes pobres3.
3 La emancipación es el camino de la dependencia a la autonomía, o el tránsito de la juventud a la asunción de los roles y las responsabilidades vinculadas a la adultez.
En los países con menores coberturas educativas y menos avance en la transición demográfica existen marcadas diferencias en la asistencia escolar de la población de 15 años según el quintil de ingreso, ya que esta llega al 95% en el quintil de mayores ingresos y solo al 75% en el quintil más pobre. A su vez, en ninguna de las edades entre los 15 y los 29 años la participación laboral de las mujeres del quintil más pobre alcanza el 50%. En cambio, alrededor de un 80% de las mujeres de 29 años del quintil más rico participa en el mercado de trabajo (véase el gráfico 5).
GRÁFICO 5
EL SALVADOR, GUATEMALA, HONDURAS Y NICARAGUA (PROMEDIOS SIMPLES): INDICADORES DE EMANCIPACIÓN
POR EDAD Y GRUPOS DE INGRESO, ALREDEDOR DE 2006 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El Salvador 2004, Guatemala 2006, Honduras 2007 y Nicaragua 2005.
Los datos acerca del peso de la categoría de jóvenes que no estudian ni trabajan emiten señales sobre los riesgos de pobreza y exclusión social. El peso de la desafiliación de las principales instituciones es mayor entre las mujeres que entre los hombres y entre los jóvenes de los estratos de menores ingresos que entre sus pares en el otro extremo de la distribución.
Por último, se debe señalar en los países de menor desarrollo de la región la persistencia de jóvenes mujeres de estratos altos que no estudian ni trabajan, que seguramente desempeñan sus tareas en reductos domésticos tradicionales, y cuyas proporciones triplican las de sus pares en los países más desarrollados.
Bienestar subjetivo, condiciones de vida y ciclo de vida:
América Latina y el Caribe y otras regiones del mundo
En el gráfico 6 se presentan los resultados de un análisis que relaciona los promedios nacionales de satisfacción con la vida y el PIB por habitante en países de América Latina y Caribe y de otras regiones en el período 1981-2008. En los países de nuestra región, los promedios nacionales de satisfacción están muy por encima de lo esperable según el PIB por habitante, puesto que son comparables a las medias nacionales de los países de Europa occidental, América del Norte y Oceanía.
GRÁFICO 6
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (20 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA SEGÚN
EL PIB POR HABITANTE, 1981-2008 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre tabulaciones especiales de la base de datos de las encuestas World Values Survey [en línea] http://www.worldvaluessurvey.org/ y Latinobarómetro, 2007, para nivel de satisfacción; y Banco Mundial, World Development Indicators (WDI) [en línea] http://data.worldbank.org/indicator, para PIB por habitante.
a Promedios de una escala de satisfacción con la vida de 1 a 10, donde 1 es muy insatisfecho y 10 muy satisfecho. Europa occidental, América del Norte y Oceanía: Alemania, Andorra, Australia, Canadá, Chipre, España, Estados Unidos, ex República Yugoslava de Macedonia, Finlandia, Italia, Noruega, Nueva Zelandia, Países Bajos, Reino Unido, Suecia y Suiza. Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Federación de Rusia, Hungría, Letonia, Lituania, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania, Serbia, Serbia y Montenegro y Ucrania. Asia: Arabia Saudita, Armenia, Azerbaiyán, Bangladesh, China, Filipinas, Georgia, Hong Kong (Región Administrativa Especial de China), India, Indonesia, Irán, Iraq, Israel, Japón, Jordania, Kirguistán, Malasia, Pakistán, República de Corea, Singapur, Tailandia, Turquía y Viet Nam. África: Argelia, Burkina Faso, Egipto, Etiopía, Ghana, Malí, Marruecos, Nigeria, República Unida de Tanzanía, Rwanda, Sudáfrica, Uganda, Zambia y Zimbabwe. América Latina y el Caribe: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana, Trinidad y Tabago y Uruguay.
En América Latina, la brecha de satisfacción con la vida vinculada a los tramos de ingreso se acentúa en los individuos de 60 años o más, donde los grupos de ingreso medio y de menor ingreso expresan un grado de satisfacción mucho menor que los grupos de mayor ingreso. Este patrón se asemeja a lo apreciado en Europa oriental y es distinto al de los países más desarrollados, donde se observa una curva de satisfacción en forma de U a lo largo del ciclo vital para los individuos que viven en hogares con los ingresos más bajos (véase el gráfico 7). En estos casos, la satisfacción con la vida aumenta después de los 60 años y la brecha de satisfacción entre grupos de distintos ingresos disminuye notoriamente en esa fase del ciclo de vida. Es probable que esta diferencia entre regiones se relacione con sistemas más universales de protección frente a riesgos en países más desarrollados en los grupos de mayor edad (mayor cobertura de pensiones y de sistemas de salud en los sectores de menores ingresos). No es igual envejecer disfrutando de una situación protegida (ya sea por pensiones obtenidas a través del autoseguro o por la acción de un estado de bienestar) que vivir una vejez en condiciones económicas precarias y sin protección social.
Por otra parte, en la región, el hecho de estar casado, convivir o tener una relación de pareja se asocia a mayores niveles de satisfacción con la vida. La población de 17 a 29 años sin hijos presenta en América Latina los mayores niveles de satisfacción con la vida, similares a sus homólogos 1de satisfacción con la vida de los jóvenes de la región que tienen un hijo o más y de los jóvenes con hijos y sin pareja son claramente inferiores a los de sus homólogos en países desarrollados (véase el gráfico 8). Entre las parejas jóvenes con hijos, claramente los índices de mayor satisfacción, como se muestra en el gráfico 8, se dan en los países nórdicos, donde se cuenta con apoyo e incentivos a la paternidad y maternidad propios del estado de bienestar que allí se vive.
GRÁFICO 7
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA,
SEGÚN LA EDAD Y EL INGRESO MONETARIO, 1981-2008 a


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre tabulaciones especiales de los datos de la encuesta World Values Survey [en línea] http://www.worldvaluessurvey.org/.
a Promedios de una escala de satisfacción con la vida de 1 a 10, donde 1 es muy insatisfecho y 10 muy satisfecho. América Latina: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay. Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania. Países anglosajones: Australia, Estados Unidos, Gran Bretaña y Nueva Zelandia. Países nórdicos: Finlandia, Noruega y Suecia.
GRÁFICO 8
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA SEGÚN LA SITUACIÓN MARITAL
Y EL NÚMERO DE HIJOS, POBLACIÓN DE 17 A 59 AÑOS, 1981-2008 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre tabulaciones especiales de la base de datos de la encuesta World Values Survey [en línea] http://www.worldvaluessurvey.org/.
a Promedios de una escala de satisfacción con la vida de 1 a 10, donde 1 es muy insatisfecho y 10 muy satisfecho. América Latina: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay. Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania. Países anglosajones: Australia, Estados Unidos, Gran Bretaña y Nueva Zelandia. Países nórdicos: Finlandia, Noruega y Suecia.
La educación frente a la reproducción intergeneracional de
la desigualdad y la exclusión: situación y desafíos
en América Latina
La educación representa el hito clave y transversal en las fases de desarrollo del ciclo vital considerado en este Panorama social. Se trata de la principal herramienta de que disponen los Estados para disociar los orígenes sociales de los individuos de sus logros en términos de bienestar a lo largo de la vida. Sin embargo, la región no ha logrado transformar al sistema educativo en un mecanismo potente de igualación de oportunidades. Los mismos avances en cobertura, acceso y progresión de los distintos ciclos educativos de las últimas décadas han llevado a la estratificación de aprendizajes y logros en los sistemas educativos.
En una perspectiva de ciclo de vida es importante examinar, a su vez, la situación educativa según sus distintas etapas. Así, la educación preescolar ha adquirido relevancia como política pública en la región, dada la evidencia de su impacto positivo en las trayectorias a lo largo de los ciclos posteriores. La situación en la región es heterogénea en cuanto al acceso al ciclo preescolar, con países que tienen matrícula casi universal y otros en torno al 30%. Si bien las desigualdades socioeconómicas no parecen muy relevantes en la asistencia hacia el final del ciclo preescolar (3 a 5 años), existe alguna evidencia proveniente de encuestas de hogares de que estas son más amplias en edades más tempranas. Además, existen marcadas disparidades de acceso entre zonas urbanas y rurales y respecto de poblaciones provenientes de pueblos originarios.
A nivel de enseñanza primaria el acceso es prácticamente universal, pero es necesario concentrar los esfuerzos en la progresión oportuna y la conclusión del ciclo por parte de los grupos sociales más postergados, como se observa en los gráficos 9A y B.
GRÁFICO 9
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): ATRASO ESCOLAR DE LOS NIÑOS DE ENTRE 9 Y 11 AÑOS Y CONCLUSIÓN DE LA EDUCACIÓN
PRIMARIA ENTRE JÓVENES DE 15 A 19 AÑOS DE LA POBLACIÓN TOTAL, SEGÚN SEXO
Y QUINTILES DE INGRESO, ALREDEDOR DE 2007-2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base del Sistema de Información de Tendencias Educativas en América Latina (SITEAL), Resumen estadístico I, totales nacionales, octubre de 2008, y de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países.
a Para calcular el atraso escolar se consideran niños con dos o más años de atraso en el grado al que asisten respecto de su edad.
El acceso y la progresión oportuna hacia el nivel secundario y en él es bastante menor que en la enseñanza primaria y la situación entre países resulta más heterogénea: la tasa neta de asistencia en este nivel llega al 88%, en comparación con el 97% en el de primaria. Al enfrentar el ciclo de alta secundaria, los jóvenes ya tienen oportunidades para incorporarse al mercado de trabajo, lo que desincentiva su retención, sobre todo si enfrentan condiciones adversas de carácter económico, académico, de integración o formación de identidad. A la heterogeneidad entre países se suma una heterogeneidad cada vez más pronunciada dentro de los países, que produce diferencias entre zonas urbanas y rurales, estudiantes pobres y no pobres o de distintos estratos socioeconómicos, indígenas y no indígenas, entre otros factores de discriminación (véase el gráfico 10).
GRÁFICO 10
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): JÓVENES DE 20 A 24 AÑOS QUE CULMINARON LA EDUCACIÓN SECUNDARIA, SEGÚN EL NIVEL DE INGRESO PER CÁPITA Y SEXO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países.
a Las cifras respecto de jóvenes indígenas y no indígenas se refieren a ocho países y corresponden a 2007.
En general, el acceso al último ciclo educativo de educación postsecundaria está reservado a una porción relativamente pequeña de los jóvenes de la región. En el grupo etario de 25 a 29 años de edad, solo un 8,3% ha logrado concluir al menos cinco años de educación postsecundaria (duración típica de una carrera universitaria), con una estratificación según quintiles de ingreso per cápita muy marcada, ya que por cada 27 jóvenes de estratos de altos ingresos (quinto quintil) solo uno de bajos ingresos (primer quintil) logra concluir cinco años de estudios postsecundarios.
En cuanto a los factores de desigualdad, las condiciones socioeconómicas de los hogares, así como también la educación formal alcanzada por los jefes y jefas de hogar, resultan determinantes de las diferencias en los resultados del aprendizaje y la progresión en el sistema educativo, lo que muestra que el sistema educativo no logra cumplir una de sus principales funciones, a saber, disociar los logros de los niños y jóvenes de las condiciones diferenciales de origen con que llegan a dicho sistema. A ello se suma el acceso a servicios de enseñanza de calidad muy dispar. El peso de la reproducción social de la población no recae en una sola institución sino más bien en una estructura institucional, donde las acciones del sistema educativo se articulan especialmente con las acciones de las familias y con lo que pasa en sus entornos comunitarios más inmediatos. Los atributos de los hogares siguen revelándose como la causa principal de las diferencias en los resultados del aprendizaje.
A las desventajas socioculturales con que llegan al sistema educativo los estudiantes de menores recursos se suma su acceso a servicios de enseñanza de una menor calidad relativa respecto de los estudiantes de mayores recursos, lo que refuerza la desigualdad de trayectorias de aprendizaje. En décadas recientes, la expansión del acceso al sistema educativo hacia sectores tradicionalmente excluidos ha ido acompañada de una mayor segmentación de la oferta y una marcada expansión de los gastos de bolsillo y las escuelas privadas.
La segmentación no se da, pues, solo en los años de escolaridad sino en los aprendizajes efectivos. En el gráfico 11 se muestra la manera en que se distribuyen los resultados académicos de estudiantes de 15 años en ciencias, de acuerdo a su estatus socioeconómico y cultural. La mayor parte de los estudiantes del primer y segundo cuartil de ingresos de los países latinoamericanos alcanzan niveles de logros por debajo del nivel 2, es decir, no han desarrollado las competencias básicas para desempeñarse en el área. En contraste, a pesar de que entre los países de la OCDE también existe desigualdad en logros de aprendizajes entre los estudiantes de los distintos cuartiles, en todos ellos la gran mayoría de los estudiantes logra el nivel de competencia básico esperado (nivel 2 hacia arriba).
Si bien los logros y aprendizajes en la educación formal son muy importantes para la participación plena en la economía, la sociedad y la política, también, y cada vez más, el pleno acceso y uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones se impone como condición necesaria para la inclusión social. Mientras la brecha digital exacerba las brechas en aprendizajes, comunicación ampliada, redes sociales, acceso a empleo productivo y voz pública, la convergencia digital ayuda claramente a revertirlas. Si bien el sistema escolar es clave para masificar el acceso, la formación y el uso de las nuevas tecnologías digitales, los esfuerzos por compensar a través de la escuela la brecha digital que se da en el mercado (y que se refleja en la brecha digital entre hogares de nivel socioeconómico alto y bajo) no han permitido cerrarlas y encaminarse claramente hacia la convergencia digital.
La disparidad en el desarrollo de capacidades no solo se relaciona con los logros educativos, sino también con los mercados laborales autorregulados que constituyen verdaderas fábricas de segmentación en niveles de productividad, acceso al bienestar y pleno disfrute de derechos sociales. Así, la desigualdad estructural (que se reproduce desde la estructura productiva, los mercados y las instituciones), se combina con la desigualdad intergeneracional, dado que las brechas se refuerzan a lo largo de la vida y se reproducen de una generación a otra.
GRÁFICO 11
AMÉRICA LATINA (SEIS PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DE LOS NIVELES DE DESEMPEÑO EN LA PRUEBA PISA DE
CIENCIAS ENTRE LOS ESTUDIANTES DE 15 AÑOS,
SEGÚN EL ÍNDICE DE NIVEL SOCIOECONÓMICO
Y CULTURAL (ISEC) DE SUS FAMILIAS, 2006 a
(En porcentajes de estudiantes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de los microdatos de la prueba PISA 2006.
a La distribución de niveles de desempeño de América Latina (la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, México y el Uruguay) y de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) se refiere al promedio simple de los niveles medios de logro ponderados a nivel nacional de los países participantes en la prueba del Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA) 2006.
De lo anterior se infiere la necesidad de un enfoque integral, tanto en las estructuras e instituciones como en el ciclo de vida. Por eso la importancia, también, de la educación, en tanto prepara para participar más plenamente en todas las esferas de la sociedad a lo largo de la vida adulta. Una de estas esferas, pero no la única, es el mundo del trabajo. La CEPAL ha documentado de manera contundente que en las condiciones actuales de la mayoría de los países de la región, quienes no concluyen la educación secundaria completa quedan expuestos a un alto nivel de vulnerabilidad social, por cuanto los ingresos laborales que recibirán como reconocimiento de sus logros educativos tenderán a ser bajos, y tendrán un elevado riesgo de ser pobres y de transformarse en los “prescindibles”, los excluidos, si tienen que desenvolverse en mercados laborales autorregulados, sin garantías mínimas ni derechos laborales. Solo la secundaria completa permite, desde el punto de vista de las tasas de retorno, mantenerse a prudente distancia de la línea de pobreza. El gráfico 12 muestra lo importante que es ampliar la cobertura de los niveles superiores de educación a jóvenes que históricamente han estado privados de ese acceso, a fin de reducir las brechas de perspectivas de vida que se consagran durante los años de juventud4.
4 No afirmamos aquí que la educación tiene por función, ni exclusiva ni primeramente, alcanzar las tasas de retorno que los años de escolaridad logran en mercados laborales competitivos, sino que interesa ilustrar hasta qué punto democratizar las oportunidades educativas es clave para plasmar el derecho de las personas a ejercer su libertad positiva, vale decir, a realizar sus proyectos de vida a partir, entre otras cosas, del oportuno desarrollo de sus capacidades. Ese desarrollo de capacidades es necesario, pero no suficiente pues los mercados laborales deben estar sujetos a políticas de regulación y orientación a fin de dar plena vigencia a los derechos del trabajo y de la protección social y el Estado debe desempeñar un papel fundamental para evitar que la diferenciación educativa condene a la exclusión a quienes no alcanzan los logros educacionales referidos. De allí que los aumentos de productividad no solo deban entenderse en función del retorno de los aprendizajes, sino de la posibilidad que tiene la sociedad, a través del Estado y el sistema tributario, de redistribuir recursos y ampliar la protección social hacia los sectores más desfavorecidos.
GRÁFICO 12
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): INGRESOS LABORALES MENSUALES DE LA POBLACIÓN OCUPADA DE
15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS,
SEGÚN EL NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En dólares de paridad de poder adquisitivo de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
Para revertir la reproducción intergeneracional de oportunidades educacionales, la política educativa tiene que vincularse con otras medidas de promoción y protección social. En cuanto a las intervenciones dentro del propio sistema, hay factores claves a destacar:
i) Extensión de la cobertura de enseñanza inicial. El cuidado institucional con financiamiento público para niños menores de 6 años tiene beneficios bien documentados. Por un lado, facilita la integración de la mujer al mercado laboral, el aumento de su autonomía y el incremento de los recursos del hogar. Para la cohorte juvenil esto se constituye en una oportunidad para las madres jóvenes, que así pueden tener más tiempo disponible para continuar sus estudios y no interrumpir su ciclo formativo. En la medida que el cuidado intraescolar provee apoyo alimentario, de salud y de estimulación temprana, compensa las deficiencias de los hogares de menores recursos. Estos cuidados inciden positivamente en el futuro desarrollo de los niños, pues son esenciales para el desarrollo cognitivo y psicomotor, la capacidad de atención y los niveles de actividad y tienen un impacto importante en las perspectivas educacionales futuras del niño en los ciclos educativos posteriores.
ii) Extensión de la jornada escolar en el nivel de primaria. Los avances en los modelos pedagógicos actuales y las necesidades educativas del mundo moderno hacen que sea cada vez más importante contar con jornadas escolares extendidas. Se espera que una jornada más extensa cambie la relación entre tiempo de trabajo y tiempo de descanso, y que aumente el trabajo pedagógico para los alumnos en la escuela y reduzca el tiempo de las tareas domiciliarias. Esto es especialmente importante para los estudiantes que en el hogar no cuentan con un clima educativo y con espacios que estimulen y apoyen su formación de modo adecuado. La jornada completa trae aparejadas, además, externalidades positivas para las familias, lo que alivia la preocupación por el cuidado extraescolar, incluidas la alimentación y la prevención de conductas de riesgo.
iii) Incorporación de la tecnología digital en la educación como una oportunidad fundamental en la batalla por la equidad. La definición de los criterios para seleccionar modelos de incorporación de las tecnologías de la información y las comunicaciones a las prácticas de enseñanza debe subordinarse a las metas que plantean los Estados para la educación en cada país. Una de las metas prioritarias de los Estados latinoamericanos, así como de los responsables de sus sistemas educativos, es utilizar la universalización del acceso a las competencias informáticas como una herramienta clave en la lucha por disociar orígenes sociales de logros en los aprendizajes, lo que se concibe como un paso fundamental en la reducción de la pobreza y la desigualdad y en el fortalecimiento de la integración social.
iv) Apoyo a las familias por medio de los programas de transferencias condicionadas. Es muy relevante ensayar instrumentos y estrategias que apoyen la retención de los estudiantes en el sistema durante esta etapa escolar, vale decir, avanzar en la progresión escolar sostenida y oportuna. Al respecto, es importante considerar los programas de transferencias condicionadas, uno de los pilares que en las últimas dos décadas los países han construido para comprometer a las familias de menores ingresos a apoyar la permanencia de los hijos en el sistema educativo. Estos programas tienen la virtud de mejorar, aunque sea marginalmente, los recursos monetarios de los hogares pobres y previenen contra la deserción escolar por costos de oportunidad (la continuidad escolar es parte del contrato de los programas de transferencias). Sin embargo, dado que ya en la educación primaria se tiende a la cobertura universal y que la mayor deserción de jóvenes de familias vulnerables se da en secundaria (pues por su edad pesa más el costo de oportunidad ante la caída de los ingresos familiares), resulta clave extender el beneficio para hijos en edad escolar a lo largo del ciclo secundario.
v) Articulación del sistema de formación para el trabajo. El camino de la juventud hacia el mundo del trabajo, como se vio, está muy segmentado según los logros educativos. La formación de competencias en jóvenes de entre 15 y 20 años es muy relevante para que puedan integrarse de manera adecuada al mercado laboral con oportunidades significativas para su futuro. Por lo tanto, se requieren medidas públicas que focalicen los esfuerzos en este ámbito de la enseñanza, vinculándose esta oferta educativa con el sector productivo.
vi) Compatibilizar la calidad formativa del sistema de educación superior con la expansión del acceso a sectores excluidos. En las últimas décadas, el sistema de educación superior en América Latina y el Caribe ha mostrado una gran expansión y crecimiento. Sin embargo, su cobertura es aún muy restringida y se ha concentrado en los niveles de ingresos medios y altos. Para asegurar una mayor igualdad de oportunidades en este nivel se requieren políticas que compensen la falta de recursos monetarios y tiempo de los jóvenes que egresan de secundaria y tienen que trabajar para sobrevivir o aportar a
sus familias.
El gasto público social en América Latina: tendencias generales e inversión en el desarrollo
de capacidades de las nuevas generaciones
El reconocimiento progresivo de la importancia del gasto público social como instrumento para canalizar recursos hacia la población más pobre y la relevancia del desarrollo social para potenciar el desarrollo económico han llevado a los países de la región a aumentar paulatinamente el gasto en esta área. De este modo, la participación del gasto social en el PIB ha pasado del 12,2% en el período 1990-1991 al 18,0% en 2007-2008. En consecuencia, también aumentó considerablemente su participación en el presupuesto, de poco menos del 45% a cerca del 65% del gasto público total.
No obstante, hay evidentes diferencias entre países con respecto a la prioridad macroeconómica del gasto social, que va desde menos del 8% del PIB en el Ecuador, Guatemala y el Perú (gobierno central), a niveles superiores a un quinto del PIB en la Argentina, el Brasil, Cuba y el Uruguay. Las diferencias de un país a otro también dependen del nivel de riqueza. Los diferentes grados de desarrollo de los países, así como la carga impositiva y el consecuente presupuesto público general y específicamente social definen grandes disparidades en la cantidad de recursos (véase el gráfico 13).
GRÁFICO 13
AMÉRICA LATINA (21 PAÍSES): EVOLUCIÓN DEL GASTO SOCIAL EN RELACIÓN CON EL PIB Y DEL GASTO SOCIAL PER CÁPITA


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
Nota: SPNF= sector público no financiero; SP= sector público; GG= gobierno general; GCP= gobierno central presupuestario; GC= gobierno central.
Prociclicidad del gasto social respecto del crecimiento económico
A pesar de la persistencia de los países de la región en aumentar el presupuesto público, y en particular el social, en la mayoría de los casos las oscilaciones de ambos han estado condicionadas por la evolución económica.
No obstante, la sensibilidad del gasto social al ciclo económico es menor que la del presupuesto en su conjunto, como se aprecia en el gráfico 14. En este sentido, pese a su prociclicidad, el gasto social ha sido más defendido de las fluctuaciones económicas que el presupuesto público destinado a fines no sociales. Es esperable que algunas partidas específicas de gasto sean contracíclicas, como las que financian programas de emergencia en períodos de crisis y aumento de la pobreza, y que disminuyen en períodos de auge económico. Otras son más estables, como la seguridad social, y en otros casos puede esperarse que, dentro de márgenes que no produzcan desequilibrios macroeconómicos ni tendencias al déficit fiscal, se registren expansiones en períodos de crecimiento económico.
GRÁFICO 14
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DEL GASTO PÚBLICO SOCIAL, DEL GASTO PÚBLICO TOTAL
Y DEL PIB, 1991-2009 a
(En porcentajes de variación)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Promedios ponderados. Las cifras de gasto de 2009 son estimaciones realizadas a partir de información de siete países.
Tendencias del gasto ante la crisis financiera
Ante la crisis financiera de 2008, los países de la región pusieron en marcha medidas de diversa índole. A diferencia de otras ocasiones similares, las medidas no apuntaron a la contracción del gasto, sino precisamente a su expansión. Tales medidas incluyeron acciones en materia de política monetaria y financiera, política fiscal, política cambiaria y de comercio exterior, políticas sectoriales, laborales y sociales, y financiamiento multilateral. A grandes rasgos, estas medidas estuvieron orientadas a restaurar la confianza y poner en funcionamiento los mercados financieros, como también a fortalecer la demanda interna de bienes y servicios.
Entre las medidas fiscales más recurrentes en los países, destacan la disminución de impuestos, el aumento de subsidios y beneficios tributarios, y el incremento o anticipación del gasto. En el ámbito social y productivo, son relevantes el aumento de los recursos destinados a construcción de viviendas, agua y saneamiento, el fomento a las pequeñas y medianas empresas y el sector agropecuario (facilitación de créditos y plazos), y el fortalecimiento de las políticas laborales (seguros de desempleo, subsidio a la contratación, programas de empleo) y de los programas sociales, especialmente los de transferencias condicionadas, que actualmente reciben recursos equivalentes al 0,4% del PIB regional y cubren alrededor del 20% de la población latinoamericana y caribeña.
De acuerdo con los antecedentes disponibles de siete países, pese a que la mayoría registró una caída absoluta del PIB, todos siguieron elevando su gasto social. Varios ya habían efectuado incrementos del gasto social en 2008, y 5 de los 7 países hicieron un esfuerzo aún mayor en 2009 (el Brasil, Colombia, Guatemala, Honduras y Panamá). Si bien los restantes también aumentaron su gasto social, lo hicieron a un ritmo menor que en 2008 (véase el gráfico 15).
GRÁFICO 15
AMÉRICA LATINA (SIETE PAÍSES): VARIACIÓN DEL GASTO PÚBLICO, EL GASTO SOCIAL, EL GASTO NO SOCIAL
Y EL PIB DURANTE LA CRISIS FINANCIERA
(En porcentajes de variación)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
Inversión social en edades tempranas: crecimiento y progresividad del gasto educativo
La inversión en las capacidades y competencias de las nuevas generaciones es fundamental para contar en las próximas décadas con una población económicamente activa (PEA) más productiva, que será fundamental para acompañar la transición demográfica y el aumento sostenido de la proporción de adultos mayores en las sociedades latinoamericanas y caribeñas. Asimismo, la mayor productividad de la PEA impulsa el crecimiento económico con incorporación de conocimientos e innovación en el sistema productivo, lo que, complementado con políticas de promoción de derechos sociales y laborales, también es un elemento positivo para los sistemas de protección social.
GRÁFICO 16
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): GASTO PÚBLICO POR ESTUDIANTE DE PRIMARIA Y SECUNDARIA a
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Ordenado según el gasto por estudiante de 2008.
Sin duda, la inversión en educación es el núcleo de la inversión en las capacidades y competencias de las nuevas generaciones. En las últimas décadas se han registrado marcados aumentos de los presupuestos educativos con respecto al PIB. Entre 1990 y 2008 el PIB regional casi se duplicó (alcanzó un 3,4% anual y un 84% en todo el período) y la expansión absoluta del gasto público en educación en la región fue del 5% anual y del 140% en todo el período. En dicho lapso, el número de estudiantes públicos en la región aumentó en casi 29 millones, para totalizar 91,2 millones de estudiantes primarios y secundarios que asisten a escuelas públicas (en comparación con 18,5 millones en escuelas privadas), y el gasto por estudiante se incrementó de 312 dólares a 710 dólares5.
5 No se incluyen los estudiantes secundarios rezagados (por lo general, de 18 o más años de edad).
La mayoría de los países incrementaron más su gasto por estudiante entre 2000 y 2008. Las excepciones son Chile, México, Panamá y el Paraguay, que registraron mayores avances en la década de 1990. Esto se debe principalmente a que casi todos los países elevaron más la cobertura en el primer período: en promedio, el aumento de esta entre 1990 y 2000 fue de alrededor de 14 puntos porcentuales, en comparación con 5 puntos porcentuales adicionales entre 2000 y 2008. Esto significó que buena parte del aumento del gasto público educativo se centrara en la incorporación de nuevos estudiantes. Luego de los avances de la década de 1990 (y anteriores), el aumento del gasto se ha destinado en gran medida a mejorar las condiciones que afectan directa o indirectamente el proceso educativo: la infraestructura, el equipamiento, el material didáctico y los salarios docentes, entre otras.
El gasto público en educación es una herramienta fundamental del Estado para promover una mayor igualdad de oportunidades a lo largo del ciclo educativo y para cerrar las brechas de logros por nivel según el origen socioeconómico de los hogares. La evidencia demuestra que cuanto mayor sea el grado de incorporación de la población infantil y juvenil a los distintos niveles de educación y se universalice su progresión hacia ciclos superiores, mayor será el efecto redistributivo del gasto en educación.
En este sentido, las políticas con mayor efecto igualitario son las que permiten alcanzar coberturas universales. En el gráfico 17 puede observarse que la mayor cobertura en los distintos niveles educativos está asociada al efecto más redistributivo del gasto en dichos niveles.
En términos de políticas, sería un error pensar que es necesario reducir el gasto en educación pública en los niveles de menor cobertura (como la educación universitaria) para trasladarlo a niveles de mayor cobertura (como la primaria o la baja secundaria), tendencia seguida bajo el paradigma del Consenso de Washington y en la ola de reformas de las décadas de 1980 y 1990. Lo que se deduce normativamente de los datos es todo lo contrario: que el gran desafío, desde una perspectiva de derechos e igualdad, es promover la progresión a lo largo de los ciclos educativos de los sectores socioeconómicos que no acceden a niveles superiores y, de este modo, democratizar el acceso a la educación de alta secundaria y postsecundaria.
Por otra parte, el retiro del Estado de los niveles superiores de educación (alta secundaria y postsecundaria) tiene otro efecto muy negativo desde una perspectiva de derechos, pues deja esos niveles a merced de la oferta privada, que segmenta el acceso y la calidad según la capacidad de pago de las familias. Esto tiene un claro efecto regresivo en términos de la distribución de oportunidades según las condiciones socioeconómicas de origen. Dicho de otro modo, es precisamente la existencia de una educación superior pública la que da a los sectores de más bajos ingresos la opción de efectiva movilidad social. Por lo tanto, las tareas públicas deben orientarse a lograr que una proporción cada vez mayor de estudiantes de bajos ingresos continúe sus estudios postsecundarios y, de este modo, aumentar la progresividad del gasto en este nivel.
GRÁFICO 17
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN SEGÚN ESTRATOS DE INGRESO
Y COMPARACIÓN CON EL INGRESO PER CÁPITA a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países y datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
a Promedios simples.
Economía generacional, sistemas de transferencias
y desigualdad en América Latina
La economía generacional
En los capítulos precedentes, sobre todo en el dedicado a la educación, se ha puesto el acento en las diferencias de logros educativos de niños y jóvenes por niveles socioeconómicos, lo que tiene una marcada incidencia en la reproducción intergeneracional de brechas a lo largo de la vida. En el presente capítulo, esta perspectiva se complementa con el análisis de las diferencias que se observan entre distintas generaciones y para ello se examina cómo se destinan las transferencias públicas y privadas hacia las dos puntas del tiempo: los niños y jóvenes, y los adultos mayores. En este sentido, es interesante constatar el sesgo más notorio que existe en América Latina, en comparación con otras regiones del mundo, en cuanto al mayor peso relativo de las transferencias públicas hacia la población envejecida.
A lo largo de la vida existen dos períodos importantes de dependencia económica en que el consumo excede la producción laboral: uno al principio y otro al final (véase el gráfico 18). Aunque con algunas variaciones, gran parte de las necesidades de consumo de los niños y las personas mayores se satisfacen a través de importantes flujos de recursos económicos provenientes de la población en edad de trabajar. Algunos de estos flujos son directos, como cuando los padres proveen lo necesario a sus hijos, y otros son más indirectos, como en el caso de las transferencias mediadas por los gobiernos, las organizaciones filantrópicas y otras instituciones económicas y sociales. Existen otras situaciones todavía más complejas, como las que se originan a partir de ahorros sobre el ingreso laboral. El conjunto de todos estos flujos constituye la economía generacional.
A pesar de las importantes implicaciones de las transferencias intergeneracionales para el crecimiento económico y la superación de la desigualdad y la pobreza, el conjunto de las reasignaciones entre grupos de edad no ha sido analizado de manera exhaustiva. En este sentido, el sistema de las cuentas nacionales de transferencias proporciona un enfoque novedoso para medir la totalidad de los flujos económicos agregados entre las edades y a través del tiempo. Las cuentas incluyen flujos relativos a acumulación de capital y a transferencias, y distinguen las mediadas por las instituciones públicas de las que tienen lugar en el ámbito privado. Además, estiman todos los flujos agregados de manera coherente con el Sistema de Cuentas Nacionales de las Naciones Unidas. La estimación se basa, en gran medida, en el análisis de las encuestas de hogares sobre ingresos, gastos, activos, fuerza de trabajo y transferencias, además de registros administrativos detallados disponibles en diferentes organismos gubernamentales6.
6 Véase [en línea] http://www.ntaccounts.org para obtener más detalles sobre el sistema de cuentas nacionales de transferencias.
GRÁFICO 18
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: INGRESO LABORAL MEDIO Y CONSUMO MEDIO PER CÁPITA EN
RELACIÓN CON EL INGRESO LABORAL PER CÁPITA
ENTRE LAS EDADES DE 30 Y 49 AÑOS,
ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a Se usa el promedio simple de 22 economías participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias: América Latina (el Brasil, Chile, Costa Rica, México y el Uruguay); Asia (China, las Filipinas, la India, Indonesia, el Japón, la República de Corea y Tailandia); África (Kenya y Nigeria); Europa (Alemania, Austria, Eslovenia, España, Finlandia, Hungría y Suecia); Estados Unidos. El consumo per cápita incluye el consumo privado y público. El ingreso laboral per cápita incluye los beneficios marginales y los ingresos por cuenta propia.
Las cuentas nacionales de transferencias: América Latina
en el contexto mundial
Los perfiles de consumo por edad varían significativamente entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias. En los países de ingreso medio, hay muy poca variación en el consumo durante la vida adulta, mientras que el consumo de los niños es algo menor que el del adulto medio (véase el gráfico 19). En los países de ingreso alto, el consumo de los niños es relativamente más elevado en comparación con los países de ingreso medio (entre un 15% y un 33% durante los 15 primeros años de vida), y se observa un aumento de los niveles de consumo conforme avanza la edad (por ejemplo, a los 85 años el consumo en estos países es aproximadamente un 25% más alto que a los 45 años). Esto se debe, por una parte, a la menor inversión en el desarrollo de capacidades en los países de ingreso medio, y por la otra, a la mayor cobertura de los sistemas de pensiones públicas y el mayor gasto en la atención de salud a edades más avanzadas en los países de ingreso alto.
GRÁFICO 19
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: CONSUMO PER CÁPITA POR EDAD EN PAÍSES DE INGRESO MEDIO Y ALTO EN RELACIÓN CON EL CONSUMO PER CÁPITA ENTRE LAS
EDADES DE 30 Y 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a El consumo per cápita en economías de ingreso medio es el promedio simple del Brasil, Chile, China, Costa Rica, Filipinas, la India, Indonesia, México, Tailandia y el Uruguay. El consumo per cápita en economías de ingreso alto es el promedio simple de Alemania, Austria, Eslovenia, España, los Estados Unidos, Finlandia, Hungría, el Japón, la República de Corea y Suecia.
En los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias también se observa una variación importante con respecto al ingreso laboral en las edades típicas de entrada y salida del mercado de trabajo. En la mayoría de los países de ingreso alto se registra una prolongación del período de educación de los jóvenes y un ingreso laboral más elevado entre los trabajadores de mayor edad. En cuanto a la extensión del período en que el ingreso laboral excede el consumo, es interesante notar que, excepto en el caso del Uruguay, los países de América Latina son los que presentan los períodos más cortos de independencia económica, que varían de unos 20 años en el Brasil y México a 28 años en Chile y Costa Rica.
En el marco del sistema de cuentas nacionales de transferencias se identifican tres mecanismos principales de reasignaciones entre grupos de edades y de generaciones: las transferencias públicas, las transferencias familiares (privadas) y las reasignaciones basadas en activos. En general, las transferencias públicas provienen de la población en edad laboral, ya que los impuestos que esta paga a menudo superan los beneficios que recibe. Por su parte, los niños y los adultos mayores suelen ser beneficiarios netos de las transferencias públicas. La salud es la principal fuente de estas transferencias en los menores de 5 años y entre los 5 y los 15 años la educación pública se convierte en su principal componente. Respecto de las personas mayores, como se podría esperar, la seguridad social y la salud responden por la casi totalidad de las transferencias públicas.
Sin embargo, entre los países existe una gran diversidad en cuanto a las políticas de impuestos y gasto público. Por ejemplo, la transferencia neta recibida por un niño o joven en relación con el ingreso laboral medio varía del 6% en China al 29% en Finlandia. En el caso de las personas mayores, esta variación va del -2% en Tailandia —lo que indica que los adultos mayores pagan más impuestos de lo que reciben en beneficios— a un 87% en el Brasil, donde se ha implementado un amplio programa de pensiones que incluye las pensiones no contributivas.
Corroborando los resultados observados en el caso del consumo, los países de América Latina muestran niveles relativamente bajos de inversión pública en niños y jóvenes. En el Brasil, Chile y Costa Rica, estas bajas inversiones se combinan con altos niveles de transferencias públicas a las personas mayores. De hecho, los países de América Latina gastan en personas mayores (como porcentaje de los ingresos del trabajo) aproximadamente la misma cantidad que los gobiernos de Europa, los Estados Unidos y el Japón, pero invierten la mitad en los niños y jóvenes7.
7 Al examinar estos resultados, es necesario tener en cuenta que la muestra de países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias para América Latina excluye a los más pobres de la región, donde el sector público desempeña un papel menor en el apoyo al consumo tanto de los niños y jóvenes como de las personas mayores.
Las transferencias familiares representan la principal fuente de apoyo para el consumo de los niños y jóvenes tanto en los países y territorios de Asia (entre un 67% y un 76%, con excepción del Japón), como en los de América Latina (entre un 69% y un 79%). En los países de ingreso alto, las transferencias familiares son relativamente menos importantes (del 43% al 57%) debido a las inversiones más significativas del sector público.
En el caso de las personas mayores, los ingresos laborales constituyen una fuente importante de consumo, sobre todo en países de Asia. Por el contrario, en países
europeos, los ingresos laborales de las personas mayores representan una fracción muy pequeña del consumo. Los países latinoamericanos se encuentran entre estos extremos, con ingresos laborales que oscilan de un 18% en el Brasil a un 26% en México, como porcentaje del consumo de las personas mayores.
Al igual que en Europa, las transferencias públicas netas representan, en general, la principal fuente de apoyo para las personas mayores en América Latina8. Por otra parte, en la mayoría de los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias (incluidos los latinoamericanos) se observan transferencias familiares netas hacia abajo, es decir desde las personas mayores hacia los miembros más jóvenes.
8 Excepto en el caso de México, donde el ingreso de los activos, en particular de los activos de propiedad estatal, representa la principal fuente de apoyo.
Transferencias públicas por edad y nivel de educación
en el Brasil y Chile
Comparada con otras regiones emergentes, América Latina se distingue por tener un sector público relativamente grande y una población que envejece rápidamente, además de una de las distribuciones de ingreso más desiguales del mundo. A pesar del creciente interés en las transferencias públicas como mecanismo de combate a la pobreza y la desigualdad, pocas veces esas transferencias se consideran simultáneamente por edad y nivel socioeconómico. El análisis que se presenta a continuación avanza en este sentido, al explorar la incidencia del gasto público por grupos de edad y nivel socioeconómico (definido por el nivel de educación del jefe de hogar) en el Brasil y Chile, según composición sectorial (educación, salud y seguridad social)9.
9 Los grupos de educación considerados fueron: a) sin educación formal, b) de 1 a 8 años de estudio, c) de 9 a 15 años de estudio y d) 16 años o más de estudio.
En ambos países, las transferencias públicas son proporcionalmente mayores hacia los adultos mayores y las de las familias son el componente principal de transferencias hacia niños y jóvenes. Este sesgo se da en todos los niveles socioeconómicos, pero es significativamente mayor en el grupo de nivel más alto. En general, se observa una mayor progresividad absoluta del gasto público en el caso de los niños, que va disminuyendo a medida que aumenta la edad, hasta tornarse regresiva, con mayores beneficios entre los grupos de mayor nivel socioeconómico.
Estas diferencias pueden explicarse, en gran parte, por los mayores ingresos laborales de los individuos con niveles más altos de educación, un factor determinante de los beneficios previsionales. En el Brasil, el punto de inflexión en que el gasto se vuelve regresivo es a partir de los 45 años, mientras que en Chile esto ocurre un poco más tarde, entre los 50 y los 54 años10.
10 De allí, por ejemplo, la importancia de contar con un pilar solidario en los sistemas de pensiones, tal como ha venido planteándolo la CEPAL, dado que los sistemas contributivos suelen ser regresivos, en la medida en que los beneficios se correlacionan con los aportes.
Pese a la participación del sector público, la inversión total en educación es bastante desigual en los diferentes grupos socioeconómicos (véase el gráfico 20). En el Brasil, la inversión en la educación de un niño en el nivel socioeconómico más alto duplica con creces la inversión en la educación de un niño en el segundo nivel socioeconómico y triplica con creces la inversión en la educación de un menor en el nivel socioeconómico más bajo. En Chile los resultados son muy similares. Esta diferencia se da por las enormes brechas de gastos en educación entre familias de altos y bajos ingresos. La mayor proporción del gasto privado de familias de altos ingresos y con alto nivel educativo de los jefes de hogar hace, además, que la oferta de educación tenga una calidad muy segmentada según la capacidad de pago de los hogares de origen de los estudiantes.
GRÁFICO 20
INVERSIÓN EDUCATIVA TOTAL EN UN NIÑO POR NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, y la Encuesta de Presupuestos Familiares (POF), 2006/2007, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN), 2007, y la Encuesta de Presupuesto y Gasto (EPG) 2006/2007, en el caso de Chile.
a El gasto en educación per cápita total incluye el gasto público y privado en niveles preprimario, primario, secundario y terciario.
Conclusiones
Las cuentas nacionales de transferencias proporcionan una medida global y coherente del papel que desempeñan los gobiernos en la prestación de apoyo económico a los jóvenes y a las personas mayores, y permiten monitorear mejor el alcance de sus políticas. Asimismo, proporcionan una visión integral de las funciones desempeñadas por los otros agentes económicos (mercado financiero, familia y sociedad civil).
Además, las cuentas nacionales de transferencias ofrecen la base para las proyecciones fiscales de largo plazo de los gobiernos, que permiten anticipar las importantes transformaciones económicas que se generarán a partir del lento pero inexorable avance de diversas fuerzas sociales, como el envejecimiento de la población, la transición epidemiológica o los cambios en los niveles educativos11. De este modo, es posible registrar transiciones más suaves en las políticas fiscales y de gasto público.
11 La transición epidemiológica se refiere a un cambio debido, en gran parte, al envejecimiento de la población, en que las enfermedades de carácter agudo, más comunes entre los niños, dan lugar a las enfermedades de carácter crónico-degenerativo, más comunes entre las personas mayores, como principales causas de morbilidad y mortalidad. Véase CEPAL/CELADE (2010) para obtener más detalles.
Los resultados del presente análisis pusieron de relieve una de las características más notables de las economías de América Latina: el bajo nivel de consumo de los niños y jóvenes asociado a los bajos niveles de inversión pública en estos grupos de la población. En contraste con esta situación, los resultados apuntan claramente hacia la necesidad de una participación mucho más destacada del sector público en el sentido de asegurar la inversión adecuada para el desarrollo de los jóvenes. Esto no solo tiene como finalidad enfrentar la reproducción de las desigualdades a lo largo del ciclo de vida, sino también prepararse adecuadamente para el rápido envejecimiento de la población que se avecina.
Transferencias públicas en etapas tempranas del
ciclo vital: un desafío clave para el combate
intertemporal a la desigualdad
Los déficits sociales asociados a las etapas del ciclo vital
y las medidas para su combate
Para avanzar en la agenda de la igualdad es indispensable que el Estado asuma un papel protagónico en diferentes campos. Por una parte, y como se ha planteado en este documento, tiene la responsabilidad básica de disociar los logros y aprendizajes educativos de las condiciones socioeconómicas de origen de niños y jóvenes, y promover una mayor convergencia de dichos logros en toda la sociedad. Por otra parte, frente a las brechas del mercado laboral y la vulnerabilidad ante diversos riesgos, el Estado debe velar por reducir estas asimetrías, tanto mediante políticas activas de empleo y salarios, como de transferencias públicas con un claro efecto redistributivo a lo largo de la vida de las personas.
El modelo de estado de bienestar muestra que las políticas universales son las que tienen un efecto más sistémico en la redistribución progresiva de oportunidades y activos y en el acceso al bienestar. Esto también puede incluir transferencias selectivas hacia grupos más vulnerables, cuyo criterio rector no es la focalización, sino precisamente el reforzamiento de condiciones más igualitarias en el conjunto de la sociedad.
En el presente capítulo se plantean opciones que combinan transferencias públicas hacia sectores vulnerables en el ciclo de vida infantil y juvenil con estimaciones de costos para universalizar coberturas en el ámbito de la educación. Para ello, se parte de evidencias constatadas en capítulos precedentes. En América Latina, los Estados y sus transferencias pesan poco en la estructura de consumo de las familias con niños y adolescentes. Mientras en muchos países de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) el consumo de las personas de entre 0 y 19 años se nutre por partes casi iguales de transferencias públicas y familiares, en América Latina el promedio del componente de transferencias estatales no supera el 20% para dicho grupo etario. Esto implica que el impacto redistributivo es muy restringido en relación con el ingreso primario de las familias. No debe, pues, extrañar la persistencia de la desigualdad después de las transferencias públicas orientadas a las familias con niños y jóvenes. A esta limitación se suma la baja eficacia de los sistemas educativos (los que concentran buena parte de las transferencias públicas hacia la población más joven) para generar logros que reviertan las estructuras de desigualdad de origen. En suma, la región enfrenta enormes desafíos para activar el papel redistributivo y de combate intertemporal a la desigualdad de los Estados.
Para paliar estos déficits es necesario, pues, implementar medidas redistributivas sintonizadas con la lógica del ciclo vital, con énfasis en la población infantil y juvenil, y que implican transferencias a las familias cuyos ingresos laborales son claramente insuficientes. Estos mecanismos deberían implicar medidas diferenciadas para cada etapa y son esencialmente de tres tipos. Por un lado, un esquema de transferencias monetarias a los hogares con hijos, que aumenten las posibilidades de las familias de contar con un entorno adecuado para la socialización del niño (nutrición, vivienda, vestimenta). En segundo lugar, el financiamiento de medidas que deberían revertir los déficits en cobertura y acceso a servicios de cuidado y estimulación temprana en la primera infancia, que confinan al individuo a un surco de exclusión durante la niñez y adolescencia, con un efecto negativo posterior sobre la fase de emancipación de los jóvenes. Finalmente, otro conjunto de transferencias monetarias articuladas a servicios de empleo y formación para el empleo, que se orienten directamente a los jóvenes en procesos de emancipación a la vida adulta.
Este conjunto de medidas que abarca el ciclo vital considerado en este Panorama social (en torno al período de 0 a 29 años de edad, que culmina con la fase de emancipación y transición a la vida adulta), debe incluir los siguientes componentes:
• Primera infancia: transferencias en efectivo a hogares con niños (entre 0 y 4 años) y políticas de cuidados (0 a 2 años), así como educación preescolar (3 a 5 años).
• Espacio intermedio entre la infancia y las primeras etapas de emancipación (niñez y adolescencia temprana, 6 a 14 años): extensión del tiempo educativo, inversión en educación primaria y baja secundaria que acompañe el necesario incremento de cobertura y egreso.
• Emancipación: transferencias en efectivo que constituyan “cheques de afiliación”, vale decir, un incentivo para la afirmación en la educación o el mercado laboral (o el retorno a alguno de ellos). Si bien para esta medida la edad clave o de referencia es la de 15 a 29 años, en los siguientes análisis se optó por concentrarse en el tramo de 15 a 24 años en tanto constituye el grupo de edad modal dentro de los sectores vulnerables.
En este capítulo se propone un conjunto de transferencias, así como los costos de universalizar la cobertura formativa en los niveles que van desde la educación inicial hasta el nivel de alta secundaria, para los distintos países de América Latina. Esto se desglosa en los siguientes componentes que se detallan en el capítulo:
1. Transferencia a todas las familias vulnerables (con ingresos del hogar iguales o inferiores a 1,8 líneas de pobreza por miembro del hogar) por el monto de 1 línea de pobreza por cada niño de 0 a 4 años y de 1,5 líneas de pobreza si la familia es monoparental, y costo de esta transferencia a nivel nacional como porcentaje del PIB.
2. Transferencia a este grupo de familias por el monto de 0,5 líneas de pobreza por cada niño de 5 a 14 años y de 0,75 líneas de pobreza si la familia es monoparental, y costo de esta transferencia a nivel nacional como porcentaje del PIB.
3. Transferencia a cada joven de 15 a 24 años que no estudia ni trabaja, de una asignación equivalente al costo público mensual de educación en alta secundaria por estudiante, y costo de esta transferencia a nivel nacional como porcentaje del PIB.
4. Inversión en educación del costo que implica para el sistema educativo incluir a todos los que actualmente no están incluidos en todos los niveles: primera infancia, preprimaria, primaria, baja secundaria y alta secundaria, con edades que corresponden a dichos niveles. Para estos efectos se estima el costo por alumno mensual en cada nivel y se simula el total agregado de la asignación de ese monto por mes considerando todos los niños y jóvenes que, teniendo la edad correspondiente, no asisten a la escuela.
Los costos e impactos
No solo es necesario conocer cuál es el costo de estas medidas, sino también cuál es su rendimiento social, o sea, el impacto en materia de igualdad y bienestar.
Pobreza, desigualdad y transferencias de ingresos: costos e impactos
Los mecanismos más directos y simples de evaluar son las transferencias de ingresos a niños de 0 y 14 años y las transferencias o subsidios de empleo y capacitación orientadas a los jóvenes de 15 y 24 años que no estudian ni trabajan. En ambos casos, se estima el costo e impacto de dichas transferencias y se restringe su alcance a la población vulnerable (que pertenece a hogares con ingresos per cápita por debajo de 1,8 líneas de pobreza). Como se muestra en el gráfico 21, el costo de dicho sistema de transferencias es financiable con cierta holgura para un grupo de países, representa un esfuerzo importante para un segundo grupo y escapa a las posibilidades de un tercer subconjunto de países.
GRÁFICO 21
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): COSTO DEL TOTAL DE LAS TRANSFERENCIAS MONETARIAS DIRIGIDAS A LA
POBLACIÓN VULNERABLE, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones de producto interno bruto (PIB).
a Se considera población vulnerable aquella cuyos ingresos son iguales o inferiores a 1,8 líneas de pobreza. Los datos de Nicaragua corresponden a 2005, los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras a 2007.
En los casos de la Argentina, Chile, Costa Rica, el Uruguay y, en menor medida, el Brasil y Panamá, los costos adicionales son manejables en un corto período de tiempo, ubicándose en torno al 2% del PIB. En Colombia, el Ecuador, México, la República Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana el esfuerzo es considerable (cercano o superior a los 5 puntos porcentuales del PIB). Finalmente, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y el Paraguay enfrentarían una exigencia fiscal excesiva, por lo que es importante movilizar recursos adicionales de la cooperación internacional.
El efecto combinado de las tres transferencias planteadas tendría un impacto absoluto sustancial sobre la pobreza. Por ejemplo, en Nicaragua, la incidencia de la pobreza descendería del 61,8% al 34,6% y en Guatemala bajaría del 45,7% al 29,9%. También en países de mayor nivel de desarrollo las reducciones serían muy significativas.
Estos efectos son más marcados, dada la naturaleza de las transferencias, en la población infantil y juvenil. En estos casos, la reducción relativa de la pobreza será aún mayor en términos proporcionales que la referida en el gráfico 22. Finalmente, el impacto en la reducción de la desigualdad también es de importancia, y es más marcado en los países de menor desarrollo relativo y más modesto en los países más avanzados.
GRÁFICO 22
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): REDUCCIÓN DE LA POBREZA POR EFECTO DE LAS TRANSFERENCIAS, ALREDEDOR DE 2008 a
(En puntos absolutos de pobreza)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones del PIB.
a Los datos de Nicaragua corresponden a 2005, los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras a 2007.
Pobreza, desigualdad, ciclo educativo y ciclo vital: costos e impactos
Atacar la desigualdad y la pobreza infantil y juvenil supone al menos tres iniciativas críticas: extender la cobertura en la primera infancia mediante sistemas de cuidado y educación inicial (entre los 0 y 4 años), completar la universalización en las edades correspondientes al ciclo educativo básico (0 a 14 años) y avanzar en la universalización de la cobertura de los adolescentes y jóvenes en el ciclo superior de la enseñanza media (15 a 17 años). Todas estas metas, y los costos extra que suponen para el costo actual por estudiante de cada país, son abordables por todos los países de la región. De hecho, como se pone de manifiesto en el gráfico 23, en 15 de los 18 países considerados, el costo no supera un punto porcentual del PIB, considerando aquí el costo mínimo requerido para completar la cobertura a tasas de inversión constantes, ya que solo se considera el gasto corriente por alumno. Generar la infraestructura y mejorar las condiciones que permiten que dicha cobertura se traduzca efectivamente en capacidad igualadora del sistema requiere de recursos bastante más abultados.
GRÁFICO 23
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COSTO DE LA INCORPORACIÓN DE LOS NIÑOS Y JÓVENES DE 0 A 17 AÑOS AL SISTEMA EDUCATIVO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones del producto interno bruto (PIB).
a Los datos de El Salvador corresponden a 2004, los de Nicaragua a 2005, los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras a 2007. Para el tramo etario de 0 a 5 años, en los países en que no se contaba con datos para todo el tramo se utilizaron las edades más tempranas relevadas en el nivel: 4 y 5 años en la República Dominicana y 5 años en el Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Panamá y el Paraguay.
Así, por ejemplo, si bien el costo de la universalización de la educación primaria es muy bajo con relación al PIB (entre un 0,02% y un 0,31%, según el país), cuando se considera extender la cobertura a jornada completa en niños de 6 a 11 años, estos costos deben aumentar enormemente, dado que hacia 2008 el conjunto de niños de dicha edad que no asistía a jornada completa era, en casi todos los países de la región, la gran mayoría. Se deduce fácilmente que, al considerar, por ejemplo, las necesidades de inversiones edilicias y recursos humanos que supone un programa de extensión de la jornada escolar, los desafíos que enfrentan los países son mucho más complejos que los que sugieren los datos de cobertura en la edad correspondiente a este ciclo.
Aún con las salvedades mencionadas, un programa de expansión como el planteado tendría fuertes repercusiones en los circuitos de reproducción de la desigualdad y la exclusión en la población infantil y juvenil. Los dos extremos del desafío (preprimaria y alta secundaria) permiten hacerse una idea del enorme incremento de la cobertura que esto significaría, especialmente para la población pobre y vulnerable. En el capítulo II de este Panorama social se pone especial énfasis en las enormes brechas por quintil de ingresos de niños y jóvenes, sobre todo si se comparan los dos quintiles extremos, en materia de educación preprimaria y conclusión de la alta secundaria. Por lo mismo, las transferencias orientadas a cerrar brechas en estos niveles tendrían un enorme impacto en la reducción de las desigualdades en oportunidades educativas.
Para el nivel que aparece como más crítico en la mayoría de los países —el de la primera infancia—, incluso en una hipótesis de incorporación gradual, es posible identificar un conjunto importante de países en que los niños incorporados constituyen una porción muy significativa de la población. En países como El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, entre tres cuartas partes y casi 9 de cada 10 iños de los deciles vulnerables (por debajo de 1,8 de la línea de pobreza) serían incorporados.
El financiamiento desde una perspectiva intertemporal
La combinación de las transferencias monetarias y de los incrementos de cobertura educativa a costos básicos permitiría, en casi todos los países, empezar a atacar las bases de la reproducción de la desigualdad desde los inicios del ciclo de vida, incrementando la presencia del Estado en la estructura de consumo de bienes y servicios de la población más joven. Esto también implica, claro está, un esfuerzo y una priorización fiscal importante. El costo agregado de ambos grupos de medidas puede verse en el gráfico 24.
El financiamiento de estas medidas no es espontáneo. Dependiendo de los países, los recursos requeridos para impulsar el esquema de transferencias planteado podrán obtenerse en función de las siguientes variables: a) la evolución del crecimiento económico, pues, de mantenerse constante la presión tributaria, este implica un aumento de la masa de dinero recaudado; b) la evolución de la carga tributaria combinada con el crecimiento económico (en los países que tienen espacio para aumentar esta carga es posible obtener más recursos a partir de la extracción proporcional de una porción mayor del esfuerzo de la economía); c) recursos adicionales que puedan surgir de la reestructuración y mayor eficiencia del gasto público, y d) recursos adicionales que puedan movilizarse de la
cooperación internacional.
GRÁFICO 24
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): COSTO DEL TOTAL DE LAS TRANSFERENCIAS MONETARIAS A LA POBLACIÓN VULNERABLE Y DE LA INCORPORACIÓN DE LOS
NIÑOS Y JÓVENES DE 0 A 17 AÑOS AL SISTEMA
EDUCATIVO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones del PIB.
a Los datos de Nicaragua corresponden a 2005, los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras a 2007. Para el tramo etario de 0 a 5 años, en los países en que no se contaba con datos para todo el tramo se utilizaron las edades más tempranas relevadas en el nivel: 4 y 5 años en la República Dominicana y 5 años en el Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Panamá y el Paraguay.
En el gráfico 25 se expone el espacio fiscal de los países de aquí a 10 años para cubrir los costos adicionales provocados por la batería de medidas propuestas. Para ello se considera una tasa de crecimiento económico algo mayor al 2% y en los países en que, dado su PIB, la carga tributaria presenta una potencial expansión, el efecto de dicha expansión (incorporado de forma anual). Como puede observarse, la mayoría de los países podría alcanzar el punto de equilibrio antes de la culminación del período y presenta un superávit considerable tras haber cubierto el déficit.
Si se considera un PIB en crecimiento combinado con una expansión de la carga tributaria donde sea posible, el escenario latinoamericano arroja tres grupos de países. El primero lo integran los que en 2012 estarían muy cercanos de recaudar, o recaudarían con creces, los puntos del PIB necesarios para solventar las medidas propuestas. En dicho grupo es posible identificar a la Argentina, el Brasil, Chile, Costa Rica, México, Panamá y el Uruguay. Un segundo grupo de países estaría en condiciones de hacer lo propio sobre el año 2014, como es el caso de Colombia, el Ecuador y la República Dominicana. Los restantes países —el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y el Paraguay— no lograrían (con excepción del Paraguay que lo hace en el último año), aun en este escenario optimista de efectos combinados sobre el espacio fiscal, culminar el período con una recaudación suficiente para abordar los costos hasta aquí presentados, por lo que es necesario considerar recursos complementarios, como los de la cooperación internacional.
GRÁFICO 25
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): DÉFICIT O SUPERÁVIT TRIBUTARIO PARA FINANCIAR EL SISTEMA DE TRANSFERENCIAS Y EL REFUERZO DE LOS
SERVICIOS EDUCATIVOS Y DE CUIDADO BAJO
SUPUESTOS DE CRECIMIENTO DEL PIB Y
EXPANSIÓNDE LA CARGA TRIBUTARIA a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países, proyecciones del PIB y datos del Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES), para carga tributaria efectiva y potencial.
a Los datos de Nicaragua corresponden a 2005, los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras a 2007.
Capítulo I
Pobreza, desigualdad y ciclo de vida
A. Pobreza y desigualdad: crisis y recuperación

1. Contexto económico
En 2009, América Latina y el Caribe experimentó una caída del producto por habitante del 3% en el contexto de una crisis internacional generalizada. Dicha contracción afectó a la mayoría de los países de la región, en especial a El Salvador, Honduras, México, el Paraguay y la República Bolivariana de Venezuela. Solo la República Dominicana y el Uruguay registraron un incremento del producto per cápita superior al 2% (véase el cuadro I.1).
CUADRO I.1
AMÉRICA LATINA (20 PAÍSES): EVOLUCIÓN DE ALGUNOS INDICADORES SOCIOECONÓMICOS, 2000-2009

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de cifras oficiales.
a A partir del valor del PIB per cápita en dólares, a precios constantes de 2000.
b En Chile, Cuba, Nicaragua, la República Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana se refiere al desempleo total nacional. En el período 2000-2007 de Guatemala solo se dispuso de datos para el trienio 2002-2004. Los datos de desempleo del Perú corresponden a los de la ciudad de Lima. Se incluye un ajuste de los datos de la Argentina, el Brasil y México para dar cuenta del cambio metodológico de 2003, 2002 y 2005, respectivamente.
c Por lo general, la cobertura de este índice es muy parcial. En la mayoría de los países se refiere solo a los trabajadores formales del sector industrial. Las variaciones para América Latina se hicieron considerando un índice global que corresponde al promedio simple de los índices de los países con datos en la región.
d Considera el promedio simple de las variaciones diciembre a diciembre de cada año.
En esta ocasión, a diferencia de otras crisis anteriores, las políticas públicas jugaron un papel preponderante para evitar un impacto mayor en las condiciones laborales y sociales. Los países supieron aprovechar la solidez macroeconómica que construyeron durante el período de bonanza económica y financiera para aplicar políticas contracíclicas, tanto fiscales como monetarias.
De esta manera, si bien se produjo un deterioro de la situación laboral, con una caída de la tasa de ocupación del 55,1% al 54,6% y un aumento del desempleo del 7,3% al 8,2% en el mismo período, el impacto en el mercado laboral fue menor al que se había pronosticado inicialmente (CEPAL/OIT, 2010).
Asimismo, la estabilidad de los precios contribuyó a evitar la pérdida del poder adquisitivo de los ingresos, con lo que se evitó un descenso significativo de la demanda interna. El promedio simple de la tasa de inflación a nivel regional fue del 4,7% en 2009, aunque si se excluye a la República Bolivariana de Venezuela, este promedio se reduce al 2,6%. Los datos disponibles sobre el salario medio real muestran un leve incremento en la mayoría de los países, mientras que en 2008 la variación había sido negativa.
Con estos antecedentes, para 2010 se proyecta una rápida recuperación del crecimiento del PIB regional, que alcanzaría el 5,2%, equivalente a un aumento del PIB por habitante del 3,7%. La expansión económica se manifiesta de manera generalizada en la región, aunque las mayores tasas se concentran en América del Sur, donde el Brasil muestra el crecimiento más elevado (CEPAL, 2010e).
2. Evolución reciente de la pobreza
En 2009, la incidencia de la pobreza alcanzó a un 33,1% de la población de la región, incluido un 13,3% en condiciones de pobreza extrema o indigencia. Estas cifras se traducen en 183 millones de personas pobres y 74 millones de indigentes (véase el gráfico I.1).
A pesar de la importante caída del producto registrada en la región en 2009, la pobreza solo mostró un leve retroceso, equivalente a un aumento de 0,1 puntos porcentuales, con respecto al año previo. El incremento de la pobreza extrema fue algo mayor y representó 0,4 puntos porcentuales. Tanto el número de pobres como el de indigentes aumentaron en tres millones de personas.
Con estos resultados, el balance de los últimos años sigue siendo relativamente positivo. En comparación con 2002, cuando la pobreza y la indigencia alcanzaron sus niveles más altos desde 1990, ambos indicadores han mostrado una reducción importante, de 10,9 puntos porcentuales el primero y de 6,1 puntos el segundo.
No obstante, estos indicadores han presentado divergencias en su evolución en los últimos dos años, cuando la indigencia ha tendido al deterioro de manera más evidente. Al contrario de lo que ha sucedido con la tasa de pobreza, la reducción de la indigencia hasta 2007 fue mayor que la registrada hasta 2009.
GRÁFICO I.1
AMÉRICA LATINA: EVOLUCIÓN DE LA POBREZA Y DE LA INDIGENCIA, 1980-2010 a
(En porcentajes y millones de personas)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Estimación correspondiente a 18 países de la región más Haití. Las cifras colocadas sobre las secciones superiores de las barras representan el porcentaje y número total de personas pobres (indigentes más pobres no indigentes).
Las diferentes dinámicas de la pobreza y la indigencia se explican, en parte, por la forma en que han evolucionado los precios de los alimentos respecto del resto de los bienes. Entre 2006 y 2009, los alimentos se encarecieron, en promedio, casi dos veces y media más de lo que se encarecieron los productos no alimenticios (véase el gráfico I.2). El aumento del precio de los alimentos se traslada completamente al valor de la línea de indigencia, por lo que esta se ha incrementado más rápido que la línea de pobreza1.
1 Hasta 2007, las líneas de indigencia y de pobreza se actualizaban mediante un mismo deflactor de precios, por lo que la relación entre ellas se mantenía constante en el tiempo. No obstante, la marcada diferencia en la evolución de los precios de los alimentos y los productos no alimenticios llevó a actualizar las líneas mediante distintos deflactores a partir de 2007. De este modo, la línea de indigencia se actualiza mediante la variación del índice de precios al consumidor (IPC) de alimentos, mientras que la parte de la línea de pobreza que corresponde al gasto en bienes y servicios no alimentarios se actualiza mediante la variación del IPC correspondiente.
Actualmente, se dispone de información que permite evaluar la evolución de la pobreza y la indigencia entre 2008 y 2009 en nueve países, seis de los cuales presentaron una clara disminución de la pobreza entre un año y otro. La República Dominicana y el Uruguay (área urbana) redujeron la tasa de pobreza en más de 3 puntos porcentuales, mientras que el Brasil, Panamá, el Paraguay y el Perú registraron disminuciones de entre 0,9 y 2,2 puntos porcentuales. Aunque de magnitud inferior, las variaciones de la tasa de pobreza en Colombia y el Ecuador también tuvieron signo negativo (véase el gráfico I.3)2. En 2009, la tasa de indigencia cayó de manera significativa en Colombia, Panamá, el Perú, la República Dominicana y el Uruguay, y registró un leve descenso en el
2 Téngase presente que en esta edición del Panorama social se utiliza para Colombia la nueva serie de estimaciones oficiales de pobreza producida por el país para los años 2002 a 2009, por lo que las cifras pueden no coincidir con las publicadas en ediciones anteriores.
Brasil y el Paraguay. Costa Rica se destaca como el único país en que los indicadores de pobreza y de indigencia tuvieron un deterioro visible en 2009, cuando aumentaron 2,5 y 1,4 puntos, respectivamente (véase el gráfico I.3).
GRÁFICO I.2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): VARIACIÓN ACUMULADA
DEL IPC DE ALIMENTOS RESPECTO DEL IPC DE LOS PRODUCTOS NO ALIMENTICIOS, 2006-2009
(En veces)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los respectivos países.
GRÁFICO I.3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DE LAS TASAS DE POBREZA E INDIGENCIA, 2002-2008 Y 2008-2009 a
(En puntos porcentuales)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Las variaciones corresponden al cambio de las tasas en puntos porcentuales dividido entre el número de años comprendidos en el período. El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2002 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2000 y 2002, y el período 2008 a las encuestas disponibles entre 2006 y 2008. El año 2009 se refiere exclusivamente a los datos correspondientes a ese año.
b Áreas urbanas.
c La variación 2002-2008 corresponde al área urbana y la variación 2008-2009 al total nacional.

Las cifras disponibles al año 2009 para la Argentina, Chile y El Salvador muestran la evolución de la pobreza en un período más amplio. Entre 2006 y 2009, la Argentina (área urbana) redujo la pobreza y la indigencia a razón de 3,2 y 1,1 puntos porcentuales por año, respectivamente. Chile logró una leve disminución de la pobreza entre esos mismos años, mientras que la indigencia se mantuvo casi constante3. En El Salvador, la pobreza y la indigencia se mantuvieron constantes entre 2004 y 2009.
3 Es común que las estimaciones aquí publicadas difieran de las cifras oficiales sobre pobreza producidas por los países debido a la aplicación de distintos criterios metodológicos. En el caso de Chile, las cifras presentadas difieren, por primera vez, de la estimación oficial (MIDEPLAN, 2010). Conforme a la modificación metodológica introducida en 2007 por la CEPAL, la línea de indigencia fue actualizada mediante el IPC de alimentos y para el componente no alimentario de la línea se utilizó el IPC del resto de los bienes y servicios, en lugar de utilizar el mismo deflactor para ambas líneas, como se venía haciendo hasta entonces.
Una mirada más amplia, que abarque los cambios entre 2002 y la estimación más reciente disponible, muestra una tendencia generalizada hacia la reducción de la pobreza y la indigencia en los países de la región. Cabe destacar que, de acuerdo con los índices de brecha de pobreza y brecha al cuadrado, la salida neta de personas de la pobreza y la indigencia que se produjo en ese período fue acompañada por un incremento de los ingresos medios de los pobres y una menor disparidad distributiva de sus ingresos. Estos índices, que incorporan en su formulación no solamente el porcentaje de personas pobres, sino también la brecha entre el ingreso medio de los pobres y la línea de pobreza, y la forma en que dichos ingresos se distribuyen entre los pobres (en el caso del segundo índice), tuvieron una reducción porcentual superior a la de las tasas de pobreza e indigencia en la mayoría de los países (véase el cuadro I.A-1 del anexo).
Por otra parte, las cifras más recientes sobre pobreza e indigencia permiten evaluar el progreso de los países hacia la consecución de la meta 1A del primer Objetivo de Desarrollo del Milenio, consistente en reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de personas en situación de pobreza extrema.
Pese al retroceso experimentado en 2008 y 2009, América Latina sigue bien encaminada hacia el cumplimiento de la meta 1A. El porcentaje de avance es de un 82%, calculado como la reducción acumulada de indigencia entre 1990 y 2009 (9,2 puntos porcentuales) dividida entre la reducción total esperada (11,3 puntos porcentuales). Como referencia, ha transcurrido un 72% del tiempo previsto para el logro de la meta.
A partir de las proyecciones de crecimiento del PIB y de las previsiones de la evolución de la inflación en los países, cabe esperar que en 2010 la pobreza retome su tendencia a la disminución y se sitúe en un 32,1%, un punto porcentual por debajo de la tasa de 2009. En el caso de la indigencia se prevé una disminución de aproximadamente 0,4 puntos porcentuales (véase el gráfico I.1).
3. Factores detrás de los cambios en la pobreza
Sobre la base del esquema empleado en ediciones anteriores del Panorama social, se analiza la importancia que han tenido algunos de los factores habitualmente asociados con la pobreza en la determinación de su tendencia a partir de dos aproximaciones metodológicas distintas. La primera consiste en distinguir cuánto del cambio en la tasa de pobreza proviene de una variación en el nivel de los ingresos y cuánto es resultado de una variación en su distribución. La segunda aproximación evalúa el papel que desempeñan las distintas fuentes que componen el ingreso de los hogares y pone especial énfasis en los factores del mercado laboral que explican la variación de los ingresos del trabajo.
La variación de las tasas de pobreza e indigencia puede desagregarse en dos componentes: el crecimiento del ingreso medio de las personas (efecto crecimiento) y los cambios en la forma en que se distribuye este ingreso (efecto distribución). Esta descomposición permite conocer si el cambio en los ingresos que generó una variación en la tasa de pobreza forma parte de una tendencia generalizada en todos los grupos de ingreso o es algo que afectó con mayor especificidad a los grupos pobres. Los resultados de este análisis, basado en los datos de las encuestas de hogares, se presentan de manera que ambos componentes dan cuenta de la totalidad de la variación de la tasa de pobreza en un período determinado (véase el recuadro I.2).

Los cambios ocurridos entre la última estimación disponible hasta el año pasado y 2009 surgen de distintas combinaciones de los efectos crecimiento y distribución en cada país4. Por una parte, un grupo de cinco países redujo la pobreza principalmente a partir del crecimiento de los ingresos medios. En tres de ellos —Chile, el Perú y el Uruguay—, este factor se vio potenciado por una mejora distributiva, al menos en la zona de la distribución en el entorno de la línea de pobreza. En cambio, en la Argentina y la República Dominicana la reducción de la pobreza no se vio favorecida, e incluso fue mermada parcialmente, por los cambios distributivos. Otro grupo de cinco países logró disminuir la pobreza con una participación mayoritaria del efecto distribución, que en algunos casos (el Ecuador y Panamá) fue complementado con un incremento del ingreso medio y en otros (el Brasil, Colombia y el Paraguay) contrarrestó la caída del ingreso. En Costa Rica, el único de los 12 países analizados en que la pobreza aumentó de manera significativa, el resultado se originó en un claro deterioro distributivo que compensó con creces el incremento del ingreso medio. Lo contrario sucedió en El Salvador, donde el leve aumento de la tasa de pobreza proviene de la interacción entre la caída del ingreso medio y una mejora distributiva (véase el cuadro I.2).
4 El dato disponible previo a 2009 data de 2006 en la Argentina y Chile y de 2004 en El Salvador. Por tanto, los cambios analizados cubren un período mayor al que corresponde estrictamente a la crisis.
Al considerar el período 2002-2009, se comprueba que la reducción de la pobreza ha sido posible gracias a la complementariedad de los efectos crecimiento y distribución. En los países donde la pobreza se redujo 7 puntos porcentuales o más, ambos efectos contribuyeron al resultado, con participaciones que se ubican entre el 41% y el 80% para el efecto crecimiento y entre el 20% y el 59% para el efecto distribución (véase el cuadro I.3).
El segundo enfoque para analizar la variación de la pobreza consiste en evaluar el impacto que tuvieron las variaciones en las distintas fuentes de ingreso. Entre ellas, son de particular interés los ingresos laborales, que representan la fuente más importante de los recursos del hogar, y las transferencias públicas.
En 2009, la evolución de los ingresos de los hogares pobres estuvo determinada principalmente por los ingresos laborales, ya sea al alza o a la baja. En la mayoría de los países analizados, el ingreso laboral medio de los hogares pobres se incrementó en términos reales. Las remuneraciones al trabajo asalariado y las provenientes del trabajo independiente tendieron a variar en la misma dirección, excepto en Colombia, el Ecuador y la República Dominicana.
Las transferencias contribuyeron de manera perceptible al aumento de los ingresos totales de los pobres en seis de los países analizados. Cabe destacar que prácticamente la totalidad de las transferencias corresponde a subsidios o ayudas del gobierno, excepto en la Argentina, donde las jubilaciones dan cuenta de la mayor parte del aumento de estas fuentes de ingreso.
Los ingresos laborales por persona pueden expresarse como el producto del ingreso laboral por ocupado y el cociente entre el número de ocupados y la población total. En consecuencia, es posible identificar la contribución de cada uno de esos componentes a la variación anual de los ingresos laborales por persona.
En la mayoría de los países analizados, el ingreso laboral medio de los hogares pobres se incrementó en términos reales en 2009. En El Salvador, el Perú y el Uruguay este resultado proviene tanto de un incremento del ingreso laboral por ocupado como de un aumento en la proporción de personas ocupadas, mientras que en la Argentina, Panamá y la República Dominicana proviene de un apreciable incremento en el primero de esos factores. En Colombia y el Paraguay, la caída del ingreso laboral por ocupado fue contrarrestada por el aumento en la proporción de personas ocupadas.
Los países que presentaron una disminución de los ingresos provenientes del trabajo son Chile, Costa Rica y el Ecuador. Cada uno de ellos muestra una interacción distinta entre los dos factores analizados: en Chile predominó la caída de la ocupación sobre el aumento del ingreso por ocupado, en el Ecuador se produjo la situación inversa y en Costa Rica se registró una baja en ambos factores (véase el gráfico I.5).
CUADRO I.2
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): CAMBIOS EN LA POBREZA Y CONTRIBUCIÓN DE LOS EFECTOS
CRECIMIENTO Y DISTRIBUCIÓN, 2008-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación total de la pobreza en puntos porcentuales. El período 2008 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008.
b Área urbana.
CUADRO I.3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): CAMBIOS EN LA POBREZA Y CONTRIBUCIÓN DE LOS EFECTOS
CRECIMIENTO Y DISTRIBUCIÓN, 2002-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación total de la pobreza en puntos porcentuales. El período 2009 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2009.
b Área urbana.
GRÁFICO I.4
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DEL
INGRESO TOTAL POR PERSONA Y DE CADA FUENTE
EN LOS HOGARES POBRES, 2008-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación anual de la tasa de pobreza. El período 2008 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008. El porcentaje de población analizado es el mismo en ambos períodos y corresponde a la tasa de pobreza de 2008.
b Área urbana.
GRÁFICO I.5
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DE LOS COMPONENTES DEL INGRESO LABORAL POR PERSONA
EN LOS HOGARES POBRES, 2008-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la variación anual del ingreso laboral. El período 2008 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008. El porcentaje de población analizado es el mismo en ambos períodos y corresponde a la tasa de pobreza de 2008. YL = ingreso laboral; O = número de ocupados; N = población total.
b Área urbana.
4. Evolución reciente de la desigualdad
La distribución del ingreso en los países de América Latina es conocida por estar entre las más desiguales del mundo, característica que se ha mantenido en las últimas cuatro décadas (PNUD, 2010). A grandes rasgos, el ingreso captado por los cuatro deciles más pobres es, en promedio, menos del 15% del ingreso total, mientras que el decil más rico capta alrededor de un tercio del ingreso total. Asimismo, el ingreso medio captado por el 20% más rico de la población supera en 19,3 veces al del quintil más pobre (véase el gráfico I.6).
Pese a que en la generalidad de los países de la región la desigualdad distributiva es un problema importante, no en todos se manifiesta con la misma magnitud. En los países con menor desigualdad (la República Bolivariana de Venezuela y el Uruguay), la participación en el ingreso de los cuatro deciles más pobres se ubica en torno al 20%, la participación del decil más rico es de aproximadamente un 25% y el ingreso medio del quintil más rico excede al del quintil más pobre en no más de 10 veces. En el otro extremo, en los países con mayor desigualdad, los cuatro deciles más pobres captan menos del 12% del ingreso, el decil más rico capta casi el 40% del ingreso y el ingreso del quintil más rico puede exceder en 30 veces al del quintil más pobre.
A pesar de esta heterogeneidad, en los últimos años la mayoría de los países ha presentado una incipiente tendencia hacia una menor concentración del ingreso: entre 2002 y la última estimación disponible, la participación del 40% más pobre aumentó en 12 países (al menos 0,5 puntos porcentuales), la participación del 10% más rico disminuyó en 14 países y la brecha entre quintiles extremos de la distribución se redujo en 14 países, de un total de 18 países evaluados (véase el gráfico I.6).
GRÁFICO I.6
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): EVOLUCIÓN DE LA ESTRUCTURA DISTRIBUTIVA, 2002, 2008 Y 2009 a
(En porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2002 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2000 y 2002, y el período 2008 a las encuestas disponibles entre 2006 y 2008. El año 2009 se refiere exclusivamente a los datos correspondientes a ese año.
b Área urbana.
La tendencia a una menor desigualdad se ve corroborada por la variación de los índices de Gini y Atkinson entre 2002 y la fecha más reciente con información disponible. Debido a que estos índices difieren en el peso relativo que asignan a cada tramo de la distribución del ingreso, es posible que muestren tendencias distintas, y por ello es conveniente emplearlos de manera complementaria (véase el recuadro I.3).
Los tres índices utilizados coinciden en señalar que hubo una reducción en la disparidad distributiva en 13 países. En Colombia, Costa Rica y Honduras la situación es mixta, puesto que solo algunos indicadores muestran un deterioro distributivo. Únicamente en la República Dominicana y Guatemala (hasta 2006, fecha del último dato disponible) se registró un deterioro distributivo (véase el gráfico I.7).

GRÁFICO I.7
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DE ALGUNOS ÍNDICES DE DESIGUALDAD, 2002-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2002 corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2000 y 2002. El período 2008 corresponde a las encuestas disponibles entre 2006 y 2008. El año 2009 se refiere exclusivamente a los datos correspondientes a ese año.
b Área urbana.
Si se aísla el comportamiento de la desigualdad en 2009 del resto del período, se evidencian tendencias contrapuestas, en las que predominan las mejoras distributivas, aunque de pequeña magnitud. El Brasil, Colombia, el Perú y el Uruguay registraron las mayores reducciones de los tres índices, de por lo menos un 1,5% anual, valor que si bien no es alto, representa un cambio perceptible. La Argentina, el Ecuador, El Salvador y Panamá también mostraron disminuciones en sus indicadores de desigualdad que son corroboradas por los tres indicadores. Llama la atención constatar que el Paraguay presenta una caída significativa de la desigualdad según el índice de Gini y el índice de Atkinson, con un coeficiente de aversión a la desigualdad igual a 0,5, pero no cuando se utiliza un índice que otorga una ponderación mayor a la parte baja de la distribución.
Los indicadores de desigualdad de Chile permanecieron prácticamente constantes entre 2006 y 2009. Costa Rica y la República Dominicana son los únicos países donde en 2009 se produjo un claro deterioro distributivo, con incrementos del índice de Gini de más del 4% y variaciones incluso superiores a los demás indicadores.
Aunque la desigualdad en América Latina continúa siendo una de las más altas del mundo, la evolución favorable de los últimos años muestra que es posible lograr mejoras distributivas. Algunos estudios indican que los principales factores detrás de esta tendencia son la reducción de la brecha de ingresos laborales entre perceptores de alta y baja calificación y el incremento de las transferencias de ingreso a los más pobres (López-Calva y Lustig, 2010). En ambos ámbitos hay espacio para que la política pública refuerce los esfuerzos redistributivos, avanzando hacia una distribución más equitativa, no solo de los ingresos, sino también de las oportunidades.
5. Pobreza multidimensional
La pobreza abarca privaciones en un amplio espectro de las dimensiones del bienestar humano. No obstante, la forma habitual de aproximarse a su cuantificación es asimilándola a la falta de recursos económicos. Ello se debe a que el ingreso es el medio que permite satisfacer la mayoría de las necesidades materiales y a que su insuficiencia se encuentra estrechamente asociada a privaciones en otros ámbitos del bienestar.
Pese a sus virtudes, el ingreso no basta por sí solo para dar una imagen completa de la situación de la pobreza en los países. Existen diversas situaciones de privación que no se reflejan en forma adecuada en la carencia de recursos económicos. Esto es particularmente evidente cuando se emplea una conceptualización de la pobreza que va más allá de las necesidades materiales y se incluyen aspectos como el bienestar sicológico o la aceptación de sí mismo, pero también cuando su definición se acota a estas necesidades. En general, esto sucede cuando los bienes y servicios necesarios para satisfacer las necesidades no son adquiridos en el mercado, sino que son generados por la autoproducción o provistos por el Estado. A manera de ejemplo, la implementación exitosa de un plan de alfabetización genera un aumento en el bienestar de la población, pero no de sus ingresos (al menos no en el corto plazo). Por tanto, la medición de la pobreza a partir de la insuficiencia de ingresos puede ser poco sensible a ciertos cambios en el bienestar de la población.
En los últimos años se ha manifestado un creciente interés por conceptualizar y medir la pobreza de una manera multidimensional. Uno de los marcos conceptuales que más atención ha recibido en este contexto es el de las capacidades y funcionamientos, propuesto por Amartya Sen. Según este enfoque, el nivel de vida de un individuo debe evaluarse en función de la libertad de que dispone (capacidades) para ser y hacer lo que decida (funcionamientos) y no de los objetos que posea o de la utilidad que estos le proporcionen. Por tanto, en este contexto, la pobreza se define como la ausencia de ciertas capacidades básicas.
Por otra parte, la pobreza se puede concebir como una violación de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas. En este contexto, “la pobreza puede definirse como una condición humana que se caracteriza por la privación continua o crónica de los recursos, la capacidad, las opciones, la seguridad y el poder necesarios para disfrutar de un nivel de vida adecuado y de otros derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales” (Naciones Unidas, 2001).
Adoptar una perspectiva multidimensional para la medición de la pobreza supone la necesidad de identificar las dimensiones relevantes, seleccionar los indicadores que las representen y establecer los umbrales de lo que se considera suficiente en cada caso. Existen diversas formas de enfrentar este proceso, que pueden basarse en la adopción de supuestos normativos, en antecedentes empíricos o en un consenso público, entre otros (Alkire, 2008).
Asimismo, es común que en el contexto de una medición multidimensional se busque generar índices sintéticos que resuman la información sobre pobreza en una sola cifra. Recientemente se han producido avances importantes en dicho ámbito, en el que se han consolidado las propiedades deseables que los índices deben cumplir y se han propuesto familias de indicadores que las satisfacen (Bourguignon y Chakravarty, 2003; Tsui, 2002; Alkire y Foster, 2009).
América Latina habitualmente ha producido cifras asimilables a la noción de pobreza multidimensional por medio de la aplicación del método de las necesidades básicas insatisfechas (NBI), que evalúa la incidencia de carencias básicas en la población, en aspectos como la vivienda, el acceso al agua potable y al saneamiento, y la educación. Si bien su aplicación suele asociarse con el ámbito de los censos de población y vivienda, también es factible su implementación sobre la base de información de las encuestas de hogares.
El creciente interés por desarrollar medidas multidimensionales de la pobreza ha llevado a generar nuevas aplicaciones en la región y el mundo. Cabe destacar la medida oficial de pobreza multidimensional para México, desarrollada recientemente por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL, 2009). En el contexto mundial, en el Informe sobre desarrollo humano, 2010 del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) se incluye un índice de pobreza multidimensional calculado sobre la base de las encuestas de hogares de los países, que reemplazará al Índice de Pobreza Humana presentado en 1997 (Alkire y Santos, 2010). Asimismo, gracias al trabajo del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) se han hecho progresos hacia una medición multidimensional de la pobreza infantil a nivel mundial (Gordon y otros, 2003).
En sintonía con la necesidad de complementar la medición de pobreza monetaria con un enfoque multidimensional, en esta sección se realiza una evaluación de la evolución de las condiciones de vida en la región, adoptando un enfoque similar al del método de las necesidades básicas insatisfechas, que se complementa con algunas de las propuestas más recientes para la construcción de índices sintéticos.
Las necesidades básicas consideradas son las que comúnmente se miden en las encuestas de hogares de los países de la región y se relacionan con la calidad y adecuación de las viviendas, en aspectos como el tipo de piso, el acceso a agua potable, el acceso a servicio sanitario, la disponibilidad de electricidad y el hacinamiento (Feres y Mancero, 2001). Con el fin de dar cuenta de las carencias en el ámbito educativo, se utilizó un criterio similar al empleado por Alkire y Santos (2010), que conjuga la asistencia de los niños en edad escolar con la insuficiencia educativa de la población adulta5. En el recuadro I.4 figura una referencia detallada de los indicadores y umbrales de satisfacción seleccionados.
5 Esto permite evaluar a todos los hogares en la dimensión educativa y no solamente a los que tienen niños en edad escolar, como se suele hacer en la forma tradicional del método de las necesidades básicas insatisfechas.

Los resultados muestran, en primer lugar, la elevada heterogeneidad de los países de la región en lo que respecta a la incidencia de las carencias evaluadas. Por ejemplo, la falta de un piso adecuado en la vivienda es una carencia que afecta particularmente a Guatemala, Nicaragua y el Perú (un 35% o más de la población) y en grado algo menor a El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras (entre un 20% y un 30% de la población). En contraposición, seis países de la región presentan una incidencia de esta carencia inferior al 5% (véase el gráfico I.8).
Algo similar sucede con las demás carencias evaluadas. El porcentaje de personas sin una fuente adecuada de agua potable varía entre el 2% y el 28%. El porcentaje que cuenta con un sistema inadecuado de eliminación de aguas negras varía entre el 1% y el 40%. La condición de hacinamiento, evaluada como la presencia de tres o más personas por cuarto, afecta a porcentajes de población que van desde un 1% hasta un 20%. En el caso de la insuficiencia en el ámbito educativo, las incidencias varían entre un 3% y un 40%.
En el gráfico I.8 se observa que, entre 2000 y 2009, todas las carencias evaluadas han tendido a disminuir. En la mayoría de los casos, las disminuciones han sido proporcionalmente similares entre los países, razón por la que su ordenamiento en términos de incidencia no es muy distinto ahora que a principios de la década pasada.
Como forma de medir la pobreza de manera multidimensional, se hace un recuento del número de carencias de cada hogar y se define como pobres a los que presentan una cierta cantidad. La forma tradicional de agregación del método de las necesidades básicas insatisfechas utilizado en la región es considerar como pobres a los que tienen al menos una carencia. No obstante, la presencia de una sola carencia puede no ser representativa de la pobreza. Por ello, se prefiere utilizar dos carencias como el umbral de pobreza, en línea con lo realizado en otras mediciones multidimensionales recientes (Alkire y Santos, 2010; CONEVAL, 2009; Gordon y otros, 2003).
GRÁFICO I.8
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): INCIDENCIA DE ALGUNAS NECESIDADES BÁSICAS, 2000, 2008 Y 2009 a
(En porcentajes de personas)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Países ordenados según la incidencia de cada necesidad básica en el último año con información disponible. El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2000 corresponde a la encuesta más cercana disponible al año 2000 y el período 2008 a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2008. El año 2009 se refiere exclusivamente a los datos correspondientes a ese año.
b Área urbana.
El indicador agregado confirma los dos hallazgos comentados anteriormente: la pobreza multidimensional se manifiesta con magnitudes muy diversas en los países de la región y su incidencia ha venido registrando una marcada reducción.
La amplia gama de incidencias de la pobreza multidimensional se asemeja, a grandes rasgos, a la que se obtiene mediante el uso de una medición de pobreza monetaria. Los países con mayores tasas de pobreza multidimensional —el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua— también son los que presentan mayores tasas de pobreza monetaria. En el otro extremo, la incidencia de la pobreza multidimensional alcanza sus menores valores en Chile, Costa Rica y el Uruguay (área urbana), tres países que también se caracterizan por tener las incidencias más bajas de pobreza monetaria (véase el cuadro I.4).
CUADRO I.4
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): INCIDENCIA DE LA POBREZA MULTIDIMENSIONAL Y DE LA POBREZA MONETARIA, 2009 a
(En porcentajes de personas)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Corresponde a la encuesta más reciente disponible entre 2006 y 2009.
b Área urbana.
En la última década, prácticamente todos los países de la región muestran una reducción de la incidencia de la pobreza multidimensional, que en seis casos supera los 10 puntos porcentuales (véase el gráfico I.9). La pobreza multidimensional solo no disminuyó en algunos de los países con incidencias inferiores al 10%, lo que es esperable dado que varios de los indicadores utilizados probablemente se encuentran en su límite inferior.
La evidencia desplegada reafirma la tendencia hacia el mejoramiento de las condiciones de vida. No obstante, se debe tener presente que la evaluación multidimensional de la pobreza aquí efectuada está muy acotada a ciertas carencias materiales que las encuestas de hogares de la región permiten cuantificar. Para sacar un mayor provecho del enfoque multidimensional es necesario complementar el análisis de las carencias materiales con el de las privaciones en otros ámbitos del bienestar, para lo cual se requiere fortalecer las fuentes de información actualmente disponibles.
GRÁFICO I.9
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): INCIDENCIA DE LA POBREZA MULTIDIMENSIONAL, 2000-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a El año de la encuesta utilizada difiere de un país a otro. El período 2000 corresponde a la encuesta más cercana disponible al año 2000 y el período 2009 a las encuestas más recientes disponibles entre 2006 y 2009.
b Área urbana.
c Las encuestas disponibles alrededor de 2000 no permiten hacer una estimación comparable de pobreza multidimensional.
B. Fecundidad, emancipación temprana y pobreza

1. Evolución de la pobreza en niños y adolescentes y de algunos
de sus determinantes demográficos
Entre 2002 y 2009, en América Latina se verificó una importante disminución de la pobreza infantil, medida en términos monetarios. En concreto, la pobreza infantil y adolescente se redujo en 13 de 15 países (véase el gráfico I.10). Sin embargo, la pobreza continúa afectando proporcionalmente más a los niños y adolescentes que al resto de la población. Entre 2002 y 2009, la sobrerrepresentación de los niños y adolescentes en la pobreza aumentó de 1,6 a 1,7 (véase el gráfico I.11), lo que refuerza la necesidad de comprender mejor los factores y las dinámicas que están detrás de la pobreza infantil, a fin de diseñar e implementar políticas que permitan realizar importantes avances en la reducción de la pobreza que afecta a los niños y adolescentes.
Una de las claves para comprender las dinámicas de reproducción de la pobreza infantil, se encuentra en los comportamientos en las etapas tempranas del ciclo de vida. Se deben tener especialmente en cuenta las conductas reproductivas que llevan a una fecundidad prematura. Al respecto, se ha observado que existe una alta probabilidad de que los hijos repitan los patrones reproductivos de los padres, los que, en las familias más pobres, suponen una fecundidad temprana y una mayor cantidad de hijos que el promedio de los hogares. Se ha propuesto la existencia de un círculo vicioso, donde la pobreza se vincula con una fecundidad más alta y precoz y con una fuerte carga de crianza en los hogares, lo que, a su vez, conduce a mayor pobreza (Carrasco, Martínez y Vial, 1997; Paz y otros, 2004; Rodríguez, 2006).
Se debe notar que una alta carga de crianza en un contexto familiar de pobreza obliga a distribuir una escasa cantidad de recursos (materiales y de tiempo, entre otros) entre un número elevado de hijos y obstaculiza la participación laboral de las madres, lo que conspira contra la superación del umbral de pobreza (Rodríguez, 2006). Por su parte, los niños pobres crecen en desventaja nutricional, de salud y de acceso al sistema educacional, lo que erosiona la acumulación de capital humano y hace que solo puedan optar a empleos precarios. Esto se expresa en menores retornos salariales y en ingresos más bajos para el hogar, y contribuye a la reproducción de la pobreza en el largo plazo (Paz y otros, 2004).
GRÁFICO I.10
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): EVOLUCIÓN DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES EN HOGARES POBRES, 1990-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Valores anualizados (se obtienen dividiendo la variación porcentual de la tasa de pobreza en el período por el número de años en el período).
b Área metropolitana (en la Argentina corresponde al Gran Buenos Aires y en el Paraguay al Área Metropolitana de Asunción).
c Zonas urbanas.
GRÁFICO I.11
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): RAZÓN ENTRE LA TASA
DE POBREZA EN NIÑOS Y ADOLESCENTES Y
LA TASA DE POBREZA EN EL RESTO DE
LA POBLACIÓN, 1999-2009

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Área metropolitana (en la Argentina corresponde al Gran Buenos Aires y en el Paraguay al Área Metropolitana de Asunción).
b Zonas urbanas.
c Promedios simples.
De cualquier modo, y en paralelo a la reducción de la pobreza infantil verificada en la mayoría de los países de la región, en los últimos años se ha observado una disminución de la fecundidad total, lo que responde al comportamiento de factores vinculados con la transición demográfica (CEPAL, 2004). En algunos países también se ha verificado un aplazamiento de la edad en que se tiene el primer hijo, sobre todo en las cohortes más jóvenes y más escolarizadas (INE, 2006). En todo caso, también se han constatado diferenciales de fecundidad entre los distintos estratos socioeconómicos y se han develado nuevos patrones reproductivos, como el aumento de la fecundidad adolescente (Di Cesare, 2007). De este modo, la reducción de la pobreza entre los niños y adolescentes pudo haber sido facilitada por una rebaja de la fecundidad de las madres pobres, pero este impacto pudo haber sido mitigado por un ritmo de reducción de la fecundidad menor entre las madres pobres en comparación a todas las madres.
En el cuadro I.5 se presentan los cambios porcentuales registrados entre 1990 y 2009 en las tasas de pobreza en la población de 0 a 5 años y en los niños y adolescentes de 0 a 15 años. A estos datos se agregan las variaciones en las tasas de fecundidad en el mismo período para cuatro grupos: a) las madres adolescentes y jóvenes pobres, b) todas las madres pobres, c) todas las madres adolescentes y jóvenes y d) todas las madres. Esta clasificación se emplea para analizar la relación, a lo largo del tiempo, entre la tasa de pobreza infantil y la fecundidad temprana en las madres pobres. A su vez, se utiliza como criterio de comparación la fecundidad de todas las madres, pero controlado por edad.
En términos de promedios simples regionales, en el cuadro I.5 se observa que: a) las tasas de reducción de la pobreza en los niños de 0 a 5 años y en los niños y adolescentes de 0 a 15 años son muy similares (-20% y -21%, respectivamente), b) la fecundidad entre las madres pobres se reduce menos que entre el total de madres, lo que se sostiene tanto en lo que refiere a la fecundidad temprana (madres de 15 a 24 años) como al considerar la fecundidad de todas las madres pobres y, c) la caída en la fecundidad de las madres más jóvenes (15 a 24 años) resulta mayor que la verificada entre todas las madres. En todo caso, esta última comparación debe interpretarse con precaución, puesto que el grupo etario de 15 a 24 años tiene un horizonte de fertilidad posible más amplio que el resto de las madres por el simple hecho de su menor edad.
En cuanto a la relación entre las tasas de pobreza de los niños de 0 a 5 años y la fecundidad de las madres de 15 a 24 años, se aprecia que en Chile y el Uruguay, dos de los cuatro países que más redujeron la pobreza infantil, la tasa de reducción de la fecundidad en las madres pobres de 15 a 24 años fue mayor a la verificada para todas las madres del mismo grupo etario. En cambio, en la Argentina, el país con el segundo mejor desempeño en la reducción de la pobreza infantil, la fecundidad de las madres pobres más jóvenes disminuyó menos que la del total de madres. En Panamá, país situado en el cuarto lugar de reducción de la pobreza infantil, la fecundidad de las madres pobres de 15 a 24 años aumentó (es el único caso entre 16 países). En el Paraguay, el único país donde la pobreza infantil aumentó, la fecundidad de las madres pobres más jóvenes disminuyó menos que la del total de madres, pero la diferencia es poca (un 23% frente a un 27%).
CUADRO I.5
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): VARIACIONES EN LA TASA DE POBREZA MONETARIA DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES
Y CAMBIOS EN LAS TASAS DE FECUNDIDAD, 1990 Y 2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los cálculos de los cambios en las tasas de fecundidad para las madres pobres y no pobres se realizaron también considerando una tasa de pobreza general constante, al valor de 1990.
b El término “madres” comprende a todas las mujeres identificadas como jefas de hogar o cónyuges del jefe.
c Promedios simples.
De los datos presentados en el cuadro I.5 se puede colegir que el promedio simple de reducción de la fecundidad de las madres pobres de 15 a 24 años en cuatro de los cinco países que más redujeron la pobreza en niños de 0 a 5 años (Chile, la Argentina, el Uruguay y el Brasil) llega a un 37%, mientras que en las naciones que menos éxito tuvieron en la disminución de la pobreza infantil (Colombia, Guatemala, Honduras, México y el Paraguay), este valor alcanzó el 27%. En todo caso, se debe notar que el cálculo se realizó sin incluir a Panamá entre los países que más disminuyeron la pobreza infantil, puesto que, como ya se señaló, en ese país aumentó la fecundidad de las madres pobres de 15 a 24 años.
El panorama no cambia sustancialmente al considerar la covariación de la pobreza en los niños y adolescentes y la fecundidad en todas las madres pobres. En Chile y el Uruguay, la fecundidad disminuyó más entre las madres pobres que entre el total de madres. En la Argentina y Panamá se registró una reducción de la fecundidad de las madres pobres muy por debajo de la apreciada en el total de madres. A su vez, en el Paraguay, el único país donde la pobreza entre los niños y adolescentes aumentó entre 1990 y 2009, hubo una caída casi igual en la fecundidad de las madres pobres y de todas las madres.
A pesar de las tendencias positivas en la disminución de la pobreza infantil en los países de la región, que se vinculan, en algunos casos, al descenso de las tasas de fecundidad temprana de las madres pobres, se ha visto que los niveles de pobreza monetaria entre los niños y jóvenes continúan siendo elevados. A esto debe agregarse el hecho de que el ritmo de reducción de la fecundidad temprana en las madres pobres de 15 a 24 años ha sido menor que el verificado en el total de madres del mismo grupo etario, lo que significa que una cantidad importante de mujeres todavía están formando una familia prematuramente, en un contexto de pocos recursos y alta carga de crianza.
En suma, las decisiones reproductivas pueden incidir en la pobreza de las madres y de sus hijos y, cuando esto ocurre, las consecuencias tienden a prolongarse a lo largo del tiempo. Esto pone de manifiesto la necesidad de fortalecer las políticas que actúen sobre las madres presentes o futuras. Entre estos instrumentos cabe mencionar aquellos que faciliten: a) la postergación de la edad de inicio de la maternidad; b) un mejor acceso a la información sobre el control de la reproducción; c) la retención de las mujeres en el sistema educativo; d) el mejoramiento de la calidad de la educación, de modo que los aprendizajes sean relevantes para ampliar sus oportunidades laborales; e) la disponibilidad de instituciones de cuidado y atención de los hijos pequeños que, a su vez, faciliten la asistencia o el retorno de las madres al sistema educativo o permitan su estable participación en el mercado laboral. En otras palabras, se trata de ofrecer a las jóvenes pobres un futuro atractivo, creíble y accesible, que no las confine a la maternidad y al mundo doméstico como las únicas alternativas para tener un lugar en la sociedad.
Los países deben redoblar sus esfuerzos para garantizar los derechos básicos de la población infantil, tanto para reducir la pobreza presente, como para evitar su reproducción a lo largo del ciclo de vida. No está de más recordar que los Estados de la región han suscrito distintos instrumentos internacionales en los que se comprometen a garantizar los derechos más esenciales de todos los niños y niñas, algo que aún no se ha hecho realidad. Mediante un enfoque para la medición de la pobreza infantil basado en derechos, se constató que en 2007, un 17,9% de los niños de América Latina (algo más de 32 millones) se encontraba en condiciones de pobreza extrema. Esto implica que estaban afectados por una o más de las siguientes privaciones graves: la precariedad de la vivienda, la desnutrición global o crónica grave, la carencia de agua potable y de saneamiento en el hogar, la falta de medios de comunicación e información, y la falta de acceso al sistema educacional. Por su parte, el 45% de la población infantil (casi 81 millones) estaba afectado por al menos una privación moderada o grave (véase el recuadro I.5).


2. Trayectorias de emancipación, pobreza y desigualdad
Los principales activos que las personas deben movilizar para tener acceso al bienestar en la edad adulta resultan de un proceso de acumulación en las etapas previas del ciclo de vida. Algunos de esos activos, como cierto nivel de maduración emocional y de desarrollo de habilidades cognitivas y destrezas sociales, ya comienzan a desplegarse en los primeros años de vida. Pero es en la adolescencia y en la juventud cuando las personas suelen enfrentar instancias cruciales. Sobre la base de los activos ya acumulados, deben elegir entre comportamientos que conducen a la adultez por caminos distintos. Cada una de esas diferentes trayectorias de emancipación se construye sobre una secuencia de decisiones con respecto a continuar o no en la educación, el momento en que se ingresa al mercado de trabajo, que se constituye una familia, se forma un hogar autónomo y se tienen hijos6. Se puede afirmar que para la sociedad en su conjunto, cuanto más temprano en el ciclo de vida se ramifican las diferentes trayectorias de emancipación, más probable es la ampliación de las brechas sociales.
6 Debe tenerse en cuenta que, dado que la amplitud de las alternativas de decisión de las personas a lo largo de su ciclo vital varía en relación directa con su nivel socioeconómico, los márgenes de las opciones accesibles para los adolescentes o jóvenes de hogares pobres suelen ser muy acotados.
Las decisiones con respecto a la forma y el nivel de participación en cualquiera de las áreas recién mencionadas (educación, trabajo, familia y paternidad) acotan el margen de elección sobre la forma y el nivel de participación en las restantes. De esta manera, el abandono escolar temprano restringe las elecciones en el mercado de trabajo, a la vez que las exigencias para el desempeño de la mayoría de los empleos limitan las posibilidades de asistencia regular a establecimientos educativos. Además, la asunción temprana de responsabilidades domésticas suele plantear incompatibilidades con la permanencia en los centros de enseñanza. En suma, las decisiones en esta etapa crítica de la vida obedecen a patrones de causación complejos, pero una vez tomadas, aportan a la construcción de un sendero que va estrechando progresivamente la gama de opciones disponibles.
Dada la importancia de los logros educativos en la sociedad contemporánea, gran parte de las políticas públicas dirigidas a los jóvenes están orientadas a evitar, por una parte, que abandonen las escuelas o los colegios, y por otra, que la asunción temprana de roles adultos resulte en salidas del sistema educativo o elimine las oportunidades de retorno. Tal es el caso de los subsidios directos a la asistencia a centros de enseñanza, de la flexibilización de los horarios laborales de los jóvenes, de la instalación de centros de atención de los hijos, de la ampliación de los horarios de estudios, de la creación de oportunidades de capacitación fuera del sistema educativo formal e, indirectamente, de las transferencias condicionadas. Más difícil resulta actuar sobre otros factores que tienen fuerte incidencia en la deserción educativa, como suelen ser, por ejemplo, las señales que emite el mercado acerca del valor que asigna la sociedad a los logros educativos o la inercia de representaciones simbólicas tradicionales que definen un lugar en la sociedad para las mujeres de estratos socioeconómicos bajos por medio de la asunción de responsabilidades en la organización doméstica y en la maternidad.
La mayoría de las políticas públicas en este campo se nutren del reconocimiento de que la confluencia de bajas credenciales educativas con altas responsabilidades familiares produce una mezcla socialmente explosiva, por cuanto resulta un campo fértil para que germinen situaciones de alta vulnerabilidad a la pobreza y a la exclusión social y para que se activen mecanismos de reproducción intergeneracional de esas situaciones. A ello se suma la incidencia negativa en el bienestar subjetivo de esa combinación de precariedades y responsabilidades, que queda de manifiesto, entre otras cosas, en los bajos niveles de satisfacción con la vida que muestra la población latinoamericana de 15 a 29 años que, con hijos y sin pareja estable, debe asumir tareas de provisión y cuidado a edades muy tempranas, sin niveles adecuados de apoyo para el desempeño de esas responsabilidades.
De lo dicho se desprende que las rutas de emancipación varían de manera significativa cuando se trata de jóvenes de diferentes estratos socioeconómicos. En abierto contraste con las trayectorias de los jóvenes de las clases altas y medias, la emancipación temprana es un fenómeno típico de los estratos socioeconómicos bajos. En los estratos altos, la socialización y la disponibilidad de recursos materiales facilitan la adopción de pautas de gratificación diferida que favorecen la postergación de la entrada al mercado laboral, del momento de constitución de familia y de la maternidad o paternidad. Aun cuando en algunos casos no sea su propósito específico, estas postergaciones reflejan cierta capacidad de ajuste a la continua elevación de los umbrales educativos requeridos para funcionar de manera adecuada en los principales circuitos económicos, sociales y culturales de las sociedades7.
7 Sin embargo, no se debe ignorar la posibilidad de que ciertas formas de exclusión social también puedan afectar a quienes postergan la edad de asunción de funciones típicas de adultos más allá de la edad media de su cohorte. De hecho, una vez pasado el umbral superior de edad culturalmente aceptado para iniciar la emancipación, se amplían las fuerzas sociales que empujan al desempeño de esas funciones, las que pueden ser ejercidas incluso por los mismos padres, por ejemplo, como presiones para que los jóvenes abandonen el hogar familiar. De todos modos, como dicha postergación suele ser parte de procesos de acumulación de recursos humanos, muchos jóvenes que se integran tardíamente a la vida adulta cuentan con una gama mucho más amplia de alternativas de inclusión social que los que lo hacen tempranamente.
a) Diferencias en las rutas de emancipación por género y nivel de ingresos de los hogares
El inicio temprano de las trayectorias de emancipación es un hito crucial en las historias de vida de los jóvenes pobres. Esto se aprecia claramente en los gráficos I.12 y I.13, que tienen como propósito facilitar una lectura simplificada de las grandes diferencias en las rutas de emancipación que siguen hombres y mujeres de distintos sectores sociales, según las características demográficas y socioeconómicas de sus países.
En el análisis que se expone en los gráficos I.12 y I.13 se ha buscado, por una parte, acentuar las diferencias en los rasgos nacionales mediante la selección de dos grupos de sociedades que reflejan los extremos de la heterogeneidad latinoamericana, tanto en lo que se refiere a las fases del proceso de transición demográfica en que se encuentran, como en cuanto al nivel de cobertura educativa. Los dos grupos están formados por: i) la Argentina, Chile y el Uruguay, que en el contexto regional muestran una oferta educativa relativamente alta e indicadores de urbanización, fecundidad y estructura de edad que los ubican en el final de la primera transición demográfica, y ii) El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, que exhiben índices notoriamente distintos en ambas dimensiones (Filgueira, Filgueira y Fuentes, 2001).
Asimismo, se ha procurado mostrar las diferencias, en materia de trayectorias de emancipación, entre adolescentes y jóvenes que se encuentran en los polos de la estratificación social, para lo que se tomaron indicadores de comportamiento solo de personas que provienen de hogares ubicados en el 20% superior y en el 20% inferior de la distribución del ingreso. Por ende, en los gráficos no se exponen ni los comportamientos juveniles predominantes en la región ni los perfiles que caracterizan a cada país, sino que se busca subrayar la magnitud de los desafíos que enfrenta la región si se desea evitar una ramificación de trayectorias de emancipación por género, clase y pertenencia nacional que podría fortalecer las actuales tendencias hacia la desigualdad social en los países y de un país a otro.
A continuación se detallan las conclusiones que pueden extraerse a partir de la lectura de los gráficos.
Entre los grupos de países, se observan pronunciadas diferencias en términos de la asistencia escolar de la población de 15 años, las que reflejan variaciones en la intensidad de los procesos de desgranamiento educativo en etapas previas. A esa edad, el 100% de los adolescentes de los estratos altos del grupo 1 todavía se encuentran en el sistema educativo. Lo mismo le ocurre a alrededor del 90% de los adolescentes en los estratos bajos. En el grupo 2, en cambio, los valores correspondientes son de aproximadamente un 95% en el quintil alto y de un 75% en el quintil bajo.
GRÁFICO I.12
ARGENTINA, CHILE Y URUGUAY (PROMEDIOS SIMPLES): INDICADORES DE EMANCIPACIÓN POR EDAD Y
GRUPOS DE INGRESO, ALREDEDOR DE 2006 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los datos del Uruguay corresponden a alrededor de 2008.
En ambos grupos de países, son las mujeres de estratos socioeconómicos bajos las que muestran las diferencias más marcadas en sus trayectorias de emancipación, tanto con respecto a los hombres como a sus pares de los estratos altos. Uno de los rasgos principales que singularizan las trayectorias de las adolescentes y jóvenes más pobres en los dos grupos de países es que en ninguna de las edades comprendidas entre los 15 y los 29 años la participación laboral femenina alcanza el 50%. En cambio, alrededor de un 80% de las mujeres de 29 años de los estratos más altos de los países del grupo 2 participan en el mercado de trabajo, al igual que cerca de un 90% de sus pares en los países del grupo 1. Es decir que, mientras en los estratos altos se constata una convergencia entre las tendencias a la participación en el mercado de trabajo de hombres y mujeres, lo contrario sucede en los estratos bajos. La disparidad seguramente refleja la permanencia de una división del trabajo en las familias pobres, influenciada por la tradicional polaridad entre un mundo privado femenino y un mundo público masculino. La polaridad resulta más acentuada en los países que, por encontrarse en las primeras etapas de la transición demográfica, enfrentan una alta carga de niños por adulto.
La convergencia entre las trayectorias de hombres y mujeres en los estratos de ingreso alto también se revela en la existencia de un margen de superposición entre la participación laboral y la asistencia a centros de enseñanza. Los jóvenes de este estrato tienen la posibilidad de mantener actividades remuneradas sin renunciar a sus estudios, combinación que se produce más entre los hombres que entre las mujeres, y más en los países del primer grupo que en los del segundo. En el caso de los hombres y las mujeres de los estratos bajos, las trayectorias, en cambio, son claramente divergentes. Los hombres sustituyen la posición de estudiante por la posición de trabajador, pero sin que haya espacios de superposición entre ambas situaciones, mientras que la gran mayoría de las mujeres sustituyen el estatus de estudiante por el de madre, ama de casa o auxiliar del ama de casa, sin pasar por el mercado laboral.
GRÁFICO I.13
EL SALVADOR, GUATEMALA, HONDURAS Y NICARAGUA (PROMEDIOS SIMPLES): INDICADORES DE EMANCIPACIÓN
POR EDAD Y GRUPOS DE INGRESO, ALREDEDOR DE 2006 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los datos de El Salvador corresponden a 2004, los de Guatemala a 2006, los de Honduras a 2007, y los de Nicaragua a 2005.
La edad de formación de una familia, que, como gruesa aproximación, se equipara aquí con el abandono de la soltería, también varía de manera significativa según el género, la clase social y el contexto nacional. En el estrato bajo de los países del grupo 2, a los 20 años la mitad de las mujeres ya ha dejado la soltería. En el grupo 1, la edad correspondiente al cambio de estado civil de las mujeres del mismo estrato es de 24 años. En el quintil más alto, las edades femeninas de constitución de familias son los 25 y 27 años en los grupos 2 y 1, respectivamente. De este modo, mientras que en los estratos altos de todos los países se presenta con claridad el fenómeno de la postergación de la edad de la primera pareja conyugal que caracteriza a la segunda transición demográfica, tales procesos son aún incipientes entre las mujeres pobres de los países de la región que están iniciando la primera transición demográfica.
Por último, la comparación de las curvas indica que en muchos casos la constitución de una familia no se acompaña de la formación de un hogar propio. El abandono de la soltería forma parte de un proceso de autonomía de la familia de origen solo para los jóvenes de los países de transición demográfica avanzada. En los demás casos, la curva de autonomía que describe las variaciones en el porcentaje de jóvenes jefes o cónyuges del jefe se encuentra siempre por encima de la curva de descenso del porcentaje de solteros, lo que revela la presencia de nuevos núcleos familiares que carecen de recursos para independizarse del hogar de origen de uno de los cónyuges.
b) Los jóvenes que no estudian ni trabajan
Los datos sobre el peso relativo de la categoría de jóvenes que no estudian ni trabajan emiten poderosas señales acerca de los riesgos de pobreza y exclusión en cualquier sociedad. En rigor, el escenario de las rutas de emancipación que surge del análisis de las diferencias por países, clases y género deja en claro la existencia en la juventud de la región de al menos tres grandes grupos:
i) Jóvenes cuya actividad principal es el estudio y que, por el hecho de mantenerse vinculados a las instituciones de enseñanza durante la mayor parte de este período, logran maximizar las oportunidades de acumular los recursos humanos requeridos para su plena integración a la vida adulta. Estas situaciones pueden coexistir o no con participaciones esporádicas o estables en el mundo laboral.
ii) Jóvenes cuya actividad principal es el trabajo y que han desertado tempranamente del sistema educativo. Bajo ciertas condiciones, las experiencias laborales pueden amortiguar los riesgos de malestar futuro que desencadena la deserción prematura de los centros de enseñanza y facilitar la integración de los desertores en sus sociedades. Ello sucede particularmente en los tipos de inserción productiva que hacen posible una capacitación progresiva, estabilidad laboral, participación en sindicatos y usufructo de prestaciones y seguridad sociales. Sin embargo, el reconocimiento de que las probabilidades de acceso a tales oportunidades varían en relación inversa a los niveles de calificación alcanzados subraya la importancia de los esfuerzos dirigidos a prevenir la deserción temprana de los sistemas educativos.
iii) Los que desertan tempranamente del sistema educativo y no logran insertarse en el mercado de trabajo. En términos de las posibilidades de integración plena a la vida adulta, es indudable que cuanto más extenso es el período de desafiliación de las principales instituciones que estructuran el paso a la adultez (educación y trabajo), mayor es el peligro de exclusión social. Como se mencionó a lo largo del análisis previo de los gráficos de rutas de emancipación, estas situaciones presentan características y riesgos distintos para hombres y mujeres, por la simple razón de que, más allá de la maternidad y el confinamiento en el mundo doméstico, son muchas las jóvenes pobres que no encuentran oportunidades atractivas, creíbles y accesibles para integrarse a la sociedad8.
8 El número de categorías de afiliación y desafiliación institucional de los jóvenes puede ampliarse para distinguir situaciones riesgosas o precarias de afiliación. En el caso de la educación, ello haría posible, por ejemplo, identificar el peso relativo de los jóvenes con rezagos significativos. Con respecto al mercado laboral, permitiría diferenciar a los trabajadores formales de los informales, y a los que buscan trabajo de los que no lo hacen. Cabe agregar que la fluidez de los cambios en las situaciones de empleo es una de las características más destacables de la etapa juvenil.
Los datos sobre el peso relativo de la categoría de jóvenes que no estudian ni trabajan brindan señales poderosas sobre los riesgos de marginalidad y exclusión social en cualquier sociedad. En el cuadro I.6 se muestra de manera simplificada el peso relativo de esta categoría poblacional entre adolescentes y jóvenes que provienen de hogares ubicados en los extremos de la distribución del ingreso. Al igual que en los gráficos antes analizados, se consideran solo dos grupos de países clasificados sobre la base de la etapa de transición demográfica en que se encuentran y de la extensión de la cobertura educativa de su población.
CUADRO I.6
AMÉRICA LATINA (SIETE PAÍSES): POBLACIÓN DE 15 A 29 AÑOS QUE NO ESTUDIA NI TRABAJA, POR GRUPOS DE EDAD
Y QUINTILES DE INGRESOS, SEGÚN GRUPOS DE PAÍSES, ALREDEDOR DE 2006
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
En primer lugar, se observa que el peso de la desafiliación de las principales instituciones públicas es mayor para las mujeres que para los hombres, y entre los jóvenes de los estratos de menores ingresos que entre sus pares del extremo opuesto de la distribución.
Segundo, cuando se compara la situación de los varones pobres en los dos grupos de países, se observa que los porcentajes de desafiliación institucional en las sociedades más avanzadas en la transición demográfica (grupo 1) duplican o triplican los correspondientes porcentajes de los jóvenes de los estratos bajos en los países del grupo 2. Es posible que esos datos resulten de la confluencia de al menos tres tendencias: i) el desarrollo relativo de los países se asocia a una menor disposición de los jóvenes a aceptar trabajos de bajos ingresos, inestables y con protecciones escasas o nulas; ii) otra tendencia que podría estar contribuyendo a la desafiliación social de los jóvenes con bajas calificaciones en los países del grupo 1 es la rápida y generalizada elevación de los umbrales de calificación requeridos para el acceso a buenos empleos, y iii) una tendencia que ya se observaba en los gráficos I.12 y I.13 es que, aun en el marco de las bajas tasas de participación femenina en el quintil 1, sus niveles son mayores en los países más desarrollados que en los menos desarrollados de la región. La presencia en el mercado de una mayor cantidad de mujeres implica una competencia con los varones por el acceso a empleos de baja calificación, lo que puede estar incidiendo en una reducción relativa de las oportunidades laborales para los hombres.
Por último, interesa resaltar en los países de menor desarrollo de la región la existencia de jóvenes mujeres de estratos altos que no estudian ni trabajan, que seguramente desempeñan tareas en reductos domésticos tradicionales, y que triplican en número a sus pares de los países más desarrollados.
C. Bienestar subjetivo, condiciones y ciclo de vida:
América Latina y otras regiones del mundo

En las secciones anteriores de este capítulo se ha podido apreciar que en América Latina existe una necesidad cada vez mayor de avanzar hacia una visión más amplia de la pobreza y el bienestar, que incorpore la dimensión monetaria y al mismo tiempo vaya más allá de esta. En este ámbito, una cuestión general a discutir es la plausibilidad de incorporar la dimensión subjetiva en la evaluación del bienestar. La respuesta a esta pregunta se encuentra tanto en el campo de la reflexión conceptual y normativa como en la inspección del comportamiento empírico de los indicadores subjetivos. Esto otorga relevancia a la realización de exploraciones empíricas en las que se analicen los vínculos existentes entre diferentes expresiones del bienestar subjetivo con las condiciones objetivas de vida de la población latinoamericana9.
9 Véanse las últimas ediciones del Panorama social de América Latina de la CEPAL (2007, 2008a y 2009) y CEPAL (2010d).
En América Latina, a diferencia de los países desarrollados, se han realizado pocos estudios sobre las relaciones entre los indicadores de condiciones de vida y las medidas subjetivas de bienestar10. Entre los antecedentes empíricos disponibles, Diener (2000) e Inglehart y otros (2008) encontraron que, en comparación con otras regiones, el nivel medio de satisfacción con la vida en los países de América Latina era mayor al esperable según su grado de riqueza. Pero estos resultados se obtuvieron sobre la base de una cantidad limitada de países y observaciones a lo largo del tiempo11. Tampoco se han realizado en la región estudios sistemáticos que vinculen los indicadores de la posición de los individuos en el ciclo vital y de las tareas asociadas, con el bienestar subjetivo, y que comparen esta relación con lo observado en otras regiones del mundo.
10 El interés por las relaciones entre el bienestar objetivo y el subjetivo tiene una larga data en el mundo desarrollado. En el caso de la satisfacción con la vida, las primeras exploraciones sistemáticas se iniciaron en la década de 1950 (Keyes, Ryff y Shmotkin, 2002).
11 Diener (2000) se basa en los datos de la Argentina, el Brasil y Chile, mientras que Inglehart y otros (2008) analizan evidencia sobre 12 países de América Latina y 2 del Caribe (4 de ellos con 1 sola observación).
Por tanto, en esta sección se analiza la relación entre la satisfacción con la vida y distintos indicadores
de ingreso (PIB por habitante e ingresos en el hogar) y se compara América Latina con otras regiones, tanto en forma transversal como a lo largo del tiempo. El foco de este análisis es corroborar, con el mayor número posible de países y observaciones, si la población latinoamericana presenta niveles de bienestar subjetivo superiores a lo esperable de acuerdo con el producto por habitante. A esto se agrega un examen de la relación entre los indicadores de las posiciones y responsabilidades de hombres y mujeres en distintas etapas del ciclo de vida (la edad, el estado civil y el número de hijos) y el bienestar subjetivo, controlando por el ingreso monetario de los hogares y comparándola con otras regiones del mundo.
1. Antecedentes empíricos
Los investigadores que analizaron inicialmente el bienestar subjetivo se abocaron a identificar las condiciones externas, como el ingreso por habitante, que podrían conducir a vidas más satisfactorias. Uno de los trabajos más influyentes fue el de Easterlin (1973, 1974), quien observó que los países con los mayores incrementos del PIB por habitante mostraban niveles estables de bienestar subjetivo a lo largo del tiempo. Estos hallazgos fueron corroborados en otras investigaciones. Por ejemplo, Frey y Stutzer (2002) notan una reducción de las ganancias en el bienestar subjetivo cuando el PIB por habitante excede los 10.000 dólares, y Diener y Biswas-Diener (2002) encontraron una correlación entre el ingreso y el bienestar subjetivo mucho menor en los países más desarrollados. Por su parte, Diener y Suh (1999) observaron una correlación entre el poder de compra medio de los países y la satisfacción con la vida de 0,62, pero apreciaron valores atípicos, por ejemplo, en el Japón, donde la población cuenta con un alto ingreso y un bajo bienestar subjetivo, y en países pobres cuya población no mostraba niveles extremadamente bajos de satisfacción12.
12 El poder de compra medio corresponde a la capacidad de compra de una canasta estándar de bienes que un individuo medio de cada país puede adquirir con su ingreso anual, expresada como porcentaje del poder de compra medio de los individuos en los Estados Unidos. Indicador construido sobre la base de la información provista por el Banco Mundial.
En los últimos años se ha producido evidencia de una relación más estrecha entre el ingreso y el bienestar subjetivo a nivel nacional. Boarini, Johansson y Mira d’Ercole (2007) indican que la tendencia al aplanamiento en la satisfacción cuando los niveles del PIB son altos es menos clara si se consideran solo los países de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y señalan que la forma de la relación depende de los países incluidos y de la medida de ingresos utilizada. Stevenson y Wolfers (2008) e Inglehart y otros (2008) proponen que hubo un incremento en el bienestar subjetivo en muchos países, que se asoció a un aumento en los ingresos. Sin embargo, Diener y otros (2010) plantean que dichas investigaciones muestran variabilidad en los hallazgos e incertidumbre estadística en las conclusiones. Por su parte, Easterlin (2005) reitera que los ingresos de varios países aumentaron, pero no hubo crecimiento en el bienestar subjetivo, y que estas tendencias dispares indican que hay factores distintos al ingreso que influyen en la satisfacción con la vida. A su vez, según Stevenson y Wolfers (2008), a medida que estuvieron disponibles más series de tiempo y países, se ha obtenido más evidencia de que la felicidad se incrementa con el PIB.
Un patrón similar se aprecia en las relaciones entre el ingreso y la satisfacción con la vida a nivel individual; se han constatado efectos positivos del ingreso, pero con magnitud variable, y marcadas diferencias en la forma en que distintos individuos transforman el ingreso en bienestar. En los barrios bajos de Calcuta, se observó una correlación de 0,45 entre el ingreso y la satisfacción con la vida (Diener, Oishi y Lucas, 2003). En cambio, la mayoría de los estudios de Europa muestran una relación positiva pero débil entre el ingreso y la satisfacción (Dolan, Peasgood y White, 2008). En el Reino Unido, Shields y Price (2005) observaron que el 1% de la varianza en el bienestar subjetivo obedecía al ingreso. Además, estudios longitudinales muestran que los cambios en los ingresos no van seguidos de variaciones equivalentes en el bienestar subjetivo y que distintos individuos no transforman el ingreso en bienestar de una manera homogénea (Clark y otros, 2005)13.
13 Este estudio se realizó sobre la base de tres rondas del Panel de Hogares de la Comunidad Europea (1994 a 1996), y de una muestra de 109.425 casos (36.475 sujetos para cada ronda en 12 países).
En las investigaciones se han identificado variables distintas al ingreso que se asocian con el bienestar subjetivo. Entre estas se destacan el empleo, la educación y la salud física y también factores que indican la posición de los
sujetos en el ciclo vital, como la edad, el estado civil y las responsabilidades de cuidado de otros en el hogar (Dolan, Peasgood y White, 2008). En cuanto a la edad, en los estudios de países desarrollados se ha encontrado una curva en forma de U, con los mayores niveles de bienestar subjetivo en las edades más jóvenes y más avanzadas, y con los menores niveles en las edades intermedias (Dolan, Peasgood y White, 2008; Shields y Price, 2005). Con respecto al estado civil, estar casado se asocia con el mejor bienestar subjetivo y estar separado con el peor (Helliwell, 2003; Shields y Price, 2005). Por su parte, el tiempo dedicado a actividades relacionadas con la economía del cuidado se vincula a menores niveles de felicidad y a más síntomas depresivos (Dolan, Peasgood y White, 2008).
2. Satisfacción con la vida y distintos indicadores de ingreso
En el gráfico I.14 se presentan los resultados de un análisis en que se relacionan los promedios nacionales de satisfacción con la vida y el PIB por habitante en países de América Latina y Caribe y de otras regiones, en el período 1981-2008. Los datos de satisfacción con la vida corresponden, para la gran mayoría de los países y años correspondientes a América Latina y Caribe y el resto del mundo, a información recogida por la Encuesta Mundial de Valores. A fin de contar con más casos, se completó la serie de América Latina con información de la ronda 2007 de la encuesta Latinobarómetro para 10 países de la región. A su vez, se optó por utilizar el logaritmo del PIB en lugar del PIB en dólares, puesto que los cambios en el bienestar subjetivo se asociarían más a las variaciones relativas en las condiciones de vida (Kahneman y Deaton, 2010)14.
14 Mediante la transformación logarítmica, se procura representar una regularidad de la percepción cuantitativa de estímulos físicos, sobre una base experimental, conocida como la ley de Weber. La regla es que el estímulo efectivo para la percepción y evaluación de cambios en el entorno es la variación porcentual y no la absoluta. En consecuencia, un incremento salarial de 100 dólares no tendría la misma significación para un gerente de empresa que para alguien que gana el salario mínimo; sin embargo, la duplicación de los salarios de ambos individuos debería tener un impacto perceptivo similar para ambos sujetos (Kahneman y Deaton, 2010). El problema es que un mismo estímulo puede ser evaluado por los individuos sobre una base de umbrales diferenciales en contextos socioculturales distintos.
Los resultados que se exponen en el gráfico I.14 indican que, a nivel mundial, la satisfacción con la vida se correlaciona con el PIB por habitante. Los promedios nacionales de satisfacción con la vida se incrementan
significativamente en la medida en que crece el PIB por habitante (medido en logaritmos)15. En cuanto a los países de América Latina, sus promedios nacionales de satisfacción parecen estar muy por encima de su nivel de PIB por habitante, no solo porque se sitúan por sobre los valores apreciados en los países de Europa oriental y Asia, sino también porque son comparables con las medias nacionales de los países de Europa occidental, América del Norte y Oceanía.
15 P = 0,000*** (diferencia estadísticamente significativa al 99,99%).
Una forma de establecer con mayor certeza si los latinoamericanos están más satisfechos con la vida de lo que sugiere su producto por habitante, es el análisis de los residuales de un modelo de regresión por mínimos cuadrados ordinarios, con el indicador de bienestar subjetivo como variable dependiente y el PIB por habitante como variable independiente, donde los residuales equivalen a la distancia entre el valor predicho por la ecuación y el valor observado. Este análisis se expone en el gráfico I.15, donde se aprecia que América Latina y el Caribe alcanza el mayor promedio de residuales positivos (media de 0,92), lo que significa que los países de la región obtienen niveles de satisfacción que están por sobre lo esperable de acuerdo con su PIB por habitante16. Europa oriental se encuentra en la situación exactamente opuesta (media de -0,96). Las diferencias entre América Latina y el Caribe y el resto de las regiones, en particular con Europa oriental, son estadísticamente significativas.
16 Se debe notar que la media de residuales de América Latina y Caribe sin los datos de Latinobarómetro disminuye un poco, lo que sugiere que una parte de la desviación de América Latina podría deberse a la baja cantidad de observaciones.
GRÁFICO I.14
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (20 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA SEGÚN EL
PIB POR HABITANTE, 1981-2008 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008; encuesta Latinobarómetro 2007 y Banco Mundial, World Development Indicators (WDI) [en línea] http://data.worldbank.org/indicator, información sobre el PIB por habitante de los respectivos países, 1981-2008.
a Promedios de una escala de satisfacción con la vida de 1 a 10, donde 1 es muy insatisfecho y 10 muy satisfecho.
Europa occidental, América del Norte y Oceanía: Alemania, Andorra, Australia, Canadá, Chipre, España, Estados Unidos, Finlandia, Italia, Noruega, Nueva Zelandia, Países Bajos, Reino Unido, Suecia y Suiza; Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, ex República Yugoslava de Macedonia, Federación de Rusia, Hungría, Letonia, Lituania, Montenegro, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania, Serbia y Ucrania; Asia: Arabia Saudita, Armenia, Azerbaiyán, Bangladesh, China, Filipinas, Georgia, Hong Kong (Región Administrativa Especial de China), India, Indonesia, Iraq, Israel, Japón, Jordania, Kirguistán, Malasia, Pakistán, República de Corea, República Islámica del Irán, Singapur, Tailandia, Turquía y Viet Nam; África: Argelia, Burkina Faso, Egipto, Etiopía, Ghana, Malí, Marruecos, Nigeria, República Unida de Tanzanía, Rwanda, Sudáfrica, Uganda, Zambia y Zimbabwe; América Latina y el Caribe: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana, Trinidad y Tabago y Uruguay. Se emplearon los datos de Latinobarómetro para estimar la satisfacción con la vida en el año 2007 en los siguientes países: Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República Bolivariana de Venezuela y República Dominicana. La pregunta usada por Latinobarómetro no es totalmente comparable a la empleada en las encuestas World Values Survey, puesto que en la primera de estas se usó una escala de 0 a 10, mientras que en la segunda se viene usando desde 1981 una escala de 1 a 10. Por dicha razón, se corrigieron los puntajes obtenidos de Latinobarómetro, aumentándose el promedio nacional en un punto. Valores obtenidos con log (10): 2,5 = 314 dólares por habitante, 3 = 1.023 dólares por habitante, 3,5 = 3.157 dólares por habitante, 4 = 9.913 dólares por habitante, 4,5 = 32.040 dólares por habitante.
El análisis expuesto en los gráficos I.14 y I.15 vincula la satisfacción con la vida y el PIB por habitante de modo transversal y no permite examinar la relación entre cambios en el producto y variaciones en los niveles de satisfacción, ni comparar las tendencias entre las regiones. Este último análisis se expone en el gráfico I.16, donde se observa que las variaciones en el PIB por habitante se asocian significativamente con los cambios en los promedios nacionales de satisfacción17. En este caso, el porcentaje de varianza explicada resulta menor que el del análisis transversal, pero se debe tener en cuenta la menor cantidad de observaciones disponibles para el análisis de cambios.
17 R cuadrado ajustado del 20%, coeficiente Beta estandarizado de 0,457, p=0,000*** (significativo al 99,9%).
GRÁFICO I.15
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (20 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: RESIDUALES DE LA REGRESIÓN POR MÍNIMOS CUADRADOS ORDINARIOS DE SATISFACCIÓN CON
LA VIDA Y PIB POR HABITANTE, 1981-2008 a
(En unidades de desviación estándar)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008; encuesta Latinobarómetro 2007 y Banco Mundial, World Development Indicators (WDI) [en línea] http://data.worldbank.org/indicator, información sobre el PIB por habitante de los respectivos países, 1981-2008.
a Diferencia entre los valores esperados y los observados, en promedio. Significación de las diferencias entre América Latina y las otras regiones: p Europa Oriental = 0,000***; p Asia =0,000***; p Europa occidental, América del Norte y Oceanía =0,001**. Obtenidas a través de comparaciones post-hoc Scheffe.
GRÁFICO I.16
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (NUEVE PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: VARIACIÓN EN LA SATISFACCIÓN
CON LA VIDA Y EN EL PIB POR HABITANTE, 1981-2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008; encuesta Latinobarómetro 2007 y Banco Mundial, World Development Indicators (WDI) [en línea] http://data.worldbank.org/indicator, información sobre el PIB por habitante de los respectivos países, 1981-2008.
a América Latina y el Caribe: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México, Perú, Puerto Rico, República Bolivariana de Venezuela y Uruguay; Europa occidental, América del Norte y Oceanía: Alemania, Australia, Canadá, España, Estados Unidos, Finlandia, Noruega, Nueva Zelandia, Reino Unido, Suecia y Suiza; Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Eslovaquia, Eslovenia, ex República Yugoslava de Macedonia, Federación de Rusia, Hungría, Montenegro, Polonia, República Checa, República de Moldova, República Islámica del Irán, Rumania, Servia y Ucrania; Asia: Bangladesh, China, Filipinas, India, Indonesia, Japón, Jordania, República de Corea, Turquía y Viet Nam.
La mayor coincidencia en las direcciones de los cambios del PIB por habitante y la satisfacción con la vida se aprecia en Europa oriental y la menor en Europa occidental, América del Norte y Oceanía, donde la mayor cantidad de observaciones muestra un aumento del PIB y una leve reducción de la satisfacción. Por su parte, en América Latina y el Caribe, varios puntos en el gráfico I.16 muestran una convergencia entre la dirección de los cambios en el PIB y en la satisfacción con la vida, pero también se registran situaciones contraintuitivas, como aumentos en la satisfacción ante caídas del producto por habitante, o incrementos del PIB y reducciones en la satisfacción con la vida.
Las diferencias regionales en el comportamiento del indicador de bienestar subjetivo a lo largo del tiempo se pueden apreciar también a la luz de una medida de ingreso
monetario relativo de los hogares. Esto tiene la ventaja adicional de que permite visualizar la evolución de las diferencias de satisfacción entre los distintos grupos de ingreso monetario, teniendo en cuenta los acontecimientos que han marcado la historia reciente de los países o las regiones (por ejemplo, crisis económicas y políticas).
En el gráfico I.17 se observa que los niveles de satisfacción con la vida en América Latina han sido más altos y estables en las últimas dos décadas que en Asia y Europa oriental, y que las brechas de satisfacción entre los grupos de menor y mayor ingreso monetario son menos importantes que en las otras regiones. En consecuencia, la baja incidencia de las diferencias de ingreso en la satisfacción con la vida cuestiona el impacto de la desigualdad objetiva en el bienestar subjetivo en los países de América Latina18.
18 Cabe recordar que América Latina y el Caribe es una de las regiones del mundo con mayor desigualdad distributiva y que la percepción de injusticia distributiva está ampliamente difundida en la región (CEPAL, 2010d).
GRÁFICO I.17
AMÉRICA LATINA (CINCO PAÍSES), EUROPA ORIENTAL Y ASIA: EVOLUCIÓN DE LA SATISFACCIÓN CON LA VIDA
EN LOS GRUPOS DE INGRESO BAJO Y ALTO, 1990-2008 a
(1 = muy insatisfecho; 10 = muy satisfecho)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008.
a La medición de ingresos se basa en datos sobre el ingreso informados por la persona y clasificados en 10 peldaños o grupos, ordenados del menor al mayor ingreso relativo. La clasificación es realizada por la Encuesta Mundial de Valores, y considera la definición de tramos de ingreso que sean apropiados a las realidades de cada país. En este análisis, por razones de tamaños de muestra, se empleó una recodificación de los grupos de ingreso originalmente definidos en la Encuesta Mundial de Valores. Los peldaños 1 y 2 de cada país corresponden al grupo de ingreso bajo, mientras que la población que se sitúa desde el peldaño 5 hasta el 10 corresponde al grupo de ingreso alto.
Una interpretación posible es que en América Latina la desigualdad estaría tan arraigada en la población que podría haber perdido su relevancia para el bienestar subjetivo, mientras que en Europa oriental, la profundidad de los cambios operados a partir de la caída del muro de Berlín (no solo en la economía, sino en la vida en general) podría haber provocado una cantidad de nuevos estímulos que requerirían niveles importantes de recursos psicológicos y de otro tipo para que la población pueda enfrentar los cambios19. En otras palabras, el “sistema de felicidad” reflejaría más los cambios en las circunstancias que su deseabilidad (véase el recuadro I.6).
19 En términos sociológicos, esto equivale a una interpretación más general del malestar psicológico desde una perspectiva de anomia en el sentido de Durkheim, y no desde el enfoque de alienación de Marx. Véase una descripción de las diferencias de ambos enfoques en CEPAL (2008a).
Otra interpretación plausible es que los cambios drásticos en el entorno podrían modificar en alto grado las
expectativas. Es posible que las expectativas de mejoramiento del bienestar antes del desplome del muro de Berlín hayan sido generalizadamente bajas en Europa oriental. Sin embargo, el derrumbe del viejo orden y la apertura de una ventana hacia los niveles de consumo de los países desarrollados pudieron haber incrementado las expectativas, pero estas no se cumplieron por la crisis que afectó a esa parte de Europa a mediados de la década de 1990. En América Latina, un caso comparable es Chile, donde los niveles de satisfacción con la vida en los grupos de ingreso bajo y alto eran elevados en 1990, lo que pudo haberse vinculado con el advenimiento de la democracia. Sin embargo, al parecer, las expectativas de los grupos de menores ingresos no se cumplieron del todo, como se indica en el gráfico I.17 20
20 En este caso, pudo haberse verificado un problema de predicción afectiva, puesto que Chile mejoró sistemáticamente sus indicadores objetivos de condiciones de vida entre 1990 y 2006.


De cualquier modo, los factores que ocasionan que América Latina sea una excepción en términos del bienestar subjetivo deben investigarse más a fondo. Algunas hipótesis planteadas son la incidencia de factores culturales como la religión (Inglehart y otros, 2008) y los altos niveles de apoyo y cierre social que caracterizarían a las sociedades latinoamericanas (Diener y Tov, 2005). También se ha planteado que la consolidación de la democracia en los países de la región incrementó la libertad percibida, lo que influyó en un mayor bienestar subjetivo en la población latinoamericana (Inglehart y otros, 2008)21.
21 La consolidación de la democracia tiene como trasfondo una teoría de cambios culturales vinculados a los procesos de modernización.
En este ámbito, también caben cuestiones metodológicas, como el efecto de las diferencias culturales en las autoevaluaciones del bienestar y en la forma en que las personas responden a las encuestas. Una posibilidad es que en América Latina la satisfacción con la vida, que es un componente más cognitivo del bienestar subjetivo, se correlacione más con los aspectos emocionales del bienestar (como la felicidad) que en otras regiones del mundo, los que, a su vez, están menos correlacionados con el ingreso22. Sin embargo, los datos disponibles indican exactamente lo contrario (véase el cuadro I.7).
22 Véanse más detalles sobre las dimensiones del bienestar subjetivo y sus relaciones con las medidas de ingresos monetarios en Diener, Kahneman y Heliwell (2010), y en Kahneman y Deaton (2010).
CUADRO I.7
AMÉRICA LATINA Y CARIBE (11 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: CORRELACIÓN ENTRE
LA SATISFACCIÓN CON LA VIDA Y LA FELICIDAD, 1981-2008
![]()
Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008.
a Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay.
b Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania.
c Alemania, Francia, Países Bajos y Suiza.
d Australia, Estados Unidos, Nueva Zelandia y Reino Unido.
e Finlandia, Noruega y Suecia.
3. Satisfacción y ciclo de vida
En este apartado se analiza la relación entre los indicadores de la posición de hombres y mujeres en el ciclo de vida (la edad, el estado civil, el número de hijos) con el bienestar subjetivo, comparando América Latina con otras regiones del mundo clasificadas a partir de los regímenes de bienestar imperantes. En el caso de los países desarrollados, se utiliza la tipología de Esping-Andersen (1990), en la que se distingue entre regímenes liberales, conservadores y socialdemócratas23. América Latina y Europa oriental se analizan como grupos separados y tienen en común dos elementos: ambas regiones no representan, en un sentido estricto, regímenes maduros de bienestar y comparten el hecho de ser regiones en desarrollo24.
23 Corresponden a los países anglosajones, de Europa continental y escandinavos, respectivamente. La clasificación se efectúa siguiendo como criterios los grados de mercantilización (dependencia o no de los ingresos de mercado para mantener un estándar de vida aceptable) y de desfamiliarización (la emancipación de las mujeres de las tareas relacionadas con la economía del cuidado en el hogar) prevalecientes en los países.
24 Con independencia de las configuraciones específicas de bienestar que imperan en los países de América Latina y Europa oriental.
La primera fase del análisis se dedicó a la identificación de los efectos en la satisfacción con la vida de los factores de ciclo vital, comparando los resultados por regiones y regímenes de bienestar. Posteriormente se efectuó un análisis más exhaustivo, con la inclusión de los factores de ciclo de vida que más se asociaron a la satisfacción con la vida en la primera fase. El propósito de este último análisis fue identificar interacciones entre los factores de ciclo y condiciones de vida, puesto que, por ejemplo, los efectos de la edad en la satisfacción con la vida podrían no ser iguales a los distintos niveles del ingreso monetario. Se debe notar que, para lograr tamaños de muestra suficientes, se utilizaron todas las rondas de la encuesta World Values Survey disponibles para los países seleccionados entre 1981 y 2008, aun cuando la gran mayoría de los casos está en el tramo 1990-200825.
25 El 93,1% en América Latina, el 90,5% en los países liberales anglosajones, el 86% en los países de Europa continental, el 87,7% en los países escandinavos y el 92,7% en Europa oriental.
En cuanto a los resultados de la primera fase del análisis, quizás la relación que tiene más interés desde una perspectiva de ciclo de vida es la asociación entre la edad y el bienestar subjetivo. Al respecto, el patrón tipo U descrito en la literatura —que identifica los mayores niveles de satisfacción en las edades más jóvenes y en los adultos mayores— se verifica en los países nórdicos y no se comprueba estrictamente en Europa continental y en los países anglosajones, porque la probabilidad de estar satisfecho cae entre los más jóvenes en comparación con los adultos mayores. El patrón tipo U tampoco se observa en Europa oriental, debido a que la probabilidad de satisfacción entre los jóvenes es significativamente más alta que en los adultos mayores. Por su parte, en América Latina no se aprecia un efecto de la edad (véase el cuadro I.A-1 del anexo).
Si bien el patrón tipo U no se comprueba estrictamente en la mayoría de las regiones, la reducción de la probabilidad de satisfacción en los grupos de edades intermedias (30 a 44 años y 45 a 59 años) es común a casi todos los grupos de países analizados (excepto América Latina). Esto es independiente de los regímenes de bienestar y puede ser el reflejo de las tensiones y sobrecargas propias de dicha etapa de la vida, que implican para los adultos de edades intermedias la atención simultánea de las demandas de provisión y de cuidado de los dependientes en el hogar.
En lo que refiere a la asociación entre el sexo y la satisfacción con la vida, el análisis de regresión no muestra una relación significativa en América Latina y en Europa oriental, mientras que si la pone en evidencia en los países más desarrollados, independientemente de los regímenes específicos de bienestar. Tanto en los países escandinavos como en los anglosajones y de Europa continental, la probabilidad de satisfacción con la vida se reduce significativamente entre los hombres en comparación con las mujeres (véase el cuadro I.A-1 del anexo), lo que podría ser una expresión de los malestares que se generan en sociedades que han experimentado fuertes cambios en los modelos de roles de género, con niveles crecientes de autonomía de las mujeres.
A su vez, el matrimonio, la convivencia o el hecho de tener una relación de pareja incrementa significativamente la probabilidad de satisfacción con la vida en comparación con estar soltero, separado, divorciado o viudo, tanto en América Latina como en el resto de las regiones. Por otra parte, no tener hijos reduce la probabilidad de satisfacción con la vida en los países escandinavos y de Europa continental, pero, contrariamente a lo esperable, no tiene el mismo efecto en América Latina.
Hasta ahora se han presentado resultados de análisis de los efectos principales. En adelante, se exponen las relaciones entre el bienestar subjetivo y los indicadores de ciclo de vida, pero esta vez con el propósito de pesquisar interacciones. Primero se examina la relación entre la edad y el bienestar subjetivo, controlando por el ingreso monetario de los hogares, y después se explora la asociación entre la satisfacción con la vida y factores como el estado civil, la cantidad de hijos y la edad. En el último caso, se considera como universo solamente a la población en edad de trabajar (entre 17 y 59 años).
En el gráfico I.18 se aprecia que el efecto de la edad es distinto en los diferentes tramos del ingreso monetario, lo que se verifica en todos los agrupamientos de países. En rigor, en los países más desarrollados, el patrón tipo U se evidencia solamente en los individuos que viven en los hogares con los ingresos más bajos, mientras que en América Latina, la brecha de satisfacción con la vida vinculada a los tramos de ingreso se acentúa en los individuos de 60 años o más. En Europa oriental, los niveles de satisfacción con la vida declinan sistemáticamente a partir del tramo etario de 30 a 44 años.
Los datos de Europa oriental y América Latina ponen cuestionan la idea de la adaptación hedónica de las expectativas en la población de 60 años y más. Esto se debe a que no es igual envejecer disfrutando de un buen pasar económico (ya sea por pensiones obtenidas por medio del autoseguro o por la acción de un estado de bienestar más o menos generoso) que envejecer en condiciones económicas precarias y sin protección social. Asimismo, la proyección de las tendencias observadas en los países desarrollados a las regiones en vías en desarrollo sugiere un escenario de mediano plazo para América Latina en que la relación entre la satisfacción con la vida, la edad y los ingresos se podría acercar al patrón apreciado en las sociedades más afluentes.
En el gráfico I.19 se aprecia que en América Latina, el estar casado, convivir o tener una relación de pareja se asocia a mayores niveles de satisfacción con la vida, con independencia de la cantidad de hijos y de la edad. Esto no sucede en el resto de las regiones, puesto que tener una familia (o un proyecto de familia), se correlaciona con la satisfacción con la vida siempre en interacción con otros factores, como la cantidad de hijos y la edad. Al mismo tiempo, en América Latina se observa un efecto de interacción entre la edad y la cantidad de hijos: la población de 17 a 29 años sin hijos presenta los mayores niveles de satisfacción con la vida, en tanto que los niveles más bajos de satisfacción se verifican en la población de la misma edad que tiene uno o más hijos. Una situación similar se observa en Europa oriental y en los países anglosajones.
En síntesis, las variables relacionadas con el ciclo de vida influyen en el bienestar subjetivo de la población de América Latina y de otras regiones, y la modalidad que asume la relación entre estos factores parece estar más vinculada a los niveles de desarrollo de los países que a los regímenes de bienestar prevalecientes en ellos. En rigor, más responsabilidades y tareas vinculadas a las edades intermedias del ciclo de vida no conducen siempre a una mayor insatisfacción con la vida; la probabilidad de que esto suceda se incrementa cuando las condiciones materiales de vida son más precarias. A su vez, el hecho de que en América Latina la brecha de satisfacción con la vida vinculada a los tramos de ingreso se acentúe en la población de 60 años o más pone de manifiesto que no siempre los individuos adaptarán sus expectativas. Como se ya se señaló, es más fácil adaptarse cuando las condiciones materiales de vida son mejores.
Por último, la familia continúa siendo una motivadora central en los proyectos de vida de la población latinoamericana, lo que se hace evidente al considerar el efecto principal en el bienestar subjetivo de estar casado, conviviendo o tener una relación de pareja, efecto que no se verifica en ninguna de las otras regiones o países incluidos en el análisis. Igualmente, se debe considerar la incidencia negativa en el bienestar subjetivo que puede derivarse de la necesidad de asumir roles de provisión y cuidado a edades muy tempranas y sin niveles adecuados de apoyo para el desempeño de esas responsabilidades, como queda de manifiesto en los niveles bajos de satisfacción con la vida en la población latinoamericana de 17 a 29 años que tiene hijos y que no cuenta con una pareja.
GRÁFICO I.18
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA SEGÚN LA EDAD
Y EL INGRESO MONETARIO, 1981-2008 a
(1 = muy insatisfecho; 10 = muy satisfecho)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008.
a América Latina: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay. Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania. Europa continental: Alemania, Francia, Países Bajos y Suiza. Países anglosajones: Australia, Estados Unidos, Nueva Zelandia y Reino Unido. Países nórdicos: Finlandia, Noruega y Suecia. Interacción entre el ingreso y la edad: América Latina p=0,027*; Europa oriental p=0,003**; países nórdicos: p=0,000***; Europa continental: p=0,000***; países anglosajones; p=0,000***.
GRÁFICO I.19
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA SEGÚN LA SITUACIÓN MARITAL
Y EL NÚMERO DE HIJOS, POBLACIÓN DE 17 A 59 AÑOS, 1981-2008 a
(1 = muy insatisfecho; 10 = muy satisfecho)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008.
a América Latina: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay. Europa oriental: Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania. Europa continental: Alemania, Francia, Países Bajos y Suiza. Países anglosajones: Australia, Estados Unidos, Nueva Zelandia y Reino Unido. Países nórdicos: Finlandia, Noruega y Suecia. América Latina: interacción edad*hijos (p=0,000***), efecto principal matrimonio (p=0,000***); países anglosajones: interacción edad*matrimonio (p=0,004**), matrimonio*hijos (p=0,002**) y edad*hijos (p=0,004**); Europa continental: interacción matrimonio*hijos (p=0,000***), efecto principal de la edad (p=0,006**); países nórdicos: interacción matrimonio*hijos (p=0,001**), efecto principal de la edad (p=0,000*); Europa oriental: interacción matrimonio*hijos (p=0,000***) y edad * hijos (p=0,000***).
Anexo
CUADRO I.A-1
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE POBREZA E INDIGENCIA, 1990-2009 a
(En porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a H = índice de recuento; PG = brecha de pobreza; FGT2 = índice de Foster, Greer y Thorbecke.
b Incluye hogares (personas) en situación de indigencia o en extrema pobreza.
c Área urbana.
d Gran Buenos Aires.
e Ocho capitales departamentales más la ciudad de El Alto.
f Cifras de la Misión para la Reducción de la Pobreza y la Desigualdad (MERPD), Departamento Nacional de Planeación (DNP), Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) de Colombia. Estos valores no son comparables con los de años anteriores.
g Área metropolitana de Asunción.
h Cifras del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) del Perú. Estos valores no son comparables con los de años anteriores debido al cambio del marco muestral de la encuesta de hogares. Asimismo, las cifras de 2001 se refieren al cuatro trimestre, mientras que las de 2005 a 2008 se refieren al año completo.
i Estimación para 18 países de la región más Haití.
CUADRO I.A-2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO DE LOS HOGARES, 1990-2008 a


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Hogares del conjunto del país ordenados según su ingreso per cápita.
b Ingreso medio mensual de los hogares, en múltiplos de la línea de pobreza per cápita.
c D(1 a 4) representa el 40% de los hogares de menores ingresos, en tanto que D10 es el 10% de los hogares de más altos ingresos. La misma notación se usa en el caso de los quintiles (Q), que representan grupos del 20% de los hogares.
d Total urbano.
e Gran Buenos Aires.
f Ocho ciudades principales más El Alto.
g Área metropolitana de Asunción.
CUADRO I.A-3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE CONCENTRACIÓN DEL INGRESO, 1990-2009 a


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Calculados a partir de la distribución del ingreso per cápita de las personas del conjunto del país.
b Incluye las personas con ingreso igual a cero.
c Total urbano.
d Gran Buenos Aires.
e Ocho ciudades principales más El Alto.
f Área metropolitana de Asunción.
CUADRO I.A-4
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES) Y OTRAS REGIONES DEL MUNDO: SATISFACCIÓN CON LA VIDA, FACTORES
DE CICLO DE VIDA E INGRESO MONETARIO, 1981-2008
(Regresiones ordinales probit)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de la base de datos de la Encuesta Mundial de Valores 1981-2008.
Nota: * = significación del 95%; ** = significación del 99%; *** = significación del 99,9%.
a Argentina, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana y Uruguay.
b Australia, Estados Unidos, Nueva Zelandia y Reino Unido.
c Alemania, Francia, Países Bajos y Suiza.
d Finlandia, Noruega y Suecia.
e Albania, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Federación de Rusia, Hungría, Polonia, República Checa, República de Moldova, Rumania y Ucrania.
Capítulo II
La educación frente a la reproducción intergeneracional de la desigualdad
y la exclusión: situación y desafíos
en América Latina
A. La agenda educativa en la región

En el año de la educación en Iberoamérica resulta importante destacar su papel como instrumento clave para el desarrollo de las personas en cada una de las etapas del ciclo vital que se consideran en este Panorama social. La dinámica de la sociedad de la información ha revigorizado la centralidad de la educación para enfrentar los desafíos de la competitividad internacional, la sostenibilidad democrática y la equidad social. Esta idea se basa en la abundante evidencia que relaciona el incremento de la cantidad de estudiantes que culminan el nivel medio de enseñanza y de la calidad de las calificaciones obtenidas con la mejora de la competitividad de los países y con una mayor conciencia ciudadana respecto de los derechos y las responsabilidades, que resulta esencial para robustecer la vida democrática. La información también respalda la idea de que las medidas educativas de que disponen los gobiernos pueden contribuir sustancialmente a disociar los orígenes sociales de los individuos de sus logros en términos de bienestar.
La región, sin embargo, no ha logrado transformar al sistema educativo en un mecanismo potente de igualación de oportunidades, en parte porque un importante factor determinante de los logros y retornos educativos se encuentra en el clima y los ingresos disponibles en los hogares de origen. La mayor parte de las veces esta desigualdad se ve reflejada, además, en una marcada segmentación y estratificación de la calidad y eficiencia del propio sistema de oferta educativa.
El lugar que ocupa la educación en la agenda de políticas sociales de la región latinoamericana cobró nuevo vigor con la globalización de la agenda educativa que se concretó en la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos, celebrada en Jomtien (Tailandia), en 1990. Después de la Declaración Mundial sobre Educación para Todos de Jomtien, los hitos más importantes de la agenda educativa global que repercuten a nivel regional son el Foro mundial sobre educación, celebrado en Dakar, en 2000, y la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, firmada ese mismo año. El primero delinea el Marco de Acción de Dakar sobre Educación para Todos, en que se reafirman los compromisos adquiridos en la Declaración Mundial sobre Educación para Todos de Jomtien (UNESCO, 2000). Uno de los aspectos más relevantes de este Foro es el compromiso de lograr la educación básica para todos. Esto comienza a trazar el marco conceptual del proyecto Educación Para Todos que las Naciones Unidas sustenta, a través de la Organización para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), así como la idea de educación inclusiva para enfrentar la exclusión que sufren algunos ciudadanos del sistema de educación formal y, también, las que se generan en el interior de este.
Por su parte la Declaración del Milenio se ha traducido en los Objetivos de Desarrollo del Milenio, que trazan objetivos, metas y plazos para su cumplimiento en distintos ámbitos sociales. El segundo objetivo recoge la preocupación por el logro de la enseñanza primaria universal y en la meta 2A se establece la necesidad de asegurar que, para el año 2015, los niños y niñas de todo el mundo puedan terminar un ciclo completo de enseñanza primaria.
Mediante los instrumentos internacionales mencionados estos temas se incluyen en el centro de las agendas regionales y nacionales para su debate contextualizado. Ejemplo de esto fue la conferencia celebrada en Santo Domingo, en 2000, donde se elaboró un Marco de Acción Regional de Educación para Todos en las Américas, en que se destacan algunos avances en el tema prioritario del acceso a la educación primaria, así como también en la disminución relativa de la tasa de analfabetismo, la ampliación de los años de educación obligatoria y el aumento del cuidado y la educación en la primera infancia (UNESCO, 2000). Al mismo tiempo, se reconocen una serie de desafíos pendientes para la región, entre los que se encuentra la formulación de políticas inclusivas para asegurar el acceso y generar condiciones favorables para la progresión oportuna, la conclusión y la calidad de los aprendizajes, especialmente en el ciclo básico, pero también en secundaria. Además, se explicita la necesidad de adquirir el firme compromiso de avanzar hacia la no discriminación por motivos de género, culturales, lingüísticos o socioeconómicos, considerando a la educación en el marco de la promoción de los derechos universales. Esto deriva en la preocupación por la pertinencia de los currículos educativos, el desarrollo de la educación intercultural y bilingüe, así como también el desarrollo de iniciativas para promover la participación de las familias de los niños y jóvenes actualmente excluidos (UNESCO, 2000), dada la enorme gravitación que tiene el entorno familiar en la relación que sus integrantes establecen con la educación.
Considerándose virtualmente alcanzado el objetivo de acceso universal al ciclo de educación básica en América Latina y el Caribe, los esfuerzos de política educativa se han desplazado al ciclo de educación inicial. Se estima que los beneficios para el desarrollo cognitivo que conlleva y los retornos sociales y económicos que se obtienen al invertir en ella son fundamentales (UNESCO, 2010a). La atención especial que se ha otorgado a la educación inicial en los últimos años ha dado pie a la celebración de la Conferencia Mundial sobre Atención y Educación de la Primera Infancia, en Moscú, en 2010. El concepto de atención y educación de la primera infancia incluye medidas de atención integral a las necesidades de desarrollo que los niños tienen en esta etapa de la vida, entre las que la educación es muy importante. A nivel regional se ha asumido este desafío mediante la firma del Compromiso Hemisférico por la Educación de la Primera Infancia por parte de los miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA). En este instrumento se comprometen en traducir el reconocimiento de la atención y educación de la primera infancia en acciones concretas dentro del marco institucional de cada país.
La agenda regional es, en gran medida, una doble agenda (CEPAL/OEI/SEGIB, 2010). Por una parte, se encuentran los desafíos pendientes propios del siglo XX: cobertura, acceso, progresión oportuna y conclusión de los distintos ciclos educativos. Por otra parte, la calidad de la educación ofrecida por las escuelas es el gran desafío del siglo XXI. En esta segunda dimensión se incluye el perfeccionamiento de los docentes a través de la capacitación y la integración de nuevos recursos educativos, como las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) o el mejor uso de los recursos educativos tradicionales. La preocupación por la calidad de la educación en la región se reafirmó en la conferencia de Santo Domingo, a partir de la inclusión de esta dimensión entre los 12 compromisos para el marco de acción regional (UNESCO, 2000), así como en el informe de seguimiento del proyecto Educación Para Todos en la región (UNESCO, 2007).
Un proyecto regional destacado es “Metas 2021: la educación que queremos para la generación de los bicentenarios”, en que esta doble agenda regional se articula en metas referidas a los desafíos educativos pendientes y en metas referidas a los desafíos educativos futuros. Entre las primeras se aborda la preocupación por las dimensiones extraescolares que influyen en el bienestar general y el desempeño académico de niños y jóvenes en cada ciclo educativo. Se busca lograr la igualdad educativa a través de la superación de la discriminación de diverso orden que atenta contra la inserción y participación en el sistema escolar.
En relación al ciclo postsecundario se plantean una serie de metas sobre la interconexión entre educación, conocimiento y empleo, posicionándose así entre los desafíos de los siglos XX y XXI. El ámbito de acción fundamental en este nuevo siglo es la calidad de la educación, destacándose la pertinencia y relevancia de las competencias adquiridas por los estudiantes para su inserción social. En este proceso la atención recae no solo en las asignaturas académicas, sino también en la lectura, la educación en valores para la democracia, la educación artística, la práctica del deporte y, también, el uso de las nuevas tecnologías en la educación. Se considera necesario, para completar este cuadro, mejorar la dotación de recursos educativos y ampliar el número de escuelas de tiempo completo en el nivel primario. Asimismo, no se puede pensar en mejorar la calidad de la educación sin una decidida preocupación por el fortalecimiento de la profesión docente que, a través de la formación inicial, la acreditación y la capacitación continua, queda integrada a las metas del proyecto.
La cooperación internacional, gestionada por la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI) y la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), es un elemento relevante del proyecto, que cuenta con la participación de los países de la península ibérica, según el criterio de responsabilidad común pero diferenciada. Un elemento muy interesante en el ámbito de colaboración financiera es la cooperación Sur-Sur, iniciativa que plantea la posibilidad de prestación de ayuda financiera entre países de la región. Esto requiere contar con información actualizada sobre el estado de la educación en la región, los costos del cumplimiento de las metas educativas y las posibles fuentes de financiamiento, tarea en que la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) ha participado activamente. Las metas generales ya han sido aprobadas por los países y se espera que en la XX Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, que se celebrará en Mar del Plata (Argentina) en diciembre de 2010, se concrete el compromiso de avanzar en el cumplimiento de las metas específicas que guiarán las acciones para el desarrollo de la educación en la región.
B. Las brechas en logros y aprendizajes

En ediciones sucesivas del Panorama social y en contribuciones a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, la CEPAL, consciente de la rapidez de los procesos de devaluación educativa de la región, ha prestado especial atención al monitoreo de los cambios en los niveles de logros educativos que efectivamente reducen la vulnerabilidad a la pobreza y la exclusión social. Una de las mayores dificultades que enfrenta el sistema educativo es la velocidad con que se elevan los niveles de conocimiento necesarios para el cumplimiento de las metas individuales y colectivas. De los análisis se desprende que lo que en cada período histórico se define como calificaciones mínimas depende, en gran medida, de las destrezas y saberes que se requieren en ese período para que las personas puedan incorporarse a las dinámicas del progreso y el bienestar.
Estos fenómenos de devaluación educativa son conocidos en América Latina, cuyo proceso de modernización ha significado, entre otras cosas, el desvanecimiento de la importancia social asignada a ciertas calificaciones y especialidades, y su desplazamiento hacia otras mejor ajustadas a las mutables exigencias de la competitividad y de la participación plena en la sociedad. A lo largo del siglo pasado, los umbrales mínimos de calificación se fueron trasladando de la división entre alfabetos y analfabetos, a la finalización o no de la escuela primaria y, luego, del ciclo básico de la secundaria. En la actualidad esos umbrales se ubican en la terminación de la enseñanza secundaria, aun cuando en varios países de la región ya se advierten señales de vulnerabilidad a la pobreza y a la exclusión social entre los que completan ese ciclo. De modo que la permanente presión del cambio en los umbrales de calificación para alcanzar condiciones de vida dignas no es novedad. Lo que sí es novedoso es su ritmo, que plantea complejos problemas de sincronización entre funcionamiento y los resultados del sistema educativo.
Si bien se registran avances en el ámbito educativo en las últimas décadas, la mayor expansión en el acceso también ha provocado una mayor segmentación en los logros y la calidad de la oferta, lo que supone que la reproducción intergeneracional de las desigualdades no ocurre porque unos acceden y otros no a la educación formal, sino porque acceden todos pero de manera diferenciada según cuánto aprenden en el sistema y cuánto logran avanzar en él. En las páginas siguientes se examinan las expresiones más claras de este mecanismo de segmentación de los sistemas
educativos latinoamericanos.
1. Acceso a la educación inicial y la educación preescolar
Recientemente, la educación preescolar ha adquirido relevancia como política pública en la región1. La situación es bastante heterogénea, con niveles de acceso (medidos a partir de la matrícula en enseñanza preescolar de niños entre 3 y 6 años de edad) casi universal en Cuba y México, y niveles en torno al 30% en Guatemala, Honduras y la República Dominicana (véase el gráfico II.1A). En cambio, la matrícula en educación inicial (niños de 0 a 3 años de edad) es en general menor, tanto por las menores coberturas de oferta institucional como por factores culturales.
1 En 2007 los ministros de educación de los Estados miembros de la OEA acordaron desarrollar marcos legales y mecanismos de financiamiento para asegurar la implementación sostenible de políticas de primera infancia, aumentar la cobertura educativa y su calidad. El acuerdo contempla políticas de atención integral y criterios de focalización para la atención de poblaciones en condiciones de pobreza, vulnerabilidad y exclusión de acuerdo con sus necesidades, características y contextos particulares. También los ministros de educación agrupados en la OEI aprobaron en 2009 un proyecto de atención integral de la infancia que constituye un núcleo básico del proyecto “Metas 2021: la educación que queremos para la generación de los bicentenarios” (CEPAL/OEI/SEGIB, 2010).
A nivel regional, en el último año antes de entrar a la educación primaria, las diferencias según el estrato socioeconómico son menores, de un 80% en el quintil de menores ingresos a un 92% en el quintil más rico, y
las disparidades de acceso entre niños y niñas no son notorias (CEPAL/OEI/SEGIB, 2010). Sin embargo, el promedio regional esconde grandes desigualdades en países con menores coberturas y de menor tamaño relativo de la región, con diferencias de 30 puntos porcentuales o más en El Salvador, Honduras, Nicaragua y el Paraguay (véase el gráfico II.1B)2. Por otra parte, si bien las desigualdades socioeconómicas no parecen ser muy relevantes en la asistencia hacia el final del ciclo preescolar, existe alguna evidencia proveniente de encuestas de hogares de que estas son más amplias en las edades más tempranas. Además, existen marcadas disparidades de acceso entre zonas urbanas y rurales y respecto de poblaciones provenientes de pueblos originarios (CEPAL, 2008a).
2 Algunos países de la región han extendido la obligatoriedad del inicio de la enseñanza al ciclo preescolar. Es el caso de los países con asistencia más generalizada como el Uruguay (4 años) y México (3 años), pero también de El Salvador (4 años) y el Paraguay
(5 años).
GRÁFICO II.1
AMÉRICA LATINA (19 PAÍSES): TASA DE MATRÍCULA NETA PARA EL NIVEL PREPRIMARIO (3 A 6 AÑOS), ESTIMACIÓN DE LA TASA DE MATRÍCULA PARA LA EDUCACIÓN INICIAL (0 A 3 AÑOS) Y DIFERENCIAS ENTRE EL PRIMER Y EL QUINTO QUINTIL EN LA TASA DE ASISTENCIA DE NIÑOS QUE TIENEN UN AÑO MENOS AL OFICIAL PARA INICIAR LA PRIMARIA, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (IUS), estimaciones y encuestas de hogares de los respectivos países (tasas de asistencia).
a La tasa de matrícula para la educación inicial se estima sobre la base de modelos exponenciales basados en encuestas de hogares de los países con información disponible (véase CEPAL/OEI, 2010). Los grupos de edad varían dependiendo de los ciclos oficiales de los países.
2. Acceso a la educación primaria y desigualdades en
su conclusión
Históricamente, la enseñanza primaria se ha considerado clave para el futuro de los niños, porque en esta etapa del desarrollo es posible incidir de manera positiva y eficaz en la formación de las personas. No es casualidad entonces que todos los acuerdos mundiales sobre educación propongan la universalización de la educación primaria (CEPAL, 2010b). Se espera que ello repercuta en una eficaz retención y debida conclusión del ciclo completo de educación primaria y sea un trampolín exitoso hacia la secundaria, nivel que, cada vez más, es necesario completar.
El acceso a la educación primaria generalmente se examina a partir de las tasas de matrícula en dicho nivel. La tasa neta da cuenta de la proporción de personas en edad de estar matriculadas en la educación primaria que efectivamente se encuentra en esa situación. En América Latina y el Caribe el acceso a este nivel educativo es homogéneamente alto, salvo excepciones, y alcanza niveles cercanos a la universalidad en varios de los países (véase el gráfico II.2). Las diferencias de acceso de niñas y niños al sistema y entre estratos socioeconómicos no son significativas en este nivel.
GRÁFICO II.2
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (36 PAÍSES Y TERRITORIOS): TASA NETA DE MATRÍCULA EN EDUCACIÓN PRIMARIA,
2007-2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS), Base de datos [en línea]
www.uis.unesco.org.
a Tasa neta de matrícula ajustada. Conviene tener presente que el cálculo de las tasas de matrícula puede ser algo errático al depender de estimaciones y proyecciones de población que no siempre capturan los movimientos migratorios. Por este motivo, conviene tomar con cautela algunas cifras, principalmente en los países y territorios pequeños; los datos de la Argentina y las Islas Turcas y Caicos corresponden a 2005, y los de Anguila y el Paraguay a 2006.
Sin embargo, el acceso al sistema educativo no necesariamente asegura una adecuada progresión y, principalmente, la conclusión del nivel de enseñanza primaria. En este nivel existen problemas de rezago escolar y de retención (deserción escolar). El rezago o atraso educativo genera importantes costos para los sistemas educativos de la región. Se estima que en la región hay un gasto de más de 9.000 millones de dólares en la atención de niños que están cursando la primaria y que de acuerdo a su edad deberían estar asistiendo a la educación secundaria (CEPAL/OEI, 2010). Aun teniendo en cuenta que varios países tienen, para los primeros grados, sistemas de promoción automática, ya entre los 9 y 11 años de edad se aprecia un porcentaje importante de niños atrasados en dos o más años respecto del grado que les correspondería (véase el gráfico II.3A). Según información de la UNESCO, en el período 2007-2008, el porcentaje de repitencia anual en el conjunto de grados de la educación primaria era del 3,8%, y el porcentaje de deserción escolar era del 3,7%, el 1,7%, el 2,0%, el 1,5% y el 2,8% entre los grados primero y sexto, respectivamente (UNESCO, 2010b). Además, en 2006/2007 casi 3 millones de niños estaban fuera de la escuela.
GRÁFICO II.3
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): ATRASO ESCOLAR DE LOS NIÑOS DE ENTRE 9 Y 11 AÑOS DE EDAD Y CONCLUSIÓN DE
LA EDUCACIÓN PRIMARIA ENTRE JÓVENES DE 15 A 19 AÑOS DE EDAD DE LA POBLACIÓN TOTAL, SEGÚN SEXO
Y QUINTILES DE INGRESO, ALREDEDOR DE 2007-2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base del Sistema de Información de Tendencias Educativas en América Latina (SITEAL), Resumen estadístico I, totales nacionales, octubre de 2008, y de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países.
a Para calcular el atraso escolar se consideran niños con dos o más años de atraso en el grado al que asisten respecto de su edad.
Las diferencias de género, según nivel socioeconómico y área geográfica, entre otras, se empiezan a visualizar cuando se examinan los niveles de conclusión educativa: las niñas superan levemente a los niños, y mientras solo 2 de cada 100 niños y niñas de los estratos superiores de ingreso (quinto quintil) no culmina la primaria, 12 de cada 100 no lo hacen entre los que provienen de los estratos más pobres (véase el gráfico II.3B). Asimismo, las tasas de conclusión de la enseñanza primaria son del 96% en las zonas urbanas y de solo el 85% en las rurales, problema que se agudiza entre niños pertenecientes a pueblos originarios y afrodescendientes de los cuales solo un 80% culmina este ciclo (CEPAL, 2008a).
A juzgar por los niveles de acceso a la enseñanza primaria ya registrados a comienzos de los años noventa (sobre el 90%) y los relativamente magros avances al respecto, existen evidentes dificultades para avanzar más hacia su universalización. Esto se debe a que cuando el acceso a la educación primaria es generalizado, el fomento de la incorporación de los grupos más postergados (extremadamente pobres, habitantes en zonas rurales, pueblos indígenas y personas de origen afrodescendiente) requiere importantes inversiones que no solo se deben centrar en el aumento de la oferta educativa, sino en el aseguramiento de las condiciones que fomenten el acceso efectivo a estos servicios, lo que frecuentemente supone intervenciones de carácter multisectorial.
3. Desigualdades en el acceso, la progresión y la conclusión
de la enseñanza secundaria
El acceso y la progresión oportuna hacia el nivel secundario y en él es bastante menor que en la enseñanza primaria y la situación entre países es más heterogénea: la tasa neta de asistencia en este nivel llega al 88% en comparación con el 97% en el de primaria (véanse los cuadros II.A-1 y II.A-2). Por otra parte, el rezago escolar se acumula y se acrecientan las desigualdades socioeconómicas, por área geográfica y según el origen étnico. El clima educativo del hogar empieza a aparecer como un factor determinante en el rezago escolar de los niños de 12 a 14 años: un niño perteneciente a un hogar con bajo clima educativo tiene 10 veces mayor probabilidad de rezagarse que uno proveniente de un hogar con buen clima educativo. También se observan diferencias importantes según el área de residencia. Lo anterior está naturalmente asociado con los niveles de bienestar de los hogares y de los estudiantes. Así, en términos de conclusión educativa del ciclo inferior de enseñanza secundaria (oportuna o no) se observa una diferencia muy pronunciada según si los jóvenes provienen de hogares pobres o no pobres: un 52% en comparación con un 82% (CEPAL/OEI/SEGIB, 2010).
Con independencia de la condición de pobreza, las mujeres terminan en mayor proporción este nivel educativo, lo que en parte se explica por la mayor propensión masculina a incorporarse tempranamente al mercado de trabajo. En contraste con lo anterior, existe evidencia de que entre jóvenes provenientes de pueblos originarios esta relación se invierte, siendo menor la proporción de mujeres que termina este nivel educativo (CEPAL, 2008a). Estas diferencias en el acceso, la progresión y la conclusión educativa se amplifican paulatinamente a lo largo del ciclo escolar, reproduciendo la cadena de desigualdad a través del mismo sistema educativo.
Al enfrentar el ciclo de alta secundaria, los jóvenes ya tienen oportunidades para incorporarse al mercado de trabajo, lo que desincentiva su retención, sobre todo si enfrentan condiciones adversas de carácter económico, académico, de integración o formación de identidad. Por otra parte, aun en muchos países de la región este ciclo de enseñanza no es obligatorio, por lo que no es exigible ni de los jóvenes ni de los Estados.
La situación de acceso y progresión oportuna en este nivel es también muy heterogénea en la región y va de una tasa neta de matrícula superior al 80% (Bahamas, Chile, Cuba, Granada y Montserrat) a niveles muy bajos, donde dos tercios o más de los jóvenes está en situación de rezago o, simplemente, abandonaron el sistema educacional (El Salvador, Guatemala y Nicaragua). El promedio regional apenas supera el 50% (véase el gráfico II.4).
GRÁFICO II.4
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (36 PAÍSES Y TERRITORIOS): TASA DE MATRÍCULA NETA EN EL PRIMER Y
SEGUNDO CICLO DE ENSEÑANZA SECUNDARIA, 2007/2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), estimaciones sobre la base de datos del Instituto de Estadísticas de UNESCO (UIS).
a La información de las Antillas Neerlandesas corresponde a 2003; la de Anguila, las Islas Turcas y Caicos, el Paraguay y Suriname, a 2005, y la de la Argentina, Guatemala y Panamá a 2006.
A la heterogeneidad entre países se suma una heterogeneidad dentro de ellos cada vez más pronunciada, que produce diferencias entre zonas urbanas y rurales, estudiantes pobres y no pobres o de distintos estratos socioeconómicos, indígenas y no indígenas, entre otros factores de discriminación.
Entre los estudiantes de hogares de más altos ingresos (quinto quintil), cuatro de cada cinco logra terminar la enseñanza secundaria; entre los de nivel socioeconómico bajo solo lo hace poco más de uno de cada cinco. Las diferencias de logro entre hombres y mujeres resultan levemente más amplias en los niveles socioeconómicos intermedios (véase el gráfico II.5). En las zonas rurales, donde las comunidades indígenas ocupan espacios territoriales más o menos definidos y conforman una cultura e identidad que en muchos casos es abiertamente distinta a la urbana “occidentalizada”, se constata que las niñas muestran mayores frecuencias de abandono temprano y menores porcentajes de conclusión de la alta secundaria que los niños. Ellas suelen orientarse al ejercicio de actividades productivas agrícolas en sus comunidades y familias. Este patrón no se observa entre los jóvenes provenientes de pueblos originarios que habitan zonas urbanas.
GRÁFICO II.5
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): JÓVENES DE 20 A 24 AÑOS QUE CULMINARON LA EDUCACIÓN SECUNDARIA, SEGÚN NIVEL DE INGRESO PER CÁPITA Y SEXO,
ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países.
a Las cifras respecto de jóvenes indígenas y no indígenas se refieren a ocho países y corresponden a 2007.
4. Discriminación y rezago de pueblos originarios y afrodescendientes en la educación primaria y
la educación secundaria
Las minorías étnicas y los grupos originarios han sido grupos sociales históricamente afectados por las condiciones desiguales de la región. Las dificultades para acceder al sistema educativo de modo equitativo se relacionan con una mayor incidencia de la pobreza, la distancia a las escuelas, la calidad de los centros educativos a los que tienen acceso, la pertinencia de los currículos y la discriminación, lo que contribuye a reducir sus oportunidades educativas.
En efecto, además de los factores de discriminación social, que los hacen víctima de rechazos y negaciones, y de sus bajos niveles de vida, muchos de estos grupos viven en zonas rurales alejadas de los principales centros educativos y con ofertas locales escasas e inadecuadas en cuanto a infraestructura, mantenimiento, calidad de los docentes y materiales didácticos (CEPAL, 2008a). Otro obstáculo para el ingreso y la permanencia de estos grupos en el sistema escolar es la falta de adecuación, relevancia y pertinencia de los currículos, que es otra de las formas en que se manifiesta la escasa vinculación de su cultura y su entorno con los contenidos de las materias impartidas en las escuelas (CEPAL/OEI, 2010).
CUADRO II.1
AMÉRICA LATINA (NUEVE PAÍSES): TASAS NETAS DE ASISTENCIA A EDUCACIÓN PRIMARIA Y SECUNDARIA Y CONCLUSIÓN DEL CICLO PRIMARIO ENTRE JÓVENES DE 15 A 19 AÑOS Y DEL SECUNDARIO ENTRE JÓVENES DE 20 A 24 AÑOS, SEGÚN ÁREA GEOGRÁFICA
DE RESIDENCIA Y ORIGEN ÉTNICO, ALREDEDOR DE 2008
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
5. Acceso y conclusión de la educación postsecundaria:
el cuello de botella
En general, el acceso a la educación postsecundaria está reservado a una porción relativamente pequeña de los jóvenes de la región (véase el gráfico II.6A). Debido a la adquisición insuficiente de las competencias necesarias para enfrentar las dificultades de los estudios más avanzados –expresión de la calidad educativa desigual que han recibido en el transcurso de la educación primaria y secundaria– y de otros factores como la necesidad de obtener ingresos para acceder a niveles de bienestar mínimos, son pocos los que logran culminar la educación técnico-profesional o la educación universitaria. Entre los jóvenes de 25 a 29 años de edad, solo un 8,3% ha logrado concluir al menos cinco años de educación postsecundaria (duración típica de una carrera universitaria), con una estratificación según quintiles de ingreso per cápita muy fuerte, ya que por cada 27 jóvenes de estratos de altos ingresos (quinto quintil), solo uno de bajos ingresos logra concluir cinco años de estudios postsecundarios (véase el gráfico II.6B).
GRÁFICO II.6
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): ASISTENCIA A EDUCACIÓN POSTSECUNDARIA ENTRE JÓVENES DE 20 A 29 AÑOS Y CONCLUSIÓN
DE AL MENOS CINCO AÑOS DE EDUCACIÓN UNIVERSITARIA ENTRE JÓVENES DE 25 A 29 AÑOS, SEGÚN QUINTILES
DE INGRESO PER CÁPITA Y SEXO, ALREDEDOR DE 2008
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, sobre la base de tabulaciones especiales de encuestas de hogares de los respectivos países.
La cara auspiciosa de la medalla es el gran contingente de universitarios de primera generación a quienes se les auguran posibilidades inéditas de movilidad
socioocupacional en comparación con sus padres. En varios países de la región, más de la mitad de los estudiantes universitarios ostentan esta condición de “primerizos” en sus respectivas estirpes familiares directas. Sin embargo, una vez más el porcentaje de jóvenes que alcanza esta condición y que provienen de familias de menores ingresos o menos capital educativo sigue siendo muy bajo.
En términos generales, las estrategias de desarrollo que dejan a la educación postsecundaria al exclusivo arbitrio de mecanismos de oferta y demanda solo permiten el acceso a los niveles más avanzados de calificación a una elite reducida de jóvenes, y el escaso desarrollo de algunas economías de la región motiva a aquellos más calificados a migrar a países más avanzados en busca de mejores oportunidades laborales y mayor especialización. La ausencia de una masa crítica de técnicos y profesionales jóvenes que manejen las herramientas de innovación de última generación, limita los procesos de modernización y el aumento de la competitividad en la mayoría de los países de la región (CEPAL/OIJ, 2008).
6. Transmisión intergeneracional de las desigualdades educativas
a) Las familias
Para comprender los desafíos del papel de la educación en la reducción de las desigualdades es necesario reconocer, en primer lugar, que el peso de la reproducción de la estratificación social de la población no recae en una sola institución sino más bien en una estructura institucional, donde las acciones del sistema educativo se articulan con las acciones de las familias y con lo que ocurre en los barrios, siendo estos los entornos comunitarios más inmediatos de los niños. En segundo lugar, buena parte del éxito de la enseñanza institucionalizada depende del modo más o menos armonioso en que se combinan los esfuerzos e influencias de esos tres ámbitos de socialización. Cuando familias y vecindarios fallan en la provisión de los soportes adecuados, al sistema educativo le resulta más difícil desarrollar su papel clave en los procesos de integración de las nuevas generaciones y desplegar su particular aptitud para disociar los logros educativos de las condiciones de origen de los estudiantes.
En este marco, las condiciones socioeconómicas de los hogares y el nivel educativo de los jefes o jefas de hogar siguen revelándose como la causa principal de las diferencias en los resultados del aprendizaje. Entre estos atributos destacan los siguientes: i) los activos de capital físico (infraestructura de la vivienda, ingresos, equipamiento doméstico, entre otros), ii) el capital humano (clima educativo) y iii) el capital cultural (hábitos y valores afines a la ideología educacional). Las viviendas inadecuadas y las marcadas carencias de infraestructura habitacional, los problemas de hacinamiento y el gran número de niños, los escasos recursos de capital humano, la fragilidad de los vínculos con el mercado laboral y la inestabilidad de los ingresos son algunos de los factores que debilitan la capacidad de las familias para satisfacer las necesidades básicas y que se traducen en obstáculos, a veces infranqueables, para generar las condiciones que requiere la asistencia regular a la escuela y el logro de niveles de aprendizaje adecuados.
Además, la motivación de las familias por invertir recursos en la educación de los hijos está directamente relacionada con la credibilidad que asignan al sistema educativo como vía de movilidad social, esto es, con la percepción de que la calidad de las oportunidades educativas que los recursos familiares disponibles ponen al alcance de sus hijos les abrirán alternativas de acceso efectivas a los principales circuitos sociales y económicos de la sociedad. Por lo mismo, el clima educacional subjetivo del hogar depende, en gran medida, de la calidad de la oferta educativa, de la forma en que la escuela involucra y motiva a la comunidad de padres y de la percepción general que tienen las familias respecto de la meritocracia y la expansión de las oportunidades en la sociedad.
La reproducción intergeneracional de las desigualdades educativas bloquea la movilidad: los hijos de padres con bajos ingresos y escasa educación tienden a tener menores logros y aprendizajes que sus coetáneos de familias con mayor capital educacional, lo que a su vez confinará a los hijos a empleos de bajos ingresos a lo largo del ciclo vital. En el gráfico II.7 se muestra la elevada correlación entre clima educacional del hogar (años o logros educacionales de los padres) y logros educativos de los hijos, sobre todo al comparar padres con distintos niveles educacionales. Mientras solo 3,4% de los hijos de padres con primaria incompleta concluye los estudios terciarios, este índice aumenta al 71,6% cuando los padres han completado el ciclo terciario.
GRÁFICO II.7
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): JÓVENES DE 25 A 29 AÑOS QUE COMPLETARON DIVERSOS NIVELES DEL
SISTEMA EDUCATIVO, SEGÚN CLIMA EDUCATIVO
DEL HOGAR, ALREDEDOR DE 2006 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países.
a Promedio de años de estudio del padre y de la madre, salvo en aquellos casos de jóvenes que ya se han emancipado y son ellos mismos los jefes de hogar, en cuyo caso se refiere al propio nivel educativo alcanzado.
Sin embargo, uno de cada tres hijos de padres que no concluyeron la primaria culminan la secundaria, y el 85,5% concluye la primaria. Lo que esto indica es la alta correlación (y consecuente rigidez) entre estratificación educacional de padres y de hijos, pero al mismo tiempo una clara dinámica de superación en la educación de los hijos respecto de los padres. Hay, pues, movilidad “sistémica” por expansión conjunta de los umbrales de logros, pero “rigidez de estratificación” en perjuicio de los niveles socioeconómicos más bajos, los sectores rurales y los grupos indígenas y los afrodescendientes.
b) La escuela
A las desventajas socioculturales con que llegan al sistema educativo los estudiantes de menores recursos se suma el acceso de estos a servicios de enseñanza de una menor calidad relativa respecto de los estudiantes de mayores recursos, lo que refuerza la desigualdad de trayectorias de aprendizaje. En décadas recientes, la expansión del acceso al sistema educativo hacia sectores tradicionalmente excluidos ha ido acompañada de una mayor segmentación de la oferta, con una fuerte expansión de los gastos de bolsillo y de las escuelas privadas. Por ello, según el origen socioeconómico de los estudiantes, tiende a segmentarse la calidad de la educación a la que acceden. La escuela privada se ha ido constituyendo, cada vez más, en un receptáculo de la clase media-alta y alta que busca preservar su diferenciación hacia arriba en la transmisión intergeneracional del capital humano y busca, también, sortear los problemas de calidad que acarrea la masificación de la educación pública.
Asistimos, pues, a un aumento de la homogeneidad en la composición social de los alumnos de las escuelas y colegios, lo que define el perfil del grupo de pares con que el niño tendrá oportunidades de contacto cotidiano. Los factores principales que determinan los niveles de homogeneidad en la composición social de los centros de enseñanza pueden ser espaciales, económicos o una combinación de ambos. Los factores espaciales aluden a que las escuelas suelen reclutar a sus alumnos en el entorno geográfico inmediato y tienden, por ende, a reproducir en los establecimientos la composición social de esos entornos. Los factores económicos se refieren a la capacidad adquisitiva de los hogares, que se refleja en diferentes oportunidades de acceso a escuelas privadas y pagas. De este modo, segregación urbana y segmentación entre escuelas se refuerzan entre sí.
La segmentación educativa se traduce en varias diferenciaciones que exacerban las brechas respecto de la vida en la escuela. En primer lugar, debilita los controles que pueden ejercer los padres con mayores calificaciones y con más “voz” sobre la calidad de la enseñanza en los establecimientos públicos. En segundo lugar, la segmentación entre escuelas según la capacidad adquisitiva de los hogares genera diferencias significativas en los niveles de equipamiento y de formación de los docentes, que inciden en los resultados del aprendizaje. En tercer lugar, la convivencia en un entorno con alta densidad de niños de hogares de estratos más altos implica para ellos mayor acumulación de capital social y de capital cultural, que les facilitará la posterior entrada a la vida laboral y a las redes propias de la vida adulta. En cuarto lugar, la segmentación debilita la capacidad integradora de las escuelas, parte de la cual se basa en su aptitud para congregar en las mismas aulas a escolares de orígenes sociales distintos, lo que inhibe la interacción entre niños y jóvenes de realidades socioeconómicas y culturales diversas. En quinto lugar, en escuelas de vecindarios altamente vulnerables o pobres, la masividad y gravedad de los problemas extraescolares repercuten en la dificultad de manejo de los procesos pedagógicos y de vida intraescolar. El extremo más dramático de esto último es la situación de violencia intraescolar en muchos establecimientos en zonas urbano-marginales de las ciudades latinoamericanas, que constituye un factor de importancia en los trastornos en el aprendizaje, la deserción escolar y la desestructuración de los valores de convivencia.
Por el contrario, la posibilidad de que los niños de hogares pobres asistan a escuelas de composición social heterogénea genera, de acuerdo con los estudios sobre efectos en el aprendizaje, cambios favorables en las expectativas que tienen estos niños sobre sus propios logros educativos, una mayor diversidad de recursos cognitivos y de prácticas en la resolución de problemas que tienen que enfrentar, la expansión de redes de intercambio o capital social y la construcción cotidiana de códigos comunes para un aprendizaje oportuno en materia de ciudadanía y reciprocidad de derechos entre grupos diversos.
7. Brechas en y entre países en los resultados de aprendizaje
Monitorear y medir los avances de la región en esta materia no es un proceso exento de dificultades. En general, la investigación y la toma de decisiones de políticas públicas educativas han centrado la medición de la calidad en los resultados académicos obtenidos por los estudiantes en pruebas estandarizadas nacionales e internacionales. Generalmente, estas mediciones se restringen a la evaluación de materias básicas del aprendizaje, como el desarrollo del lenguaje, las habilidades matemáticas y, en algunos casos, los conocimientos científicos. Aunque este tipo de medición limita el análisis sobre el abanico de competencias que niñas y niños deberían adquirir en su período de formación escolar, las que se han realizado a nivel internacional en los últimos años han mostrado que el déficit de aprendizaje de los estudiantes de la región en estas habilidades básicas es preocupante.
La información más reciente sobre resultados académicos de países de la región es la que ofrece el Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA) de 2006, llevada a cabo por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y el Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE), llevado a cabo por el Laboratorio Latinoamericano de la Evaluación de la Calidad de la Educación de la UNESCO, también en 2006. El primero evalúa la adquisición de competencias básicas en las áreas de ciencias, matemáticas y comprensión lectora para una muestra de estudiantes de 15 años. En 2006, participaron seis países de la región en el examen: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Uruguay. En el SERCE participaron 16 países de la región latinoamericana y también se midieron competencias básicas en las mismas áreas curriculares, pero en estudiantes de tercer y sexto grado.
Pese a la diferencia en las edades de los alumnos evaluados, ambas mediciones señalan que hay un alto porcentaje de la población estudiantil con rendimientos muy deficitarios en competencias básicas de la enseñanza. Además, la diferencia entre los resultados de los países latinoamericanos en el programa PISA y el promedio de países desarrollados pertenecientes a la OCDE es muy significativa (alrededor de 75 puntos). Entre el 40% y el 60% de los alumnos latinoamericanos participantes en el programa PISA no alcanza los niveles de rendimiento que se consideran imprescindibles para incorporarse a la vida académica, social y laboral como ciudadanos. Puesto que la posición relativa en el SERCE es similar, puede concluirse que elevar el nivel de rendimiento de todos los alumnos es un reto para la región en su conjunto (OEI, 2008).
En el caso de la medición del SERCE, a excepción de Cuba que presenta niveles de logro muy avanzados, la mayoría de los países de América Latina cuenta con al menos un 40% de su población estudiantil de tercer grado en los niveles de logro más bajos en matemáticas. La consecuencia de esta situación es que un porcentaje importante de la población estudiantil va a tener dificultades serias para progresar de manera oportuna y concluir con éxito su trayectoria educativa, con un efecto dominó sobre sus oportunidades laborales y su integración social futura (CEPAL/OEI/SEGIB, 2010).
La situación es heterogénea entre los países de la región y se asocia significativamente con el nivel de desarrollo y riqueza del país. Así, pueden observarse claras diferencias de un país a otro según su nivel de ingreso per cápita: los países más ricos en general logran una mejor formación en competencias básicas. En los gráficos II.8 y II.9 se muestra la asociación que existe entre los resultados académicos en el área de lenguaje en primaria (sobre la base del SERCE 2006) y secundaria (sobre la base del programa PISA 2006) y la producción interna por país. La tendencia que muestran es que cuanto mayor es el PIB per cápita, mejores son los resultados académicos medios. Sin embargo, en cada gráfico se observan países con niveles similares de producto per cápita, que obtienen resultados mejores o peores, lo que lleva a concluir que, si bien dicha variable es importante, no es la única determinante. También es relevante considerar otros factores del contexto nacional en este proceso.
La desigualdad y la exclusión social, fenómenos extraescolares tan problemáticos en la región, se ven reproducidas por el sistema educacional y se reflejan en el nivel de resultados y oportunidades asociadas. En este sentido, tanto el programa PISA como el SERCE, y la investigación educacional en general, señalan que el contexto socioeconómico y cultural de los estudiantes tiene una clara relación con sus resultados académicos. En la mayoría de los países de la región el estatus socioeconómico y cultural de las familias es el factor que genera mayores diferencias en los aprendizajes. En el gráfico II.10 se muestra la forma en que se distribuyen los resultados académicos de los estudiantes de 15 años en ciencias de acuerdo a su estatus socioeconómico y cultural3. La mayor parte de los estudiantes del primer y segundo cuartil socioeconómico y cultural de los países latinoamericanos alcanzan niveles de logro por debajo del nivel 2, es decir, no han desarrollado las competencias básicas para desempeñarse en el área.
3 PISA elabora este índice a partir de tres aspectos que se suponen vinculados con el estatus socioeconómico (OCDE, 2008): el poder adquisitivo del hogar, el estatus ocupacional y el nivel de educación de los padres de los estudiantes que participan en las pruebas PISA. El poder adquisitivo se mide según la posesión de ciertos artículos en el hogar, como reproductor de DVD, lavavajillas, escritorio, computadora personal, cantidad de televisores, entre otros. Para determinar el estatus ocupacional se pregunta a los estudiantes por el oficio de los padres y, tomando en cuenta el estatus más elevado entre ambos padres, la respuesta se clasifica y traduce en puntajes fijados de acuerdo al estándar internacional ISE. El nivel educativo de los padres se categoriza según la clasificación CINE, tomando en cuenta el nivel más alto entre los padres.
Recién en el nivel de logro 2 los estudiantes poseen el conocimiento científico adecuado para dar explicaciones posibles en contextos habituales o para establecer conclusiones basadas en investigaciones simples. El nivel de logro 3 significa que el estudiante es capaz de identificar problemas científicos claramente en una variedad de contextos, puede seleccionar hechos y conocimientos para explicar fenómenos y aplicar modelos simples de investigación. Con un nivel de logro 4 los estudiantes pueden enfrentar exitosamente situaciones y problemas que pueden involucrar fenómenos explícitos y para los que deben hacer inferencias acerca del papel de la ciencia. Pueden integrar explicaciones desde diferentes disciplinas científicas, reflexionar sobre sus acciones y comunicar sus decisiones usando evidencia científica.
Los niveles 5 y 6 están reservados para los estudiantes de mejor rendimiento en el área y pocos estudiantes de la región llegan a ellos, a diferencia de los estudiantes del tercer y cuarto cuartil de la OCDE. Los estudiantes que alcanzan el nivel 5 pueden identificar los componentes científicos de muchas situaciones complejas de la vida y aplicar conceptos científicos. Poseen habilidades de indagación, establecen relaciones adecuadas entre conocimientos y aportan su comprensión lúcida y relevante. Los estudiantes de mejor rendimiento, que alcanzan el nivel 6, son capaces de identificar, explicar y aplicar conocimientos científicos de manera consistente en una variedad de situaciones complejas de la vida. Demuestran de manera clara un pensamiento científico avanzado y pueden usarlo y argumentar para respaldar recomendaciones. Solo el 1,3% del total de estudiantes de la OCDE logra este nivel de competencia. A pesar de que entre los países de la OCDE también existen desigualdades en materia de logros de aprendizajes entre los estudiantes de los distintos cuartiles, en todos estos, a diferencia de lo que ocurre en los países latinoamericanos, la gran mayoría de los estudiantes logra el nivel de competencia básico esperado (nivel 2 hacia arriba).
GRÁFICO II.8
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): PUNTAJES MEDIOS EN LA PRUEBA DE LECTURA DEL SEGUNDO ESTUDIO REGIONAL COMPARATIVO Y EXPLICATIVO (SERCE) 2006 DE ESTUDIANTES DE SEXTO GRADO, SEGÚN PIB PER CÁPITA DE 2006 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE) de 2006; y Banco Mundial, Indicadores de desarrollo mundial.
a No se incluye Cuba porque no cuenta con el indicador PIB per cápita del
Banco Mundial.
GRÁFICO II.9
AMÉRICA LATINA (SEIS PAÍSES) Y PARTICIPANTES EN EL PROGRAMA INTERNACIONAL DE EVALUACIÓN DE ESTUDIANTES (PISA) 2006 (20 PAÍSES): PUNTAJES
MEDIOS EN LA PRUEBA DE CIENCIAS PISA 2006
DE ESTUDIANTES DE 15 AÑOS, SEGÚN PIB
PER CÁPITA DE 2006

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA), 2006; y Banco Mundial, Indicadores de desarrollo mundial.
GRÁFICO II.10
AMÉRICA LATINA (SEIS PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DE LOS NIVELES DE DESEMPEÑO EN LA PRUEBA PISA DE CIENCIAS ENTRE LOS ESTUDIANTES DE 15 AÑOS, SEGÚN EL ÍNDICE DE NIVEL SOCIOECONÓMICO Y CULTURAL (ISEC) DE SUS FAMILIAS, 2006 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de los microdatos de la prueba PISA 2006.
a La distribución de niveles de desempeño de América Latina y de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) se refiere al promedio simple de los niveles medios de logro ponderados a nivel nacional de los países participantes en la prueba PISA 2006.
Con relación al género, en promedio las niñas rinden mejor en las mediciones de lenguaje y los niños en las mediciones de matemáticas y ciencias. Estas diferencias pueden sugerir que los roles diferenciados de género que se imponen socialmente permean las prácticas pedagógicas y de socialización en las escuelas (UNESCO/LLECE, 2008). Sin embargo, las brechas de género en cuanto a resultados académicos son heterogéneas entre países (véase el gráfico II.11). Costa Rica, el Perú y Colombia muestran mayores brechas de género a favor de los niños en los resultados de matemáticas en sexto grado de primaria. El Brasil muestra diferencias importantes a favor de los niños en matemáticas y a favor de las niñas en lectura. Junto al Brasil, el Uruguay, Panamá y Cuba son los países donde las niñas muestran niveles de competencia en lectura más elevados que los que desarrollan los niños.
Por último, la segmentación entre zonas rurales y urbanas es drástica: en casi todos los países de la región los alumnos de escuelas de zonas urbanas muestran rendimientos significativamente mayores que los que asisten a escuelas rurales. La diferencia media de puntajes en la competencia lectora en los países que participaron en el SERCE es de 44,7 puntos y de 36,3 puntos en la medición de matemáticas a favor de los estudiantes urbanos. Dada la mayor presencia de grupos originarios en áreas rurales, podría asumirse que muchos de estos grupos se ven afectados por esta brecha de resultados. Así lo comprueba el análisis de factores asociados a logros cognitivos realizado por el Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación (UNESCO/LLECE, 2010), sobre la base de la medición del SERCE 2006. Todos los países que incorporaron población indígena en su medición mostraron una asociación negativa entre esta característica del estudiante y sus resultados de aprendizaje. Esta asociación es más relevante en el caso del aprendizaje en lectura. Así, por ejemplo, controlando por otros factores asociados al aprendizaje (como el contexto socioeconómico y las características de la escuela) los estudiantes indígenas de sexto grado de Colombia tenderían a rendir aproximadamente 17 puntos menos en la medición de lectura, 24 puntos menos los de Costa Rica, 21 puntos menos los del Ecuador, 18 puntos menos los de Guatemala y 15 puntos menos los del Perú.
GRÁFICO II.11
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): PROMEDIO DE DIFERENCIAS DE RESULTADOS EN MATEMÁTICAS Y LECTURA POR GÉNERO (NIÑAS-NIÑOS), MEDICIÓN DEL SEGUNDO ESTUDIO REGIONAL COMPARATIVO Y EXPLICATIVO (SERCE), SEXTO GRADO, 2006 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE) de 2006.
a Las barras más claras muestran diferencias que no son estadísticamente significativas.
8. Formación de competencias digitales:
nuevas formas de exclusión
Otra novedad es que, por sí solas, las credenciales educativas están cubriendo una porción más reducida que en el pasado de las calificaciones necesarias para la participación plena en la economía, la sociedad y la política. La penetración de las TIC en todos los rincones de la sociedad también impone como condición necesaria para la inclusión social la superación de umbrales de competencia digital, cuyo cambio es aún más vertiginoso que el que afecta a la educación.
Ciertamente, ambos fenómenos, los educativos y los tecnológicos, guardan entre sí una relación muy estrecha. Primero, porque la contribución de la revolución telemática a la afirmación de la primacía del capital humano en la configuración de activos de las personas y en el aumento de la competitividad de los países ha resultado en una revigorización del papel medular de los sistemas educativos en la producción y en el bienestar. Segundo, porque los sistemas educativos no pueden eludir los desafíos que impone la revolución digital a los procesos de enseñanza. Tercero, porque tampoco pueden ignorar los cambios en las demandas de calificación de los mercados de trabajo a los que inducen las nuevas tecnologías. Por último, y aun cuando todavía no exista evidencia concluyente al respecto, por la amplia sospecha de que la confluencia de logros en la educación formal y en las competencias digitales tiene efectos multiplicadores y potenciadores del conocimiento4.
4 El reconocimiento de esta posible sinergia positiva se revela, entre otras cosas, en la dificultad para encontrar hoy día publicaciones sobre la situación educativa nacional o internacional que no incluyan referencias extensas a los procesos de incorporación de equipamiento digital en las prácticas de enseñanza y a los niveles de competencia digital con que los alumnos llegan a las aulas. Cabe señalar, sin embargo, que a diferencia de los logros educativos, todavía no existen medidas estandarizadas de niveles de competencia digital que permitan monitorear los cambios en la demanda de estas habilidades en el mercado. La velocidad del cambio y las dificultades de medición posiblemente se han confabulado para impedir hasta ahora la elaboración de una medida estándar de niveles de competencia digital, que a su vez oriente la labor de los institutos nacionales de estadística en el levantamiento de la información requerida para su elaboración.
El potencial de las TIC en la escuela no se reduce solamente a la alfabetización digital de la población. También se espera que las TIC se puedan introducir transversalmente en el proceso de enseñanza y aprendizaje, facilitando la formación de competencias modernas y mejorando los logros educativos del estudiantado (CEPAL, 2010b). Las destrezas vinculadas al dominio de las TIC se vuelven cada vez más importantes en el conjunto de activos que las personas necesitan para aprovechar las oportunidades que surgen en la economía, en el Estado y en la comunidad, y que hacen posible una participación plena en la sociedad de su tiempo (Kaztman, 2010).
No obstante, así como las TIC representan una oportunidad para la equidad y la integración social dada la actual distribución de recursos y competencias en las sociedades latinoamericanas, la propia dinámica de penetración de las TIC puede conducir a círculos viciosos que amplíen o superpongan nuevas brechas que contribuyen a la polarización de las sociedades. En América Latina se ha desarrollado una brecha digital que remite, en parte, a las desigualdades de acceso que se manifiestan en las enormes diferencias en términos de disponibilidad de equipamiento. Pero además, remite al tipo de uso y a los beneficios que los estudiantes pueden obtener de ese equipamiento. En este otro nivel, la desigualdad se manifiesta en las diferencias en la capacidad de dar un uso fructífero a las TIC y aprovechar las oportunidades que brindan para el desarrollo de competencias y habilidades cada vez más necesarias para la integración en el mundo globalizado (Sunkel y Trucco, 2010).
La penetración de las TIC en la región se ha ido acelerando rápidamente a través del mercado y ha generado brechas de acceso al equipamiento muy importantes por clase social. Mientras aproximadamente el 55% de los hogares del quintil de mayores ingresos (promedio para 13 países de América Latina) tiene computadora con conexión a Internet, solo un 26% de los hogares del primer quintil de ingresos lo tiene5. Los estudios en general plantean que, a pesar de este acceso segmentado a la tecnología, los niños y jóvenes se están integrando al mundo de la tecnología de modo más masivo. De hecho, el aumento de la conectividad en los hogares con jóvenes de entre 13 y 19 años es más acelerado que el que registran los hogares compuestos únicamente por mayores de 20 años.
5 Promedio no ponderado de tabulados especiales de encuestas de hogares armonizadas por el Observatorio para la Sociedad de la Información en Latinoamérica y el Caribe (OSILAC) de los siguientes países: Brasil (2008), Chile (2006), Colombia (2008), Costa Rica (2008), Estado Plurinacional de Bolivia (2007), Guatemala (2006), Honduras (2008), El Salvador (2007), México (2008), Paraguay (2008), Perú (2008), República Bolivariana de Venezuela (2008) y Uruguay (2008). Véase Kaztman (2010).
El reconocimiento de diferencias en los ritmos de acceso a la conectividad en distintas generaciones lleva a explorar en qué medida ello debilita o refuerza las brechas de clase (Kaztman, 2010). El examen de las cifras muestra que en los países de la región donde la tecnología ha ingresado con más fuerza a través del mercado –como el Uruguay, el Brasil y Chile–, las brechas de clase para los usuarios de generaciones más jóvenes en vez de reducirse se amplían (véase el gráfico II.12). Por ejemplo, en el caso del Uruguay la brecha de conectividad entre hogares con presencia juvenil del quintil superior e inferior es mayor a 80 puntos porcentuales. Mientras que en hogares sin presencia juvenil la brecha es menor a 40 puntos porcentuales.
GRÁFICO II.12
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES): BRECHA ENTRE HOGARES CONECTADOS A INTERNET EN LOS QUINTILES DE INGRESO SUPERIOR E INFERIOR, SEGÚN PRESENCIA O AUSENCIA DE JÓVENES (13 A 19 AÑOS) EN EL HOGAR, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de encuestas de hogares armonizadas por el Observatorio para la Sociedad de la Información en Latinoamérica y el Caribe (OSILAC); y R. Kaztman, “Impacto social de la incorporación de las TIC en el sistema educativo”, Santiago de Chile, CEPAL, 2010, en prensa.
a Los países se ordenan según el porcentaje de hogares con conexión a Internet en cada país.
Dado que el acceso no se define solamente en los hogares, este panorama pesimista con respecto a la desigualdad de oportunidades de formación de competencias digitales puede matizarse. En el gráfico II.13 se muestran las diferencias entre la población del quintil superior e inferior en términos del porcentaje de usuarios de Internet, independientemente del lugar donde acceden al equipamiento y la red. De hecho, se produce un cambio en la intensidad relativa de las brechas digitales en uno u otro grupo de edad. En efecto, en 4 de los 11 países analizados (Chile, Costa Rica, México y el Uruguay) la brecha digital entre el quintil más pobre y el más rico de la población de 13 a 19 años resulta menor que la que se registra en la población de 20 años y más, mientras que en los restantes siete países la brecha digital socioeconómica es más amplia entre los más jóvenes.
El sistema escolar ha sido llamado a tener un liderazgo en las políticas de masificación de acceso, formación y uso de las nuevas tecnologías digitales, justamente por su capacidad de compensar las desigualdades de origen. Sin embargo, el sistema escolar no ha sido el único que ha servido como puerta de acceso a la tecnología para los sectores de la población de menores ingresos. Los cibercafés de barrio han desempeñado también un papel muy importante, sobre todo en los países con mayor poder adquisitivo. A pesar de los esfuerzos por compensar las desigualdades sociales de origen que genera la penetración de este equipamiento a través del mercado, la influencia del sistema escolar ha sido débil y por ahora solo se vislumbran efectos patentes en el caso de Chile (véase el gráfico II.14).
GRÁFICO II.13
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES): BRECHA ENTRE USUARIOS DE INTERNET EN LOS QUINTILES DE INGRESO SUPERIOR E INFERIOR, POR GRUPOS DE EDAD, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de encuestas de hogares armonizadas por el Observatorio para la Sociedad de la Información en Latinoamérica y el Caribe (OSILAC); y R. Kaztman, “Impacto social de la incorporación de las TIC en el sistema educativo”, Santiago de Chile, CEPAL, 2010, en prensa.
a Los países se ordenan según el porcentaje de hogares con conexión a Internet en cada país.
GRÁFICO II.14
AMÉRICA LATINA (11 PAÍSES): BRECHA ENTRE USUARIOS DE INTERNET DE 13 A 19 AÑOS EN LOS QUINTILES DE INGRESO SUPERIOR E INFERIOR, SEGÚN LUGAR DE CONEXIÓN, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de encuestas de hogares armonizadas por el Observatorio para la Sociedad de la Información en Latinoamérica y el Caribe (OSILAC); y R. Kaztman, “Impacto social de la incorporación de las TIC en el sistema educativo”, Santiago de Chile, CEPAL, 2010, en prensa.
a Los países se ordenan según el porcentaje de hogares con conexión a Internet en cada país.
El problema con el tipo de oportunidades de acceso que proporcionan los locales comerciales (e incluso el establecimiento educativo en algunos casos) es la poca intensidad con que los individuos pueden aprovechar la tecnología. Ya sea por los costos o por las condiciones de acceso que establecen los centros educativos, quienes la utilizan en esos lugares generalmente lo hacen por espacios de tiempo más limitados que en los hogares, por lo que tienen menos posibilidades de desarrollar competencias digitales para la integración social y productiva que las que pueden desarrollar los jóvenes con oportunidades de acceso a Internet en sus hogares.
Esto nos lleva a otra dimensión de la brecha digital: ya no la del acceso sino la de los modos e intensidades de uso. En un estudio reciente (Sunkel, Trucco y Möller, 2010) se elaboró una tipología de jóvenes usuarios de TIC en tres países con información del programa PISA 2006 (Chile, Colombia y el Uruguay), considerando las diversas actividades que se realizan en la computadora e Internet y la intensidad con que los jóvenes dicen realizarlas. La tipología muestra que existen cuatro tipos de usuarios que se diferencian en la intensidad con que usan la tecnología y el grado de especialización que han adquirido. Un primer grupo son los usuarios “distantes”, conformado por los jóvenes que utilizan la computadora con baja frecuencia para todo tipo de tareas. Un segundo grupo son los “internautas”, que usan la computadora principalmente para navegar por Internet, colaborar con grupos a través de la red, descargar software y música y comunicarse mediante correo electrónico y otros medios. Un tercer grupo es el de usuarios “especializados”, conformado por jóvenes que se dedican con mayor frecuencia al uso de software para escribir documentos, hacer planillas de cálculo, presentaciones gráficas, programación y software educativo. Por último, están los usuarios “multifuncionales”, que son quienes realizan con frecuencia tanto actividades técnicas como recreacionales. Es este último tipo de usuarios el que aprovecha de manera más integral las oportunidades que otorga la tecnología digital (Sunkel y Trucco, 2010).
El análisis plantea que hay variables estructurantes, como las diferencias socioeconómicas y culturales, y el sexo del estudiante, que definen diferentes tipos de usuarios. Los hombres tienen mayor probabilidad de ser usuarios “multifuncionales” y las mujeres de ser “distantes”, mientras que los jóvenes de grupos sociales más favorecidos tienen más posibilidades de desarrollar competencias digitales “multifuncionales”.
GRÁFICO II.15
CHILE, COLOMBIA Y EL URUGUAY: PROPORCIÓN DE JÓVENES DE 15 AÑOS POR TIPO DE USO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES
Y PAÍS DE ORIGEN, 2006 a

Fuente: G. Sunkel, D. Trucco y S. Moller, “Aprender y enseñar con tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) en América Latina. Potenciales beneficios”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2010, inédito.
a La elaboración de los indicadores con relación al uso de las TIC cumple con una serie de exigencias metodológico-estadísticas que pueden examinarse en el capítulo 16 de “PISA 2006 Technical Report” (OCDE, 2009).
C. El tránsito de la educación al empleo y la reproducción intergeneracional de la desigualdad en las oportunidades productivas y de acceso al bienestar

El período del ciclo de vida al que esta edición del Panorama social presta especial atención, y que va de los 0 a los 29 años de edad, abarca la infancia, la adolescencia y la juventud. Es a lo largo de esta parte del ciclo vital que las personas transitan de un período intensivo en adquisición de conocimientos y desarrollo de capacidades a la inserción productiva en la sociedad, de la dependencia a la autonomía económica, de la vida en el hogar de origen a la constitución de un hogar propio. Por lo mismo, en este tránsito se decide en gran medida la suerte o bien las capacidades y posibilidades que tendrán las nuevas generaciones de gozar de plena inclusión en la sociedad cuando alcancen y recorran la vida adulta, a fin de poder ejercer plenamente su libertad en cuanto a proyectos de vida, participación ciudadana y aporte al desarrollo. Que las desigualdades sociales se perpetúen o se reduzcan de una generación a la siguiente depende de este período formativo.
La disparidad en el desarrollo de capacidades no solo se relaciona con los logros educativos, sino también con los mercados laborales autorregulados que constituyen verdaderas fábricas de segmentación en niveles de productividad, acceso al bienestar y pleno disfrute de derechos sociales. Así, la desigualdad estructural (que se reproduce desde la estructura productiva, los mercados y las instituciones), se combina con la desigualdad intergeneracional, dado que las brechas se refuerzan a lo largo de la vida y se reproducen de una generación a otra.
De lo anterior se infiere la necesidad de un enfoque integral, tanto en las estructuras e instituciones como en el ciclo de vida. Por eso la importancia, también, de la educación, en tanto prepara para participar más plenamente en todas las esferas de la sociedad a lo largo de la vida adulta. Una de estas esferas, pero no la única, es el mundo del trabajo. La CEPAL ha documentado de manera contundente que en las condiciones actuales de la mayoría de los países de la región, quienes no concluyen la educación secundaria completa quedan expuestos a un alto nivel de vulnerabilidad social, por cuanto los ingresos laborales que recibirán como reconocimiento de sus logros educativos tenderán a ser bajos, y tendrán un elevado riesgo de ser pobres y de transformarse en los “prescindibles”, los excluidos, si tienen que desenvolverse en mercados laborales autorregulados, sin garantías mínimas ni derechos laborales.
En este marco hay un amplio debate y mucha preocupación sobre el eslabón que media entre educación y empleo. El puente entre ambos implica, en gran medida, el paso de la vida dependiente a la autónoma, de la formación de capacidades y destrezas a su aprovechamiento en la vida adulta, de las condiciones del hogar de origen a las futuras condiciones del hogar propio. Se sabe que el nivel educativo gravita enormemente en el tipo y la calidad del empleo al que se puede acceder, pero a la vez existen especiales dificultades para los jóvenes a la hora de acceder al mundo del trabajo. A continuación se verá la manera en que se reproducen las brechas establecidas en el sistema educativo una vez que las personas ingresan al mundo del trabajo.
Como ya lo destacaran la CEPAL y la UNESCO en 1992, el eslabón educación-empleo es precisamente la clave para lograr la transformación productiva con equidad (CEPAL/UNESCO, 1992). Dicho de otro modo, la equidad en los logros educativos y su impacto posterior en puestos laborales con menores brechas de ingreso y acceso a la protección social es una herramienta indispensable para el combate a la desigualdad social; desafortunadamente, este mismo eslabonamiento es el que, en un contexto de acceso dispar a las oportunidades educativas y de estructuras productivas excluyentes, reproduce y, eventualmente, amplifica los contrastes y las inequidades sociales. Tal es el caso de los países de la región, como se ha visto en las páginas precedentes.
En América Latina, el empleo continúa siendo el principal asidero de la inclusión social. Permite diversos grados de acceso al bienestar, a través de la generación autónoma o heterónoma (como trabajador dependiente) de ingresos. Los ingresos laborales siguen siendo, en definitiva, la principal fuente de recursos de los hogares, y su gravitación es de alrededor del 80% en su ingreso total (CEPAL, 2008a).
Además, el empleo sigue siendo la conexión fundamental con los sistemas de protección social, específicamente con el acceso a la seguridad social y a los sistemas de salud. Esto ocurre a pesar del fortalecimiento, que se observa en varios países de la región, de diferentes mecanismos de inclusión y protección de carácter no contributivo. Entre esos mecanismos destacan los componentes solidarios de financiamiento (y, por tanto, de acceso) a prestaciones básicas de seguridad social y de salud preventiva, así como políticas y programas de lucha contra la pobreza, que tienen como sujeto de la política social a los sectores de menores recursos y no integrados a la fuerza de trabajo (CEPAL, 2009; CEPAL, 2010a).
Por otra parte, el trabajo fortalece el sentido de pertenencia. Para muchos, estar fuera del mundo del trabajo es la forma más dramática de “no pertenecer”, de estar excluidos tanto social como simbólicamente. Esto es muy acentuado en los jóvenes, pues la inserción laboral es el principal expediente de integración a la sociedad, facilita el desarrollo interpersonal, la autoestima y el reconocimiento mutuo en colectivos con características comunes (CEPAL/OIJ, 2008).
1. Umbrales mínimos de bienestar, credenciales
y devaluación educativa
Hace algunas décadas un porcentaje relativamente escaso de la población lograba acceder a los sistemas educativos y obtener logros significativos (secundaria completa, educación terciaria). La elevada concentración del (escaso) capital educativo favorecía un alto rendimiento de este, ya que bastaba tener educación primaria completa para acceder a buenos puestos de trabajo, asalariados y protegidos, principalmente en el sector primario y secundario. La masificación del acceso y la conclusión de la educación primaria durante los años ochenta y noventa y la generalización de la educación secundaria (principalmente su ciclo inferior) han significado una desvalorización relativa de carácter progresivo, de tal forma que hoy esos niveles educativos no son suficientes para obtener posiciones sociales cuyos ingresos asociados permitan fácilmente escapar de la pobreza y, menos aún, superar los ingresos laborales medios.
La CEPAL ha planteado en reiteradas ocasiones que concluir la enseñanza secundaria en la región constituye el umbral educativo mínimo para asegurar el futuro de las personas fuera de la pobreza (CEPAL, 2000; CEPAL/OIJ, 2008 y 2004). La culminación de este nivel es crucial para adquirir las destrezas básicas que requiere un mundo globalizado y democrático y que permiten al sujeto desenvolverse libremente y con capacidad para aprender por el resto de su vida, y también es determinante para acceder a niveles mínimos de bienestar que le permiten romper los mecanismos de reproducción de la desigualdad que, de lo contrario, afectarán a sus hijos (véase el gráfico II.16).
GRÁFICO II.16
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): AÑOS DE ESTUDIO REQUERIDOS PARA TENER UNA PROBABILIDAD INFERIOR DE CAER
EN LA POBREZA O INGRESOS LABORALES MAYORES
AL PROMEDIO DE LOS OCUPADOS DE 20 A 29 AÑOS
DE EDAD, ALREDEDOR DE 2008 a
(En número de años de estudio)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Ocupados que trabajan 20 o más horas a la semana.
b Zonas urbanas.
Aunque las tendencias de incorporación al mercado de trabajo así como la calidad de la inserción laboral obedecen a una multiplicidad de factores y a las características específicas de la segmentación laboral de cada país (diferencias de género, gravitación del sector informal, desarrollo de los sistemas de protección social, entre otros), es posible distinguir claramente la relevancia de los logros educativos en la estructura de oferta y demanda de trabajo. De esta forma, especialmente en el caso de las mujeres, las mayores tasas de participación en la fuerza de trabajo se observan precisamente entre quienes han completado la enseñanza secundaria y han adquirido algún tipo de educación postsecundaria. Durante la juventud, aún hay una cierta proporción de jóvenes que estudian, de tal forma que la participación es levemente mayor tanto entre quienes truncaron tempranamente su proceso educativo como entre aquellos que ya adquirieron alguna credencial (véase el gráfico II.17A y B y el detalle por países en el cuadro II.A-7). Entre la población adulta de mujeres, la tendencia es mucho más clara: a mayor nivel educativo, mayor participación en la fuerza
de trabajo.
En el caso de los hombres, en el gráfico II.17B se muestra que su inserción en el mercado laboral es más alta y que hay un grupo importante que, al truncar su formación educacional tempranamente (primaria incompleta y completa), se integran rápidamente a trabajar. Al ser el grupo primario de ingreso familiar, muchas veces la necesidad económica los lleva a abandonar tempranamente el sistema escolar (véanse las secciones anteriores) justamente para integrarse al mercado de trabajo. Esta mayor tasa de participación, sin embargo, no significa una integración a empleos de calidad, como se verá en la sección siguiente.
Asimismo, las dificultades de encontrar trabajo afectan en mayor medida a quienes tienen un nivel educativo más común: educación secundaria incompleta y completa (véase el gráfico II.17C y D). Entre la población juvenil, aquellos que tienen secundaria incompleta (inferior o superior) y completa (sin estudios posteriores) representan el 64%, y entre la población adulta el 44% (36% de la población adulta tiene educación primaria completa o menos). Claramente se produce un punto de inflexión relativo a la inserción en el mercado laboral, que puede tener relación –especialmente entre las generaciones más jóvenes– con un cambio de expectativas con respecto al tipo de inserción laboral que se espera lograr: trabajos que requieren niveles de especialización mayor, pero que parecen no estar ampliamente disponibles. Es necesario destacar que el desempleo castiga duramente a los más jóvenes, con una cifra promedio del 11,8% frente al 4,1% entre los adultos. Además, es mayor en las mujeres jóvenes. A pesar de que la distribución de las tasas de desempleo muestra tendencias similares para hombres y mujeres, estas son más altas para las mujeres jóvenes de todos los niveles educativos. Las evidencias para diversos períodos indican que la conclusión del ciclo primario y más tardíamente la educación secundaria han sufrido un proceso de devaluación relativa en la demanda de trabajo, tanto en cantidad –proporción de demanda respecto de la oferta de trabajo en estos niveles educativos– como en precio –disminución relativa de salarios a lo largo del tiempo– (véanse los cuadros II.A-7 a 14. Esto se puede observar especialmente entre la población joven (CEPAL/OIJ, 2004 y 2008).
GRÁFICO II.17
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): TASAS DE PARTICIPACIÓN Y DE DESEMPLEO DE LA POBLACIÓN DE 15 A 29 AÑOS,
DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN SEXO Y NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
2. Educación y calidad del empleo
En la calidad de la inserción laboral inciden de manera importante los niveles educativos alcanzados, lo que se aprecia de manera más clara con la conclusión de los ciclos superiores. Esta relación entre educación y calidad del empleo se observa tanto en los niveles de inserción en la economía formal (o en sectores de productividad media y alta), en el acceso a sistemas de protección social, o en los ingresos, como se verá más adelante.
En primer lugar, cabe señalar que en la medida que aumenta el nivel educativo también aumenta la proporción de trabajadores asalariados. Contrariamente a algunas hipótesis que destacan el trabajo independiente como manifestación predominante de mercados de trabajo más dinámicos, modernos y globalizados, con una fuerza de trabajo que valora su autonomía y, por tanto, que elige este tipo de ocupaciones, la evidencia parece indicar que el trabajo independiente en América Latina está asociado más a la inserción laboral informal, de baja productividad, con bajos niveles de calificación y menores ingresos (pueden verse más detalles en CEPAL, 2009). Asimismo, la inserción asalariada es más relevante entre la fuerza de trabajo juvenil (un 75% de los ocupados) que en la adulta (poco más del 60% entre los ocupados de 30 a 64 años). En efecto, esta última tendencia en parte obedecería a una mayor propensión al trabajo independiente –para un mismo nivel educativo– a medida que se avanza en el ciclo de vida, pero también a que en todos los países hay una proporción importante de la población adulta con bajos niveles de calificación para la que el autoempleo es la única alternativa de generación de ingresos por trabajo (véase el cuadro II.A-11).
En segundo lugar, el aumento de los logros educativos tiene una relación inversa con la inserción en el sector informal o de baja productividad (véase el gráfico II.18A), lo que también está, en alguna medida, relacionado con la posibilidad de insertarse como asalariado. De esta forma, si en la población ocupada de 15 años y más la gravitación del sector informal es del 47%, entre aquellos que no completaron la educación primaria es del 74%, entre quienes la completaron disminuye al 64%, entre quienes completaron la educación secundaria se reduce al 32% y entre quienes completaron la educación universitaria solo llega al 14%. La fuerza de trabajo adulta tiende, en mayor proporción que los jóvenes, a insertarse en sectores de baja productividad (un 48,4% frente al 39,7% de los ocupados adultos y jóvenes, respectivamente).
Lo anterior también tiene una estrecha relación con el acceso a los sistemas de protección social asociados al empleo: a mayor nivel educativo de los ocupados, aumenta la proporción de afiliados y cotizantes a la seguridad social. Mientras que entre el total de ocupados alrededor del 43% están afiliados a la seguridad social, entre quienes solo cursaron algún grado de educación primaria solo el 21% está protegido por estos sistemas, en comparación con el 69% de los que tienen algún tipo de educación postsecundaria. Por otro lado, la heterogeneidad de coberturas de los sistemas de seguridad social (medida por el porcentaje de ocupados afiliados) es significativa, desde menos de un quinto de los ocupados (el Paraguay) a más de dos tercios (Costa Rica). La tendencia que se observa es que mientras más baja es la afiliación general a la seguridad social, mayores son las diferencias de afiliación por niveles educativos (véase el cuadro II.A-13).
GRÁFICO II.18
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): TASAS DE INFORMALIDAD E INGRESOS LABORALES MENSUALES DE LA POBLACIÓN OCUPADA DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN EL NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
Por último, y como era de esperar, existe una estrecha asociación entre el nivel educativo alcanzado y los ingresos laborales: mientras el conjunto de la fuerza de trabajo ocupada en la región obtiene un ingreso medio de poco más de 660 dólares (a precios de 2000 en paridad de poder adquisitivo), aquellos que tienen educación primaria completa o menos alcanzan un ingreso medio que apenas alcanza los 350 dólares, mientras que los que accedieron a la educación postsecundaria generan remuneraciones que, en promedio, superan los 1.400 dólares mensuales (véase el gráfico II.18B).
3. Tasas internas de retorno de la educación
Una manera clásica de mostrar la relación que existe entre logros educativos e ingresos es el cálculo de las tasas internas de retorno (privado) que genera la educación y que muestran el incremento porcentual de los ingresos laborales obtenidos por años adicionales de educación, ciclos educativos completados u otras maneras de especificar el capital educativo individual acumulado. Con esto se pretende resumir cuánto ”rinde” la educación desde el punto de vista del incremento de los ingresos laborales (normalmente salarios), teniendo en cuenta diversos factores intervinientes en dicha relación6.
6 No afirmamos aquí que la educación tiene por función, ni exclusiva ni primeramente, alcanzar las tasas de retorno que los años de escolaridad logran en mercados laborales competitivos, sino que interesa ilustrar hasta qué punto democratizar las oportunidades educativas es clave para plasmar el derecho de las personas a ejercer su libertad positiva, vale decir, a realizar sus proyectos de vida a partir, entre otras cosas, del oportuno desarrollo de sus capacidades. Ese desarrollo de capacidades es necesario pero no suficiente pues los mercados laborales deben estar sujetos a políticas regulación y
orientación a fin de dar plena vigencia a los derechos del trabajo y de la protección social, y el Estado debe desempeñar un papel fundamental para evitar que la diferenciación educativa condene a la exclusión a quienes no alcanzan los logros educacionales referidos. De allí que los aumentos de productividad no solo deban entenderse en función del retorno de los aprendizajes, sino de la posibilidad que tiene la sociedad, a través del Estado y el sistema tributario, de redistribuir recursos y ampliar la protección social hacia los sectores más desfavorecidos.
Entre los factores a tener en cuenta a la hora de analizar el rendimiento privado de la educación destacan los relativos a la segmentación de los mercados de trabajo. En este análisis se tomaron en cuenta tres grandes factores que permiten distinguir mercados de trabajo duales o que operan en paralelo (aunque no en forma independiente) y que afectan de manera significativa los rendimientos educativos: la inserción en sectores de baja productividad, el sexo y el área geográfica (véase la especificación del modelo en el recuadro II.1 y los resultados de las regresiones en el cuadro II.A-15).
RECUADRO II.1
PROCEDIMIENTO UTILIZADO PARA ESTIMAR LOS RETORNOS INDIVIDUALES DE LA EDUCACIÓN

En términos generales, la educación primaria tiene un retorno (o incremento de ingresos) del 4,7% por año de educación (promedio simple de 18 países), que se eleva al 7,0% por año adicional del ciclo secundario y al 14,9% por cada año de educación postsecundaria. Si bien esta tendencia es general en todos los países, existe bastante heterogeneidad en los rendimientos por ciclo educativo en términos de incremento efectivo. Como puede verse en el cuadro II.2, hay un retorno que va del 1% al 8,7% por año adicional de educación primaria (Costa Rica y Honduras), del 2,9% al 12,4% por año adicional de educación secundaria (Estado Plurinacional de Bolivia y Guatemala) y del 8,3% al 25,5% por año adicional de educación postsecundaria (la Argentina y el Brasil). Tal vez lo más destacable es la situación en el Estado Plurinacional de Bolivia y el Perú, donde los rendimientos de la educación secundaria son menores que los de la primaria, lo que podría transformarse en un desincentivo para completar 12 años de educación que, como se vio anteriormente, constituye un umbral mínimo para acceder al bienestar7.
7 Esta situación no se mantiene en el Estado Plurinacional de Bolivia si solo se calculan las tasas de retorno considerando el sector informal y no se mantiene en el Perú si solo se consideran mujeres. Estos modelos por segmentos del mercado de trabajo dan origen a las curvas del gráfico II.19, pero sus resultados no se presentan en razón de su extensión.
Además, es necesario considerar las diferencias de ingreso que se producen en los distintos segmentos del mercado de trabajo. Estas diferencias no se refieren tanto a tasas de retorno significativamente distintas entre segmentos laborales, sino más bien a los niveles y, por tanto, trayectorias de los ingresos. Los resultados que se muestran a continuación reflejan la aplicación de modelos separados para el sector formal, el informal, el masculino, el femenino, el urbano y el rural, sin controlar las restantes segmentaciones que intervienen8.
8 Las variables de segmentación están consideradas conjuntamente en el modelo general resumido en los cuadros II.2 y II.A-15.
En primer lugar, cabe señalar que existe una evidente segmentación según el género de los trabajadores (gráfico II.19A). Si bien las tasas de retorno son más altas entre las mujeres, principalmente en la secundaria, pero también en la terciaria, sus niveles de ingreso son sistemáticamente más bajos que los de los hombres: en promedio, los ingresos laborales se incrementan algo más del 17% por el solo hecho de ser hombre.
CUADRO II.2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS INTERNAS DE RETORNO DE LA EDUCACIÓN Y RELEVANCIA
DE OTROS FACTORES EN EL INCREMENTO SALARIAL a
(En porcentajes de incremento del salario de base)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Se indica con asterisco (*) cuando el regresor no es estadísticamente significativo al 5%.
GRÁFICO II.19
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): TRAYECTORIA DE LOS INGRESOS SEGÚN EL NÚMERO DE AÑOS
DE ESTUDIO EN ASALARIADOS DE 20 AÑOS O MÁS QUE TRABAJAN 20 HORAS O MÁS SEMANALES,
POR SEXO, ÁREA GEOGRÁFICA E INSERCIÓN LABORAL a
(Salarios con cero años de estudio de la categoría de comparación con mayores ingresos=100)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Promedio simple de las trayectorias de cada segmento del mercado de trabajo por país. La trayectoria dentro de cada segmento se calculó con un modelo separado que no controla las restantes segmentaciones.
En segundo lugar, las diferencias entre los mercados de trabajo urbanos y rurales se traducen en distintas tasas de retorno de la educación: son más altas en zonas rurales, particularmente en lo relativo a la educación postsecundaria. Estas importantes diferencias en el retorno significan que si bien en los niveles de partida (niveles de salarios sin educación o con unos pocos años de educación) favorecen a las zonas urbanas, el incremento mayor de los ingresos en zonas rurales, sobre todo cuando se alcanzan niveles superiores de educación, influye en que, ante la escasez de mano de obra calificada en estas zonas, los ingresos con que se retribuyen las altas calificaciones superan en promedio los de las ciudades (gráfico II.19B). De todas maneras, y habida cuenta de que la estructura educativa de los ocupados de zonas rurales comprende una mayor proporción de población con baja calificación, los ocupados obtienen en promedio un 13,9% más de ingreso solo por participar en mercados de trabajos urbanos9.
9 Cabe señalar las diferencias notables entre países: en el Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras los ingresos se incrementan sobre el 40% en zonas urbanas; en Costa Rica y el Uruguay las diferencias son mínimas, y en este último incluso favorecerían a los mercados de trabajo rurales.
Por último, las mayores diferencias en las tasas de retorno se producen al acudir a la segmentación de los mercados de trabajo en formal e informal. Como se ve en el gráfico II.19C, las trayectorias de los ingresos laborales según cantidad de años de estudio son claramente desiguales, de tal forma que si bien en los niveles educativos inferiores las diferencias salariales no superan del 10% al 12%, en los niveles superiores el salario en el sector formal puede superar un 80% el del sector informal con los mismos niveles de calificación. En promedio, la inserción en la economía formal significa la obtención de ingresos un 34% superiores a los de la economía informal.
Pese a la persistencia de la segmentación laboral por factores adscriptivos como el género, factores geográficos
o niveles de productividad, la expansión educativa también ha significado mayores proporciones de trabajadores con niveles de calificación intermedios y remuneraciones suficientes (aunque también con mayor desempleo entre ellos), lo que conlleva menores concentraciones del ingreso laboral. Cuando se examina el Gini laboral por grupo de edades surge un dato positivo. Lo que se ve en el
cuadro II.3 es que entre todos los grupos etarios que participan del empleo, el Gini más bajo tanto en ingresos laborales en general, como en salariales en particular, se da entre los jóvenes. Esto puede obedecer, efectivamente, a que en este grupo etario los logros educativos del conjunto son más altos, la expansión educativa incrementa la proporción de la población económicamente activa con niveles medios de calificación y remuneración, y aumenta la masa de ingresos y salarios que se distribuyen en el mercado de trabajo.
CUADRO II.3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): CONCENTRACIÓN DE LOS INGRESOS LABORALES Y DE LOS SALARIOS
ENTRE TRABAJADORES DE DISTINTOS GRUPOS DE EDAD
(Coeficiente de Gini)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
D. Factores clave para combatir la desigualdad
desde el sistema educativo: un balance
de los avances y los desafíos

Combatir los factores de desigualdad en la región no es fácil. Tampoco puede esperarse que la educación solucione problemas que obedecen a múltiples factores. Por lo mismo, la política educativa tiene que vincularse con otras medidas de promoción y protección social que de manera integrada pueden coadyuvar a revertir la desigualdad en la transmisión intergeneracional de oportunidades educativas.
Es importante que la política educativa prevea la inversión en la escuela. Deben procurarse la infraestructura y los recursos educativos necesarios, perfeccionarse la formación y las condiciones profesionales docentes, reforzarse la gestión escolar y mejorarse los contenidos curriculares de los distintos niveles de enseñanza (CEPAL, 2010b). Además, los esfuerzos públicos por la formación de los jóvenes deben prolongarse más allá de la conclusión del ciclo de educación obligatorio, para que la transición al mercado laboral sea fluida y permita reducir desigualdades en el retorno de la educación a lo largo de toda la vida. A continuación, se proponen medidas clave que pueden contribuir significativametne a atenuar la desigualdad en el tramo de edad considerado en esta edición del Panorama social.
1. El ingreso temprano: educación inicial y preescolar
La CEPAL ha planteado que la ampliación de la cobertura de la enseñanza inicial debe ser una prioridad en la agenda de políticas regionales en pro de la igualdad (CEPAL, 2010a). En la región, recientemente la educación preescolar ha adquirido relevancia como medida de política pública dado que cumple un papel fundamental en la provisión de cuidados básicos para los niños, especialmente de familias en contextos socioeconómicos vulnerables. El cuidado institucional con financiamiento público para niños menores de seis años tiene beneficios bien documentados (UNESCO, 2010a).
Por un lado, facilita la integración de la mujer al mercado laboral y su autonomía, y aumenta los recursos del hogar. En la cohorte juvenil esto constituye una oportunidad para las madres jóvenes, que así pueden tener más tiempo disponible para continuar sus estudios y no interrumpir su ciclo formativo. En la medida que el cuidado intraescolar provee apoyo alimentario, de salud y de estimulación temprana, compensa las deficiencias de los hogares. Además, estos cuidados inciden positivamente en el futuro desarrollo cognitivo, psicomotor, de capacidad de atención y en los niveles de actividad de los niños, lo que tiene un impacto importante en las perspectivas educacionales futuras del niño en los ciclos educativos posteriores. Cabe recordar que durante los primeros años de vida la personalidad, la inteligencia y el comportamiento social se desarrollan más rápidamente.
En ese sentido, la calidad del cuidado ofrecido y el tipo de estrategia educacional que se incluya también son esenciales (CEPAL/OEI, 2010). Una ampliación de la oferta educativa preescolar (3 a 5 años) e inicial (0 a 3 años) y las debidas políticas que atiendan y faciliten el acceso a los sectores más vulnerables, contribuirán al fortalecimiento de una base educativa significativa en la lucha contra problemas como la deserción y la repitencia.
Existe evidencia clara sobre el efecto positivo de los años de enseñanza preescolar en los resultados académicos de los estudiantes de primaria y de los niveles subsiguientes (UNESCO, 2010a). Este efecto se ha observado más claramente en los resultados de aprendizaje de lectura, una de las habilidades sobre cuyo desarrollo tiene mayor influencia el capital educativo del hogar. Potenciar esas habilidades en los primeros años de vida es clave y a esto contribuye la estimulación temprana provista por una buena oferta educativa en educación temprana, lo que marca diferencias en el desarrollo cognitivo futuro. Esta asociación no se da en todos los países participantes en el SERCE y varía en intensidad en aquellos donde sí se observa un efecto (véase el gráfico II.20).
En todos los países de la región se ha establecido la obligatoriedad de, por lo menos, la enseñanza primaria (6 años). Sin embargo, en los últimos años en gran parte de ellos se ha rebajado la edad de inicio de la educación y se ha incluido a la enseñanza preescolar en la etapa de enseñanza obligatoria. El país que ha incluido más años de educación preescolar obligatoria es México con 3 años (de los 3 a los 6 años de edad); lo siguen Chile, El Salvador, Guatemala, Panamá y el Uruguay con 2 años obligatorios de educación preescolar (de los 4 a los 6 años de edad).
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AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): EFECTO DE LOS AÑOS DE ASISTENCIA A ENSEÑANZA PREESCOLAR EN EL RENDIMIENTO EN LECTURA DE ESTUDIANTES DE TERCER Y SEXTO GRADO a
(En coeficientes del modelo multinivel)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos de Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación, Factores asociados al logro cognitivo de los estudiantes de América Latina y el Caribe, Santiago de Chile, Oficina Regional de Educación de la UNESCO para América Latina y el Caribe, 2010.
a Los coeficientes de Guatemala y Nicaragua no son estadísticamente significativos. Para los coeficientes del modelo regional se trabajó con pesos equivalentes para cada país.
Más allá de la obligatoriedad de la educación en los primeros años, los países de la región impulsan una serie de políticas y programas que se orientan a proteger y promover el desarrollo de los niños y niñas en la primera infancia. Estos programas en general brindan apoyo al cuidado de niños de sectores sociales más vulnerables y ponen el énfasis en elementos comunes, algunos de los cuales se destacan a continuación.
En primer lugar, el papel que cumple la oferta pública de guarderías y jardines infantiles en la alimentación y la prevención de la desnutrición infantil. De los análisis de las políticas de enseñanza inicial y preescolar de 13 países latinoamericanos (la Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, el Ecuador, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, México, Panamá, el Paraguay y el Perú) se concluye que todos cuentan con políticas de alimentación destinadas a la educación preescolar. Para muchas de las familias este complemento alimentario es un apoyo esencial para el presupuesto familiar y para el desarrollo saludable de los niños beneficiados.
Por otra parte, en la región se han realizado una serie de avances en la calidad y modalidad de la educación inicial y se ha incorporado a la familia en el proceso educativo. Así, en varios países se implementan programas que forman y apoyan a padres y madres para llevar a cabo la tarea de cuidado de sus hijos de mejor manera. En general los déficits de cobertura son más importantes en los niños más pequeños, es decir los que se encuentran en el tramo de
0 a 3 años, cuando la participación de la familia es esencial en el cuidado. En este tramo etario además es importante educar en cuanto a la demanda de cuidados fuera del hogar o de programas de apoyo al cuidado interno, porque en la mayor parte de los países esta demanda de servicios públicos no es parte de la cultura. Existe una diversidad de modalidades de apoyo posibles para la diversidad de necesidades que existen.
También destaca en varios países de la región el énfasis otorgado a la educación multicultural. Como forma de abordar la marginación histórica de los grupos originarios, en varios países de América Latina se ha incorporado una serie de políticas que pretenden aumentar la cobertura de la educación preescolar a los pueblos originarios. Uno de los beneficios documentados en estudios internacionales de educación preescolar se vincula a la capacidad de esta para disminuir la desigualdad entre niños y niñas de diferentes grupos étnicos al comienzo de la primaria.
2. Jornada escolar extendida
Dados los avances en los modelos pedagógicos actuales y las necesidades educativas del mundo moderno, es cada vez más importante contar con jornadas escolares extendidas. En América Latina hay mucho que avanzar en ello: la mayoría de los países de la región ofrece una jornada escolar de primaria de entre 4 y 5 horas y una jornada escolar de secundaria inferior que se extiende entre 5 y 6 horas de clases (Johansen, 2005).
Extender la jornada escolar no solo implica mayor tiempo absoluto en la escuela, sino que se orienta a una transformación sistémica de la organización del sistema, en sintonía con los cambios curriculares y los modelos de enseñanza modernos. Con una jornada más extensa se espera que cambie la relación entre tiempo de trabajo y tiempo de descanso, y que aumente el trabajo pedagógico para los alumnos en la escuela, reduciéndose el tiempo de las tareas domiciliarias. Esto es especialmente importante para aquellos estudiantes que en el hogar no cuentan con un clima educativo y con espacios que estimulen y apoyen su formación de modo adecuado. Ya se mostró en secciones anteriores del capítulo que el clima educativo del hogar es uno de los factores más determinantes de la desigualdad existente entre los logros educativos.
Asimismo, contar con más tiempo debería aliviar y descomprimir tareas de gestión institucional y tiempos de planificación individual y grupal de docentes y directivos. Para los docentes, el aumento a la jornada completa puede contribuir a mejorar su estabilidad laboral y salarial y reducir la sobrecarga de trabajo a la que suelen estar sometidos. Esto supone cambiar su situación contractual y eliminar la doble (o múltiple) jornada en distintos establecimientos educacionales. A su vez, el aumento del bienestar del profesor podría potenciar su capacidad pedagógica.
La jornada completa conlleva externalidades positivas para las familias dado que alivia la preocupación por el cuidado extraescolar, incluida la alimentación. La permanencia de los niños y niñas en la escuela durante más tiempo permite disminuir las probabilidades de que se sometan a diversos tipos de riesgos externos que suelen afectar a los niños que están varias horas del día en la calle, lo que contribuye al mejoramiento de la vida familiar al existir mayor seguridad y confianza en las actividades que realizan los hijos. Además, una jornada más extendida facilita la incorporación de las madres al mercado laboral que, como se ha visto en diversas publicaciones de la CEPAL, es una fuente muy relevante de ingresos para los hogares de menores recursos.
En la mayoría de los países de la región, la principal oferta de jornada extendida y de mejor calidad es privada y su cobertura depende de la capacidad de pago de las familias, con la consiguiente segmentación (CEPAL, 2010a). Los principales esfuerzos de extensión de jornada en el ámbito de educación pública se han hecho a nivel de secundaria. Los países que han hecho mayores esfuerzos por extender su jornada a nivel de primaria son Cuba, Chile y Colombia (véase el gráfico II.21).
En el análisis más reciente realizado sobre Chile (Pires y Urzúa, 2010) se demostró que con jornadas más extensas, en el caso de la enseñanza secundaria, disminuye un 4% el embarazo adolescente, aumenta un 32% la probabilidad de no abandonar el sistema escolar y baja la probabilidad de ser arrestado. A esto se suma la duplicación de los resultados en las mediciones cognitivas. Este estudio demuestra que el efecto positivo es mayor en niños y niñas más vulnerables porque compensa la falta de recursos y de equipamiento educativo en el hogar y disminuye la probabilidad de desarrollar comportamientos riesgosos. También concluye que la jornada extendida aumenta la probabilidad de continuar con estudios postsecundarios, lo que mejora las oportunidades laborales futuras.
GRÁFICO II.21
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): ESTUDIANTES DE SEXTO GRADO QUE ASISTEN A CENTROS EDUCATIVOS CON JORNADA PARCIAL Y EXTENDIDA (SIETE O MÁS HORAS CRONOLÓGICAS), SEGÚN DEPENDENCIA ADMINISTRATIVA DE LA ESCUELA, 2006 a
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Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de microdatos del Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE) de 2006.
a América Latina representa el promedio simple de los países participantes en el SERCE. Se excluye al Brasil del análisis por falta de consistencia en la medición de jornada escolar.
La medición de aprendizajes del SERCE (2006) muestra que en los países que tienen establecimientos con jornada extendida en la primaria existe una asociación positiva entre la duración de la jornada escolar del establecimiento educacional y los resultados en el área de matemáticas. Sin embargo, en todos los países analizados (excepto Chile) los estudiantes en condiciones más vulnerables obtienen resultados académicos más bajos que los estudiantes con menor jornada escolar. Este resultado muestra que es relevante considerar que en los centros escolares con población socialmente más desfavorecida no es cualquier extensión de jornada la que puede tener algún impacto en el rendimiento académico10. Probablemente no baste hacer más de lo mismo, sino que es necesario introducir cambios más importantes en la organización del sistema que acompañen la extensión horaria.
10 Estos resultados deben interpretarse con cautela dada la escasa cantidad de estudiantes con bajo nivel socioeconómico y cultural que asisten a centros educativos con jornada extendida.
Los cambios en la jornada en general requieren la ampliación de los espacios escolares, la mejora del equipamiento disponible en la escuela y la consideración de la infraestructura y los costos asociados a la alimentación adicional para los estudiantes. Para poder aplicar este aumento de jornada, es necesario contar con una asignación de recursos acorde a las necesidades de cada establecimiento, como la provisión de agua potable, servicios higiénicos suficientes, así como recursos educativos –bibliotecas, laboratorios de computación, entre otros– que aseguren un mejoramiento en la calidad del ambiente educativo. En efecto, las condiciones en que se encuentre el establecimiento educativo pueden influir negativa o positivamente en los estudiantes. Otro costo muy relevante asociado a la implementación efectiva de un aumento de jornada es la consideración del cuerpo docente. El aumento de la jornada tiene costos asociados a los cambios en el tipo de contratación y las horas de trabajo, que deben tenerse en cuenta cuando se planifica el cambio.
3. Incorporación de la tecnología digital en la educación:
competencias de frontera
La revolución tecnológica actual redefine el papel de la educación en la batalla por la igualdad de oportunidades. Sin embargo, cabe alertar sobre el peligro de que, al igual que sucedió con los diferenciales de logros educativos, las ventajas relativas que las familias tienen a través del mercado sigan prevaleciendo en la determinación de las brechas digitales, en cuyo caso, el balance final de los efectos de la incorporación de las nuevas tecnologías en el campo de la enseñanza simplemente implicaría un reforzamiento de las desigualdades ya existentes.
La incorporación de proyectos digitales por medio de la educación ha demostrado (como ocurre en el Uruguay con el plan Conectividad Educativa de Informática Básica para el Aprendizaje en Línea (plan CEIBAL)) que existe un imaginario colectivo con altas expectativas respecto de las oportunidades educativas de la nueva generación. Un estudio realizado por la CEPAL sobre el impacto social de la incorporación de las TIC en el sistema educativo (Kaztman, 2010) repasa algunos de esos posibles aprovechamientos, que ayudan a apreciar sus potencialidades para el crecimiento individual.
En primer lugar, no hay duda de que la participación en las redes de pares con alta socialización digital estimula y facilita la exploración y utilización del mundo virtual. Se incrementan de ese modo las oportunidades de cada participante de acumular conocimientos y destrezas en el manejo de las herramientas digitales. En segundo lugar, la progresiva ampliación de las fronteras del mundo virtual permite, a su vez, ampliar la interlocución con otros actores de la sociedad, multiplicando filiaciones y pertenencias, vale decir, comunidades de intereses y de acciones posibles. Esto permite ampliar las competencias técnicas, los espacios de participación ciudadana y la construcción colectiva de identidad. El interés de los jóvenes por participar en comunidades y redes virtuales parece tener relación con la búsqueda de reconocimiento y pertenencia en espacios que trasciendan las fronteras domésticas o institucionales en que se mueven regularmente (Winocur, 2006).
Para eso es necesario no solo universalizar el acceso, sino desplazarse desde “usuarios distantes” a usuarios “multifuncionales” entre niños y jóvenes. Esta mayor intensidad y productividad en el uso requiere más tiempo frente a los monitores y buenos programas para desarrollar las habilidades correspondientes. En eso radica la diferencia, hasta ahora, entre quienes acceden desde el hogar y quienes no lo hacen, marca la profundidad de la brecha digital y refuerza las brechas socioeconómicas y de capital de origen.
Por lo mismo, la escuela debe desempeñar un papel fundamental para compensar estas desigualdades, como equiparse para brindar mayor y mejor acceso a quienes no pueden acceder a la tecnología en el hogar, profundizar la penetración para incrementar el tiempo de uso por alumno y brindar orientación pedagógica que motive a los alumnos a utilizar la tecnología en sus investigaciones y tareas escolares de manera autónoma. La evidencia de las investigaciones asociadas al programa PISA 2006 parece indicar que el nivel de confianza que los jóvenes tengan en el uso de Internet, así como la proporción de computadoras conectadas a Internet en el establecimiento educativo, se asocian positivamente con el aprendizaje en el área científica. Además, importa constatar que el tipo de orientación pedagógica que se adopte no es neutral y se relaciona con el uso que los estudiantes hagan de la tecnología.
Tal como se plantea en la investigación de la CEPAL sobre el impacto social de la incorporación de las TIC a partir de los sistemas educativos (Kaztman, 2010), la mayoría de los sistemas educativos de la región enfrenta un escenario que les exige duplicar la apuesta por la equidad en la medida que a los problemas que heredaron y no pudieron resolver se agregan los que plantea la incorporación de las TIC en los procesos de aprendizaje. Ante la magnitud de los desafíos no parece razonable esperar que el sistema educativo pueda hacer ese aporte sin el apoyo sostenido de otras instituciones primordiales de la sociedad.
La definición de los criterios para seleccionar modelos de incorporación de las TIC a las prácticas de enseñanza debe estar subordinada a las metas que plantean los Estados para la educación en cada país. Una de las metas prioritarias de los Estados latinoamericanos, así como de los responsables de sus sistemas educativos, es utilizar la universalización del acceso a las competencias informáticas como una herramienta clave en la lucha por disociar orígenes sociales de logros en los aprendizajes, lo que se concibe como un paso fundamental en la reducción de la pobreza y la desigualdad y en el fortalecimiento de la integración social. Se han desarrollado diversas modalidades para abordar este desafío en la región, algunas con más éxito que otras. Chile, por ejemplo, ha mostrado consistencia durante 20 años de aplicación de políticas para lograr un acceso masificado a las TIC a través de los establecimientos escolares, lo que está generando un impacto en la equidad distributiva en el acceso (como se mencionó en la sección anterior). El Uruguay, con una política mucho más reciente, decidió ingresar decididamente en los hogares desde el ámbito escolar, con su política de universalización del acceso enfocada en los estudiantes. Este tipo de estrategia busca la intensa participación y la movilización de los hogares y de la comunidad para complementar la labor del sistema educativo.
4. Apoyo a las familias para reforzar la progresión
educativa en sectores vulnerables: los programas
de transferencias condicionadas
La política pública no puede obviar el papel del entorno familiar en la reproducción intergeneracional de las desigualdades. Como se ha planteado antes, la conclusión de la enseñanza secundaria es un desafío fundamental para la equidad y la inclusión social por la vía educativa. Por ello es muy relevante ensayar instrumentos y estrategias que apoyen la retención de los estudiantes en el sistema durante esta etapa escolar, vale decir, la progresión escolar sostenida y oportuna.
Cuando se piensa en políticas que apunten a reducir brechas en la progresión escolar se piensa, por lo general, en reformas en el sistema educativo, pero como ya se ha señalado aquí, los factores que influyen en los aprendizajes y logros también se encuentran fuera del sistema, pues se relacionan estrechamente con el entorno familiar de los educandos. Al respecto, es importante considerar uno de los pilares que en las últimas dos décadas los países han construido para comprometer a las familias de menores ingresos a apoyar la permanencia de los hijos en el sistema educativo, a saber, los programas de transferencias condicionadas, que tienen la virtud de mejorar, aunque sea marginalmente, los recursos monetarios de los hogares pobres y prevenir contra la deserción escolar por costos de oportunidad (la continuidad escolar es parte del contrato mismo de los programas de transferencias). Hay mucho que profundizar en la materia. En primer lugar, ampliar las transferencias de manera progresiva y extenderlos a la escolaridad de jóvenes en educación secundaria. En segundo lugar, vincular estos programas a redes amplias de protección social que, en conjunto, aseguren niveles básicos de estabilidad, ingresos y bienestar en los hogares vulnerables. En tercer lugar, utilizarlos como canales para reforzar en las familias un compromiso profundo con los logros y aprendizajes escolares de niños y jóvenes. En cuarto lugar, coordinar el mejoramiento de las condiciones de la demanda educativa que podría lograrse con los programas con el mejoramiento de las condiciones de la oferta de servicios educativos, a fin de lograr sinergias y evitar el desánimo a mitad de camino. En quinto lugar, movilizar a través de estos programas un mayor acercamiento de la comunidad de padres con la escuela, en aras de la construcción de una comunidad educativa que integre a todos los actores en juego.
La gran mayoría de los programas de transferencias condicionadas de la región ha incluido al menos una condicionalidad en materia de educación, generalmente expresada como el otorgamiento de una transferencia monetaria a las familias sujeta a la matrícula, asistencia o permanencia en el sistema educacional de niños y niñas en edad escolar (véase el cuadro II.A-4). Si bien los programas fomentan la demanda de servicios educacionales por parte de las familias pobres y vulnerables, por lo general no abarcan mecanismos de incentivo a la oferta11. Se implementan así en zonas donde existe infraestructura educativa suficiente, lo que dificulta la incorporación de áreas rurales aisladas.
11 Mecanismos como el Programa de Asignación Familiar (PRAF) II de Honduras y Red de Protección Social (RPS) y Sistema de Atención a Crisis (SAC) de Nicaragua, todos ellos concluidos en 2006, constituyen una excepción, ya que incluyeron prestaciones innovadoras bajo la forma de transferencias a los establecimientos educacionales (Moore, 2008 y 2009; Cecchini y otros, 2009).
Los programas con marcado énfasis en el fortalecimiento de capacidades y logros educativos establecen sanciones explícitas y firmes ante la falta de cumplimiento de las condicionalidades en materia de educación y las transferencias se calculan como una forma de compensar los costos de oportunidad asociados a la utilización de los servicios sociales. Programas inspirados en esta lógica son Oportunidades en México y Avancemos de Costa Rica, este último orientado explícitamente a familias que tienen dificultades para mantener a sus hijos en el sistema educativo por causas económicas. Entre los programas que tienen como principal objetivo asegurar a las familias pobres un nivel de consumo básico, las condicionalidades no tienen un papel gravitante en su implementación, por lo que los mecanismos de verificación son débiles y las sanciones asociadas moderadas o ausentes, como en el caso del Bono de Desarrollo Humano (BDH) en el Ecuador12. Por último, hay programas que buscan articular la garantía de acceso de las familias pobres y vulnerables a un conjunto amplio de prestaciones, como Chile Solidario y la Red Juntos de Colombia. En estos, la educación es uno entre otros varios componentes y las condicionalidades figuran en el marco de un acuerdo amplio de trabajo entre los representantes del programa y las familias.
12 En el caso del Bono de Desarrollo Humano, las transferencias no se condicionaron explícitamente, aun cuando, por un breve período de tiempo, se difundió a través de avisos televisivos la importancia de que las familias beneficiarias enviaran a los niños a la escuela. La evaluación del programa mostró un aumento en la matrícula escolar y la disminución del trabajo infantil (véase el cuadro II.A-5), lo que puede asociarse a la percepción de esta condicionalidad por parte de los beneficiarios, si bien no fue monitoreada administrativamente (Schady y Araujo, 2006).
Como resultado de esta diversidad, también se producen diferentes énfasis en lo educativo. Algunos programas buscan solo fortalecer la asistencia, otros también esperan tener un impacto en materia de rendimiento y promoción de grado, en la promoción de una mayor incorporación a la educación de un determinado grupo en que se conjugan variables de género y edad e, incluso, en la reducción del trabajo infantil. En consecuencia, las modalidades de cálculo de las transferencias en el ámbito educativo varían según los objetivos de los programas. En el Programa de Asignación Familiar (PRAF) de Honduras y Oportunidades en México, la transferencia cubre tanto los costos directos de envío a la escuela de los niños (matrícula, insumos y costos de transporte), como el costo de oportunidad para las familias pobres y vulnerables de enviar a los niños a la escuela en vez de enviarlos a trabajar. En Oportunidades, Avancemos, Familias en Acción en Colombia y Programa de avance mediante la salud y la educación (PATH) en Jamaica, las transferencias aumentan durante la educación secundaria, lo que refleja el mayor costo de oportunidad de enviar a los niños a la escuela. Oportunidades y PATH incorporan, asimismo, una diferenciación adicional en los montos que se entregan según el sexo de los estudiantes, para abordar los problemas de desigualdad de género en la participación en la educación secundaria, aunque en sentido inverso, ya que mientras Oportunidades otorga transferencias mayores a las niñas, PATH lo hace a los niños.
El impacto de los programas de transferencias condicionadas en materia educacional se ha analizado desde diversas perspectivas y existen evaluaciones para gran parte de los países que hoy los implementan, o que los implementaron en el pasado (véase el cuadro II.A-5)13. Aunque los efectos identificados no son uniformes en todos los países y los resultados varían según el énfasis de cada programa, es posible argumentar que las evaluaciones generalmente suponen mejoras en los “objetivos intermedios” de desarrollo de capacidades y logros educativos (Bastagli, 2008), esto es, muestran que los programas de transferencias condicionadas promueven un mayor acceso a la escuela y mejoran los indicadores indirectos como la matrícula y la asistencia escolar. Los incrementos en los indicadores de acceso y cobertura tienden a ser mayores en países donde los niveles de referencia eran más bajos, en los grados escolares de transición que presentaban altas tasas de deserción (por ejemplo, el paso de primaria a secundaria) y en los hogares y localidades más pobres. Las evaluaciones sin embargo no arrojan información en aspectos como el aprendizaje de los niños y niñas, cuyo mejoramiento no ha formado parte de los objetivos explícitos de los programas de transferencias condicionadas (Reimers, DeShano da Silva y Trevino, 2007; Villatoro, 2007).
13 Gran parte de estas evaluaciones se han elaborado a partir de diseños de muestras aleatorias, de tipo cuasiexperimental y, con menos frecuencia, experimental (Barrera-Osorio y otros, 2008; Levy y Ohls, 2007) o no experimental (Perova y Vakis, 2009), definiéndose, en cada caso, grupos de control para comparar el impacto de los programas en los grupos de tratamiento.
El caso del Programa de Educación, Salud y Nutrición (PROGRESA), puesto en marcha en México en 1997 y reformulado en 2001 con el nombre de Oportunidades, muestra en las evaluaciones una mayor mejora en la educación secundaria que en la primaria, más entre las niñas que entre los niños y más en las zonas rurales que en las urbanas (De Brauw y Hoddinott, 2008). También muestra un impacto positivo en cuanto a la mayor inscripción escolar y las tasas de promoción de grado de los niños y niñas indígenas (Banco Mundial, 2009; Escobar y de la Rocha, 2002, 2008). Familias en Acción de Colombia también ha tenido impactos más significativos en el aumento de la asistencia a la escuela entre los estudiantes de secundaria que entre los de primaria, lo que puede explicarse por las elevadas tasas de asistencia escolar que este segmento mostraba previamente a la implementación del programa (Attanasio y otros, 2008). De acuerdo al Departamento Nacional de Planeación de Colombia (DNP, 2008), la asistencia a la educación secundaria aumentó en zonas urbanas alrededor de cinco puntos porcentuales y en las zonas rurales siete puntos porcentuales. En el caso del programa Solidaridad en
República Dominicana, se ha encontrado que entre los estudiantes de 14 a 16 años el programa aumenta 14 puntos porcentuales la probabilidad de asistir a la escuela (Gobierno de la República Dominicana, 2008).
En el caso del Paraguay, la tasa de matrícula muestra un aumento del 2,5% entre los niños de familias beneficiarias de Tekoporã, mientras la tasa de asistencia escolar se eleva entre cinco y ocho puntos porcentuales. Los mejores resultados se obtienen en los niños de 11 a 15 años, respecto de los que este indicador se eleva entre 9 y 15 puntos porcentuales. La evaluación del programa Tekoporã indica, asimismo, que ha generado una reducción en la probabilidad de deserción escolar y ha tenido un efecto contenedor frente al aumento del trabajo infantil en este país, lo que se vincularía con el aumento en la asistencia escolar, particularmente del grupo de niños de mayor edad, que son los que más tempranamente abandonan la escuela para trabajar (Veras Soares, Perez e Issamu, 2008).
Asimismo, Gertler, Patrinos y Rubio-Codina (2007) evaluaron el papel de otras políticas educacionales en México en escuelas donde el programa Oportunidades beneficia a parte importante de los alumnos. Estos autores muestran resultados positivos de los esquemas que buscan empoderar a las asociaciones de padres y apoderados –el programa de Apoyo a la Gestión Escolar (AGE), parte de un programa más amplio de Compensación Educacional– fundamentalmente en términos de disminución de las tasas de repitencia y deserción escolar. Estos efectos parecen indicar que una mayor retroalimentación y coordinación entre los programas de transferencias condicionadas y otros tipos de intervenciones en materia educacional y social puede traducirse en ganancias en los resultados y procesos educativos.
También es importante destacar el “efecto vecindario” de estos programas. Para el caso de PROGRESA, Bobonis y Finan (2008) muestran que los niños que no son elegibles para recibir las transferencias son de todas formas influenciados por sus pares que sí participan en el programa para permanecer dentro del sistema educativo en la educación secundaria. Los resultados muestran que en las localidades donde se implementó el programa, los niños que no participaron de este incrementaron de todas formas cinco puntos porcentuales su matrícula escolar, en comparación con los datos obtenidos para las localidades de control. Este efecto beneficia especialmente a los niños de los segmentos más pobres.
5. Fortalecimiento de la formación para el trabajo
El camino de la juventud hacia el mundo del trabajo, como se vio, está muy segmentado según los logros educativos. En América Latina, en promedio solo la mitad de la población de 20 a 24 años concluye el nivel secundario superior, solo un 33% de los jóvenes de entre 20 y 29 años asiste a algún programa de formación postsecundaria y menos del 10% de la población ha concluido cinco años de formación en este nivel de enseñanza. También hay un grupo importante de jóvenes que no estudia ni trabaja y, por ende, tiene altos riesgos de desafiliación institucional y desintegración social. Frente a esta situación es necesario considerar alternativas oportunas y eficaces de formación para el trabajo.
La formación de competencias en jóvenes de entre 15 y 20 años es relevante para que puedan integrarse de manera adecuada al mercado laboral con oportunidades significativas para su futuro. Por lo tanto, se requieren esfuerzos públicos que concentren las medidas en este ámbito de la enseñanza, vinculando esta oferta educativa con el sector productivo.
La definición de la oferta de enseñanza técnica y profesional que hacen la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) abarca todos los aspectos del proceso educativo que, además de una enseñanza general, entrañan el estudio de tecnologías y ciencias afines y la adquisición de conocimientos prácticos, actitudes, comprensión y conocimientos teóricos referentes a las ocupaciones de diversos sectores de la vida económica y social. Esta oferta de formación puede ser provista por la institución educacional o por otra entidad supervisada por la autoridad pública e incluye programas formales e informales de enseñanza (UNESCO/UNEVOC, 2006). Esta se constituye en un importante medio de acceso a sectores profesionales y de participación efectiva en el mundo del trabajo, y junto con eso, en un método para facilitar la reducción de la pobreza (UNESCO, 2005).
Este amplio campo de formación para el trabajo abarca una variedad de actividades de aprendizaje difíciles de clasificar. La cobertura y tipo de oferta de este nivel de enseñanza son muy heterogéneas. En los países desarrollados, sobre todo europeos, tiene una cobertura y un impacto mucho mayores. En Europa aproximadamente la mitad de la matrícula del nivel de alta secundaria es de este tipo de enseñanza (UNESCO/UNEVOC, 2006). Hay países como Alemania, Austria y Suiza que desarrollaron históricamente una rama vocacional en la alta secundaria muy consolidada, mientras que los países de habla inglesa tendieron a posponer los programas de educación técnica y vocacional hasta la postsecundaria.
En América Latina y el Caribe, al nivel de enseñanza secundaria alta, la situación también es heterogénea. El Brasil tiene muy baja cobertura en este nivel de enseñanza, a pesar de haber desarrollado una formación técnico-profesional muy fuerte a nivel de enseñanza postsecundaria. La Argentina y Guatemala, por otra parte, presentan una proporción alta (mayor al 80%) de su matrícula en alta secundaria en este tipo de enseñanza (véase el gráfico II.22).
GRÁFICO II.22
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (28 PAÍSES): ESTUDIANTES MATRICULADOS EN PROGRAMAS TÉCNICO-VOCACIONALES RESPECTO DEL TOTAL DE ESTUDIANTES MATRICULADOS
EN LA ALTA SECUNDARIA, ALREDEDOR DE 2002
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Centro Internacional de la UNESCO para la enseñanza y la capacitación técnica y profesional, Participation in Formal Technical and Vocational Education and Training Programmes Worldwide. An initial statistical study, Montreal, 2006.
El cambio en los procesos de industrialización y desarrollo en América Latina en las últimas décadas del siglo XX puso en duda el tipo de institucionalidad tradicional de formación para el trabajo desarrollada en la región; como rama especializada de la educación secundaria para ocupaciones específicas y como formación profesional impartida por grandes instituciones ligadas al ámbito gubernamental, sindical y empresarial. La globalización y los nuevos requerimientos de formación de competencias más flexibles y moldeables a través del tiempo llevaron al alejamiento de la oferta institucional del Estado para este tipo de formación y se buscó la subcontratación del sector privado con financiamiento público para satisfacer las demandas de capacitación del sector productivo (Gallart, 2002).
En las últimas décadas el desarrollo de programas, reformas e iniciativas tuvo una evolución dispar en la región. En general, a nivel de enseñanza secundaria, se buscó postergar lo más posible la formación especializada y ha habido mucha resistencia por parte de los centros educativos técnicos de secundaria a convertirse en establecimientos de educación general; más bien han buscado reformular el tipo de enseñanza profesional que ofrecen (Gallart, 2002).
En tanto, a nivel de enseñanza postsecundaria, Jacinto (2010) describe dos modelos predominantes de oferta de formación profesional en la región a finales de los años noventa, que suponen la articulación del mundo público y el privado. El primero es el impartido por las instituciones tradicionales de formación profesional desarrolladas en los años cincuenta y que son administradas por el Estado o por vinculaciones tripartitas (Estado, sindicatos y empresas). Un segundo modelo se desarrolla con programas ad hoc descentralizados que dependen del ministerio de trabajo o de las instituciones de formación profesional y delegan la formación en otras instituciones (centros privados o de la sociedad civil). Este modelo se desarrolla para dos tipos de oferta, una de mercado abierto donde se licita el desarrollo de cursos de capacitación específicos para el empleo formal, y otra que opera como subsidio a organizaciones que benefician a sectores desfavorecidos y que buscan su inclusión social a través del empleo (informal o autoempleo).
Según la revisión realizada por Jacinto (2010), los nuevos gobiernos de la primera década del siglo XXI y las críticas a los costos sociales de las políticas de privatización llevaron a cierta reformulación de este tipo de formación, lo que fortaleció significativamente los esfuerzos por llegar a poblaciones vulnerables afectadas por distintas formas de exclusión. Al mismo tiempo, se han tomado medidas por mejorar la calidad formativa de los programas y descentralizar recursos y capacidades a los actores locales que los administran. En la mayor parte de los países se ha adoptado el enfoque de aprendizaje basado en el desarrollo de competencias. A pesar de las acciones recientes por vincular la institucionalidad existente, este sector sigue estando muy desarticulado; hay diferencias de enfoque importantes entre el sistema formal de educación, el de formación profesional y entre ambos y el sector productivo. Las políticas y programas son muchas veces discontinuas, hay duplicaciones y a veces son poco relevantes para la integración laboral de los jóvenes.
En los países desarrollados se entiende la importancia de este sector de formación, porque se lo considera como el vehículo para contar con una fuerza laboral altamente capacitada sin tener que esperar al entrenamiento en el trabajo. Los cambios en el sector productivo e industrial han eliminado la existencia de relaciones laborales de largo plazo que hagan relevante la inversión en capacitación especializada de los propios trabajadores para la mayor parte de las empresas. La OCDE (2010) plantea que el desarrollo de estos programas debe enfocarse hacia el desarrollo de una carrera a largo plazo, brindando competencias que habiliten a los jóvenes a entrar directamente al mercado laboral, pero que también les permitan continuar su formación en el futuro.
6. Apoyo a la continuación de estudios
de educación superior
La educación universitaria debe atender las exigencias del mundo del trabajo y contribuir a la consolidación de la sociedad del conocimiento, de tal manera de aportar al fortalecimiento de la universidad como centro de producción y transferencia de conocimiento (Malagón, 2004). En las últimas décadas, el sistema de educación superior en América Latina y el Caribe se ha expandido y ha crecido significativamente. Sin embargo, como se menciona en secciones anteriores de este capítulo, su cobertura es aún muy restringida y se ha centrado en los niveles de ingresos medios y altos.
Para asegurar una mayor igualdad de oportunidades en este nivel se requieren políticas que compensen la falta de recursos monetarios y tiempo de los jóvenes que egresan de secundaria y tienen que trabajar para sobrevivir o aportar a sus familias. Parte de las políticas pueden incluir subsidios cruzados para la educación superior con el fin de garantizar la gratuidad a quienes no pueden pagarla y hacerla financiable, sistemas de becas y financiamiento blando para alumnos de hogares de menores ingresos, así como horarios flexibles de clases con módulos vespertinos y nocturnos.
A pesar de los esfuerzos, no ha surgido un mecanismo de amplia cobertura para becas a estudiantes carenciados, sino solamente una combinación de créditos y becas para los estudiantes pertenecientes mayoritariamente a sectores de ingresos medios y medios bajos. Para que los jóvenes de menor nivel de ingreso accedan a este tipo de financiamiento, tiene que fortalecerse la cadena completa del ciclo educativo, que garantice su real posibilidad de alcanzar este nivel de formación. Una vez dentro del sistema, es importante que se desarrollen los mecanismos para que jóvenes que son muchas veces la primera generación que accede a este nivel educativo, logren mantenerse en el sistema y completar el ciclo. Las tasas de eficiencia interna del sistema de educación superior de la región son en general muy deficientes, comparadas con las de los países desarrollados. Es decir, muchos más jóvenes ingresan al sistema, pero pocos concluyen sus estudios (sobre todo los jóvenes que provienen de hogares de menores ingresos, que suelen ser la primera generación con estudios de educación superior).
Anexo
CUADRO II.A-1
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS NETAS Y BRUTAS DE ASISTENCIA ESCOLAR AL CICLO DE EDUCACIÓN PRIMARIA Y CONCLUSIÓN DEL CICLO
ENTRE JÓVENES DE 15 A 19 AÑOS DE EDAD, SEGÚN QUINTILES DE INGRESO PER CÁPITA SELECCIONADOS,
ÁREA GEOGRÁFICA DE RESIDENCIA Y SEXO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La tasa neta de asistencia se refiere a los niños que están en edad oficial de cursar la enseñanza primaria; la tasa bruta de asistencia se refiere a los estudiantes de enseñanza primaria independientemente de su edad.
b Los promedios a nivel nacional consideran las zonas urbanas de la Argentina.
CUADRO II.A-2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS NETAS Y BRUTAS DE ASISTENCIA ESCOLAR AL CICLO DE EDUCACIÓN SECUNDARIA Y CONCLUSIÓN DEL CICLO ENTRE JÓVENES
DE 20 A 24 AÑOS DE EDAD, SEGÚN QUINTILES DE INGRESO PER CÁPITA SELECCIONADOS, ÁREA GEOGRÁFICA DE RESIDENCIA Y SEXO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La tasa neta de asistencia se refiere a los niños que están en edad oficial de cursar la enseñanza secundaria; la tasa bruta de asistencia se refiere a los estudiantes de enseñanza secundaria independientemente de su edad.
b Los promedios a nivel nacional consideran las zonas urbanas de la Argentina.
CUADRO II.A-3
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): USUARIOS DE INTERNET DE 13 A 19 AÑOS, SEGÚN QUINTILES EXTREMOS DE INGRESO
PER CÁPITA DE LOS HOGARES Y LUGAR DE CONEXIÓN, ALREDEDOR DE 2008
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamientos especiales de encuestas de hogares armonizadas por el Observatorio para la Sociedad de la Información en Latinoamérica y el Caribe (OSILAC); y R. Kaztman, “Impacto social de la incorporación de las TIC en el sistema educativo”, Santiago de Chile, CEPAL, 2010, en prensa.
CUADRO II.A-4
AMÉRICA LATINA (17 PAÍSES): COMPONENTES DE EDUCACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe sobre la base de datos de programas sociales.
CUADRO II.A-5
AMÉRICA LATINA (12 PAÍSES): RESULTADOS DE LAS EVALUACIONES DEL IMPACTO EN LA EDUCACIÓN
DE LOS PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).
a Se refiere a los cambios experimentados en el grupo de control o en el total de beneficiarios como efecto del programa. La forma en que este impacto está expresado varía en función del indicador utilizado en cada estudio: aumento (+) o reducción (-), puntos porcentuales o porcentajes (%).
b Estudio realizado en 2005.
c Resultados obtenidos en el grupo de tratamiento (familias beneficiarias) con relación al grupo de control.
d Datos para las familias egresadas del programa Puente en 2007.
e Porcentaje de familias cuyos niños trabajaban al inicio del programa y que resolvieron la situación.
f Datos recopilados en 2001 y 2003.
g Reducción en la tasa de trabajo doméstico que realizan los niños y niñas beneficiados y beneficiadas por el programa en un mismo período de tiempo.
h Datos recopilados sobre encuestas de hogares levantadas en 2002, 2003 y 2006.
i Datos recopilados entre 2003 y 2005.
j Datos para 2000-2001.
k Datos levantados entre 2003 y 2005.
l Datos recopilados durante 1997 y 1998.
m Cambios experimentados por el grupo de control en el mismo período de tiempo.
n Evaluación realizada entre 2001 y 2003.
ñ Datos obtenidos a partir de la ENV 2008. Ante la ausencia de una línea base en el programa, se tomaron en cuenta los registros administrativos históricos de los hogares y los resultados de la encuesta de hogares realizada en 2007.
o Resultados elaborados sobre encuesta de hogar de 2007.
p Datos para el grupo de control elaborados a partir de una encuesta implementada entre 2006 y 2007.
q Grupo de control definido como niños elegibles que no pudieron participar del programa. Los resultados se elaboraron a partir de datos recopilados en 2002 y 2007.
CUADRO II.A-6
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS,
SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población total de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-7
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE PARTICIPACIÓN DE LA POBLACIÓN DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y
DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población total de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-8
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE OCUPACIÓN DE LA POBLACIÓN DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y
DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población total de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-9
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE DESEMPLEO DE LA POBLACIÓN ACTIVA DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS
Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población activa de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-10
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN OCUPADA DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y
DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población ocupada de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-11
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE SALARIZACIÓN DE LOS OCUPADOS DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS
Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población ocupada de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-12
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE INSERCIÓN EN EL SECTOR INFORMAL DE LOS OCUPADOS DE 15 A 29 AÑOS,
DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población ocupada de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-13
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): TASAS DE AFILIACIÓN A SISTEMAS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS OCUPADOS DE 15 A 29 AÑOS,
DE 30 A 64 AÑOS Y DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población ocupada de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-14
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INGRESOS LABORALES DE LOS OCUPADOS DE 15 A 29 AÑOS, DE 30 A 64 AÑOS Y
DE 15 AÑOS Y MÁS, SEGÚN NIVEL EDUCATIVO ALCANZADO a
(En dólares de 2000 expresados en paridad de poder adquisitivo)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a La definición de la duración de los ciclos educativos se realizó de acuerdo a la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Población ocupada de cada grupo de edad. La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más.
CUADRO II.A-15
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): RESULTADOS DEL MODELO DE REGRESIÓN GENERAL (CON VARIABLES DE CONTROL), PARA EVALUAR EL EFECTO DE LOS AÑOS ADICIONALES DE EDUCACIÓN POR CICLO EDUCATIVO EN LOS SALARIOS DE LOS ASALARIADOS
DE 20 AÑOS Y MÁS QUE TRABAJAN 20 O MÁS HORAS SEMANALES, ALREDEDOR DE 2008

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a β0: Término constante (valor del salario —en logaritmo natural— con las restantes variables iguales a 0); β1: Coeficiente de regresión del número de años de estudio. Permite obtener la tasa de retorno privado por cada año adicional de estudio en el ciclo primario; β2: Coeficiente de regresión del número adicional de años de estudio después de completar el ciclo primario. La expresión β1 + β2 permite obtener la tasa de retorno privado por cada año adicional en el ciclo secundario; β3: Coeficiente de regresión del número adicional de años de estudio después de completar el ciclo secundario. La expresión β1 + β2 + β3 permite obtener la tasa de retorno privado por cada año adicional en el ciclo de educación superior; β4: Coeficiente de regresión de la experiencia potencial de la persona; β5: Coeficiente de regresión de la experiencia potencial elevada al cuadrado;
β6: Coeficiente de regresión de la variable ficticia de inserción en el mercado informal o formal (inserción informal=0); β7: Coeficiente de regresión de la variable ficticia de sexo (mujer=0); β8: Coeficiente de regresión de la variable ficticia de área geográfica (zonas rurales=0). Entre paréntesis se presentan los valores del estadístico t para la prueba de significación de cada regresor. Se indica con asterisco (*) cuando el regresor no es estadísticamente significativo al 5%. R2 ajustado: Coeficiente de correlación al cuadrado, ajustado por tamaño de muestra y número de variables independientes.
Capítulo III
El gasto público social en América Latina: tendencias generales e inversión
en el desarrollo de capacidades
de las nuevas generaciones
A. Introducción

Buena parte de este esfuerzo ha sido concomitante con el crecimiento económico, que facilitó la expansión de recursos. Los aumentos en los presupuestos totales y de los sectores sociales en particular han sido mayores que los del PIB —principalmente en la década de 1990—; pero contracciones menores del PIB también han significado caídas presupuestarias mayores de lo requerido. Si bien el comportamiento procíclico de las ejecuciones presupuestarias se guía en general por principios de responsabilidad fiscal y recomendaciones internacionales, en algunas áreas del gasto, como educación, salud o asistencia social, la contracción presupuestaria puede tener altos costos económicos y sociales.
Para contrarrestar esa tendencia, la mayoría de los países de la región tomaron medidas, hasta el momento transitorias, de aumento del gasto público para enfrentar los embates de la crisis financiera global. En gran parte, estas medidas se adoptaron para aminorar los efectos de la crisis en las economías reales, contener el aumento del desempleo y, en definitiva, de la pobreza. En las próximas páginas se revisan las tendencias de largo plazo, como también los últimos cambios en la expansión del gasto público social en los países de los que se dispone de suficiente información, desde que se vislumbró el impacto que podía tener la crisis económica internacional.
Asimismo, se examinan las tendencias del gasto social orientado al desarrollo y la protección de las nuevas generaciones, en consonancia con el enfoque que se ha querido dar a la edición 2010 del Panorama social de América Latina. Específicamente, se revisa el esfuerzo de los países por invertir más en educación y los factores más relevantes en los incrementos de recursos destinados a desarrollar las capacidades de los niños y jóvenes de la región. Por último, se analiza la incidencia distributiva del gasto social, que evidencia que el aumento de la inversión para extender la cobertura educativa beneficia precisamente a los niños y jóvenes de los estratos de ingreso más bajos. Con ello, se favorece la integración y movilidad social, y se generan bases más amplias para el desarrollo económico futuro.
B. Evolución del gasto público social en América Latina y consideraciones sobre su prociclicidad
en relación con el crecimiento económico

Como se ha consignado en diversas ediciones del Panorama social de América Latina, la región ha realizado una labor relativamente sistemática para aumentar el gasto público, en particular el gasto social. Ello ocurrió luego de un período de crisis, ajuste estructural y medidas fiscales posteriores que implicaron una marcada contracción de todas las partidas del gasto, la desregulación de los mercados y la privatización de servicios sociales, entre otras acciones recomendadas por los organismos financieros internacionales cristalizadas en el consenso de Washington.
Si bien la mayoría de los países de la región implementaron dichas reformas, con distinta velocidad, entre mediados de los años ochenta y fines de la década de 1990, durante esa última se registró una progresiva recuperación del gasto social, en buena medida gracias al crecimiento económico relativamente sostenido, aunque también muy volátil.
De acuerdo con las recomendaciones de mayor disciplina fiscal, el gasto público ha registrado una tendencia muy vinculada a la dinámica de las economías de la región. Dicho de otro modo, la volatilidad de los niveles de crecimiento se expresó en un comportamiento altamente procíclico del gasto fiscal, lo que involucró recurrentes recortes en el gasto público precisamente en períodos de contracción económica, de aumento del desempleo y de la pobreza.
Desde mediados de los años noventa comenzaron a ensayarse nuevas herramientas de política social, procurando afrontar los persistentes problemas de la pobreza, la equidad y la desigualdad. Los diversos escenarios de crisis económica surgidos a finales de la década de 1990 (crisis asiática, desastres naturales en Centroamérica, caída de los precios internacionales de los granos básicos, freno de la economía mundial en 2000 y, poco después, la crisis que afectó a la Argentina y el Uruguay) dieron impulso a la reformulación de la política social en general y a la política de combate a la pobreza en particular.
En ese marco, surgieron nuevos enfoques orientados a la protección frente a eventos de caída de ingresos, pobreza de ingresos y exclusión social, que ponen a las personas en situación de vulnerabilidad y riesgo (Serrano, 2005). Tal inflexión se formuló, sobre todo, en términos de nuevas redes o reforma de los sistemas de protección social. Esto se traduce, entre otras cosas, en impulsar mecanismos de articulación y ejecución de diversos programas sociales que permitan coordinar los alcances de la seguridad social tradicional, la provisión de servicios sociales y la oferta de programas asistenciales. Si bien en su origen se plantearon como respuestas provisorias a crisis puntuales, progresivamente se ha querido fortalecer estas redes en aras de una mayor estabilidad de ingresos y niveles mínimos de bienestar, ante la evidencia de que la volatilidad económica no es un problema erradicado de una vez y para siempre (Acosta y Ramírez, 2004).
El principio normativo que alentó esta nueva tendencia de la política social fue el llamado manejo social del riesgo. En efecto, uno de los riesgos que enfrenta la población y que se contemplan al formular este tipo de programas es la ausencia o pérdida del empleo, particularmente para ciertos grupos de población (jóvenes, mujeres, minorías étnicas, personas poco calificadas) y la caída de los ingresos del hogar por la pérdida del empleo del jefe o la jefa de hogar. También se contemplan los riesgos asociados a ciertas etapas del ciclo vital (envejecimiento y maternidad, entre otras), los efectos negativos sobre las capacidades humanas causados por la deserción escolar, la deficiente nutrición o la falta de atención en materia de salud, así como los impactos de los desastres naturales (inundaciones, terremotos, sequías). De los programas que han surgido al amparo de este giro en la política social, destacan tres grandes grupos: los programas de generación de empleo (obras públicas, subsidios a la creación de empleo y líneas de crédito subsidiado), los programas de capacitación (jóvenes y desempleados) y los programas de transferencias condicionadas o con corresponsabilidad.
La expansión del gasto social desde la década de 1990, el impulso a estas nuevas formas más integradas de política social y las transferencias públicas sociales de mayor cobertura en la actual década han incidido positivamente en la reducción de la pobreza y, en algunos países, de la desigualdad, sobre todo durante los años previos a la crisis financiera mundial de 2008. Los impactos y amenazas de esta crisis en materia de costos sociales dieron aún más ímpetu en la región al debate en torno al papel del Estado como regulador, fiscalizador, agente principal de redistribución de recursos y garante de sistemas más universales de protección social ante la vulnerabilidad y la pobreza. Las medidas contracíclicas asumidas por la mayoría de los Estados nacionales en América Latina y el Caribe frente a los impactos de la crisis en el empleo, la actividad económica y la vulnerabilidad social reflejan este cambio de dirección. La lógica contracíclica del gasto social ha jugado un papel decisivo en evitar los costos sociales de la crisis, a diferencia de lo que ocurrió en la década de 1980 durante la crisis de la deuda. Si bien la función social del Estado ante la crisis varía de un país a otro —según la cantidad de recursos que pueda movilizar, su fortaleza institucional y el grado de coordinación entre las diversas medidas anticrisis y entre estas y los programas sectoriales de mayor permanencia—, sin duda se ha posicionado en la región tanto la idea de un papel más activo del Estado, como la de un gasto social menos sujeto a los vaivenes del crecimiento económico.
A continuación se analizan las tendencias de largo plazo del gasto público social y se examina, con la información disponible, la reacción de los Estados latinoamericanos frente a la reciente crisis financiera, incluidos los programas de lucha contra la pobreza.
1. Evolución de largo plazo del gasto público social
El reconocimiento progresivo de la importancia del gasto público social como instrumento para canalizar recursos hacia la población más pobre y la relevancia del desarrollo social para potenciar el desarrollo económico condujo a los países de la región a aumentar paulatinamente ese gasto. A nivel regional, el gasto público, en especial el gasto social, ha registrado un aumento muy significativo en las últimas dos décadas: si bien el gasto público se ha mantenido en torno al 26% del PIB, el gasto social ha pasado del 12,3% del PIB en el período 1990-1991 al 18,4% en 2007-2008. De este modo, la participación del gasto social en el presupuesto ha aumentado considerablemente, de poco menos del 45% del gasto público total a cerca del 65% (véase el gráfico III.1).
GRÁFICO III.1
AMÉRICA LATINA (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO TOTAL Y GASTO PÚBLICO SOCIAL (PROMEDIO PONDERADO), 1990-2008
(En porcentajes del PIB regional)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
También es preciso reconocer la enorme heterogeneidad de los países, no tanto en términos del aumento del gasto social, sino en los niveles pasados y actuales de gasto público. Hay evidentes diferencias en la prioridad macroeconómica que le otorgan los países al gasto social, que va desde menos del 8% del PIB en el Ecuador, Guatemala y el Perú (gobierno central), hasta niveles superiores a un quinto del PIB en la Argentina, el Brasil, Cuba y el Uruguay (véanse las coberturas institucionales del gasto público social en el
recuadro III.1). Esto ocurre pese a que prácticamente todos los países han hecho esfuerzos por aumentar esa cobertura desde los años noventa.
RECUADRO III.1
ACTUALIZACIÓN DEL GASTO SOCIAL


Solo el Ecuador registra una disminución de la prioridad macroeconómica del gasto social entre los períodos 1990-1991 y 2007-2008, mientras que el Brasil, Colombia, Cuba, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia y el Paraguay la incrementaron en más de seis puntos porcentuales en ese lapso. Salvo en Cuba, el Ecuador, Honduras y Nicaragua, los mayores incrementos del gasto social como porcentaje del PIB se registraron durante los años noventa (véanse el gráfico III.2.A y el cuadro III.A-1).
Sin embargo, las diferencias entre países no están relacionadas solamente con la participación del gasto social en el PIB, sino también con el nivel de riqueza de cada país. Los diferentes niveles de desarrollo, así como la carga impositiva y el consecuente presupuesto público general y específicamente social, ocasionan grandes disparidades en la cantidad de recursos por habitante que los Estados pueden destinar a áreas sociales como la educación, la salud, la seguridad y la asistencia social, entre otras. En el extremo de menor gasto por habitante se encuentran el Ecuador, Guatemala, Honduras y Nicaragua —los dos primeros también con bajas prioridades del gasto social respecto del PIB— y entre los que destinan mayores recursos por habitante está la Argentina (sobre 2.000 dólares per cápita), el Brasil, Cuba, Trinidad y Tabago y el Uruguay, todos con más de 1.000 dólares anuales en gasto social por habitante. En promedio, los países de mayor gasto pueden destinar 13 veces los recursos por habitante respecto de los más restringidos en este ámbito. Por otra parte, pese a que solo Trinidad y Tabago registra un gasto actual elevado, junto con El Salvador, el Paraguay, el Perú y la República Dominicana son los países que registraron mayores incrementos absolutos entre los períodos 1990-1991 y 2007-2008, ya que al menos triplicaron el gasto per cápita en el período (véase el gráfico III.2.B y el cuadro III.A-2).
GRÁFICO III.2
AMÉRICA LATINA (21 PAÍSES): EVOLUCIÓN DEL GASTO SOCIAL EN RELACIÓN
CON EL PIB Y DEL GASTO SOCIAL PER CÁPITA

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
Nota: SPNF= sector público no financiero; SP= sector público; GG= gobierno general; GCP= gobierno central presupuestario; GC= gobierno central.
2. Prociclicidad del gasto social respecto del crecimiento
económico: un debate en curso
No obstante la persistencia de los países de la región en aumentar el presupuesto público, y en particular el social, en la mayoría de los casos las oscilaciones de ambos han estado condicionadas por la evolución económica de los países. Este carácter procíclico del gasto es el que se pone hoy en discusión.
Tal discusión se basa en las siguientes consideraciones. Si bien el comportamiento presupuestario ligado al ciclo económico refleja en general una dirección fiscal responsable, en ocasiones puede lesionar procesos de desarrollo económico y social que dependen de un flujo estable de recursos. Esto obedece a que muchos de los procesos de producción de los servicios públicos implican una alta proporción de gastos recurrentes que derivan de compromisos legales o contractuales (por ejemplo, salarios, jubilaciones y pensiones). En algunos casos, las fluctuaciones presupuestarias pueden afectar la continuidad y los niveles de remuneraciones del personal requerido para mantener los servicios públicos y, en otros, la obligatoriedad de las erogaciones públicas conlleva ajustes drásticos en las inversiones (por ejemplo, la construcción, el mantenimiento y la renovación de establecimientos públicos como escuelas y hospitales, así como el equipamiento respectivo).
En este sentido, aunque se ha demostrado que el manejo fiscal responsable es una pieza clave en el desarrollo económico de largo plazo, los sobreajustes que suelen registrarse en el gasto público y en el gasto social por disminuciones en el ritmo de crecimiento pueden afectar negativamente los mismos procesos que se pretende salvaguardar mediante el manejo fiscal prudente. En términos generales, los episodios de reducción del gasto público social en la región son mayores que la caída del crecimiento: entre 1991 y 2008 se registraron 45 episodios de reducción absoluta del nivel de gasto público social en los distintos países, y en un 93% de las ocasiones (42) la baja fue mayor a la registrada en el PIB (incluyendo períodos en que el PIB se mantuvo en aumento).
No obstante lo anterior, la sensibilidad del gasto social al ciclo económico es menor que la del presupuesto en su conjunto, como se puede apreciar en el gráfico III.3. En este sentido, pese a su prociclicidad, el gasto social ha sido más defendido de las fluctuaciones económicas que el presupuesto público destinado a fines no sociales.
GRÁFICO III.3
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): VARIACIÓN ANUAL DEL GASTO PÚBLICO SOCIAL, DEL GASTO PÚBLICO TOTAL Y
EL PRODUCTO INTERNO BRUTO, 1991-2009 a
(En porcentajes de variación)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Promedios ponderados. Las cifras de gasto de 2009 son estimaciones realizadas a partir de datos de siete países.
Nuevamente, la realidad regional no necesariamente refleja las particularidades existentes. Mientras países como la Argentina, el Brasil, México, Panamá, la República Dominicana y el Uruguay exhiben una alta correlación entre la evolución del PIB y la del gasto social, otros como Costa Rica, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Jamaica, el Paraguay y Trinidad y Tabago registran una evolución del gasto social más bien desvinculada del crecimiento, aunque esto implica no solo defensa del presupuesto de los servicios sociales en momentos de contracción económica, sino también expansiones de este que no se condicen con el nivel de crecimiento (muy inferiores o muy superiores). Las diferencias entre los países en materia de prociclicidad del gasto social se pueden apreciar en el gráfico III.4.
Finalmente, cabe considerar que los criterios de evaluación basados en el comportamiento presupuestario, según su grado de apego a los ciclos del crecimiento económico, solo constituyen una referencia general, ya que el hecho de que el gasto social no sea altamente procíclico tampoco implica una baja valoración del área social, pues en la mayoría de las ocasiones ha significado una expansión efectiva del gasto. Un comportamiento inercial del gasto social puede ser poco sensible a las contracciones económicas, pero también a la expansión económica, y no es deseable un gasto social completamente contracíclico, pues conllevaría su reducción precisamente en períodos de crecimiento económico. Es esperable que algunas partidas específicas de gasto sean contracíclicas, como las que financian programas de emergencia en períodos de crisis y aumento de la pobreza, y disminuyen en períodos de auge económico. Otras pueden ser más estables, asociadas a compromisos regulares de pago como la seguridad social y, en otros casos, es esperable que, dentro de márgenes que no produzcan desequilibrios macroeconómicos ni tendencias al déficit fiscal, se expandan cuando hay crecimiento.
GRÁFICO III.4
AMÉRICA LATINA (PAÍSES SELECCIONADOS): VARIACIÓN DEL GASTO SOCIAL
EN COMPARACIÓN CON EL CRECIMIENTO ECONÓMICO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Promedio simple de las tasas de variación de los países.
3. Evolución sectorial del gasto social
Si bien todos los sectores o grandes partidas de gasto han aumentado juntamente con el gasto social, este crecimiento ha sido dispar: la seguridad y la asistencia social son las que mayores crecimientos han anotado, de casi tres puntos porcentuales del PIB, poco más de la mitad de todo el incremento del gasto público social. Esto se debe, en alguna medida, al auge de las políticas de lucha contra la pobreza y en particular de los programas de transferencias condicionadas, como se verá más adelante. Por otra parte, el envejecimiento poblacional y los compromisos asociados de financiamiento de jubilaciones y pensiones, así como la mejoría de los sistemas de seguridad social de varios países de la región, incluido el fortalecimiento de sus componentes no contributivos, han favorecido un incremento mayor de este sector respecto de los restantes (véase el gráfico III.5).
GRÁFICO III.5
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): EVOLUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO SOCIAL SEGÚN SECTORES,
1990-1991 A 2007-2008
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Aumento del gasto en puntos porcentuales entre los períodos 1990-1991 y
2007-2008.
A esto le ha seguido el incremento del gasto en educación, acorde con los diversos compromisos internacionales que han suscrito los países de la región. La participación de este gasto en el PIB ascendió poco más del 50%. Sin embargo, este incremento significativo de recursos no ha estado exento de volatilidades, como se examina en la siguiente sección. Junto con la seguridad y asistencia sociales, el gasto en educación representa casi el 80% del incremento del gasto social total entre los períodos 1990-1991 y 2007-2008.
Por último, de los sectores que se pueden distinguir en el conjunto de países analizados, la partida que financia los sistemas públicos de salud es la que tuvo el crecimiento más bajo en casi dos décadas, incluso menor que el gasto en vivienda y otras partidas relacionadas (como agua y saneamiento). En parte, ello obedece a la tendencia en varios países a la expansión de los servicios de salud por parte del sector privado, en forma consistente con las reformas posteriores al ajuste estructural de los años ochenta. Pero también se debe a que es una partida altamente procíclica, con un componente significativo de gasto en inversión, que se ve fuertemente castigado en períodos de contracción económica o de crecimiento bajo (CEPAL, 2008a).
Los incrementos dispares en las partidas de gasto han significado en cierta medida un cambio en la gravitación de los distintos sectores sobre el gasto social: la participación de la seguridad social se elevó y alcanzó casi el 43% del gasto social en la región, en tanto que la proporción de la educación se ha incrementado levemente (27%). Todo esto en desmedro del gasto en vivienda (9,7%) y, sobre todo, del gasto en salud, cuya participación en el gasto social total disminuyó del 24,1% en 1990-1991 (poco menos de 110 dólares por habitante) al 20,5% en 2007-2008 (poco más de 180 dólares por persona).
4. Tendencias del gasto ante la crisis financiera
Ante la crisis financiera, los países de la región pusieron en marcha medidas de diversa índole. A diferencia de otras ocasiones análogas (como las crisis de las décadas de 1980 y 1990), las medidas no apuntaron a la contracción del gasto, sino a su expansión, al menos de manera transitoria (véase el gráfico III.3). Tales medidas, fueran anunciadas o efectivamente implementadas, incluyeron acciones en materia de política monetaria y financiera, política fiscal, política cambiaria y de comercio exterior, políticas sectoriales, laborales y sociales, y financiamiento multilateral (CEPAL, 2010c). A grandes rasgos, estas medidas estuvieron orientadas a restaurar la confianza y poner en funcionamiento los mercados financieros, como también a fortalecer la demanda.
El abanico de medidas fue bastante amplio, no solo porque los efectos de la crisis diferían de un país a otro y, por lo tanto, también los instrumentos para contrarrestarlos, sino además por las diferencias en cuanto a la capacidad de cada país, determinada por la disponibilidad de recursos, para llevar adelante distintas iniciativas.
En un principio, los bancos centrales desplegaron una intensa actividad para inyectar liquidez en los sistemas financieros a fin de permitir el normal funcionamiento de los mercados de crédito locales u otorgar recursos para el financiamiento en los sectores donde estos eran más escasos. Sin embargo, dados los rasgos de la crisis y, en particular, la brusca disminución de la confianza, se impulsaron medidas adicionales. Aunque era necesario asegurar la liquidez y permitir que la tasa de interés fuera lo más baja posible, la primera no garantizaría el aumento de la oferta de créditos y la última no aseguraría un incremento de la demanda de bienes. Por dicho motivo, también se otorgó importancia a la política fiscal.
En materia de política fiscal, las medidas orientadas a aumentar el gasto tenían mayor potencial que las basadas en una disminución de impuestos. Aunque las segundas generan un aumento del ingreso disponible del sector privado, es posible que en una crisis este se destine en gran proporción al ahorro. En cambio, las medidas dirigidas al aumento del gasto implican un incremento directo de la demanda. No obstante, cuando el mayor gasto se concreta en un aumento de las transferencias directas, el impacto es mayor, en la medida en que se focaliza en sectores con una mayor propensión a consumir. Sin embargo, este tipo de transferencias son más difíciles de llevar a cabo a corto plazo y más exigentes en términos institucionales que las transferencias no focalizadas. Otra de las medidas aplicadas fue la implementación de programas de incremento de la inversión en infraestructura, aunque no todos los proyectos tenían el mismo efecto en términos de empleo y demanda de insumos producidos localmente.
Al momento de cierre de la presente edición del Panorama social de América Latina, se disponía de datos sobre el nivel de gasto público y gasto social en 2009 correspondientes a siete países. Estos datos indican que, a pesar de que en la mayoría de estos países se registró una caída absoluta del PIB, estos siguieron aumentando su gasto social; varios lo habían incrementado en 2008, y 5 de los 7 países hicieron un esfuerzo aún mayor en 2009 (el Brasil, Colombia, Guatemala, Honduras y Panamá). Si bien los restantes también aumentaron su gasto social, lo hicieron a un ritmo menor que en 2008.
Todos los países, salvo Cuba, también incrementaron su gasto público total, aunque casi todos en menor medida que su componente social. Sin embargo, como se aprecia en el gráfico III.6, para poder incrementar su gasto social, Cuba, Guatemala y Honduras debieron disminuir en términos absolutos las erogaciones destinadas al gasto público para funciones no sociales. De los países analizados, solo el Brasil y Panamá incrementaron el gasto no social en mayor medida que el social (este último a una tasa que casi duplica la del gasto social).
GRÁFICO III.6
AMÉRICA LATINA (SIETE PAÍSES): VARIACIÓN DEL GASTO PÚBLICO, EL GASTO SOCIAL, EL GASTO NO SOCIAL Y
EL PIB DURANTE LA CRISIS FINANCIERA
(En porcentajes de variación)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
Entre las medidas fiscales más recurrentes, destacan la disminución de impuestos, el aumento de subsidios y beneficios tributarios, y el aumento o anticipación del gasto. En el ámbito social y productivo, son relevantes el aumento de los recursos destinados a la construcción de viviendas, agua y saneamiento, el fomento a las pequeñas y medianas empresas y el sector agropecuario (facilitación de créditos y plazos), el fortalecimiento de las políticas laborales (seguros de desempleo, subsidio a la contratación, programas de empleo) y de los programas sociales, especialmente los de transferencias condicionadas.
5. Los programas de transferencias condicionadas:
protección de los pobres a lo largo del ciclo de vida
Los programas de transferencias condicionadas (PTC) representan hoy el mecanismo privilegiado para combatir la reproducción intergeneracional de la pobreza en los países de la región. La población beneficiaria de estos programas está constituida por familias pobres y vulnerables con hijos, que reciben transferencias monetarias con la condición de cumplir con determinadas conductas vinculadas al mejoramiento de las capacidades humanas y los logros educativos (véase más información sobre los PTC y la educación en el capítulo II). Estos programas contribuyen a proteger las etapas iniciales del ciclo de vida: las transferencias condicionadas en materia de salud y nutrición están orientadas a la etapa neonatal y a la primera infancia, mientras que las relativas a la educación se dirigen a la infancia y la adolescencia1. Sin embargo, algunos países incorporan también en sus programas transferencias —principalmente sin condiciones— para adultos mayores (el Ecuador, Honduras, Jamaica, México, el Paraguay, el Perú y la República Dominicana), discapacitados (la Argentina, el Ecuador, Jamaica y el Paraguay) y adultos pobres en edad de trabajar (Jamaica) (Cecchini y Madariaga, 2010).
1 En América Latina y el Caribe, la edad máxima para recibir transferencias condicionadas en educación es generalmente alrededor de los 18 años. Las excepciones son el Programa Ciudadanía Porteña de la ciudad de Buenos Aires y Avancemos de Costa Rica, que consideran a los jóvenes de hasta 25 años (Cecchini y Madariaga, 2010).
a) El crecimiento de los PTC
En los tres lustros transcurridos desde la implementación de los primeros PTC en el Brasil (Bolsa Escola) y México (Programa de Educación, Salud y Alimentación (PROGRESA)), el crecimiento de estos programas de asistencia social en los países latinoamericanos y caribeños ha sido constante, tanto en términos de cobertura de la población como de gasto. Alrededor de 2000, los PTC o sus precursores directos —importantes programas de reducción de la pobreza basados en transferencias directas de ingresos como el bono solidario del Ecuador y el Programa de Asignación Familiar (PRAF) de Honduras— ya funcionaban en seis países, con una cobertura de alrededor del 6% de la población de la región y un gasto equivalente al 0,19% del PIB2. En el quinquenio siguiente, la expansión de estos programas fue muy rápida y en 2005 se habían difundido a 17 países de la región y cubrían el 14% de la población regional con un gasto equivalente al 0,24% del PIB.
2 El Brasil, Costa Rica, el Ecuador, Honduras, México y Nicaragua.
En 2008, el gasto en los PTC aumentó al 0,34% del PIB y en 2009 al 0,40% del PIB; este último incremento se debe al efecto combinado de la expansión de lospresupuestos de estos programas y la reducción del PIB debida a los efectos de la crisis económica global (véase el gráfico III.7). En 2010, de los 10 países de los que se dispone de información, 6 aumentaron el presupuesto de los PTC en términos nominales, mientras que 4 lo disminuyeron.
Como resultado de esta expansión, en 2010 uno de cada cinco latinoamericanos y caribeños —113 millones de personas— están recibiendo transferencias monetarias estatales por medio de los PTC. De ellos, alrededor de 52 millones son niños de 0 a 14 años de edad.
Con el lanzamiento del Programa de transferencias monetarias condicionadas (CCTP) en Trinidad y Tabago en 2006 y Mi Familia Progresa en Guatemala en 2008, y el abandono de esta modalidad de programas por parte de Nicaragua en 2006, los países que aplican PTC suman hoy 18. Asimismo, en años recientes se lanzaron nuevos programas o se modificaron los que estaban en marcha: en 2009 la Argentina lanzó la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, que absorbe a los beneficiarios del programa Familias por la inclusión social, y el Estado Plurinacional de Bolivia creó el bono materno infantil Juana Azurduy de Padilla; en 2010 Honduras agregó a la oferta del PRAF una transferencia de 10.000 lempiras anuales (el Bono 10000, que corresponde a alrededor de 500 dólares) con el propósito de mejorar las condiciones de educación, salud y alimentación de los hogares indigentes con niños y adolescentes (véase el cuadro III.1).
b) Heterogeneidad de experiencias
Si bien el crecimiento del gasto y la población beneficiaria es un elemento común de los PTC de la región, los niveles de cobertura efectivamente alcanzados por cada programa varían de modo sustancial.
Alrededor de 2010, el Ecuador, con el Bono de Desarrollo Humano, es el país con el porcentaje más alto de población cubierta por un PTC (44%). Los programas con el mayor número de beneficiarios en términos absolutos son Bolsa Família del Brasil (52 millones de personas, cerca de la mitad de los beneficiarios de PTC a nivel regional), Oportunidades de México (27 millones) y Familias en Acción de Colombia
(12 millones) (véanse el gráfico III.8 y el cuadro III.1). En seis países (la Argentina, el Brasil, Chile, el Ecuador, México y el Uruguay), el número de beneficiarios iguala o supera el número de indigentes3, aunque se puede argumentar que aún hay margen para ampliar este tipo de programas y cubrir a un mayor número de familias que no logran satisfacer sus necesidades básicas, ya que en 2009 alrededor de 190 millones de personas vivían en la pobreza.
3 Sin considerar los errores de inclusión y exclusión de los programas.
Bolsa Família y Oportunidades son además los programas con los presupuestos más grandes en la región (6.200 y 3.500 millones de dólares, respectivamente), aunque en términos de porcentaje del PIB (0,47% y 0,51%, respectivamente) son superados por el Bono de Desarrollo Humano del Ecuador (1,17%) (véanse el gráfico III.9 y el cuadro III.1).
CUADRO III.1
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE COBERTURA Y GASTO PÚBLICO EN PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS (PTC), 2007-2010

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los países; y CEPAL, Estudio económico de América Latina y el Caribe, 2008-2009 (LC/G.2410-P), Santiago de Chile, 2009. Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta: S.09.II.62.
a No se consideran los errores de inclusión y exclusión de los programas.
b Salvo que se indique lo contrario, los datos corresponden al presupuesto de cada programa.
c Los datos del PIB son proyecciones.
d Cobertura estimada sobre la base del número de familias beneficiarias y el tamaño medio de los hogares urbanos del quintil más pobre, año de información más reciente disponible (CEPAL, base de indicadores y estadísticas sociales (BADEINSO) de CEPALSTAT).
e Corresponde al presupuesto ejecutado.
f Beneficiarios del Programa Puente.
g Incluye familias beneficiarias indígenas y desplazadas.
h Incluye beneficiarios adultos mayores y discapacitados.
i Cobertura programada.
j Incluye etapa piloto del Programa de Asignación Familiar (PRAF)/BID fase III.
k Dato calculado a partir de estimaciones nacionales de pobreza no comparables con las estimaciones de la CEPAL sobre los países de América Latina.
l Incluye programa Bonos Familiares para la Compra de Alimentos.
m Datos de 2008.
n Incluye programas Ñopytyvo y Propaís II.
o Total correspondiente a los países que cuentan con información disponible.
p Promedio ponderado.
q Promedio simple.
GRÁFICO III.7
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (19 PAÍSES): COBERTURA DE LOS PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS
Y GASTO PÚBLICO DESTINADO A ESTOS a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los países.
a Promedios ponderados.
GRÁFICO III.8
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (19 PAÍSES): COBERTURA DE LOS PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS, ALREDEDOR DE 2000, 2005 Y 2010
(En porcentajes de la población total)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los países.
GRÁFICO III.9
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (19 PAÍSES): GASTO PÚBLICO EN PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS, ALREDEDOR DE 2005, 2008 Y 2009
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los países.
C. Inversión social en edades tempranas:
el gasto por estudiante

Buena parte del crecimiento del gasto social referido en páginas precedentes se ha sostenido en tiempos de turbulencia económica, precisamente porque se han incrementado las partidas de gasto asociadas a la protección social, en particular la seguridad y la asistencia sociales. El fortalecimiento de los sistemas de protección social por medio de la combinación de mecanismos contributivos y no contributivos es un avance importante en materia de política social y su efecto sobre el bienestar de la población de menores recursos.
Sin duda, queda mucho por avanzar tanto en cuanto a aumentos de cobertura como en mejoría de las prestaciones. Los programas de transferencias condicionadas representan la voluntad de combatir la reproducción intergeneracional de la pobreza (véase al respecto el capítulo II): la mayoría de ellos tiene una perspectiva de ciclo de vida en que se combina la transferencia de ingresos para cubrir carencias básicas presentes de las familias más pobres, con una inversión para mejorar las capacidades de las nuevas generaciones de estas familias, a fin de que puedan tener mayores oportunidades en su vida adulta. En ese sentido, es importante relevarlos en esta edición del Panorama social, que se aboca precisamente a un enfoque de ciclo de vida y reproducción (o reversión) de las desigualdades de una generación a la siguiente.
Estos programas, así como los componentes solidarios de los sistemas de seguridad social y de salud, son un complemento de las grandes líneas de acción de la política social y, por consiguiente, del volumen de gasto público destinado a estas funciones. A modo de ejemplo, mientras en la región el gasto público social ronda el 18% del PIB, los programas de lucha contra la pobreza solo alcanzan el 0,4% del PIB.
Debido al propio diseño de los sistemas de protección social en la región, específicamente la gravitación que tiene su componente contributivo y, por tanto, su dependencia del funcionamiento de los mercados de trabajo, es clave el papel futuro de las generaciones jóvenes para financiar y sostener en el largo plazo dichos sistemas. Como ha destacado en reiteradas ocasiones la CEPAL, hoy en día la región se ve potencialmente beneficiada por un bono demográfico (una proporción creciente de población en edad de trabajar respecto de la población dependiente), pero este tiene una fecha de término definida y es preciso aprovecharlo (CEPAL/OIJ, 2008; CEPAL, 2009).
Aprovechar este bono demográfico implica sobre todo invertir en las nuevas generaciones, dada la ventana de oportunidades que se abre por su menor peso relativo en el total de la población, pero dado también que son estas nuevas generaciones las que deberán ser muy productivas en su vida adulta, cuando la sociedad deba sostener una mayor carga demográfica por efecto de un más abultado contingente de población envejecida. De allí la doble importancia de invertir en las capacidades de la juventud: para acompañar oportunamente la transición demográfica y romper la reproducción intergeneracional de la pobreza, la desigualdad y la baja productividad. También es importante contar con una PEA de mayor productividad porque impulsa el crecimiento económico con la incorporación de conocimientos e innovación al sistema productivo, y complementado con políticas de promoción de derechos sociales y laborales; es además un elemento positivo para los sistemas de protección social.
Las áreas privilegiadas para la inversión en las nuevas generaciones son la salud (sobre todo materno-infantil) y la educación. A lo largo de las últimas dos décadas, se han registrado aumentos presupuestarios significativos en ambos sectores, aunque han estado muy sujetos a las fluctuaciones económicas. El gasto público en estas áreas es el que más ha sufrido por la inestabilidad económica —ya sea por fuentes internas o externas— de muchos de los países de la región.
Con todo, no cabe duda de que los países han realizado ingentes esfuerzos para aumentar los niveles de inversión social en educación y salud, en parte apoyados por el establecimiento de iniciativas y compromisos internacionales, sobre todo en el área educativa (véase el primer acápite del capítulo II). La información disponible es insuficiente para realizar un análisis específico del gasto en salud orientado a infantes, niños y adolescentes a nivel regional, por lo que en las próximas páginas se examinan las tendencias en materia de gasto público en educación —particularmente primaria y secundaria— y los factores que han tenido mayor incidencia en el incremento de dicho gasto. Asimismo, se revisa la incidencia distributiva del gasto público en educación preescolar, primaria, secundaria y terciaria, y se da cuenta de su grado de progresividad, en especial cuando se refiere a niveles educativos cuyo acceso se ha generalizado.
1. El gasto público en educación
El comportamiento del gasto en educación es altamente procíclico: en períodos de fuerte crecimiento económico, se registra una amplia expansión del gasto educativo, pero en momentos de freno o caída económica, su contracción también es significativa, incluso con reducciones superiores a las que cabría esperar respecto de la evolución del PIB (véase el gráfico III.10).
Pese a esta prociclicidad, el esfuerzo de los países ha llevado a aumentos relativos de sus presupuestos educativos en función del PIB; el crecimiento económico en esta década ha facilitado en gran medida la extensión de los servicios educativos. De este modo, el gasto educativo de los países sobre los que se cuenta con suficiente información aumentó, en promedio, del 3,1% del PIB en 1990 al 3,6% en 2000 y al 4,2% en 20084. Dado que entre 1990 y 2008 el producto interno bruto regional casi se duplicó (un 3,4% anual y un 84% en todo el período), la expansión absoluta del gasto público en educación en la región fue del 5% anual o del 140% en todo el período; expresado como gasto por habitante, el aumento promedio se elevó de 86 dólares por persona en 1990, a 119 dólares en 2000 y a 171 dólares en 2008.
4 Es posible que estas cifras no coincidan con las presentadas en la primera sección del capítulo, ya que la información utilizada en este acápite proviene de la clasificación administrativa del gasto público (según su origen), y no de la funcional (según su destino).
GRÁFICO III.10
AMÉRICA LATINA (19 PAÍSES): TASAS DE VARIACIÓN DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO Y DEL GASTO PÚBLICO
EN EDUCACIÓN, 1991-2009 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de cifras oficiales y base de datos sobre gasto social.
a Las cifras de gasto educativo de 2009 son estimaciones realizadas sobre la base de información oficial de seis países.
Las cifras anteriores esconden una gran heterogeneidad de situaciones, tanto respecto del nivel de gasto per cápita como en cuanto a su velocidad de incremento: países como el Ecuador, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Nicaragua, el Paraguay, el Perú y la República Dominicana destinaban menos de 100 dólares por habitante a la educación en 2008, mientras que la Argentina, Costa Rica, México y el Uruguay superan los 250 dólares. Asimismo, el Ecuador, Nicaragua y Panamá son los que menos han incrementado su gasto per cápita (el primero incluso lo disminuyó levemente), en tanto que el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, el Paraguay y el Perú al menos lo triplicaron (véase el cuadro III.2).
CUADRO III.2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN, 1990 Y 2008 a
(En porcentajes y dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Las cifras corresponden a la clasificación administrativa del gasto público y pueden no coincidir con las derivadas de la clasificación funcional.
b Población en edad de estudiar en primaria y secundaria según la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
c Estimaciones sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
Por otra parte, pese a los esfuerzos regionales, los recursos públicos siguen siendo insuficientes. Si bien se ha tomado como referencia el promedio de recursos públicos que emplean los países desarrollados y se ha planteado la necesidad de que los países de la región se impongan como meta ese porcentaje de gasto (en 2006, 27 países de la Unión Europea tenían un gasto público en educación del 5,04% del PIB5), en América Latina y el Caribe varios países destinan montos superiores, como se puede apreciar en el gráfico III.11, pero aún bajos para sus necesidades en términos absolutos.
5 Véase [en línea] http://epp.eurostat.ec.europa.eu/tgm/table.do?tab=table&init=1&language=en&pcode=tsdsc510&plugin=1
No obstante lo anterior, un alto número de países aún tienen cierto margen para expandir el gasto público en educación, lo que en un contexto de crecimiento futuro relativamente sostenido puede involucrar una gran cantidad de recursos que se pueden orientar tanto a la universalización de la educación primaria y secundaria como a reforzar otros procesos, como la retención escolar y la calidad de los aprendizajes.
GRÁFICO III.11
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (36 PAÍSES): GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN, 2006-2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, No 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Las cifras corresponden a la clasificación administrativa del gasto público y pueden no coincidir con las derivadas de la clasificación funcional.
2. El gasto en educación primaria y secundaria
una mejor manera de analizar la evolución del gasto es en función de la población específica a la que se orienta dicha inversión. la educación es un proceso de toda la vida y, por tanto, el aporte de recursos públicos que la faciliten debería favorecer en mayor o menor medida a todos los integrantes de la sociedad. sin embargo, el sistema de educación formal (preprimaria, primaria, secundaria y terciaria) tiende a dirigirse a poblaciones más específicas: los niños y los jóvenes. teniendo en cuenta que la educación preprimaria y la terciaria no son obligatorias en la mayoría de los países, y que a esta última pueden incorporarse estudiantes de todas las edades, nos interesa en este punto analizar el gasto en educación primaria y secundaria6.
6 El ciclo secundario completo no es obligatorio en todos los países de la región; sí lo es el ciclo básico de educación, que comprende la primaria y el ciclo inferior de secundaria, lo que típicamente representa nueve años de estudio (véase el cuadro III.3).
En el marco de la especial atención que se presta en esta edición del Panorama social a la población joven, uno de los argumentos fundamentales que impulsa a analizar el gasto educativo en función de su población objetivo es el efecto del envejecimiento poblacional, que en América Latina se expresa principalmente en el ya mencionado bono demográfico. Como se observa en el gráfico III.12, es relevante la disminución que se registra entre 1990 y 2010 en el peso de los grupos de edad que típicamente están en edad de estudiar (de 5 a 19 años), junto con un aumento sostenido del grupo en edad de trabajar; el aumento de la población adulta mayor es una tendencia que se acentuará en los próximos años.
GRÁFICO III.12
AMÉRICA LATINA: POBLACIÓN SEGÚN GRANDES
GRUPOS DE EDAD, 1950-2050
(En porcentajes)

Fuente: Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) - División de Población de la CEPAL, estimaciones y proyecciones de población.
En el cuadro III.3 puede observarse una relación más exacta de la población que efectivamente está en edad de recibir educación primaria y secundaria, de acuerdo con los criterios de duración de los ciclos educacionales de la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) – 1997 de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO)7. En promedio, esa población disminuyó del 27% de la población total en 1990 al 23,4% en 2008. Naturalmente, los países se encuentran en distintos estadios de la transición demográfica, lo que influye en el ritmo de disminución: mientras en el Brasil, el Ecuador, El Salvador, México y Nicaragua la reducción del peso de la población en edad de estar en primaria o secundaria supera los 4,5 puntos porcentuales (lo que no significa disminuciones absolutas del número de personas), en el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras y el Uruguay la reducción relativa es mínima. Los primeros países se hallan en la fase de transición demográfica moderada, en tanto que el último está en la etapa de transición muy avanzada (Chackiel, 2004).
7 Niños y jóvenes de 6 a 17 años aproximadamente. Esto varía de un país a otro según la edad oficial de entrada al ciclo primario y la duración de este nivel y del secundario.
Teniendo en cuenta que la población en edad de estudiar representa solo alrededor de un cuarto de la población total y que ha ido reduciéndose, el gasto público destinado a la educación primaria y secundaria en relación con la población a la que potencialmente se orienta ha aumentado en forma significativa: en promedio, de 215 dólares por persona en edad de estudiar en 1990 a 352 dólares en 2000 y a 549 dólares en 2008. De este modo, la transición demográfica ha favorecido el aumento del gasto educativo, ya que por cada dólar por estudiante potencial que se destinaba en 1990, en 2008 se destinan 2,7 dólares. Estas condiciones demográficas permiten a la región acelerar la formación de capacidad de las generaciones jóvenes.
Sin embargo, para determinar el gasto efectivo por estudiante, es decir en función de la proporción de la población en edad de estar en primaria o secundaria que se beneficia de la inversión pública en estos niveles educativos, es necesario tener en cuenta otros dos grandes elementos: el porcentaje efectivo de estudiantes matriculados y el porcentaje de estudiantes que asisten a establecimientos públicos.
Respecto del primero, buena parte de los avances en materia educativa en la región refieren precisamente al aumento de la cobertura y el acceso a los sistemas educativos. Como promedio, en la región actualmente el nivel de acceso entre la población en edad de estar en primaria o secundaria es de casi el 90%, con un marcado crecimiento principalmente entre 1990 y 2000 (del 71% al 85%). Una gran proporción de la inversión en materia educativa se ha orientado a aumentar la cobertura en la enseñanza secundaria (la primaria ya era prácticamente universal a comienzos de la década de 1990). La expansión del gasto ha permitido integrar a un mayor número de niños y jóvenes, sobre todo provenientes de familias de bajos ingresos. En la mitad de los 18 países analizados, más del 90% de los niños y jóvenes en edad de cursar los ciclos obligatorios acceden a la educación; solo en Guatemala, Honduras, Nicaragua, el Paraguay y la República Dominicana el acceso efectivo es menor al 85%; en 1990 en casi todos los países el acceso era inferior a este nivel y en 13 países, más del 20% de la población en edad de estudiar estaba fuera del sistema educativo (véase el cuadro III.4). No obstante, este mismo aumento de la cobertura también deriva en un incremento menor del gasto por estudiante.
Respecto del porcentaje de estudiantes que asisten a escuelas públicas, cabe notar que parte de la relevante expansión del acceso a los sistemas educativos también ha sido posible por la progresiva inversión privada en servicios educativos, incluida la oferta ligada a fundaciones y organizaciones asociadas a las diversas iglesias y comunidades. Esto ha permitido desplazar una buena proporción de estudiantes a los servicios privados, con la consiguiente liberación de plazas en el sector público (lo que también facilita el aumento del gasto público por estudiante), pero también el inicio de procesos de segregación escolar y progresiva diferenciación de la calidad de los servicios educativos.
En 1990, casi el 84% de los estudiantes asistía a instituciones dependientes del financiamiento público, porcentaje que disminuyó a algo menos del 81% en 2008. Aunque es una tendencia relativamente generalizada en los países de la región, hay importantes diferencias en cuanto a la extensión de la privatización de los servicios educativos. En el Brasil, Colombia, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia y el Uruguay aumentó el porcentaje de estudiantes que asisten a sistemas públicos de enseñanza, aunque, salvo en el último país, también se elevó el número de estudiantes de instituciones privadas (con o sin fines de lucro) en dos millones y medio de personas. Por el contrario, en Chile, el Ecuador, Honduras y el Perú, el porcentaje de estudiantes privados ha aumentado significativamente (siete puntos porcentuales o más), aunque en ninguno se observó una reducción del número absoluto de estudiantes públicos. Cabe destacar que solo en Chile más del 50% de los estudiantes asisten a centros educativos privados (incluidos establecimientos privados que reciben subvención pública) y en los restantes países este porcentaje es del 30% o menor.
Entre 1990 y 2008 el número de estudiantes primarios y secundarios que asistían a escuelas públicas en la región aumentó en casi 29 millones, hasta totalizar 91,2 millones (18,5 millones asistían a escuelas privadas)8.
8 Los estudiantes aquí analizados son los que asisten a la educación primaria o secundaria y tienen la edad para estar en dichos niveles educativos. En las cifras no se consideran los estudiantes secundarios rezagados (por lo general, de 18 o más años de edad).
CUADRO III.3
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (41 PAÍSES Y TERRITORIOS): EDUCACIÓN OBLIGATORIA Y DURACIÓN OFICIAL DE
LOS CICLOS PRIMARIO Y SECUNDARIO, 2007-2008 a
(En grupos de edad y número de años)

Fuente: Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), Informe de Seguimiento de la Educación para Todos en el Mundo 2010. Llegar a los marginados, París, 2010.
a Duración de los ciclos según la Clasificación Internacional Normalizada de la Educación (CINE) de 1997.
b Edades en las que se puede exigir la asistencia a la escuela o la recepción de educación hasta completar el ciclo educativo. La última columna muestra los grados obligatorios del ciclo escolar primario y secundario dentro del rango de edad indicado en la primera columna.
CUADRO III.4
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): INDICADORES DE COBERTURA Y GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN, 1990 Y 2008
(En porcentajes y dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a En dólares de 2000.
b Estimaciones sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
3. El aumento del gasto por estudiante y factores asociados
Los factores antes señalados (el crecimiento económico, las medidas fiscales, el crecimiento y envejecimiento poblacional y el aumento de la cobertura educativa, entre otros) ocasionaron incrementos dispares del gasto público por estudiante de enseñanza primaria y secundaria. Por una parte, la Argentina, Chile, Costa Rica y México han aumentado su gasto público por estudiante en 600 dólares o más en todo el período y todos los países de América Latina, incluido el Uruguay, alcanzan un nivel superior a los 1.000 dólares por estudiante.
En contraste, el Ecuador, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala y Panamá han observado un incremento inferior a 150 dólares por estudiante en prácticamente dos décadas. De acuerdo con la información disponible, Nicaragua no registra aumentos significativos del gasto por estudiante entre 1990 y 2008. Cabe señalar que dentro del grupo de países que han registrado pocos incrementos en esta materia, Panamá efectúa un gasto superior a 500 dólares por estudiante y El Salvador y Guatemala registran un nivel en torno a los 250 dólares (véase el gráfico III.13). En promedio, en la región el incremento del gasto dirigido a estudiantes que asisten a escuelas públicas se duplicó con creces (aumento del 4,7% anual).
GRÁFICO III.13
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): GASTO PÚBLICO POR ESTUDIANTE DE PRIMARIA Y SECUNDARIA, 1990 Y 2008 a
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Ordenado según el gasto por estudiante de 2008.
Si se analiza la composición temporal del aumento del gasto público por estudiante (períodos 1990-2000 y 2000-2008), se puede observar que la mayoría de los países incrementaron más su gasto entre 2000 y 2008, pese a que el período de tiempo es menor. Las excepciones las constituyen Chile, México, Panamá y el Paraguay, que registraron mayores avances en la década de 1990 (véase el gráfico III.14). Lo anterior se debe principalmente a que la mayoría de los países elevaron más la cobertura en el primer período: en promedio, el aumento de cobertura entre 1990 y 2000 fue de alrededor de 14 puntos porcentuales, comparado con 5 puntos porcentuales adicionales entre 2000 y 2008 (véase el cuadro III.4). Esto significó que buena parte del aumento del gasto público educativo se centrara en la incorporación de nuevos estudiantes, lo que limitó la expansión del gasto medio por alumno. Luego de los avances de la década de 1990 (y anteriores), el aumento del gasto se ha destinado, en gran medida, a mejorar las condiciones que afectan de manera directa o indirecta el proceso educativo: mejora en infraestructura, equipamiento, material didáctico y salarios docentes, entre otros.
GRÁFICO III.14
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COMPOSICIÓN TEMPORAL DEL AUMENTO DEL GASTO PÚBLICO POR ESTUDIANTE,
1990-2000 Y 2000-2008 a
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Ordenado según variación observada entre 1990 y 2008.
También es posible analizar el aumento del gasto público educativo por estudiante de acuerdo al efecto, positivo o negativo, de diversos factores. Los factores considerados en el presente análisis son:
• Factores económicos y presupuestarios: crecimiento económico, prioridad macroeconómica del gasto público, prioridad fiscal del gasto público en educación primaria y secundaria, y relación entre el gasto diario por estudiante y el total de estudiantes (el desembolso adicional de recursos públicos debido a la repetición escolar9).
9 Las diferencias en estos niveles de gasto solo refieren a estudiantes de secundaria que no pertenecen al grupo de edad que debe asistir a este nivel. Este efecto se registró solo a nivel de diferencias de gasto y no de población atendida, para evitar la doble contabilidad del efecto que produce el rezago escolar.
• Factores demográficos y educativos: crecimiento poblacional, envejecimiento de la población (proporción de población en edad de estudiar), aumento del acceso a la educación y nivel de privatización de los servicios educativos.
• Interacción entre ambos grupos de factores.
En primer lugar, mientras el crecimiento económico y los presupuestos son los motores principales del aumento del gasto público por estudiante, los factores demográficos y de extensión del sistema educacional público han tendido
a contenerlo, como se señaló, debido principalmente a la incorporación de mayor número de personas que reciben servicios educativos. De esta forma, el aumento medio de la región se debe a una expansión absoluta del gasto público en educación (en gran parte, gracias al crecimiento económico, como se verá más adelante) que habría permitido llegar a un nivel de poco menos de 850 dólares por estudiante (comparado con el monto actual de 710 dólares) y a un efecto poblacional y de cobertura educativa pública que disminuye el gasto por estudiante en algo menos de 170 dólares. Con todo, la mayor relevancia de los factores económicos y presupuestarios, así como la interacción favorable entre ambos grupos de factores, permitió expandir el gasto en alrededor de 400 dólares por estudiante entre 1990 y 2008 (véase el gráfico III.15).
GRÁFICO III.15
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): GRUPOS DE FACTORES ASOCIADOS A LA VARIACIÓN DEL GASTO PÚBLICO
POR ESTUDIANTE
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
En todos países analizados, los factores económicos y presupuestarios fueron los que más contribuyeron a la variación del gasto por estudiante. Esto es particularmente notable en la Argentina, Chile, México y, en menor medida, en Costa Rica, el Paraguay y el Uruguay. Además, en el Brasil, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Nicaragua y Panamá, estos factores apenas permitieron contrarrestar la contribución negativa de los factores poblacionales y de cobertura. Con la excepción de Nicaragua, que anotó un avance algo menor, todos los restantes países aumentaron la cobertura educativa en 20 o más puntos porcentuales (véase el cuadro III.4).
Asimismo, es interesante mencionar que Chile, el Ecuador y el Perú fueron los que observaron un menor aumento del número de estudiantes públicos (3,6%, 2,1% y 7,1%, respectivamente); todos ellos registraron un avance notable en sus coberturas educativas, que también fue acompañado de una gran expansión de la presencia privada en el sector educativo. Esto originó, en buena medida, la baja gravitación de los factores demográficos en el incremento del gasto por estudiante en dichos países.
Es indudable que los factores económicos relacionados con el presupuesto fueron los que impulsaron los incrementos del gasto por estudiante, y que la dinámica demográfica y el aumento de la cobertura educativa en general han contenido dicha expansión.
El crecimiento económico ha sido uno de los factores económicos y presupuestarios que más ha contribuido al aumento del gasto por estudiante. Esto ha sido particularmente notorio en la Argentina, Chile, Costa Rica, el Estado Plurinacional de Bolivia, Honduras, Panamá, el Perú, la República Dominicana y el Uruguay, como se aprecia en el gráfico III.16. En algunos países, buena parte del incremento del gasto por estudiante ha obedecido al aumento del presupuesto público, que ha conllevado un aumento inercial del presupuesto en educación (la Argentina, el Ecuador, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Panamá, el Paraguay y el Uruguay); pero en otros también cobró relevancia el esfuerzo específico por aumentar este último (el Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Honduras, México, el Paraguay, el Perú y la República Bolivariana de Venezuela). En términos generales, el segundo factor importante en el aumento del gasto por estudiante, después del crecimiento económico, fue el aumento de la prioridad fiscal del gasto educativo. Por último, es necesario considerar que una porción relativamente pequeña de los recursos debe destinarse a retener a los estudiantes secundarios y favorecer la culminación del ciclo de los que se encuentran rezagados, ya sea por repetición de grados o por el abandono del sistema y la posterior reincorporación.
En general, en la medida en que aumenta la cobertura educativa, se incorporan estudiantes de grupos de más escasos recursos, que enfrentan mayores dificultades para mantener ritmos de progresión oportuna, por lo que ha tendido a crecer el rezago escolar y, por tanto, a frenarse la expansión del gasto por estudiante, en países que han hecho mayores esfuerzos en materia de educación. Entre 1990 y 2008, algunos países lograron reducir la proporción de estudiantes rezagados, aun en un contexto de ampliación de la cobertura educativa, lo que en promedio significó un aumento de alrededor de 11 dólares anuales por estudiante. La Argentina, el Brasil, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Honduras, México y Nicaragua aumentaron la proporción de gasto adicional por extraedad en el nivel secundario, con una pérdida de alrededor de 10 dólares por estudiante. El Brasil es el país donde mayor impacto ha tenido el aumento de los estudiantes secundarios rezagados, que implicó un gasto adicional de unos 1.000 millones de dólares anuales.
GRÁFICO III.16
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): FACTORES ECONÓMICOS
Y PRESUPUESTARIOS ASOCIADOS A LA VARIACIÓN DEL
GASTO POR ESTUDIANTE a
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Ordenados según la incidencia del crecimiento económico en el aumento del gasto por estudiante.
Los factores demográficos relativos a la cobertura educativa y la participación de los agentes públicos y privados en ella han cumplido en conjunto un papel de contención del aumento del gasto por estudiante. Esto, a pesar de que no todos los factores considerados actuaron en la misma dirección ni tuvieron la misma gravitación. Por una parte, el crecimiento vegetativo de la población, todavía marcado en la mayoría de los países de la región, es el proceso que mayor relevancia tuvo para limitar el aumento de recursos por estudiante. Dicho de otro modo, el considerable aumento del gasto educativo a lo largo de las dos décadas pasadas ha sido más bien de carácter extensivo (aumento del número de estudiantes), lo que ha dificultado bastante la inversión pública en educación (el aumento de los recursos por estudiante). Esto se refleja además en el efecto negativo que tiene el aumento de la cobertura educativa pública, como se aprecia en el gráfico III.17. El crecimiento poblacional ha sido el factor más relevante en todos los países, salvo en el Brasil, El Salvador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, la República Dominicana, el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela. En el Brasil, El Salvador y el Uruguay, el aumento de la cobertura educativa pública fue el factor de mayor importancia.
Finalmente, dos factores que han jugado a favor del aumento del gasto por estudiante son el envejecimiento poblacional, que ha conllevado disminuciones de la proporción de la población en edad de estudiar, relevantes principalmente en la Argentina, el Brasil, Chile y México, y el aumento de la participación privada en la entrega de servicios educativos, especialmente en la Argentina y Chile. En el cuadro III.5 se ofrece una visión general del diverso peso de todos los factores.
GRÁFICO III.17
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): AUMENTO DEL GASTO
POR ESTUDIANTE SEGÚN FACTORES
DEMOGRÁFICOS Y EDUCATIVOS a
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-
2021.pdf, 2010.
a Ordenados según la incidencia del crecimiento poblacional en la disminución del gasto por estudiante.
4. Recursos requeridos para universalizar la educación
primaria y secundaria
Como se vio en las páginas anteriores, en América Latina se registró durante las décadas pasadas una notable expansión del gasto público en educación. Buena parte de este aumento se concentró en la ampliación de la cobertura educativa. Sin embargo, una proporción del aumento de recursos también se destinó a mejorar las condiciones de funcionamiento de los sistemas educativos, lo que se expresa en el aumento del gasto por estudiante. Ambos procesos se vieron facilitados por un crecimiento económico significativo en dicho período, por acciones tendientes a incrementar el presupuesto público y el de educación, por la disminución relativa de la población en edad de estudiar y, en algunos países, por la mayor participación del sector privado en la provisión de servicios educativos.
No obstante los progresos observados en materia de cobertura educativa, todavía resta incorporar y mantener en la educación formal un alto porcentaje de población en la región, que totaliza casi siete millones de niños y adolescentes, principalmente de los sectores de menores ingresos de cada país.
Dados estos grandes avances, la inversión adicional requerida no es muy significativa desde el punto de vista presupuestario, aunque la situación es algo más compleja en los países más pobres de la región, en los que además hay una mayor proporción de niños y jóvenes fuera del sistema educativo. Asumiendo que la totalidad de la población en edad de estudiar que está fuera del sistema educativo debe cubrirse a partir de recursos públicos, la universalización efectiva del acceso a la educación significaría una redistribución de recursos públicos en el sistema educativo o una expansión del presupuesto del área.
La redistribución de recursos para cubrir la totalidad de la población en edad de estudiar implicaría una reducción del gasto por estudiante en torno a los 66 dólares anuales en promedio. Las mayores reducciones proporcionales de recursos por estudiante se registrarían en Guatemala, Honduras, el Paraguay y la República Dominicana, en un rango de entre 51 y 88 dólares anuales por estudiante (véase el gráfico III.18.A).
Finalmente, si la opción para universalizar la educación primaria y secundaria es el aumento de los recursos presupuestarios, el incremento medio del presupuesto solo alcanzaría el 0,4% del PIB de 2008. Este incremento es abordable para la mayoría de los países y situaría el gasto público en educación en torno al 4,6% en promedio para los 18 países analizados. De acuerdo con los criterios normativos internacionales y las capacidades de incremento presupuestario, la mayoría de los países deberían estar en condiciones de efectuar dicha expansión, con las excepciones del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, cuyos gastos educativos ya exceden con creces el 6,5% del PIB (véase el gráfico III.18.B). De todas maneras, con un aumento paulatino del presupuesto a lo largo de los próximos años y, en algunos casos, con un poco de ayuda internacional, es posible en la región lograr el acceso y la conclusión universal de la educación primaria y secundaria. Entre otras iniciativas de aumento del presupuesto nacional combinado con ayuda financiera y técnica internacional, destaca la llamada Metas Educativas 2021: la educación que queremos para la generación de los bicentenarios, recientemente aprobada por los gobiernos nacionales iberoamericanos, que considera metas en distintos ámbitos del sistema educativo, como también objetivos de carácter financiero.
GRÁFICO III.18
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): ESTIMACIONES DE GASTOS DE LA UNIVERSALIZACIÓN
DE LA ENSEÑANZA PRIMARIA Y SECUNDARIA

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
RECUADRO III.2
ESTIMACIÓN DEL GASTO POR ESTUDIANTE

5. Incidencia distributiva del gasto público en educación
En el presente apartado se analiza la distribución del gasto público en educación que se destina a financiar escuelas de carácter público, no administradas por el sector privado, aunque pueden en algunos casos implicar el financiamiento privado de los hogares. El procedimiento supone la imputación del gasto por estudiante en cada nivel, expresado en valores mensuales, a quienes declaran asistir a escuelas públicas en las encuestas de hogares. Luego se expresa en términos per cápita por hogar y se compara con la distribución del ingreso per cápita de los distintos grupos de ingreso. La distribución del gasto se analiza en función de la ordenación del ingreso per cápita disponible antes de esta transferencia en especie.
En primer lugar, como promedio simple de 15 países de la región, el gasto público en educación es levemente progresivo en términos absolutos y mucho más progresivo que la distribución del ingreso per cápita, como se puede apreciar en el gráfico III.19.A.
GRÁFICO III.19
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN SEGÚN ESTRATOS DE INGRESO
Y COMPARACIÓN CON EL INGRESO PER CÁPITA a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países y datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
a Promedios simples.
Además, el gasto en educación primaria es el más progresivo de la región. Esto se debe, en gran medida, a que ha alcanzado una cobertura casi universal en la gran mayoría de los países, aun cuando la participación del sector privado solo involucra en promedio poco más del 17% de los estudiantes de este nivel. Le sigue en progresividad el gasto en educación preescolar10. Sin embargo, en la mayoría de los países este nivel no es obligatorio, por lo que su cobertura es relativamente baja, sobre todo en los sectores de bajos ingresos; las familias de altos ingresos suelen utilizar servicios de carácter privado en este nivel.
10 De acuerdo con la información disponible en las encuestas de hogares, en la mayoría de los países solo se pudo analizar la distribución del gasto en preescolar relativo a niños de 4 a 5 años de edad.
En la educación secundaria, el grado de progresividad del gasto disminuye. En el nivel secundario inferior, todavía es un gasto progresivo en términos absolutos (véase el gráfico III.19.C), ya que en todos los países la asistencia es aún obligatoria y el acceso, generalizado. Sin embargo, ya en los últimos años de la educación secundaria, que no es obligatoria en todos los países (véase el cuadro III.3), el acceso de los estratos de menores ingresos disminuye marcadamente, más que en los restantes grupos socioeconómicos (véase el gráfico II.20). Esto merma el carácter progresivo de la distribución del gasto público en ese nivel. Además, la participación privada en los servicios de educación secundaria es más elevada: en promedio, el 25% de los estudiantes asiste a escuelas privadas, en su mayoría pertenecientes a estratos de altos ingresos.
Finalmente, para que el gasto en educación postsecundaria, sobre todo en la universitaria, sea progresivo, claramente se requiere expandir la cobertura hacia jóvenes de estratos socioeconómicos más bajos. De todos modos, su regresividad es menor que la correspondiente a la distribución del ingreso per cápita, aunque no en todos los países: en El Salvador, Guatemala y Honduras el gasto es incluso más regresivo que la distribución del ingreso, y es casi igual de regresivo que esta en Nicaragua y el Paraguay (véase el cuadro III.6). En todos estos países, el acceso a la educación postsecundaria es muy bajo y está concentrado principalmente en los estratos de altos ingresos.
El hecho de que el gasto en educación postsecundaria, en particular la universitaria, sea muy regresivo suele utilizarse como argumento para señalar la necesidad de reducir el gasto público en este nivel para destinarlo a niveles
inferiores, donde se podrá focalizar mejor en los estratos de menores ingresos. Sin embargo, puesto que en los sistemas educativos operan más bien mecanismos de autofocalización, es precisamente la existencia de educación superior pública la que da la oportunidad a los sectores de más bajos ingresos de tener una efectiva movilidad social. Por lo tanto, la labor pública debe orientarse a lograr que una proporción cada vez mayor de estudiantes de bajos ingresos continúe sus estudios postsecundarios y a aumentar la progresividad del gasto en este nivel, como lo demuestra el hecho de que en los países con mayor cobertura en educación superior el gasto sea bastante menos regresivo.
La evidencia es elocuente en el sentido de que, cuanto más se incorpore a la población infantil y juvenil a los distintos niveles de educación y se universalice su progresión hacia ciclos superiores, mayor será el efecto redistributivo igualitario que tenga el gasto en educación. En este sentido, no hay políticas con mayor efecto igualitario que las que logran alcanzar coberturas universales. Los datos aquí presentados muestran que la mayor cobertura en los distintos niveles educativos está asociada al impacto más redistributivo del gasto en dichos niveles.
GRÁFICO III.20
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): ACCESO A LA
EDUCACIÓN PÚBLICA a
(En porcentajes de miembros del hogar)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países y datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
a Promedio simple de los países. Se considera el porcentaje de personas en hogares que tienen algún miembro asistiendo al sistema público de educación, y no el porcentaje de hogares, para obtener estadísticas comparables con la distribución del ingreso per cápita de las personas.
CUADRO III.6
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): COEFICIENTE DE CONCENTRACIÓN DE GINI DE LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO
PER CÁPITA DE LAS PERSONAS Y DEL GASTO EDUCATIVO POR NIVELES

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los países y datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
CUADRO III.5
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): CONTRIBUCIÓN DE LOS FACTORES ECONÓMICOS Y DEMOGRÁFICOS
AL AUMENTO DEL GASTO POR ESTUDIANTE, 1990-2008
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de datos del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS) y CEPAL/Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), “Metas Educativas 2021: estudio de costos”, Documentos de proyecto, N° 327 (LC/W.327), Santiago de Chile [en línea] http://www.eclac.org/publicaciones/xml/0/40520/metas-educativas-2021.pdf, 2010.
a Gasto en educación primaria y secundaria.
b Costo asociado a la atención de estudiantes secundarios que no pertenecen al grupo de edad que debe estar en este nivel.
Anexo
CUADRO III.A-1
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL COMO PORCENTAJE DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-2
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL PER CÁPITA
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-3
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL COMO PORCENTAJE DEL GASTO PÚBLICO TOTAL a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Los montos oficiales del gasto público total provienen de las clasificaciones funcionales del gasto público de los países, pero es posible que difieran de otros informes también de carácter oficial basados en otro tipo de clasificaciones.
b Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
c Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
d Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). Serie descontinuada. La cifra del bienio 1994-1995 corresponde a 1994 y la 2004-2005, a 2005.
e La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
f La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
g La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
h Las cifras de 1990 a 1999 corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 2000 en adelante, a datos del gobierno general.
i La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
j Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
k Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-4
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL EN EDUCACIÓN COMO PORCENTAJE
DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras del año 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-5
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL EN SALUD COMO PORCENTAJE
DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-8
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL PER CÁPITA EN EDUCACIÓN
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras del año 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-9
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL PER CÁPITA EN SALUD
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras del año 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 las cifras corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-10
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (20 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL PER CÁPITA
EN SEGURIDAD Y ASISTENCIA SOCIAL
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario, y las de 1999 en adelante, a datos del gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible. No se incluye a Nicaragua.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible. No se incluye a Nicaragua.
CUADRO III.A-11
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES): GASTO PÚBLICO SOCIAL PER CÁPITA EN VIVIENDA Y OTROS
(En dólares de 2000)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), base de datos sobre gasto social.
a Las cifras del Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala, Honduras y Panamá corresponden a 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponden a 1995 y las de 2006-2007, a 2006.
c Cifras preliminares. Las cifras de 2000 en adelante provienen del Ministerio de Hacienda y no son comparables con las anteriores. Los datos de la serie anterior provienen del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
d La cifra de 2006-2007 corresponde a 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde a 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996 y la de 2004-2005, a 2004.
g Las cifras de 1990 a 1998 corresponden a datos del gobierno central presupuestario y las de 1999 en adelante, al gobierno general. La cifra de 1998-1999 corresponde
a 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde a 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en casos de países sin información disponible.
CUADRO III.A-12
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): DISTRIBUCIÓN DEL GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN POR NIVELES
EDUCATIVOS, SEGÚN QUINTILES DE INGRESO PER CÁPITA, ALREDEDOR DE 2008
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países
e información del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS).
CUADRO III.A-6
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (20 PAÍSES) : GASTO PÚBLICO SOCIAL EN SEGURIDAD Y ASISTENCIA SOCIAL
COMO PORCENTAJE DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información proveniente de la base de datos sobre gasto social de la Comisión.
a Solo para Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala. Honduras, y Panamá las cifras se refieren al 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponde al año 1995 y 2006-2007 corresponde al año 2006.
c Cifras preliminares. Cifras desde el año 2000 del Ministerio de Hacienda, no comparables con las anteriores. Serie anterior proviene de la DNP del DANE.
d La cifra de 2006-2007 corresponde al año 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde al año 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde al año 1996 y la de 2004-2005 al año 2004.
g Desde 1990 a 1998 las cifras corresponden a datos del Gobierno Central Presupuestario, y 1999 en adelante al Gobierno General.la cifra 1998-1999 corresponde al año 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde al año 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en años de países donde falta información. No incluye Nicaragua.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en años de países donde falta información. No incluye Nicaragua.
CUADRO III.A-7
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (21 PAÍSES) : GASTO PÚBLICO SOCIAL EN VIVIENDA Y OTROS
RUBROS COMO PORCENTAJE DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO
(En porcentajes)

Fuente: Comisión económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información proveniente de la base de datos sobre gasto social de la Comisión.
a Solo para Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Guatemala. Honduras, y Panamá las cifras se refieren al 2009.
b Las cifras relativas al bienio 1994-1995 corresponde al año 1995 y 2006-2007 corresponde al año 2006.
c Cifras preliminares. Cifras desde el año 2000 del Ministerio de Hacienda, no comparables con las anteriores. Serie anterior proviene de la DNP del DANE.
d La cifra de 2006-2007 corresponde al año 2006.
e La cifra de 1992-1993 corresponde al año 1993.
f La cifra de 1996-1997 corresponde al año 1996 y la de 2004-2005 al año 2004.
g Desde 1990 a 1998 las cifras corresponden a datos del Gobierno Central Presupuestario, y 1999 en adelante al Gobierno General.la cifra 1998-1999 corresponde al año 1999.
h La cifra de 1996-1997 corresponde al año 1996.
i Promedio simple de los países. Incluye estimaciones en años de países donde falta información.
j Promedio ponderado de los países. Incluye estimaciones en años de países donde falta información.
Capítulo IV
Economía generacional, sistemas de transferencias y desigualdad
en América Latina
A. La economía generacional

Para analizar cómo se puede lograr una mayor igualdad en América Latina y el Caribe es fundamental contar con un enfoque que tenga en cuenta las distintas generaciones y el ciclo de vida, como el que se privilegia en esta edición del Panorama social. Esto es especialmente significativo si consideramos que la región atraviesa por un período de transformaciones demográficas muy marcadas, con importantes repercusiones en la estructura por edad de la población que se manifiestan, sobre todo, en un aumento de la proporción de adultos y personas mayores. Se plantean grandes cambios en los pesos relativos de los segmentos de la población potencialmente activos (adultos) y potencialmente dependientes (niños, jóvenes y personas mayores), y, por tanto, en la composición de las inversiones en desarrollo de capacidades (educación) y del consumo en materia de salud, protección social y cuidado de las personas dependientes.
En esta región caracterizada por marcados niveles de desigualdad (CEPAL, 2010a), los mecanismos públicos y privados de financiamiento y atención de las necesidades y el consumo de las personas dependientes tienen, entre otras, fuertes implicancias en materia de generaciones, género y geografía. Todo ello concurre en la transmisión intergeneracional de la pobreza y puede exacerbarse con tendencias como el envejecimiento de la población. Así, por ejemplo, si este envejecimiento implica una mayor proporción de transferencias públicas hacia la población de más edad, dados los crecientes costos en materia de salud y pensiones de ese grupo etario, esto puede mermar las transferencias hacia grupos más jóvenes que no son autónomos en cuanto a la generación de ingresos y que requieren de la inversión, ya sea pública o privada, para desarrollar sus capacidades. Esta es una ecuación de difícil resolución, abordada en los capítulos anteriores en lo que se requiere a las etapas infantiles y juveniles del ciclo de vida, y que en este capítulo se encara desde una dimensión clave: la del financiamiento del consumo, a través de transferencias públicas o privadas, en los distintos grupos de edad.
A lo largo de la vida existen dos períodos importantes de dependencia económica en que el consumo excede la producción laboral: uno al principio y otro al final. Este ciclo de vida económico se repite en todas las economías modernas. Tanto los niños como las personas mayores presentan necesidades de consumo que van desde las más básicas, como alimento, vestimenta y vivienda, hasta las más complejas, como la educación en el caso de los niños y el cuidado de la salud en el de las personas mayores. Aunque con algunas variaciones, gran parte de las necesidades de consumo de las personas que integran estos dos grupos etarios se satisfacen a través de importantes flujos de recursos económicos provenientes de la población en edad de trabajar. Algunos de estos flujos son directos, como cuando los padres proveen lo necesario a sus hijos, y otros son más indirectos, como en el caso de las transferencias mediadas por los gobiernos, las organizaciones filantrópicas y otras instituciones económicas y sociales. Existen otras situaciones todavía más complejas, como las que se originan a partir de ahorros sobre el ingreso laboral que más tarde se convierten, por medio de inversiones directas o de instituciones financieras, en flujos económicos necesarios para la mantención en las edades avanzadas. El conjunto de todos estos flujos constituye la economía generacional.
En todas las sociedades, los flujos intergeneracionales —ya sean públicos o privados— no solo tienden a ser considerables, sino que además suelen tener un impacto importante sobre la igualdad o desigualdad social y el crecimiento económico. El mayor o menor desarrollo de una generación específica de jóvenes depende, en gran medida, de los recursos que reciba de las generaciones de mayor edad, sobre todo en términos de educación y salud. A su vez, el bienestar de los mayores depende, entre otros factores, de sus ahorros previos, del apoyo familiar y de los programas sociales financiados por las generaciones actuales de contribuyentes. El crecimiento económico está muy relacionado con la acumulación de capital, que tiene dos finalidades: proporcionar apoyo en las edades avanzadas y transmitir riqueza a las generaciones futuras.
Debido a que el consumo relativo de las personas varía significativamente a lo largo del ciclo de vida, las transferencias intergeneracionales no son neutrales con respecto a la edad, y, por lo tanto, los cambios en la estructura de edad suelen tener un impacto importante en los flujos de recursos entre las generaciones. Por ejemplo, durante la transición demográfica hay un período en que la fuerza de trabajo crece más rápidamente que la población dependiente de ella, no solo debido a la caída de la fecundidad, sino también a la creciente participación de la mujer en el mercado laboral1. De mantenerse constantes otros factores, esta situación produce un bono demográfico caracterizado por una liberación de recursos que pueden utilizarse para incrementar el bienestar de la familia o invertir en el desarrollo de capacidades y capital físico con el fin de promover el crecimiento y el desarrollo económico a largo plazo (Bloom y Williamson, 1998; Bloom, Canning y Sevilla, 2003)2.
1 La transición demográfica supone el pasaje de una sociedad predominantemente rural y agrícola, con altos niveles de fecundidad y mortalidad, a otra mayormente urbana e industrial, con bajos niveles de fecundidad y mortalidad.
2 Tanto en este capítulo como en el de gasto social se hace referencia al bono demográfico. Se trata de una fase de la transición demográfica en que la población productiva aumenta en proporción a la población dependiente, gracias a la incidencia de edades tempranas en la población total, al claro aumento de la población en edad de trabajar y al incremento todavía incipiente de la población envejecida. Tal es la situación en la mayoría de los países de América Latina, aunque con algunas diferencias en cuanto al momento de comienzo y finalización del período de bono demográfico. La fecha de término ocurre cuando el peso relativo de la población envejecida aumenta de manera tal que vuelve a perderse la proporción claramente favorable de población productiva sobre población dependiente.
Con el tiempo, y a consecuencia de un período sostenido de baja fecundidad, empieza a disminuir el ritmo de crecimiento de la población en edad laboral, al tiempo que se acelera el crecimiento de la población adulta mayor debido, en parte, a la reducción de la mortalidad en edades más avanzadas. En la medida en que la población envejece, aumenta considerablemente la carga que enfrentan las familias y los gobiernos en materia de prestación de cuidados de salud y pensiones de las personas mayores. Si bien la mayoría de los países de América Latina transita actualmente por el período favorable de bono demográfico, muchos deberán enfrentar muy pronto los desafíos del envejecimiento de la población, como lo vienen haciendo hace ya algún tiempo los países desarrollados (Saad, Miller y Martinez, 2009; Saad y otros, 2009; CEPAL/CELADE, 2008; CEPAL, 2008c; Rosero y Robles, 2008; Mejía, Vélez y García, 2010).
El proceso por el que cambia la dirección de los flujos intergeneracionales, con una cuota cada vez más alta dirigida a las personas mayores, no transcurre necesariamente de manera suave ni conduce al progreso económico o a la equidad generacional. La rapidez e intensidad del cambio pone en tela de juicio prácticas hasta el momento incuestionables, sistemas políticos arraigados y sistemas económicos obsoletos y poco flexibles. En América Latina los problemas tienden a agrandarse en la medida en que es probable que un importante número de países experimente el intenso proceso de envejecimiento poblacional con niveles relativamente bajos de desarrollo, lo que, además de bajos niveles de ingreso, supone la existencia de instituciones políticas y financieras que, si bien en las sociedades industriales han jugado un papel crucial en el envejecimiento, en estos casos están relativamente poco desarrolladas. Además, la mayoría de los países de América Latina todavía presenta una distribución sumamente desigual del ingreso y es muy probable que la población envejezca en presencia de niveles aún elevados y persistentes de desigualdad.
En este contexto, el conocimiento integral de la economía generacional contribuye a diseñar y evaluar de manera más adecuada las políticas públicas necesarias para enfrentar los desafíos del envejecimiento, más aún cuando se puede contar con la experiencia de los países que vienen respondiendo a estos retos desde hace más tiempo. Claro está que las transferencias intergeneracionales ayudan a mejorar el bienestar socioeconómico de subgrupos específicos de la población. En muchos casos, constituyen sustitutos para la acumulación de riqueza a lo largo del ciclo de vida, mientras que en otros pueden afectar la decisión de tener hijos, con importantes consecuencias en los niveles de fecundidad. La equidad financiera entre distintas generaciones está muy determinada por el desarrollo histórico y los futuros cambios en los sistemas de transferencias privadas y públicas. En general, la manera en que las transferencias públicas se encuentran estructuradas refleja el énfasis que cada sociedad confiere al desarrollo de capacidades frente al consumo.
A pesar de las importantes implicaciones de las transferencias intergeneracionales para el crecimiento económico y la superación de la desigualdad y la pobreza, el conjunto de las reasignaciones entre grupos de edad no ha sido analizado de manera exhaustiva. En general, se han estudiado los diferentes aspectos de la economía generacional más bien de manera aislada. En este sentido, el sistema de las cuentas nacionales de transferencias proporciona el primer enfoque integral para medir la totalidad de los flujos económicos agregados entre las edades y a través del tiempo (véase el recuadro IV.1). Las cuentas incluyen flujos relativos a acumulación de capital y a transferencias, y distinguen las mediadas por las instituciones públicas de las que tienen lugar en el ámbito privado. Además, estiman todos los flujos agregados de conformidad con el Sistema de Cuentas Nacionales de las Naciones Unidas. La estimación se basa, en gran medida, en el análisis de las encuestas de hogares sobre ingresos, gastos, activos, fuerza de trabajo y transferencias, además de registros administrativos detallados disponibles en diferentes organismos gubernamentales.
Si bien las cuentas nacionales de transferencias no están exentas de limitaciones (véase el recuadro IV.2), el sistema se asienta sobre la sólida base que le otorga el amplio espectro de investigaciones realizadas en el campo de las transferencias intergeneracionales. Tras el trabajo pionero de Samuelson (1958) y Willis (1988), Lee y sus colaboradores elaboraron un marco teórico de transferencias que ha sido aplicado en diversos contextos (Bommier y Lee, 2003; Lee, 1994a y 1994b). Al mismo tiempo, se ha desarrollado la “contabilidad generacional”, utilizada en diversos países para proyectar las cuentas del sector público hacia el futuro (Auerbach, Gokhale y Kotlikoff, 1991; Auerbach, Kotlikoff y Leibfritz, 1999), y se han logrado importantes avances en el modelado de las transferencias privadas y familiares (Altonji, Hayashi y Kotlikoff, 2000; Frankenberg, Lillard y Willis, 2002; Lillard y Willis, 1997; McGarry y Schoeni, 1997).
Las transferencias familiares juegan un papel particularmente importante, ya que en el caso de los niños constituyen, de manera casi universal, la principal fuente de recursos y las dirigidas a las personas mayores suelen tener un profundo efecto sobre la equidad intergeneracional (Mason y Miller, 2000). Vale la pena resaltar que los avances en los modelos de asignación de recursos en los hogares han sido de vital importancia para la estimación de las transferencias intergeneracionales dentro del hogar, su interacción con los sistemas de transferencia alternativos y el análisis de cómo el envejecimiento de la población afecta este sistema (Bourguignon, 1999; Bourguignon y Chiappori, 1992; Deaton, 1997; Lazear y Michael, 1988, Mason y otros, 2009).

De modo que con el apoyo de un marco conceptual sólido y bien definido, la existencia de un amplio cuerpo analítico y la creciente disponibilidad de encuestas de hogares, se ha logrado estimar un conjunto completo de cuentas nacionales de transferencias para un grupo significativo de países (véase el recuadro IV.1). En el presente capítulo se utiliza esta información con el objeto de analizar el papel de las transferencias intergeneracionales públicas y privadas en algunos contextos latinoamericanos, en particular con respeto a sus efectos sobre la desigualdad, y el posible impacto que tendrán los cambios demográficos en curso sobre estas transferencias en el futuro próximo. La información que aquí se provee resulta clave para dar proyección a lo expuesto en los dos capítulos precedentes con relación al gasto social en educación (vale decir, sobre generaciones jóvenes actuales) y a la capacidad de la política pública para sostener en el largo plazo una inversión destinada a reducir las brechas y aumentar los logros en los sistemas educacionales.
El resto de este capítulo está organizado en cuatro secciones. Tras esta introducción, en la sección B se presenta una comparación internacional de las cuentas nacionales de transferencias y se destacan las peculiaridades de los países de América Latina en términos del ciclo de vida económico, del consumo y el ingreso laboral por edad, y de las transferencias públicas y privadas. En la sección C se analiza la manera en que las transferencias públicas ayudan a satisfacer el consumo de los niños y de las personas mayores de diferentes subgrupos socioeconómicos en el Brasil y Chile, con el fin de evaluar el impacto de estas transferencias en la reducción de la desigualdad en cada uno de los países. Por último, en la sección D se reúnen las principales conclusiones derivadas de los apartados anteriores y se ofrecen algunas recomendaciones generales sobre el uso de las cuentas nacionales de transferencias como herramienta para orientar las políticas públicas, además de algunas recomendaciones específicas de políticas públicas basadas en los resultados de este estudio.
B. Las cuentas nacionales de transferencias:
América Latina en el contexto internacional

1. El ciclo de vida económico
En las sociedades contemporáneas, el ciclo de vida económico se caracteriza por tres etapas: una etapa de superávit, en que el ingreso laboral excede el consumo, intercalada entre dos etapas de dependencia o de déficit, en que el consumo supera el ingreso laboral. Las etapas de déficit implican flujos masivos de recursos económicos desde las personas en edad de trabajar hacia las personas dependientes. Estos flujos entre edades y generaciones —a través de la familia, del Estado y de los mercados financieros— definen la economía generacional. Debido a la disminución del tamaño de la familia y el aumento de la longevidad, actualmente se está produciendo un marcado cambio en la estructura por edad de la población en América Latina, con un profundo impacto en los flujos intergeneracionales y, por ende, en el crecimiento económico y la desigualdad en la región, incluido el bienestar económico de los niños y las personas mayores.
Mientras que el patrón general del ciclo de vida económico descrito en el gráfico IV.1 se observa en todos los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, existen algunas diferencias importantes que merecen una investigación más detallada. En este sentido, es conveniente comenzar por examinar las características generales de los dos componentes principales del ciclo de vida económico: el consumo y el ingreso laboral.
GRÁFICO IV.1
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: INGRESO LABORAL MEDIO Y CONSUMO MEDIO PER CÁPITA EN RELACIÓN CON EL INGRESO LABORAL PER CÁPITA ENTRE LAS EDADES DE 30 Y 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a Se usa el promedio simple de 22 países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias: América Latina (el Brasil, Chile, Costa Rica, México y el Uruguay); Asia (China, las Filipinas, la India, Indonesia, el Japón, la provincia china de Taiwán, la República de Corea y Tailandia); África (Kenya y Nigeria); Europa (Alemania, Austria, Eslovenia, España, Finlandia, Hungría y Suecia); Estados Unidos. El consumo per cápita incluye el consumo privado y público. El ingreso laboral per cápita incluye los beneficios marginales y los ingresos por cuenta propia.
a) El perfil de consumo por edad
El perfil de consumo per cápita incluye tanto el consumo privado como el público (las transferencias en especie del sector público). Entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias se observa una gran variedad de perfiles de consumo, tanto en términos de forma como de altura relativa de las curvas (Tung, 2011). En el caso del consumo privado, si bien en la mayoría de los países las curvas tienen la forma clásica con una sola cúspide, donde el consumo aumenta con la edad, alcanza un máximo y después disminuye, en otros las curvas presentan múltiples cúspides a diferentes edades. En lo que respecta al consumo público, aunque los programas públicos estén usualmente dirigidos a los jóvenes y las personas mayores, su importancia relativa suele variar según el tamaño de la economía y los tipos de arreglos institucionales disponibles.
En el gráfico IV.2 se muestra el consumo per cápita por edad en relación con el ingreso laboral per cápita entre las edades de 30 y 49 años para los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias distribuidos en dos grupos: los de ingreso alto y los de ingreso medio (según clasificación utilizada por el Banco Mundial)3. Para los países de ingreso medio, el consumo relativo comienza con 0,43 al nacer, alcanza el valor 1 en torno a los 20 años y se mantiene aproximadamente en ese nivel hasta el final de la vida, observándose muy poca variación en el consumo durante la vida adulta. Como era de esperar, el consumo de un niño es algo menor que el de un adulto medio.
3 Los países de ingreso medio son los que en 2009 tenían un PIB per cápita de entre 996 y 12.195 dólares, mientras que los de ingreso alto son los que tienen un PIB per cápita superior a 12.195 dólares. Entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, los de ingreso alto corresponden a los de Europa, los Estados Unidos, el Japón, la provincia china de Taiwán y la República de Corea. Los demás son de ingreso medio.
GRÁFICO IV.2
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: CONSUMO
PER CÁPITA POR EDAD EN PAÍSES DE INGRESO MEDIO Y ALTO
EN RELACIÓN CON EL INGRESO LABORAL PER CÁPITA ENTRE
LAS EDADES DE 30 Y 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a El consumo per cápita en economías de ingreso medio es el promedio simple del Brasil, Chile, China, Costa Rica, las Filipinas, la India, Indonesia, México, Tailandia y el Uruguay. El consumo per cápita en economías de ingreso alto es el promedio simple de Alemania, Austria, Eslovenia, España, los Estados Unidos, Finlandia, Hungría, el Japón, la República de Corea y Suecia.
El patrón de consumo de los países de ingreso alto difiere en al menos dos aspectos importantes del de los países de ingreso medio. En primer lugar, el consumo de los niños es relativamente más elevado, ya que en los primeros 15 años de vida, el consumo relativo en los países de ingreso alto es entre un 15% y un 33% superior al del grupo de ingreso medio. Esto se debe, en gran parte, a la inversión de los países en el desarrollo de capacidades. De acuerdo con la hipótesis de Becker sobre la compensación cantidad-calidad de la fecundidad (Becker, Murphy y Tamura, 1990), menores niveles de fecundidad implican relaciones de dependencia del hogar más reducidas y, por lo tanto, mayores inversiones privadas por niño4. Lee y Mason (2009) encontraron una correlación negativa entre los niveles de fecundidad y la inversión en el desarrollo de capacidades por niño en los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, lo que puede ayudar a explicar las diferencias descritas en el gráfico IV.2. Sin embargo, la mayor inversión en desarrollo de capacidades que se observa en las economías de ingresos más altos se debe, en gran medida, al papel protagónico del Estado en esta cuestión. Según datos del proyecto de cuentas nacionales de transferencias, por ejemplo, la proporción de consumo público en el consumo total de los niños en Europa es un 62% mayor que en América Latina.
4 La relación de dependencia es la que se establece en los hogares entre las personas en edades económicamente dependientes (niños y adultos mayores) y las personas en edad de trabajar.
Un segundo hallazgo que surge del gráfico IV.2 es el aumento de los niveles de consumo a edades más avanzadas en los países de altos ingresos. A los 85 años, por ejemplo, el consumo en este conjunto de países es alrededor de un 25% más alto que a los 45 años. Este patrón difiere de manera significativa del observado para el grupo de países de ingreso medio, donde el consumo es razonablemente estable a lo largo de la vida adulta. Dos factores explican esta diferencia: a) las pensiones públicas son casi universales en los países de altos ingresos y constituyen una parte significativa de los recursos utilizados para el consumo de las personas mayores, y b) el gasto público y privado en la atención de salud a edades más avanzadas suele ser mucho mayor en las economías más ricas que en las de ingreso medio. Por ejemplo, según datos del proyecto de cuentas nacionales de transferencias, el gasto medio per cápita en salud a los 80 años en los países de ingreso alto (aproximadamente un 20% del PIB por trabajador) es casi el triple del gasto relativo observado en los países de ingreso medio (alrededor de un 7% del PIB por trabajador).
Varios son los factores que pueden explicar esta diferencia en el cuidado de la salud. En primer lugar, se han registrado cambios en los procedimientos médicos respecto de una serie de enfermedades crónicas, como el cáncer, las enfermedades cardíacas y la diabetes, con tratamientos cada vez más agresivos y costosos. En segundo término, gran parte de la atención de largo plazo que reciben los adultos mayores en los países de ingreso medio la brindan los miembros de la familia en los hogares (y, por lo tanto, no se contabiliza monetariamente), mientras que en los países de ingreso alto este cuidado es proporcionado por instituciones o trabajadores a domicilio (y contabilizado financieramente). La expectativa de aumento de los gastos de salud en las edades avanzadas amplifica el impacto del envejecimiento demográfico sobre los gastos de atención médica. En un estudio reciente, el CELADE–División de Población de la CEPAL prevé que la combinación de una creciente proporción de personas mayores en la población con una creciente intensidad de consumo de salud por parte de las personas mayores podría provocar profundos cambios en la oferta de servicios de los sistemas de salud en la región, con un aumento significativo del gasto de atención médica (que podría llegar a más de tres puntos porcentuales del PIB en 2040 en la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, México y Panamá (CEPAL/CELADE, 2010)). De hecho, algunas proyecciones indican que la carga fiscal para financiar la atención de salud probablemente será mayor que la necesaria para financiar las pensiones en varios países de la región (Miller, Mason y Holz, 2009). Si bien gran parte del debate público en América Latina se ha centrado en las pensiones, estos estudios señalan la necesidad urgente de incluir el financiamiento público de la salud en la discusión.
En el gráfico IV.2 se muestran claramente las diferencias entre los dos grupos de países con respecto al consumo de los niños y adultos mayores. Los resultados son aún más sorprendentes cuando se compara directamente el consumo per cápita en estos dos grupos de la población. En el gráfico IV.3, donde se distribuyen los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias que cuentan con datos disponibles de acuerdo con el consumo per cápita en las edades de 0 a 19 años y de 65 años y más (en relación con el consumo per cápita entre las edades de 20 a 64 años), el Brasil, Chile, Costa Rica y México se destacan por sus bajos niveles de consumo entre los niños y jóvenes (valores a la izquierda de la mediana), como un reflejo de los bajos niveles de inversión en desarrollo de capacidades en América Latina en general. Asimismo, esta situación refleja la concentración de la pobreza entre los niños en estas sociedades, lo que también podría explicar, en parte, los niveles relativamente bajos de consumo observados entre los niños de Alemania y los Estados Unidos, que se ubican cerca del Brasil en el gráfico IV.3.
Por otra parte, siguiendo el patrón descrito en el gráfico IV.2, en la mayoría de los países de América Latina el consumo relativo de las personas mayores es proporcional al consumo de los adultos (valor próximo a 1 en el gráfico IV.3). En el caso del Brasil, sin embargo, llama la atención que el consumo relativo es casi el doble para las personas mayores en comparación con los niños y jóvenes. De hecho, solo tres países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias tienen niveles más elevados que el Brasil en términos de consumo de las personas mayores: Estados Unidos, Japón y Suecia. En todos ellos, este mayor consumo se debe, en gran parte, a los generosos gastos del sector público en la atención de salud de las personas mayores.
GRÁFICO IV.3
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: CONSUMO PER CÁPITA DE LAS PERSONAS MAYORES Y JÓVENES RESPECTO DEL CONSUMO PER CÁPITA DE LOS ADULTOS DE ENTRE
20 Y 64 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a El consumo per cápita incluye el consumo privado y público. La línea punteada marca la mediana de la variable en cada eje.
En la parte derecha del gráfico IV.3, China y la República de Corea se destacan con altos niveles de consumo entre los niños y jóvenes, lo que confirma su compromiso con la educación. Al mismo tiempo, el consumo per cápita relativamente bajo en las edades de 65 años y más estaría reflejando la ausencia de sistemas más generales de pensiones y de programas públicos de atención médica, y, en consecuencia, la gran dependencia del consumo de las personas mayores de las transferencias familiares. De hecho, los niveles de cohabitación entre personas mayores e hijos adultos suelen ser bastante elevados en estas sociedades. Esto también podría deberse a la práctica común de prestación de atención médica a domicilio por parte de miembros de la familia a las personas mayores que, como se señaló anteriormente, actualmente no se contabiliza en el sistema de cuentas nacionales de transferencias.
b) El perfil por edad del ingreso laboral
Como ya se mencionó, el ciclo de vida económico está definido por los patrones de edad del consumo y del ingreso laboral. En el marco del sistema de cuentas nacionales de transferencias, el ingreso laboral representa la suma de los salarios, los beneficios complementarios y una parte de los ingresos por cuenta propia. En el gráfico IV.4 se muestra el perfil del ingreso laboral medio por edad para los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias en relación con el ingreso laboral per cápita en las edades de 30 a 49 años. Como se podría esperar, la curva tiene forma de campana, es decir, aumenta gradualmente con la edad, alcanza un nivel máximo en torno a las edades de 35 a 55 años y disminuye a medida que avanza la edad. Sin embargo, existen variaciones importantes de un país a otro, conforme ha sido ampliamente ilustrado en la literatura económica. Entre las fuerzas responsables de estas diferencias se incluyen los cambios en la productividad individual por edad, las preferencias con respecto al consumo y al ocio, y factores institucionales, como la existencia de programas públicos de pensiones y el compromiso de cada sociedad con la educación. Otros factores, como la discriminación por edad y sexo en el mercado de trabajo, también podrían afectar las tasas de actividad y los salarios de manera diferenciada entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias.
GRÁFICO IV.4
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: INGRESO LABORAL MEDIO PER CÁPITA POR EDAD EN RELACIÓN CON
EL INGRESO LABORAL PER CÁPITA EN LAS EDADES
DE 30 A 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a El ingreso laboral per cápita incluye otros beneficios laborales y los ingresos de trabajadores por cuenta propia. Se usa el promedio simple de 22 países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias: América Latina (el Brasil, Chile, Costa Rica, México y el Uruguay); Asia (China, las Filipinas, la India, Indonesia, el Japón, la República de Corea y Tailandia); África (Kenya y Nigeria); Europa (Alemania, Austria, Eslovenia, España, Finlandia, Hungría y Suecia); Estados Unidos.
Aunque el análisis de los perfiles por edad del ingreso laboral en los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias no muestre un patrón regional evidente, sí se observa una variación regional importante con respecto a las edades típicas de entrada y salida del mercado de trabajo. Con el fin de ilustrar estas diferencias, primero se estimaron las edades modales en que la varianza del ingreso laboral es mayor entre los países considerados, es decir, 21 y 57 años. A continuación se calculó para cada país el ingreso laboral en estas dos edades modales con respecto al ingreso laboral en las edades de 30 a 49 años. Los resultados aparecen en el gráfico IV.5. En la medida en que el ingreso laboral per cápita se calcula dividiendo el total de los ingresos laborales en un determinado grupo de edad por la población total de ese grupo, este indicador estaría reflejando no solo los ingresos laborales por trabajador, sino también las tasas de actividad por edad.
Al dividir el gráfico IV.5 en cuatro cuadrantes de acuerdo con la mediana de los ingresos laborales per cápita a las edades de 21 y 57 años entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, se observa que la mayoría de los países de ingreso alto se encuentra en el cuadrante superior izquierdo, es decir que se caracterizan por bajos ingresos a la edad de 21 años y altos ingresos a la edad de 57 años. Esto refleja, por una parte, la prolongación del período de educación de los jóvenes, y por otra, la mayor permanencia de los adultos en el mercado laboral, probablemente debido al aumento gradual de la edad mínima de jubilación. Cuatro países —el Brasil, Eslovenia, España y Kenya— llaman la atención por los ingresos relativos bajos tanto a los 21 como a los 57 años. El caso del Brasil es particularmente emblemático por tratarse de un país donde se han observado mejoras graduales en el sistema público educativo, lo que ha resultado en una mayor permanencia de niños y jóvenes en la escuela, al tiempo que se ha instrumentado un generoso sistema de pensiones públicas. Los demás países de América Latina no presentan un patrón distintivo, ya que la mayoría se agrupa en torno a los valores medios de los ingresos laborales (véase el gráfico IV.5).
GRÁFICO IV.5
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: INGRESO LABORAL PER CÁPITA EN LAS EDADES DE 21 Y 57 AÑOS EN RELACIÓN CON EL INGRESO LABORAL PER CÁPITA EN LAS EDADES DE 30 A 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a La línea punteada marca la mediana de la variable en cada eje.
Una interrogante relacionada con este tema se refiere al tiempo que dura la independencia económica a lo largo del ciclo de vida, es decir, la extensión del período en que el ingreso laboral excede el consumo. Para analizar este punto, en el gráfico IV.6 se presentan las edades iniciales y finales de la independencia económica en varios países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias5. Los resultados revelan que la duración media de la independencia económica para la muestra de estos países es de tan solo 32 años. Es interesante notar que, excepto en el caso del Uruguay, los países de América Latina son los que presentan los períodos más cortos de independencia económica, variando de unos 20 años en el Brasil y México a 28 años en Chile y Costa Rica. Varios factores de carácter microeconómico contribuyen para la configuración de estos patrones, como los altos niveles de desigualdad de ingresos y las tasas relativamente bajas de participación laboral femenina en los países de América Latina en comparación con otros países participantes del proyecto de cuentas nacionales de transferencias. Sin embargo, esta situación refleja principalmente los altos niveles agregados de consumo en relación con los ingresos laborales, como consecuencia tanto de los bajos niveles de ahorro (como en el caso del Brasil) como de la dependencia de los recursos naturales para financiar el consumo corriente (como en el caso del petróleo en México y del cobre en Chile) (Tung, 2011).
5 Los resultados se encuentran ordenados por países de arriba hacia de abajo, de acuerdo con la magnitud del período de independencia económica.
GRÁFICO IV.6
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: DURACIÓN DE
LA INDEPENDENCIA ECONÓMICA, ALREDEDOR DE 2000 a
(En años)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a La independencia económica se define como el período en que los ingresos laborales exceden el consumo. Los países se ordenan por duración de menor a mayor (valores entre paréntesis al lado de la sigla). En el gráfico se muestra la edad de inicio y de término de la independencia.
2. Financiamiento del consumo a lo largo del ciclo de vida: las
transferencias intergeneracionales
Normalmente, una fracción importante de la vida transcurre en circunstancias de dependencia económica y, por tanto, deben existir otras fuentes de apoyo, además del ingreso laboral, para ayudar a satisfacer las necesidades de consumo durante el ciclo de vida. En el marco del sistema de cuentas nacionales de transferencias se identifican tres mecanismos principales de reasignaciones entre grupos de edades y de generaciones: las transferencias públicas, las transferencias familiares y las reasignaciones basadas en activos. En el gráfico IV.7 se presentan las transferencias públicas netas, es decir, la diferencia entre los beneficios recibidos y los impuestos pagados, como porcentaje del ingreso laboral per cápita en las edades de 30 a 49 años, para 19 países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias. Durante el período que comprende las edades de trabajar, cuando las personas alcanzan el superávit más alto de su ciclo de vida y, por lo tanto, tienen mayor capacidad de pagar impuestos y de contribuir al sector público, las transferencias públicas netas son negativas. En general, los impuestos son bajos en el caso de las personas mayores, más bajos en el caso de los niños y jóvenes, y considerablemente más altos en el caso de los adultos en edad de trabajar. Esto resulta del nivel de impuestos que se aplica a las diferentes actividades económicas. Una fuerte dependencia de los impuestos sobre los ingresos laborales genera un aumento del flujo de transferencias públicas desde los adultos en edad de trabajar, mientras que los mayores impuestos sobre la propiedad tienden a aumentar los flujos de transferencias públicas desde los adultos mayores. Los impuestos sobre el consumo, por su parte, tienden a extenderse de forma más equitativa entre los diferentes grupos de edad. En la medida en que la combinación de fuentes de ingresos difiere de un país a otro, también difieren los flujos de transferencias públicas entre los distintos grupos de edad. No obstante, el patrón general indica que las transferencias públicas provienen principalmente de la población en edad de trabajar.
Los niños y los adultos mayores suelen ser beneficiarios netos de las transferencias públicas. En general, la salud es la principal fuente de estas transferencias en los menores de 5 años y entre los 5 y los 15 años la educación pública se convierte en su principal componente. Respecto de las personas mayores, como se podría esperar, la seguridad social y la salud responden por la casi totalidad de las transferencias públicas. Por lo general, los beneficios son más bajos en las edades laborales, más grandes en el caso de los niños y jóvenes, y significativamente mayores entre las personas mayores. Los altos niveles de beneficios netos per cápita entre los niños y las personas mayores resultan de la conjunción de niveles más altos de prestaciones y más bajos de tributación.
GRÁFICO IV.7
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: TRANSFERENCIAS PÚBLICAS NETAS MEDIAS PER CÁPITA
POR EDAD RESPECTO DEL INGRESO LABORAL PER CÁPITA
EN LAS EDADES DE 30 A 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a Las transferencias públicas netas per cápita se calculan como la diferencia entre los beneficios recibidos del gobierno y los impuestos pagados. Se expresan como porcentaje del ingreso laboral per cápita en las edades de 30 a 49 años en sus respectivos países. Se usa el promedio simple de 22 países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias: América Latina (el Brasil, Chile, Costa Rica, México y el Uruguay); Asia (China, las Filipinas, la India, Indonesia, el Japón, la República de Corea y Tailandia); África (Kenya y Nigeria); Europa (Alemania, Austria, Eslovenia, España, Finlandia, Hungría y Suecia); Estados Unidos.
Una vez analizado el patrón típico de las transferencias netas sobre la base del promedio simple entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, el siguiente paso fue examinar el impacto de las políticas de impuestos y gasto público de cada gobierno sobre los beneficios per cápita recibidos por los niños y jóvenes de entre 0 y 19 años en comparación con los percibidos por las personas mayores (de 65 años y más). Como se muestra en el gráfico IV.8, entre los países existe una gran diversidad a este respecto. En el caso de los niños y jóvenes, las transferencias netas per cápita recibidas en relación con el ingreso laboral per cápita de los adultos de entre 30 y 49 años varían desde el 6% en China hasta el 29% en Finlandia. Del mismo modo, en el caso de las personas mayores, esta variación va del -2% en Tailandia —lo que indica que los adultos mayores pagan más impuestos de lo que reciben en beneficios— a un 87% en el Brasil, donde se ha implementado un amplio programa de pensiones que incluye las pensiones no contributivas.
GRÁFICO IV.8
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: TRANSFERENCIAS PÚBLICAS NETAS PER CÁPITA DIRIGIDAS
A JÓVENES (0 A 19 AÑOS) Y PERSONAS MAYORES (65 AÑOS
Y MÁS) RESPECTO DEL INGRESO LABORAL PER CÁPITA EN
LAS EDADES DE 30 A 49 AÑOS, ALREDEDOR DE 2000 a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
a Las transferencias públicas netas per cápita se calculan como la diferencia entre los beneficios recibidos del gobierno y los impuestos pagados, y se expresan como porcentaje del ingreso laboral per cápita en las edades de 30 a 49 años en sus respectivos países. La línea punteada marca la mediana de la variable en cada eje.
Corroborando los resultados observados en el caso del consumo, los países de América Latina muestran niveles relativamente bajos de inversión pública en niños y jóvenes. En el Brasil, Chile y Costa Rica, estas bajas inversiones en niños y jóvenes se combinan con altos niveles de transferencias públicas a las personas mayores. En este sentido, el Brasil representa un ejemplo extremo de sistema de transferencias públicas inclinado hacia las edades más avanzadas, debido al gran volumen de pensiones destinado a las personas mayores (alrededor del 12% del PIB). En ese país, la transferencia pública neta media a niños y jóvenes representa una novena parte de la que se concede, en promedio, a los adultos mayores.
De acuerdo con el gráfico IV.8, la relación entre las transferencias públicas netas por adulto mayor y por niños y jóvenes es mucho más equilibrada en los países de ingresos altos que en América Latina. Los gobiernos de Europa, los Estados Unidos y el Japón gastan en las personas mayores (como porcentaje de los ingresos del trabajo) aproximadamente la misma cantidad que los países de América Latina, pero invierten el doble en los niños y jóvenes. Al examinar estos resultados, es necesario tener en cuenta que la muestra de países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias para América Latina excluye a los más pobres de la región, donde el sector público desempeña un papel menor en el apoyo al consumo tanto de los niños y jóvenes como de las personas mayores.
Como patrón general, en el gráfico IV.8 se muestra una fuerte correlación positiva entre las transferencias públicas dirigidas a los jóvenes y las que tienen como destinatarios a los adultos mayores. La correlación simple entre ambas es de 0,55 y aumenta a 0,73 si se excluye el valor atípico del Brasil. Esta evidencia, de carácter transversal, es consistente con el enfoque que considera la acción gubernamental como el resultado de la cooperación entre las generaciones y, en general, coincide con las ideas de Becker y Murphy (1988), según las cuales las generaciones cooperan a través del sector público para hacer frente a los bajos niveles de seguridad de ingresos en las edades avanzadas y asegurar la necesaria inversión en educación en la juventud. Los países de América Latina, sin embargo, representan claras excepciones respecto de este patrón. Mientras que en la mayoría de los países asiáticos las transferencias públicas netas son relativamente bajas tanto entre los jóvenes como entre los adultos mayores, y en el Japón y la mayoría de los países europeos son relativamente altas, en la mayor parte de los países de América Latina estas transferencias son significativamente más bajas entre los jóvenes en comparación con las personas mayores. Según lo sugerido por Turra y Queiroz (2005), estos desequilibrios observados en los países latinoamericanos pueden tener más que ver con los altos niveles de desigualdad de ingresos que con el poder político de los adultos mayores.
En el gráfico IV.9, que amplía el análisis presentado en el gráfico IV.8 mediante la inclusión de todas las fuentes de apoyo disponibles durante el ciclo de vida económico, se observa claramente que las transferencias familiares representan la principal fuente de apoyo para el consumo de los niños y jóvenes en los países y territorios de Asia, con la excepción del Japón (entre un 68% y un 79%). Lo mismo ocurre en los países de América Latina (entre un 68% y un 77%), aunque en este caso una dependencia excesiva de las transferencias familiares puede ser más perjudicial para el bienestar de los niños y jóvenes que en Asia, teniendo en cuenta los niveles más altos de desigualdad de ingresos entre las familias latinoamericanas. En Europa, los Estados Unidos y el Japón, las transferencias familiares son relativamente menos importantes (del 39% al 63%) debido a las inversiones más significativas del sector público, como se ha subrayado anteriormente.
GRÁFICO IV.9
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: FUENTES DE APOYO PARA LOS JÓVENES (DE 0 A 19 AÑOS) RESPECTO
DEL CONSUMO PER CÁPITA, ALREDEDOR DE 2000
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
En muchas economías, las personas mayores siguen trabajando hasta edades bien avanzadas y los ingresos laborales constituyen una fuente importante de apoyo para sus necesidades de consumo, como en el caso de las Filipinas (39%) e Indonesia (44%). Por el contrario, en países europeos como Alemania y Austria, los ingresos laborales de las personas mayores representan una fracción muy pequeña del consumo (del 2% al 3%). Los países latinoamericanos se encuentran entre estos extremos. Como porcentaje del consumo, el ingreso laboral en estos países oscila de un mínimo del 18% en el Brasil a un máximo del 26% en México. Las transferencias públicas netas representan la principal fuente de apoyo para las personas mayores tanto en Europa (del 59% al 94%) como en América Latina (del 41% al 62%), sin consideración a México. Una excepción en la muestra de países de América Latina participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias es México, donde el ingreso de los activos, en particular de los activos de propiedad estatal, representa la principal fuente de apoyo para las personas mayores (66%). El uso de los activos para el consumo en las edades avanzadas varía considerablemente entre los países participantes en el proyecto, de un mínimo del 2% en Hungría a un máximo del 81% en Indonesia. Las transferencias familiares, por otra parte, representan una porción importante del consumo en algunos países, sobre todo de Asia, como Tailandia (30%). Sin embargo, en la mayoría de los países participantes en el proyecto se observan transferencias familiares netas hacia abajo, es decir desde las personas mayores hacia los miembros más jóvenes. Este es un patrón particularmente fuerte en el Brasil (-31%), México (-19%) y el Uruguay (-11%).
De hecho, un aspecto que merece atención en el gráfico IV.10 es el valor negativo de las transferencias privadas netas en los países donde las transferencias públicas juegan un papel importante en el consumo de las personas mayores, como Austria, el Brasil, Costa Rica, España, los Estados Unidos, Suecia y el Uruguay. A primera vista, estos resultados podrían sugerir la existencia de un efecto sustitución entre las transferencias del sector público y el apoyo familiar a las personas de edad avanzada en los países de altos ingresos y América Latina. Sin embargo, la correlación negativa que se observa entre las transferencias netas de los sectores público y privado en el caso de las personas mayores es bastante débil entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias (r = -0,22, sin incluir los valores atípicos del Brasil).
GRÁFICO IV.10
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS: FUENTES DE APOYO PARA LAS PERSONAS MAYORES (65 AÑOS Y MÁS) RESPECTO DEL CONSUMO PER CÁPITA, ALREDEDOR DE 2000
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010.
3. El impacto fiscal del envejecimiento de la población
Sobre la base de los patrones de edad de las transferencias intergeneracionales, en particular de las transferencias públicas, cabe analizar qué implicaciones podrían tener los cambios demográficos en términos de riesgos fiscales en las diferentes regiones del mundo. Es probable que el envejecimiento de la población reduzca la relación de apoyo, es decir, la relación entre los contribuyentes netos y los beneficiarios netos, en los países donde prevalecen las transferencias públicas a las personas mayores. Por el contrario, en los países donde las transferencias públicas a los niños son relativamente más importantes, el cambio demográfico podría implicar un alivio fiscal. En el cuadro IV.1 se ilustra la orientación de las transferencias públicas netas con respecto a los grupos de edad en diversos países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias a través de los valores agregados y per cápita de las transferencias dirigidas a las personas mayores en relación con los niños y jóvenes.
CUADRO IV.1
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS:
ORIENTACIÓN ETARIA DE LAS TRANSFERENCIAS PÚBLICAS, ALREDEDOR DE 2000

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010; Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) – División de Población de la CEPAL, Estimaciones y proyecciones de población 2008 y Naciones Unidas, World Population Prospects: The 2008 Revision, Nueva York, 2008.
Los resultados del cuadro IV.1 reflejan de una manera general los obtenidos en los análisis precedentes. Como se mencionó anteriormente, en los países de América Latina participantes del proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias la inversión pública es relativamente baja en los niños y jóvenes, mientras que las transferencias públicas hacia los adultos mayores son relativamente elevadas. Por lo tanto, no es de extrañar que el valor de las transferencias públicas netas a los ancianos respecto de los jóvenes en todos los países de América Latina sea mayor que 1, en particular en los casos del Brasil (9,53), Chile (3,99) y Costa Rica (3,90), donde estos valores son los mayores de todos los países participantes en el proyecto. Dado que las poblaciones de los países latinoamericanos aún no se encuentran en etapas muy avanzadas del proceso de envejecimiento, este patrón de transferencias públicas cargado hacia las personas mayores se ve mitigado por una estructura de edades todavía relativamente joven. Como consecuencia, el promedio agregado de las transferencias públicas netas a los adultos mayores en relación con los jóvenes en los países latinoamericanos (0,77) es significativamente menor que en Europa y el Japón (1,84). No obstante, a medida que los países de América Latina avanzan en la transición demográfica, y en ausencia de cambios importantes en el patrón de transferencias por edad, se podría esperar que, en términos agregados, estos países gasten relativamente más que los países desarrollados en las personas mayores.
El impacto fiscal de los cambios en la estructura por edad de la población a lo largo de la transición demográfica se desprende del hecho de que las personas mayores y los niños y jóvenes son receptores netos de beneficios públicos, mientras que los adultos en edad de trabajar son contribuyentes netos (véase el gráfico IV.7). En las etapas iniciales del envejecimiento de la población, durante el período del “bono demográfico”, la población en edad de trabajar crece más rápidamente que la población joven. Estos cambios demográficos conducen a una reducción de la carga fiscal sobre los gobiernos. En los sistemas federales, como los del Brasil y los Estados Unidos, esta reducción se siente de manera más notable en los gobiernos estatales y locales, que tradicionalmente representan la principal fuente de financiamiento para la educación pública. Este aflojamiento de las cargas fiscales no implica necesariamente una reducción real de los impuestos. De hecho, en muchos países, el financiamiento de la educación pública se mantuvo e incluso aumentó, lo que permitió ampliar tanto la cobertura como la inversión por estudiante. Conforme los países siguen avanzando en la transición demográfica, el período del bono demográfico llega a su fin y la población adulta mayor comienza a crecer más rápidamente que la población en edad de trabajar. De ahí en adelante, los gobiernos pasan a enfrentar décadas de aumento continuo de las presiones fiscales debido al envejecimiento de la población.
Los perfiles de edad de las transferencias públicas pueden utilizarse como una primera aproximación para evaluar las presiones fiscales mediante el cálculo de la “relación de apoyo fiscal”, definida como la relación entre impuestos y beneficios agregados. En ausencia de reasignaciones gubernamentales basadas en activos, como por ejemplo préstamos y pago de la deuda, esta relación debería ser igual a 1, con un total agregado de impuestos igual al total agregado de prestaciones de beneficios. Conforme la población envejece, la relación de apoyo fiscal se reduce en la medida en que disminuye el número de contribuyentes en relación con el de beneficiarios de transferencias públicas. En este sentido, los cambios en la relación de apoyo fiscal indican, en términos relativos, cuánto se debería aumentar los impuestos o reducir las prestaciones para volver a la posición fiscal inicial.
En el cuadro IV.2 se presentan los cambios en la relación de apoyo fiscal a lo largo de un período de
100 años (1950-2050) para un grupo seleccionado de países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias. Las estimaciones se basan en los perfiles de edad de los flujos de transferencias públicas observados en cada país alrededor de 2005, aplicados a las estimaciones y proyecciones de la población por edad desde 1950 hasta 2050. Se considera 2010 como año de referencia y los países se clasifican en el cuadro de acuerdo con la magnitud del ajuste fiscal necesario para 2050 como resultado del envejecimiento de la estructura por edades de la población.
Entre los países participantes en el proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, en el Brasil es donde se prevé el impacto fiscal más fuerte asociado al envejecimiento de la población. Combinado con las políticas actuales de impuestos y beneficios, el envejecimiento de la población en este país llevaría una reducción del 31% en la relación de apoyo fiscal para 2050. Esto significa un corte del 31% en las transferencias de beneficios antes de 2050 o, alternativamente, un aumento del 45% en los impuestos, o una combinación de ambos. Sin embargo, el Brasil no se encuentra solo en esta situación de crecientes presiones fiscales. En Europa, la disminución en la relación de apoyo fiscal hasta 2050 varía del 14% en Suecia al 28% en Eslovenia. En los otros países de América Latina, la disminución va del 10% en el Uruguay al 28% en Chile. En los Estados Unidos se prevé que la relación de apoyo fiscal disminuya en un 11% en 2050, es decir un poco menos que en Suecia y un poco más que en el Uruguay. En Asia, los tres países donde se prevé un impacto fiscal más severo son el Japón (con un descenso del 26% en la relación de apoyo fiscal), China y la República de Corea (con reducciones del orden del 20%).
Estas cifras ponen de manifiesto el hecho de que el envejecimiento de la población es un fenómeno mundial que no se limita a los países desarrollados. Por lo tanto, no debería sorprender que algunos de los efectos fiscales más graves del envejecimiento se produzcan fuera de Europa. En este sentido, un aspecto importante a tomar en cuenta en varios de estos países es que no solo la relación de apoyo fiscal tiende a deteriorarse rápidamente en el futuro, sino que esta disminución también representa una ruptura brusca respecto de las décadas pasadas, cuando la relación de apoyo fiscal se mantenía estable o incluso aumentaba. Tal es el caso del Brasil, Chile, China, Eslovenia, España, los Estados Unidos y la República de Corea, que alcanzan el punto de mínima presión fiscal en la primera década del siglo XXI y a partir de allí comienzan a enfrentar presiones fiscales crecientes asociadas a los cambios demográficos (véase el cuadro IV.2). Por otra parte, existe un grupo de países que presenta un aumento en la relación de apoyo fiscal, lo que refleja el hecho de que con sus actuales políticas de impuestos y gastos, las personas mayores son contribuyentes netos o suponen costos fiscales apenas moderados. Este es el caso de las Filipinas, Indonesia y Tailandia.
CUADRO IV.2
PAÍSES PARTICIPANTES EN EL PROYECTO GLOBAL SOBRE LAS CUENTAS NACIONALES DE TRANSFERENCIAS:
RELACIÓN DE APOYO FISCAL, 1950-2050

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de Ronald Lee y Andrew Mason, “National Transfer Accounts Version 1.0”, Berkeley, Centro sobre la Economía y Demografía del Envejecimiento, Universidad de California/Centro Este-Oeste de Estudios sobre Población y Desarrollo, octubre de 2010; Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) – División de Población de la CEPAL, Estimaciones y proyecciones de población 2008 y Naciones Unidas, World Population Prospects: The 2008 Revision, Nueva York, 2008.
La magnitud y la dirección de los efectos demográficos sobre los riesgos fiscales dependen de cómo cambien las políticas públicas en el futuro. En lugar de confiar en las relaciones de apoyo fiscal, los datos de las cuentas nacionales de transferencias pueden combinarse fácilmente con supuestos más realistas sobre futuros cambios en las políticas de beneficios públicos a fin de producir proyecciones fiscales de mediano y largo plazo para los gobiernos. En algunas proyecciones elaboradas para países latinoamericanos (por ejemplo, Miller, Mason, y Holz, 2009, para diez países; Miller y Castanheira, 2010, para el Brasil) se muestra que el impacto fiscal del envejecimiento de la población en la región será similar al de Europa.
Todas estas proyecciones fiscales se basan en supuestos acerca de cambios futuros en las políticas públicas. En la medida en que aumentan las presiones fiscales en los países donde la orientación etaria de las transferencias públicas netas es hacia arriba, se podría esperar respuestas por parte de la sociedad que apuntaran a la reforma de los programas de pensiones y de cuidados de la salud, así como a una mayor inversión hacia abajo en el desarrollo de capacidades, a fin de impulsar el crecimiento económico y promover la igualdad. Por otra parte, en países en que actualmente prevalecen las transferencias públicas a los niños, como Indonesia y algunos países de América Latina que aún no forman parte del proyecto global sobre las cuentas nacionales de transferencias, el envejecimiento de la población, aunado a los cambios en la estructura familiar, podría forzar la futura implementación de programas de asistencia pública para personas mayores, invirtiendo la orientación etaria de las transferencias públicas netas y, por ende, aumentando la presión fiscal sobre los gobiernos.
C. Transferencias públicas por edad y nivel
de educación en el Brasil y Chile

1. Transferencias públicas y desigualdad
En los últimos años, el papel del gobierno en la asignación de recursos a los distintos subgrupos de la población ha sido motivo de cuantiosos análisis empíricos y teóricos. Ante las fallas del mercado, las intervenciones del gobierno son necesarias para asegurar igualdad y redistribución del ingreso, para la provisión de seguros contra ciertos tipos de riesgos y para la generación de bienes públicos. En gran medida, las múltiples funciones y objetivos del gobierno son complementarios. Por ejemplo, las políticas para el combate de la pobreza pueden llevar a una mejor distribución del ingreso. Pero las acciones del gobierno están sujetas a información imperfecta, lo que podría generar inesperados efectos adversos. Además, los encargados de formular las políticas podrían privilegiar intereses privados, lo que podría no coincidir con los principios del interés público.
Para entender el papel del gobierno es esencial comprender la incidencia de las transferencias públicas en los distintos grupos de la población. Como se ha mostrado extensamente en la sección B, la incidencia de las transferencias públicas por grupos de edad no es más un territorio inexplorado debido a los recientes esfuerzos de investigación, principalmente asociados al desarrollo del proyecto de cuentas nacionales de transferencias. Al mismo tiempo, los investigadores están cada vez más interesados en asuntos asociados a las transferencias públicas ligadas a los ingresos (Barros y otros, 2006; Breceda, Rigolini y Saavedra, 2009; Lindert, Skouflas y Shapiro, 2006). Las cuentas nacionales de transferencias responden a preguntas sobre los efectos fiscales del envejecimiento y la equidad intergeneracional, pero no proveen de mucha información acerca de las diferencias entre los distintos grupos socioeconómicos y los efectos del envejecimiento sobre su bienestar. Por estas razones, el CELADE–División de Población de la CEPAL está trabajando para expandir el marco analítico de estas cuentas, a fin de medir los flujos de recursos entre grupos no solo de edad, sino también socioeconómicos. En esta sección se presentan los resultados preliminares de este ejercicio en el Brasil y Chile.
América Latina presenta un contexto interesante para la elaboración de asociaciones entre las transferencias intergeneracionales, el envejecimiento de la población y la desigualdad social, que todavía no han sido completamente examinadas. Comparada con otras regiones emergentes, se distingue por tener un sector público relativamente grande y una población que envejece rápidamente, además de una de las distribuciones de ingreso más desiguales del mundo. Existe un gran número de investigaciones acerca de los determinantes de la desigualdad de ingresos y de la pobreza en América Latina. Por ejemplo, en un cuidadoso estudio elaborado para el Brasil, Barros y otros (2006) examinan los determinantes de la rápida disminución de la desigualdad en los últimos años. De acuerdo con los autores, cerca de la mitad del importante cambio registrado en el coeficiente de Gini entre 2001 y 2004 (de 0,593 a 0,569) se debe a las mejoras en los programas de seguridad social dirigidos a los más pobres, en especial a la puesta en marcha de programas de transferencias condicionadas de dinero y a la disminución de la diferencia en los niveles de educación entre los trabajadores. Esto sugiere que, en el largo plazo, una mayor inversión en el desarrollo de capacidades que promueva la igualdad de oportunidades entre los trabajadores, además de una mayor progresividad de los impuestos y del gasto público, podría tener un impacto positivo sobre la distribución del ingreso a una escala aún más significativa.
En otro estudio realizado para el Brasil, Wajnman y Turra (2010) utilizan modelos de microsimulación para examinar la desigualdad en un período mucho más largo de tiempo (1983-2008). Los autores estiman que los cambios en la proporción de adultos en los hogares —debidos a las transiciones de la fecundidad y de la mortalidad, así como a las variaciones en los arreglos residenciales— han contribuido significativamente (cerca de un 22%) al mejoramiento de la distribución del ingreso en el período observado. Durante estas últimas dos décadas y media, los efectos de las políticas sociales destinadas a las transferencias de ingreso, como la seguridad social y, particularmente, las transferencias de dinero focalizadas en los más pobres, como el programa Bolsa Família, han dominado los efectos demográficos.
De hecho, actualmente existen muchos estudios en el Brasil y otros países de América Latina donde se resalta la importancia de las transferencias públicas, sobre todo de los beneficios de la seguridad social, para la reducción de la pobreza en ciertos grupos de edad. Muchos de estos estudios utilizan análisis hipotéticos para comparar las tasas de pobreza con o sin beneficios públicos. Por ejemplo, mediante el empleo de datos de hogares para 2005, Turra, Marri y Wajnman (2008) muestran que la incidencia de la pobreza entre personas de 60 años y más en el Brasil aumentaría de aproximadamente un 4% al 64% entre los hombres y del 16% al 83% en el caso de las mujeres, si no se consideraran los ingresos por pensiones. Por su parte, Cotlear y Tornarolli (2009) comparan tasas de pobreza con y sin pensiones para dos grandes grupos de edad (60 años y más y menos de 15 años) en varios países de América Latina. En opinión de los autores, la Argentina, el Brasil, Chile y el Uruguay son los países en donde las pensiones tienen más impacto sobre la pobreza entre las personas mayores. Por otra parte, las transferencias públicas solo tienen un impacto menor sobre los niveles de pobreza en Colombia, México y el Paraguay. Los efectos tienden a ser mayores en las zonas rurales, donde las pensiones no contributivas cumplen un papel preponderante en el ingreso del hogar.
En un documento más reciente, Turra y Rocha (2010) utilizan un modelo del tipo edad-período-cohorte para diferenciar los efectos asociados a cambios históricos (efectos de cohorte) y a cambios contemporáneos (efectos del período) sobre las tasas de pobreza entre los niños y los adultos mayores en el Brasil. Los resultados sugieren dos historias diferentes acerca de cómo ocurren las reducciones de pobreza entre estos dos grupos de edad dependientes. En los más grandes dominan los efectos de período, probablemente asociados a la expansión de los beneficios sociales (pensiones públicas), lo que coincide con las estimaciones de las cuentas nacionales de transferencias presentadas anteriormente. En los niños, los efectos de largo plazo que se relacionan con cambios graduales en las historias de vida de las cohortes, como cambios en la educación de los padres y en la relación de soporte del hogar, han jugado un papel preponderante durante gran parte del período de observación, lo que explica por qué la reducción de la pobreza ha sido más lenta entre los jóvenes. En la década de 2000, los efectos de período aceleraron el proceso de reducción de la pobreza, lo que coincide con los aumentos en el salario mínimo real y el desarrollo y la expansión del programa Bolsa Família.
En un amplio estudio donde se comparan 12 países de América Latina, Ros (2009) usa datos de corte transversal para estimar la importancia relativa de los cambios en la tasa de dependencia demográfica, la desigualdad de ingresos, los niveles de gasto público social y el crecimiento económico en las recientes reducciones de las tasas de pobreza. Los resultados muestran que, en promedio, las reducciones de la tasa de dependencia demográfica tienen un impacto positivo mucho mayor que otras dimensiones sobre los niveles de pobreza. Sin embargo, es probable que la reducción de la pobreza y de la desigualdad de ingreso resultante de hogares más pequeños (con bajas proporciones de niños dependientes) sea más importante en etapas tempranas de la transición demográfica. En los países en que la fecundidad ya descendió a niveles bajos no hay mucho espacio para efectos directos adicionales de la transición demográfica. Desafortunadamente, Ros (2009) no distingue los efectos del gasto social de las otras variables independientes por edad o cohorte, por lo que los resultados del análisis no son comparables con los de otros estudios al respecto (por ejemplo, Turra y Rocha, 2010).
A pesar del creciente interés entre los investigadores por temas concernientes a las transferencias públicas por edad o ingreso, en pocos estudios se examina el papel de las transferencias intergeneracionales simultáneamente por edad y nivel socioeconómico, aunque las investigaciones en esta área han ido aumentando. Por ejemplo, Turra y Queiroz (2005) analizaron los sistemas de transferencias intergeneracionales en el Brasil por nivel socioeconómico y encontraron patrones diferentes para las transferencias públicas y privadas en distintos subgrupos definidos de acuerdo con el nivel de educación del jefe de hogar. El análisis mostró que el consumo de los niños de familias de niveles socioeconómicos más altos depende principalmente de transferencias privadas, mientras que el consumo de los niños de familias de niveles socioeconómicos más bajos depende más bien de las transferencias públicas, sobre todo en educación. En contraste con estos hallazgos, son las transferencias públicas, principalmente la seguridad social y los beneficios del sistema de salud, las que brindan mayor financiamiento al consumo de los mayores, independientemente de su nivel socioeconómico.
Turra, Holz y Cotlear (2009) observaron la incidencia del gasto público en grupos quinquenales de edad y por quintiles de ingreso para los distintos sectores sociales del Brasil y Chile, y encontraron interesantes regularidades en la progresividad absoluta (gasto social por grupos socioeconómicos) por sectores en ambos países. En su investigación se muestra que la incidencia del gasto público es neutral en el caso de la educación, ligeramente progresiva en el caso de la salud (favorece a los quintiles de bajos ingresos) y muy regresiva en el caso de las pensiones públicas (favorece a los quintiles de mayores ingresos). Esto último indica la existencia de una fuerte correlación entre el gasto orientado a los adultos mayores y el dirigido a los ricos en el Brasil y Chile, lo que es compatible con la idea de que, aunque todas las personas mayores reciben algo del sector público, sigue existiendo una importante desigualdad en la distribución de los recursos en estas edades.
En lo que resta de esta sección se discute la incidencia del gasto público por grupos de edad y nivel socioeconómico en el Brasil y Chile, y se exploran los resultados por composición sectorial (seguridad social, educación y salud). El análisis complementa la literatura existente al considerar conjuntamente el gasto social y los impuestos, además de presentar un análisis comparativo entre dos países de América Latina.
2. Transferencias públicas por edad y nivel educativo
En la sección B se clasificó la población en grupos de acuerdo con la edad y se examinaron los recursos que fluyen entre grupos de edad utilizando datos del proyecto de cuentas nacionales de transferencias. En la presente sección se extiende la metodología de las cuentas nacionales de transferencias para estimar los flujos de recursos entre grupos socioeconómicos, dividiendo la población por edad y por el nivel de educación del jefe de hogar, de modo de poder analizar las transferencias provenientes del sector público entre estos grupos6. Se combinan microdatos de encuestas de hogares con registros administrativos para estimar los perfiles per cápita por edad de las transferencias públicas en cada nivel socioeconómico (véase una explicación de la metodología en el recuadro IV.3). Desafortunadamente, este tipo de estimaciones en el proyecto de cuentas nacionales de transferencias aún no está disponible de manera más amplia, por lo que los resultados de esta sección se restringen a los casos del Brasil y Chile.
6 Los grupos de educación considerados fueron: a) sin educación formal, b) de 1 a 8 años de estudio, c) de 9 a 15 años de estudio y d) 16 años o más de estudio.
En el gráfico IV.11 se muestra la distribución de la población por edad y nivel de educación del jefe de hogar en el Brasil y Chile. La gran transformación ocurrida en estas sociedades es evidente. Alrededor de un 30% de los adultos mayores del Brasil vive en hogares en donde el jefe de hogar no tiene educación formal. Sin embargo, entre los niños brasileños esta proporción se reduce al 15%. En Chile, el 60% de los adultos mayores vive en hogares en donde el jefe de hogar tiene menos de 8 años de educación formal, pero menos del 35% de los niños chilenos vive en este tipo de hogares. A medida que la población en estas sociedades envejece, la distribución de los trabajadores por nivel de educación, y eventualmente también de las personas mayores, registrará marcados cambios hacia niveles más altos de educación, con profundas consecuencias económicas y sociales.
GRÁFICO IV.11
POBLACIÓN POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN
DEL JEFE DE HOGAR
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
Mientras que la desigualdad en estas sociedades ha sido bien documentada a través de medidas como las tasas de pobreza e ingreso, a partir de los datos de las cuentas nacionales de transferencias es posible observar esta desigualdad en el consumo per cápita a lo largo del ciclo de vida. En el gráfico IV.12 se muestra el consumo per cápita anual por edad y nivel de educación del jefe de hogar en el Brasil y Chile con relación al consumo del grupo con el más alto nivel de educación (las personas con 16 años o más de estudio). En ambos países, las personas que viven en hogares en que el jefe tiene entre 9 y 15 años de estudio consumen, en promedio, menos de la mitad (del 40% al 50%) de lo que consumen los individuos en hogares con un jefe con al menos 16 años de estudio. Las diferencias son aún más importantes cuando los niveles de educación son más bajos. En el Brasil, los que viven en hogares con un jefe sin educación formal consumen la quinta parte de lo que consumen los que viven en hogares con un jefe con 16 años o más de estudio. En Chile, esta diferencia es aún mayor, equivalente a un décimo de lo que consume una persona en hogares cuyo jefe tiene más educación formal. Estas grandes diferencias persisten a lo largo de todo el ciclo de vida, lo que subraya la importancia de la educación sobre las oportunidades que se ofrecen a las personas.
GRÁFICO IV.12
CONSUMO PER CÁPITA ANUAL POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR RESPECTO DEL
CONSUMO PER CÁPITA DEL GRUPO CON MAYOR NIVEL DE EDUCACIÓN a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta de Presupuestos Familiares (POF), 2006/2007, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Presupuesto y Gasto (EPG), 2006/2007, en el caso de Chile.
a El consumo privado per cápita incluye el consumo en salud, educación, bienes duraderos y otros.
Para saber qué papel juegan las transferencias públicas en este patrón desigual del consumo durante el ciclo de vida es necesario examinar los beneficios recibidos y los impuestos pagados por edad y nivel de educación. El análisis comienza mediante el examen de la incidencia absoluta del gasto público por edad y nivel de educación. Los resultados para el Brasil y Chile se presentan en el gráfico IV.13. Como se detalló en la
sección B, las transferencias públicas para los adultos mayores son cuantiosas en ambos países, pero sobre todo en el Brasil. En los cuatro grupos de educación considerados, los adultos mayores son los que reciben los beneficios más elevados. Por ejemplo, en el grupo de menor nivel educacional, los beneficios per cápita en las edades de 80 a 84 años en el Brasil son cinco veces mayores que los recibidos en las edades de 10 a 14 años. Este sesgo hacia un mayor gasto público dirigido a los adultos mayores es significativamente mayor en el grupo con más alto nivel de educación, donde los beneficios per cápita en las edades de 80 a 84 años son 45 veces más grandes que para las edades de 10 a 14 años. Los resultados en Chile muestran que en el grupo con nivel de educación más bajo la relación representa tres veces más beneficios para los adultos mayores que para los jóvenes. Al igual que en el caso del Brasil, la diferencia tiende a aumentar con el nivel socioeconómico y llega a ser 15 veces mayor para el grupo con el nivel de educación más alto.
GRÁFICO IV.13
BENEFICIOS PÚBLICOS SOCIALES PER CÁPITA POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
a Los beneficios públicos sociales per cápita incluyen el gasto público en educación, salud y pensiones.
Sobre la base de esta misma información, se pudo examinar cómo se distribuye el gasto en cada edad entre los grupos educacionales. En el gráfico IV.14 se muestra el gasto público per cápita por edad y grupo educacional relativo al grupo de mayor nivel de educación. La progresividad absoluta es mayor entre los niños en ambos países. En el Brasil, el monto per cápita del gasto público en los niños asociados al nivel educacional más bajo es de 3,5 a 4,5 veces mayor que el gasto público en los niños asociados al nivel educacional más alto. En Chile las diferencias son menores, pero aún son importantes, ya que varían de 1,5 a 2,4 veces. A medida que aumenta el nivel educacional, disminuye la progresividad absoluta y, eventualmente, el gasto público se vuelve regresivo, con más beneficios entre los grupos de mayor nivel educativo. En el Brasil, el punto de inflexión en que el gasto se vuelve regresivo es a partir de los 45 años. Entre los 80 y los 84 años los beneficios en relación con el grupo de mayor escolaridad son de 0,26 en el grupo de menor nivel educacional y cerca de 0,60 en el grupo de segundo mayor nivel educacional. En Chile el punto de inflexión ocurre un poco más tarde, entre los 50 y los 54 años, y, en general, el gasto público en las edades avanzadas es menos regresivo que en el Brasil (las relaciones en Chile en las edades de 80 a 84 años varían de 0,42 a 0,71).
Claramente, cuando se considera el ciclo de vida en su conjunto, el nivel educativo que se adquiere durante la infancia y la juventud resulta determinante en la participación que se tendrá del gasto público en edades posteriores. No es solo un problema de distribución regresiva en educación universitaria durante el período etario correspondiente. Esta regresividad se expresa con más fuerza más tarde en la vida de las personas, sobre todo porque el mayor nivel educativo adquirido en la juventud determina el mayor acceso a la seguridad social a lo largo de la vida laboral y, con ello, la concentración de mayores retornos de la seguridad social en edades más avanzadas. Así, cuando en el capítulo III observamos la alta incidencia de la seguridad social en el gasto público social, esta no solo implica el suministro de mayores recursos a la población de más edad, sino a aquella que gozó de más educación en edades más tempranas. Asimismo, como se vio en el capítulo II, existe una fuerte correlación entre el nivel socioeconómico de los hogares y los logros educativos de los hijos. Se consagra así un círculo vicioso de desigualdades a lo largo de todo el ciclo de vida, en la medida en que los niños y jóvenes más pobres son los que tendrán menos educación, obtendrán empleos de menor remuneración y con mayor grado de informalidad, y accederán al final de sus vidas a una proporción menor de los retornos de seguridad social.
GRÁFICO IV.14
BENEFICIOS PÚBLICOS SOCIALES PER CÁPITA POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR RESPECTO DEL BENEFICIO PER CÁPITA RECIBIDO POR EL GRUPO CON
MAYOR NIVEL DE EDUCACIÓN a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
a Los beneficios públicos sociales per cápita incluyen el gasto público en educación, salud y pensiones.
¿Qué explica estas diferencias? Para lograr una visión más completa, se distinguen las transferencias públicas recibidas por cada grupo educacional y de edad en tres áreas: educación, salud y seguridad social. En el gráfico IV.15 se muestran los beneficios públicos en educación per cápita por edad y grupo educacional con relación al grupo de mayor nivel educacional. En el Brasil, entre los 5 y los 14 años, los individuos del nivel educacional más bajo reciben de 2,5 a 4 veces más transferencias públicas en educación que los del grupo educacional más alto, un patrón que ya ha sido descrito (véase, Turra y Queiroz, 2005). Sin embargo, existe un punto de inflexión en las edades de 15 a 19 años, cuando la incidencia del gasto público per cápita en el grupo más rico se vuelve mayor. Un patrón muy similar se observa en Chile.
Este patrón se debe a que los niños de nivel socioeconómico más bajo suelen depender de la educación pública en los niveles primario y secundario, mientras
GRÁFICO IV.15
BENEFICIOS PÚBLICOS EN EDUCACIÓN PER CÁPITA POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR RESPECTO DEL BENEFICIO PER CÁPITA RECIBIDO POR EL GRUPO
CON MAYOR NIVEL DE EDUCACIÓN a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
a Los beneficios públicos en educación per cápita incluyen el gasto público en niveles preescolar , primario, secundario y terciario.
que los de nivel socioeconómico más alto en general asisten a escuelas primarias y secundarias privadas. Los niveles de inversión en educación para estos niños son bastante mayores en etapas tempranas del ciclo de vida. No resulta sorprendente, entonces, que estos tengan una probabilidad más alta de entrar a universidades públicas, debido a que estas seleccionan a sus estudiantes en base a exámenes competitivos. Por otra parte, los gobiernos invierten grandes cantidades de recursos en las universidades públicas. En el Brasil, por ejemplo, el gasto público por alumno en la universidad es 14 veces más alto que en la educación básica.
A pesar de la alta participación del sector público en la educación, la inversión en educación (pública y privada) en los diferentes grupos educacionales es bastante desigual. En el gráfico IV.16 se muestra la inversión educativa total en un niño en el Brasil y Chile para los cuatro grupos educacionales. En los dos países, la inversión media en la educación de los niños en el nivel socioeconómico más alto equivale a más del doble de la inversión media en la educación de los niños en el segundo nivel socioeconómico, y al triple de la inversión media en la educación de los niños de los niveles socioeconómicos más bajos. Es probable que estas grandes diferencias en la inversión en educación sean un fuerte determinante de la desigualdad a lo largo de la vida de estos niños y hagan que se perpetúen los altos niveles de desigualdad observados en estas sociedades.
GRÁFICO IV.16
INVERSIÓN EDUCATIVA TOTAL EN UN NIÑO POR NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, y la Encuesta de Presupuestos Familiares (POF), 2006/2007, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, y la Encuesta de Presupuesto y Gasto (EPG) 2006/2007, en el caso de Chile.
a El gasto en educación per cápita total incluye el gasto público y privado en niveles preescolar, primario, secundario y terciario.
Con respecto a la progresividad del gasto público en salud, las conclusiones son distintas (véase el gráfico IV.17). Mientras que en la educación pública existe un claro punto de inflexión hacia un sistema más regresivo en las edades adultas, los gastos en el sistema público de salud son progresivos en casi todas las edades. En el Brasil, los niños y las personas mayores del grupo de menor nivel de educación dependen principalmente del sistema público de salud y los beneficios per cápita son siempre mayores para los grupos de menor educación. Es necesaria cierta precaución en estas estimaciones ya que no diferencian los costos de acuerdo con el tipo de atención médica. De hecho, las personas en los niveles más altos de educación suelen demandar tratamientos del sector público de salud más caros que los que demandan los grupos de nivel educacional más bajo, lo que implica que el sistema podría ser menos progresivo que lo observado. En Chile, el sistema público de salud aparece como menos progresivo que en el Brasil. Incluso, en las edades más avanzadas (85 años y más), las personas del grupo educacional más alto reciben más en beneficios de la salud pública que cualquier otro grupo.
GRÁFICO IV.17
BENEFICIOS PÚBLICOS EN SALUD PER CÁPITA POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR RESPECTO DEL BENEFICIO PER CÁPITA RECIBIDO POR EL GRUPO CON
MAYOR NIVEL DE EDUCACIÓN a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
a Los beneficios públicos en salud per cápita incluyen el gasto público en servicios de salud hospitalarios y no hospitalarios.
Por último, en el gráfico IV.18 se muestra un contraste en el gasto público per cápita en seguridad social entre los distintos grupos educacionales. La generosidad del sistema de pensiones de reparto en el Brasil, particularmente en relación con los grupos de mayor nivel educacional, es la responsable de que las transferencias públicas sean más elevadas, no solo entre los de mayor edad, sino también entre los más ricos. Estas diferencias pueden explicarse por mayores ingresos laborales durante la vida laboral —un factor determinante de los beneficios— de los individuos con altos niveles de educación, además de la alta proporción de profesionales que trabajan en el sector público y pertenecen a este grupo (y, por lo tanto, reciben una tasa de remplazo cercana al 100%). En Chile, los beneficios de la seguridad social en las edades mayores también son regresivos, aunque de una manera menos evidente que en el Brasil. Con el tiempo, se espera una disminución significativa de las pensiones públicas para el grupo de mayor nivel de educación, en la medida en que los trabajadores de este grupo educacional se jubilen bajo el sistema de las administradoras de fondos de pensiones (AFP), que operan mediante cuentas individuales de previsión. En edades más jóvenes (por debajo de los 50 años), los beneficios de pensiones se vuelven más progresivos, sobre todo en el caso de Chile. Probablemente, esto se deba a una mayor tasa de beneficios no previsionales recibidos por los grupos de menor nivel educacional.
GRÁFICO IV.18
BENEFICIOS PÚBLICOS EN PENSIONES PER CÁPITA POR EDAD Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR RESPECTO DEL BENEFICIO PER CÁPITA RECIBIDO POR EL GRUPO CON
MAYOR NIVEL DE EDUCACIÓN a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de vida de los Hogares, 2006, en el caso de Chile.
a El gasto público en pensiones per cápita incluye pensiones contributivas y no contributivas de todas las instituciones del sector público (incluidas las fuerzas armadas).
3. Transferencias públicas netas e impuestos
El siguiente análisis se centra en la incidencia de los impuestos y, en particular, en la capacidad de cada grupo etario y socioeconómico de contribuir al total de impuestos recaudados por el gobierno. Aunque, en general, la capacidad relativa de pagar impuestos se mide en relación con los ingresos, en el presente análisis se estiman los impuestos en relación con el consumo privado, dado que esto permite una medida más adecuada de la capacidad en edades donde el ingreso es cercano a 0, como en la niñez. En el gráfico IV.19 se muestra que no existen grandes diferencias en las tasas de impuestos (como porcentaje del consumo privado) por nivel socioeconómico hasta la edad de 19 años. Esto se debe a que la mayoría de los impuestos en estas edades provienen de impuestos al consumo. En las edades más avanzadas se observa una pronunciada caída en la tasa de impuesto en todos los grupos educacionales en los dos países, lo que contrasta con los incrementos del gasto social en esas edades. Por lo tanto, el fuerte impacto fiscal neto de los adultos mayores es un producto tanto del incremento de los beneficios públicos como de la reducción de las tasas de impuestos. En el Brasil y Chile, los adultos son los responsables de pagar la mayor parte de los impuestos. Entre los adultos, los grupos con altos niveles de educación pagan tasas de impuestos significativamente mayores que los grupos con niveles de educación bajos debido, más que nada, a los impuestos por concepto de ingresos laborales y de capital. Por ejemplo, en las edades de 60 a 64 años, el grupo con nivel de educación más alto en el Brasil paga, en términos relativos, tres veces más que el grupo de menor nivel educativo. En Chile también existen marcadas diferencias, aunque estas parecen menos importantes para los grupos intermedios de educación debido al bajo peso relativo de los impuestos al ingreso en el total de impuestos que pagan.
GRÁFICO IV.19
TASA DE IMPUESTO CON RESPECTO AL CONSUMO PER CÁPITA a
(En porcentajes)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003 y Encuesta de Presupuestos Familiares (POF), 2006/2007, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida de los hogares, 2006 y Encuesta de Presupuesto y Gasto (EPG), 2006/2007, en el caso de Chile.
a Los impuestos totales incluyen impuestos a la renta, al capital y al consumo. La tasa de impuesto es el resultado de la división de los impuestos totales per cápita por el consumo per cápita en cada edad.
Para entender el impacto fiscal en los diferentes grupos socioeconómicos, en el gráfico IV.20 se comparan las transferencias netas (los beneficios públicos recibidos menos los impuestos pagados) por edad y nivel de educación del jefe de hogar. En los dos países, el grupo con menor nivel de educación es recibidor neto de transferencias públicas en todas las edades, es decir que recibe más beneficios en comparación con los impuestos que paga. El gasto social es financiado en ambos países por los adultos en edad laboral de los grupos con mayor nivel educativo mediante el pago de impuestos netos. A medida que la transición hacia mayores niveles educativos continúe en estos países, la distribución de la población en edad de trabajar tenderá hacia niveles de educación más altos. Lo mismo ocurrirá en relación con la población adulta mayor, conforme las nuevas cohortes más educadas envejezcan. El impacto fiscal de este cambio es fácilmente visible en los datos. De mantenerse la actual estructura de impuestos y beneficios, el cambio educacional en la población en edad laboral tenderá a impulsar la recaudación de impuestos, mientras que el cambio educacional en los más viejos tenderá a incrementar el pago de beneficios sociales.
GRÁFICO IV.20
TRANSFERENCIAS PÚBLICAS NETAS PER CÁPITA POR EDAD
Y NIVEL DE EDUCACIÓN DEL JEFE DE HOGAR a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de procesamiento de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (PNAD), 2003 y Encuesta de Presupuestos Familiares (POF), 2006/2007, en el caso del Brasil, y de la Encuesta de Calidad de Vida en los hogares, 2006 y Encuesta de Presupuesto y Gasto (EPG), 2006/2007, en el caso de Chile.
a Las transferencias públicas netas per cápita se calculan como la diferencia entre los beneficios recibidos del gobierno y los impuestos pagados.
D. Conclusiones

En el caso de América Latina, los altos niveles de desigualdad que todavía persisten en las sociedades requieren una participación destacada de los gobiernos, en el sentido de asegurar la inversión adecuada para el desarrollo de los jóvenes. Tal inversión, como se señala en este estudio, debería considerar no solo aspectos relacionados con la educación formal, sino también el espectro completo del desarrollo de los niños y jóvenes, incluidas las inversiones en las familias para suministrar el entorno propicio para este desarrollo. Invertir en educación no solo puede contribuir a reducir la desigualdad, sino que ayuda a prepararse para el rápido envejecimiento de la población que se avecina. De hecho, en un estudio reciente, Lee y Mason (2009) hallaron que las inversiones en educación pueden compensar los efectos económicos negativos del envejecimiento de la población. Parece evidente que la inacción de los gobiernos de la región en el presente tendrá importantes consecuencias a largo plazo, cuando se deberán enfrentar las crecientes presiones fiscales y económicas del envejecimiento de la población en un contexto de fuerte desigualdad social.
Las cuentas nacionales de transferencias representan una herramienta especialmente útil para aportar al debate de políticas públicas y aumentar la capacidad de actuar de los gobiernos. Estas cuentas proporcionan, por ejemplo, una medida global y coherente del importante y cada vez más significativo papel que desempeñan los gobiernos en la prestación de apoyo económico a los jóvenes y a las personas mayores. También permiten a los gobiernos monitorear el alcance de las acciones de sus políticas, contabilizando el impacto de todos los impuestos y programas de gasto público. Asimismo, les proporcionan una visión integral de las funciones desempeñadas por otros agentes económicos (mercado financiero, familia, sociedad civil) en la prestación de apoyo a los jóvenes y adultos mayores. Por otra parte, el hecho de que el proyecto de cuentas nacionales de transferencias reúna a un grupo diverso de países permite el intercambio internacional de experiencias en términos, por ejemplo, de políticas públicas y sus repercusiones en el bienestar de los jóvenes y adultos mayores.
Las cuentas nacionales de transferencias también representan una herramienta flexible en la medida en que permiten la adición de otras dimensiones sociales clave, además de la edad. Tal es el caso, por ejemplo, de la metodología que se está desarrollando actualmente para la medición de la economía generacional por nivel socioeconómico. En la sección C de este capítulo se pudo apreciar la utilidad de este enfoque en el caso del Brasil y Chile. Aunque el grado de desigualdad en estas sociedades es bien conocido, las cuentas nacionales de transferencias muestran esta realidad bajo una nueva óptica y ponen de relieve las grandes diferencias en términos de consumo e inversiones en la educación de los jóvenes y las consecuencias de largo plazo de la baja inversión en el desarrollo de capacidades.
Por último, vale la pena resaltar que las cuentas nacionales de transferencias proporcionan la base para las proyecciones fiscales de largo plazo de los gobiernos. De una manera general, estas proyecciones anticipan las importantes transformaciones económicas que se generarán a partir del lento pero inexorable avance de diversas fuerzas sociales, como el envejecimiento de la población, la transición epidemiológica o los cambios en los niveles educativos7.
7 La transición epidemiológica se refiere a un cambio debido, en gran parte, al envejecimiento de la población, en que las enfermedades de carácter agudo, más comunes entre los niños, dan lugar a las enfermedades de carácter crónico-degenerativo, más comunes entre las personas mayores, como principales causas de morbilidad y mortalidad. Véase CEPAL/CELADE (2010) para obtener
más detalles.
La importancia de las proyecciones de largo plazo para los gobiernos se asienta en por lo menos dos aspectos clave. El primero es que las opciones políticas con mayor grado de retorno (como la inversión en educación pública) suelen requerir de un tiempo relativamente largo entre la implementación y la consolidación de los resultados. En general, los enfoques basados fundamentalmente en políticas de corto plazo están más sujetos a la toma de decisiones equivocadas o menos efectivas, ya que tienden a desconocer el alcance completo de las inversiones de más largo aliento, como las orientadas a incrementar el desarrollo de capacidades. El segundo aspecto clave es que un enfoque de largo plazo promueve una dinámica de cambios o correcciones marginales que no solo son políticamente más factibles de implementar, sino que evitan la imposición de una carga injusta para cualquier generación en particular y permiten transiciones suaves en las políticas fiscales y de gasto público.

Capítulo V
Transferencias públicas en etapas tempranas del ciclo vital: un desafío
clave para el combate intertemporal
a la desigualdad
A. Los déficits sociales asociados a las etapas
del ciclo vital

Para avanzar en la agenda de la igualdad, es indispensable que el Estado asuma un papel protagónico en diferentes campos. Por una parte, como se ha planteado en este documento, tiene la responsabilidad básica de disociar logros y aprendizajes educativos respecto de las condiciones socioeconómicas de origen de niños y jóvenes y promover una mayor convergencia de esos logros en toda la sociedad. Por otra parte, el Estado debe velar por reducir las brechas del mercado laboral y la vulnerabilidad a diversos riesgos, tanto por medio de políticas activas de empleo y salarios, como de transferencias públicas con claro efecto redistributivo a lo largo de la vida de las personas.
En este contexto, el modelo de Estado de bienestar muestra que las políticas universales no mercantilizadas son las que tienen un efecto más sistémico en la redistribución progresiva de oportunidades y activos y en el acceso al bienestar. Esto también puede incluir transferencias selectivas hacia grupos más vulnerables, cuyo criterio rector no es la focalización, sino precisamente el reforzamiento de condiciones más igualitarias en el conjunto de la sociedad1.
1 Véase una discusión sobre el papel del Estado en la desmercantilización de algunos bienes básicos y la definición de regímenes de bienestar en América Latina en CEPAL (2009), Filgueira (2007 y 2009), Filgueira, Papadópulos y Tobar (2005) y Kaztman (1999).
En el presente capítulo se plantean opciones que combinan transferencias públicas hacia sectores vulnerables en el ciclo de vida infantil y juvenil con estimaciones de costos para universalizar coberturas en el ámbito de la educación. Para ello, se parte de evidencias constatadas en capítulos precedentes. En América Latina, los Estados y sus transferencias pesan poco en la estructura de consumo de las familias con niños y adolescentes. Como se muestra en el capítulo IV, sobre balances y transferencias generacionales, en países como Finlandia, Hungría, el Japón y Noruega, el consumo de las personas de entre 0 y 19 años se nutre en partes casi iguales de transferencias familiares y transferencias del Estado, y en países como Alemania y España, entre el 35% y el 40% del consumo de esta franja etaria proviene de esta última fuente. En cambio, en América Latina —para los países con datos disponibles— esta cifra no supera el 20% en promedio. De hecho, en todos los países de América Latina considerados, más del 70% del consumo de estas edades (lo que incluye aspectos clave del desarrollo de capacidades como nutrición, salud y educación) proviene de las propias familias o de su propio trabajo. Por lo tanto, dichas transferencias se distribuyen en forma acorde a la estructura de desigualdad del ingreso primario de las familias o de las remuneraciones de los jóvenes y niños que trabajan.
No debe, pues, extrañar la persistencia de la desigualdad aun después de efectuarse transferencias públicas orientadas a las familias con niños y jóvenes. A esta limitación se suma la baja eficacia de los sistemas educativos (que concentran buena parte de las transferencias públicas destinadas a la población más joven) para generar logros que reviertan las estructuras de desigualdad de origen. En suma, la región enfrenta enormes desafíos para activar el papel redistributivo y de combate intertemporal a la desigualdad de los Estados.
El escenario hasta aquí descrito demanda, por parte de los países, al menos una reflexión sobre la pertinencia
de instrumentar medidas que den cuenta de la situación
desfavorable de las generaciones más jóvenes, así como de su participación deficitaria en las transferencias que desde el Estado pretenden mantener estándares básicos de bienestar con independencia de su situación en el mercado o su filiación familiar. Desde el momento en que nacen, una importante proporción de niños provenientes de hogares vulnerables se enfrentan a una trayectoria de vida con alta probabilidad de reproducir su situación social de origen, la que a su vez será transmitida a las generaciones que los sucedan.
Los capítulos anteriores atestiguan, además, tres dinámicas de segmentación a lo largo de la infancia y la juventud que refuerzan esta idea, y que se exponen a continuación.
i) En primer lugar, más allá del reconocimiento de avances en esta materia, cuando se utiliza la metodología multidimensional para medir la pobreza se constata que, hacia el año 2007, el 17,9% de los niños de América Latina se encontraban en situación de pobreza extrema y el 45% en situación de pobreza total (con privaciones menos severas). Mientras que en 6 países de la región entre aproximadamente un tercio y la mitad de los niños se hallan en situación de pobreza extrema (presencia de alguna privación severa), solo en 4 países dicha cifra se ubicaba por debajo del 10%.
La situación de pobreza confina a los niños a socializarse padeciendo múltiples carencias en el seno del hogar, precisamente en la fase etaria en que más dependen de los recursos familiares. En tanto el mercado es el único mecanismo disponible (aunque inaccesible para las familias) para obtener los recursos necesarios, la forma de garantizarlos es, o bien mediante la redistribución de ingresos que canalicen transferencias a estos hogares y les permitan acceder a los servicios del mercado, o bien con la provisión de prestaciones y servicios directamente por parte del Estado.
ii) En segundo lugar, en el capítulo II de esta publicación se constata que en los países de la región el sistema educativo no ha logrado erigirse en un mecanismo potente de igualación de oportunidades. Los mismos avances en materia de cobertura, acceso y progresión de los distintos ciclos educativos en las últimas décadas han ido acompañados de una mayor estratificación de los aprendizajes y logros según las condiciones socioeconómicas, étnicas y territoriales (origen rural o urbano y segregación urbana) de los hogares de origen de los educandos. En tal sentido, en el capítulo II se mostró que, además de las tremendas diferencias de logros de un país a otro, en cada país las desigualdades entre distintos grupos de niños y jóvenes son marcadas en términos del acceso a la educación inicial (lo que es clave en la estimulación temprana y la preparación para ciclos posteriores), en el ritmo de progresión a lo largo de la educación primaria y secundaria, en la conclusión de la secundaria, en el acceso a la educación postsecundaria y en la calidad de la oferta educativa a la que acceden.
En la perspectiva que se plantea en este capítulo, este panorama de la educación merece las siguientes consideraciones según subgrupos de edad. Por una parte, el acceso a cuidados y estimulación temprana hasta ahora se canalizan principalmente por medio de gastos privados y del mercado, lo que restringe las opciones de la población vulnerable en una etapa clave del desarrollo en materia de nutrición, psicomotricidad, protección y desarrollo cognitivo. La cobertura prácticamente universal en el nivel primario es una buena noticia para la región, pero el sistema no logra operar sobre desigualdades acumuladas en la fase anterior ni en las condiciones socioeconómicas y educativas de los hogares de origen. Esto hace que un alto porcentaje de niños de sectores vulnerables en edad correspondiente a ese ciclo padezcan rezago escolar y bajos aprendizajes, y no accedan a nuevos lenguajes fundamentales, lo que, en algunos casos, reduce a una cuasi formalidad el pasaje del niño por el sistema (Kaztman, 2010). De este modo, si bien ampliar la cobertura es prerrequisito para abordar estos problemas, debe acompañarse de medidas tales como la extensión de la jornada escolar y la mayor convergencia de calidad entre educación privada y pública.
A lo largo de la educación secundaria, aumentan la segregación y la segmentación. Completar la educación secundaria es un umbral imprescindible para contar con mayores oportunidades de inserción laboral que permitan salir de la pobreza y la exclusión, y lograr movilidad social ascendente. Además, este ciclo es importante porque en él se dan los primeros pasos hacia la emancipación, por lo que la permanencia de los jóvenes en el sistema educativo durante esta etapa es un factor preventivo frente a rutas precarias y prematuras de tránsito a la vida autónoma.
iii) En tercer lugar, en el capítulo I se destacó que estas rutas de emancipación hacia la vida adulta varían de manera significativa entre jóvenes de diferentes estratos socioeconómicos. La emancipación temprana y precaria es un fenómeno típico de los estratos socioeconómicos bajos, mientras que en estratos altos las pautas de socialización y la disponibilidad de recursos materiales favorecen la postergación de la entrada al mercado laboral y de la constitución de familia, así como de la maternidad o la paternidad. Además, en los estratos socioeconómicos más bajos es mucho mayor la incidencia de jóvenes que no estudian ni trabajan, con los consiguientes riesgos de exclusión social. Con respecto a este grupo, el desafío es forjar mecanismos que permitan revertir la situación de desafiliación, sea mediante la formación o el trabajo.
Vistos en conjunto, los puntos precedentes ponen de manifiesto la necesidad de enfrentar una secuencia de déficits de acumulación de activos que se gesta en el inicio de la vida (la primera infancia y la etapa preescolar), se estructura en rutas diversas de logro y egreso educativo en los niveles primario y secundario, y se cristaliza y amplifica en el momento de la emancipación hacia la vida adulta (fin del ciclo educativo, emancipación del hogar de origen, primer empleo, nupcialidad y reproducción). Es necesario, pues, activar “interruptores” que desactiven estos circuitos de exclusión incipientes y eviten procesos irreversibles de desafiliación y marginalidad que perpetúan, del modo más descarnado, la reproducción intergeneracional de las desigualdades. Para ser consistentes con el carácter generacional y de ciclo de vida de los problemas planteados, las medidas para enfrentarlos también deben desagregarse por período vital. Esta es la propuesta que se formula en el presente capítulo2.
2 Los riesgos vinculados a los aspectos sanitarios y el acceso a servicios de salud preventiva y curativa en diferentes etapas del ciclo vital no se discuten en este capítulo ni han sido un tema abordado en este Panorama social.
El esquema de medidas mencionadas incluiría los siguientes componentes:
i) Transferencias en efectivo del equivalente de una línea de pobreza a niños de 0 a 4 años; de media línea de pobreza a niños de 5 a 14 años, y del equivalente al costo de un mes del gasto corriente de alta secundaria, a jóvenes de 15 a 24 años que no estudian ni trabajan3.
3 Si bien el grupo etario de referencia para la etapa de emancipación es el de 15 a 29 años, se consideró pertinente realizar las estimaciones para el grupo modal de los estratos socioeconómicos más desfavorecidos, que abarca de los 15 a los 24 años.
ii) Refuerzo presupuestal a cada nivel educativo por un monto equivalente al costo de los gastos corrientes de cada nivel por cada niño o joven de la edad teórica de dicho ciclo que no asiste4.
4 En este caso, el monto a asignar debería ajustarse de acuerdo con el nivel completado por el niño o joven que no asiste. Por ejemplo, a un joven de entre 15 y 17 años que no asiste, se le computará un costo equivalente al gasto de funcionamiento mensual del nivel alta secundaria. No obstante, ese joven puede no haber culminado el ciclo de secundaria baja.
En las siguientes secciones del capítulo se evalúa tanto el costo como el impacto de estas medidas5.
5 Véase un antecedente directo de este ejercicio en CEPAL (2010a).
CUADRO V.1
AMÉRICA LATINA: MEDIDAS PROPUESTAS PARA COMBATIR LA DESIGUALDAD EN ETAPAS TEMPRANAS DEL CICLO VITAL

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).
B. Pobreza, desigualdad y transferencias monetarias:
costos e impactos

1. Sobre los costos de las medidas
La manera más simple de expresar las brechas de bienestar de los países es a partir de las brechas monetarias de pobreza e indigencia y los montos agregados de estas que se requerirían, en proporción del PIB corriente, si se pudieran asignar en forma perfecta a los hogares ubicados por debajo de la línea de pobreza e indigencia. Este cálculo no permite descomponer los factores que inciden en la brecha de bienestar (demográficos, distributivos, de mercado laboral y de gasto social) pero aproxima un valor absoluto de la población considerada en pobreza y pobreza extrema. Además, permite apreciar la magnitud del gasto adicional que, de ser perfectamente asignado a los hogares pertinentes, sería necesario para suprimir esas brechas.
Todo sistema de transferencias monetarias debe considerar dos rasgos que lo tornan imperfecto en su focalización. En primer lugar, la pobreza es un punto de corte discreto en la escala de ingresos de los hogares en un momento del tiempo. La idea de un sistema garantizado de ingresos parciales es generar un piso básico no dependiente del mercado laboral que, si bien no garantiza la salida de la pobreza, provee de un amortiguador permanente ante ciclos económicos y biográficos, y disminuye en forma sustantiva la intensidad de la privación económica.
En segundo lugar, los montos asignados a cada hogar no se calculan para cada caso particular. En otras palabras, las distancias monetarias individuales o per cápita de los hogares a la línea de pobreza pueden medirse en una encuesta de hogares, pero no puede sobre esa base asignarse el monto exacto que llevaría a cada hogar por encima de la línea de pobreza. En cambio, sí puede asignarse un monto genérico, que en algunos casos permitirá al hogar superar la pobreza y en otros no. Es decir, un sistema de ingresos básicos parciales garantizados para los hogares con niños y adolescentes no persigue la remoción quirúrgica de la pobreza, sino que procura la disminución sistémica de dicha posibilidad, el combate a la permanencia de los hogares en tal situación y la moderación estructural de su intensidad.
CUADRO V.2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): BRECHAS DE POBREZA E INDIGENCIA

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y series de PIB.
Los mecanismos más directos y simples de evaluar en materia de costos e impactos son las transferencias de ingresos a niños de 0 a 14 años y las transferencias o subsidios de empleo y capacitación para los jóvenes de 15 a 24 años que no estudian ni trabajan. En ambos casos, se estima el costo y efecto de estas transferencias restringiendo su alcance a la población vulnerable (que pertenece a hogares con ingresos per cápita por debajo de 1,8 líneas de pobreza). Como se muestra en el gráfico V.1, el costo de este sistema es asequible con facilidad para un grupo de países, representa un esfuerzo importante para un segundo grupo y requiere un esfuerzo de más largo plazo o de diversificación de fuentes de recursos para un tercero.
GRÁFICO V.1
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COSTO TOTAL DE LAS TRANSFERENCIAS MONETARIAS DIRIGIDAS A LA
POBLACIÓN VULNERABLE, POR GRUPOS
DE EDAD, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y series de PIB.
a Los datos de El Salvador corresponden al año 2004; los de Nicaragua, a 2005; los de la Argentina, Chile y Guatemala, a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, a 2007.
En los casos de la Argentina, Chile, Costa Rica y el Uruguay y, en menor medida, el Brasil y Panamá, los costos adicionales son manejables y asequibles en un corto período de tiempo, y se ubican en torno del 2% del PIB. En los casos de Colombia, el Ecuador, México, la República Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana, el esfuerzo es considerable (cercano o superior a los cinco puntos porcentuales del PIB). Finalmente, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y el Paraguay enfrentarían una exigencia fiscal claramente fuera de su alcance. En estos casos, se debe pensar en una estrategia muy selectiva y gradualista para avanzar en los esquemas aquí presentados, y también en la alternativa de movilizar recursos adicionales de la cooperación internacional.
Estas diferencias no deben sorprender, ya que tanto por su PIB como por sus actuales niveles de gasto social y recaudación, los tres grupos de países presentan realidades muy diferentes. En el caso de los países más desarrollados económica y socialmente, las transferencias aquí propuestas constituyen una estrategia de universalización de un piso básico de ingresos articulados con una estructura ya existente de transferencias de ingresos. En el caso de los países intermedios, la apuesta es más ambiciosa y supone la creación de un sistema de transferencias a las poblaciones vulnerables que antes no existía o era mínimo. Finalmente, en el caso de los países de menor desarrollo relativo, esta propuesta es equivalente a la creación de un sistema de bienestar inexistente o muy residual.
Las transferencias planteadas tienen costos altos y su cobertura no es universal, si bien no se restringe a los pobres, ya que incluye una proporción considerable de población y hogares (entre el 30% de las personas, en los países con menor porcentaje de vulnerabilidad, y casi el 80% en los países más pobres). Estos porcentajes son aun mayores si se considera solamente la población infantil y adolescente, superando en todos los casos el 50% de los niños de 0 a 14 años.
2. Sobre los impactos
Los efectos de poner en funcionamiento y completar el sistema de transferencias serían muy significativos en términos de reducción de la pobreza, ya que esta disminuiría entre casi 10 puntos porcentuales —en los casos de la Argentina, el Brasil, Chile, Costa Rica y el Uruguay— hasta casi un 30% en el caso de Nicaragua y un 25% en Guatemala. Esto implica que en países como el Uruguay y Chile se reduciría proporcionalmente en torno de las dos terceras partes de su incidencia actual, en tanto que en países con mayores niveles de pobreza, descendería a menos de la mitad de su valor original.
Las medidas propuestas también causan efectos en las brechas de pobreza de la población que, si bien recibiría dicha prestación, no saldría de la pobreza. En efecto, las brechas disminuirían entre un 20% y casi un 45% en la población que no saldría de la pobreza. Finalmente, en materia de desigualdad, luego de las transferencias el coeficiente de Gini se reduciría entre un 7% en el Brasil y un 24% en Honduras.
Tales impactos supondrían cambios sustanciales en las sociedades de la región: la infancia y la adolescencia dejarían de ser el sector de mayor vulnerabilidad y el espacio donde las desigualdades se reproducen y profundizan. Por otra parte, estos efectos no consideran mejoras en materia de pobreza y desigualdad, que serían esperables en términos intertemporales por el propio crecimiento económico y por las medidas aquí analizadas, y sus consecuencias en el ciclo vital y en la reproducción intergeneracional del bienestar.
GRÁFICO V.2
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): EFECTO DE LAS TRANSFERENCIAS EN LOS NIVELES DE POBREZA, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes de personas)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones del PIB.
a Los datos de Nicaragua corresponden a 2005; los de la Argentina, Chile y Guatemala, a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, a 2007.
C. Pobreza, desigualdad, ciclo educativo y ciclo vital

1. Sobre los costos de las medidas
Como ya se mencionó aquí y en publicaciones análogas de años anteriores (CEPAL, 2008a y CEPAL, 2009), atacar la desigualdad y la pobreza desde el sistema educativo supone, al menos, extender la cobertura en la primera infancia mediante sistemas de cuidado y estimulación temprana (entre los 0 y los 4 años); completar la universalización en las edades correspondientes al ciclo primario y de baja secundaria (5 a 14 años); y avanzar en la universalización de la cobertura de los adolescentes y jóvenes en el ciclo superior de la enseñanza media (15 a 17 años).
¿Cuál es el costo de estos logros para los países de la región? A diferencia de las transferencias en efectivo planteadas anteriormente y cuyo umbral de evaluación (así como de fijación del nivel de la prestación) responde a un monto establecido de forma normativa (la línea de pobreza), en este caso los montos surgen de una situación de hecho, a saber, el gasto promedio por alumno de los sistemas educativos en cada país. Esta base de estimación de costos per cápita genera una situación heterogénea en los países en cuanto a las unidades de costo. En el capítulo correspondiente al gasto social es posible observar, a modo de ejemplo, que el gasto público por estudiante en primaria y secundaria oscila entre 62 y más de 2.000 dólares, tomando los casos nacionales extremos de la región.
Naturalmente, en los países donde el costo sea bajo, la presión en términos de costo adicional por efecto de la incorporación de los niños y jóvenes que no asisten será menor. En este caso, dicho costo no reflejará el esfuerzo genuino que se necesita, sino que lo subestimará, en tanto la realidad indica que ese sistema hoy en día no registra una inversión adecuada por alumno. En los casos en que el costo per cápita del sistema educativo es suficientemente alto, es de esperar que la expansión de este gasto sea —aunque necesaria— menos acuciante, pues debería existir margen para mejorar la eficiencia de la estructura actual del gasto. En pocas palabras, debe tenerse presente que una estimación de bajo costo para la incorporación de los no asistentes puede en realidad esconder una inversión inadecuada por alumno y, a la inversa, una estimación que puede parecer elevada, podría manejarse a partir del margen que el nivel actual de gasto permita. Asimismo, el costo per cápita como base de estimación se combina con la cobertura actual de cada sistema educativo. De esta forma, países con grandes desafíos de cobertura deberán soportar altas cargas por la incorporación de los no asistentes.
Por otra parte, las estimaciones no consideran la necesidad de inversiones adicionales por efecto de la expansión de la cobertura. El costo que se le imputa a cada niño o joven reincorporado surge de dividir el gasto total por la cantidad de alumnos matriculados. Este monto incluye las inversiones previstas en el período de estudio, pero no las que podrían ser objeto de una política específica de mejora de la calidad educativa (por ejemplo, el costo de extender la jornada). Por ende, lo que se presenta aquí es el costo mínimo requerido para completar la cobertura a tasas de inversión constantes, ya que solo se considera el gasto corriente por alumno. Generar la infraestructura y mejorar las condiciones que permitan que la cobertura se traduzca efectivamente en capacidad igualadora del sistema requerirá de recursos bastante más abultados. Tampoco se consideran los costos de la formación de recursos humanos en los servicios educativos.
Al observar los resultados de las estimaciones, se aprecia que los costos adicionales estimados del gasto por alumno actual son abordables para todos los países de la región. De hecho, como se pone de manifiesto en el gráfico V.3, en 15 de los 18 países considerados no superan un punto porcentual del PIB.
GRÁFICO V.3
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COSTO DE LA INCORPORACIÓN DE LOS NIÑOS Y JÓVENES DE 0 A 17 AÑOS AL SISTEMA EDUCATIVO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y series de PIB.
a Los datos de El Salvador corresponden al año 2004; los de Nicaragua, a 2005; los de la Argentina, Chile y Guatemala, a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, a 2007.
Tales costos estimados cubren el mínimo necesario para garantizar el funcionamiento del sistema con los nuevos asistentes. En el gráfico V.4 se muestra, a modo de ejemplo, que el costo de la universalización de la educación primaria es casi marginal cuando se lo compara con el porcentaje de alumnos que no asisten a jornada escolar extendida en cada país, considerando la matrícula urbana de la educación pública. Se deduce con ello que el costo en infraestructura y recursos humanos para extender la jornada escolar es mucho mayor que el de universalizar la cobertura en el grupo de edad correspondiente a este ciclo. La extensión de la jornada escolar es parte de la agenda pendiente en nuestros países. Aunque con resultados variables, los análisis realizados en esta dirección así parecen sugerirlo (ANEP, 2005; Raczynski, 2001; García-Huidobro y Concha, 2009).
GRÁFICO V.4
AMÉRICA LATINA (15 PAÍSES): COSTO DE LA INCORPORACIÓN UNIVERSAL DE NIÑOS DE 6 A 11 AÑOS A LA EDUCACIÓN Y
PORCENTAJE DE NIÑOS DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA URBANA QUE NO ASISTEN AÚN A JORNADA COMPLETA,
ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB y porcentajes de matrícula)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países; tabulaciones especiales de microdatos del Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE) 2006 y series de PIB.
a Los datos para el cálculo de costos de El Salvador corresponden al año 2004; los de Nicaragua a 2005, y los de la Argentina, Chile y Guatemala a 2006.
2. Sobre los impactos
Los impactos del gasto estimado de la incorporación de niños y jóvenes al sistema educativo difieren, en su lógica, de los de las transferencias monetarias directas. El desafío de la incorporación no es equivalente al gasto o, expresado de otra forma, difícilmente podría imputase el aumento del gasto como la causa directa de la incorporación. Esta meta tiene implicancias políticas y sociales que trascienden el aspecto financiero. Dado que aquí se exponen los costos básicos del logro de esa incorporación, se puede hacer referencia a las ganancias que aquellos conllevan y que consistirían en la incorporación de los niños y jóvenes que en la actualidad no asisten a ningún establecimiento educativo.
La incorporación no garantiza el progreso adecuado ni la universalización del egreso oportuno, en tanto se considera la edad teórica (correspondiente) de quienes no asisten, sin tener en cuenta el nivel que han alcanzado en la eventualidad de su incorporación o reincorporación a la escuela. En otras palabras, si un niño de 15 años no se encuentra escolarizado, la estimación de impacto es la que proviene de escolarizarlo, aunque no sea en el nivel de progreso adecuado. Podría darse el caso de que ese niño no fuera incorporado a la alta secundaria (edad teórica a la que pertenece) porque no finalizó aún la baja secundaria. Más allá de esta consideración, lo primero es incorporarlo (lo que exige contar con recursos para funcionar con mayor cobertura) y luego se abordarán las dinámicas internas del sistema que van al núcleo de la desigualdad.
Los dos extremos del ciclo educativo (preprimaria y alta secundaria) permiten identificar el enorme incremento de la cobertura que esto significaría, especialmente para la población pobre y vulnerable. En el cuadro V.3 se exponen los porcentajes de no asistentes a estos niveles críticos por deciles de ingreso y se resalta la cobertura “ganada” para todos los deciles de población, así como la correspondiente a una estrategia más gradual de incorporación que se limitaría a los hogares vulnerables.
Para el nivel de la primera infancia, que aparece como más crítico en la mayoría de los países, incluso en una hipótesis de incorporación gradual es posible identificar un conjunto importante de países en que los niños incorporados constituyen una porción muy significativa de la población en edad correspondiente. De esta forma, en países como El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, se incorporarían entre tres cuartas partes y casi 9 de cada 10 niños de los deciles vulnerables.
CUADRO V.3
AMÉRICA LATINA (16 PAÍSES): NÚMERO DE NIÑOS Y JÓVENES QUE NO ASISTEN A ALTA SECUNDARIA (15 A 17 AÑOS) Y PREPRIMARIA (3 A 5 AÑOS), SEGÚN DECILES DE INGRESO Y CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes de cada grupo de edad)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los datos de El Salvador corresponden al año 2004; los de Nicaragua, a 2005; los de la Argentina, Chile y Guatemala, a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, a 2007. En el caso de la edad correspondiente al nivel preprimario (3 a 5 años), en los países en los que no se contaba con datos para todo el tramo se emplearon las edades más tempranas relevadas en el nivel: 5 años en el Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Panamá y el Paraguay. Los datos de ingresos utilizados para definir deciles comprendidos entre la población vulnerable corresponden a alrededor de 2007. Las áreas sombradas indican la condición de vulnerabilidad (ingreso per cápita de 1,8 líneas de pobreza o menos).
D. El financiamiento desde una perspectiva
intertemporal

En este ejercicio no se han planteado costos alternativos en otras áreas sociales estratégicas como la salud, la seguridad social o la vivienda, por lo que debe tomarse con cautela. Lo que aquí se propone son órdenes de magnitud de inversión social en las generaciones más jóvenes, y los márgenes fiscales necesarios para abordar dichos desafíos. Su función primordial es contribuir a definir las prioridades y su temporalidad, y no a establecer una ruta predeterminada y estricta de orientación del gasto.
Dado que los países de la región ya tienen asignadas las partidas correspondientes al total de su recaudación fiscal, instrumentar un esquema adicional de transferencias y coberturas es complejo (Jiménez, 2009). La capacidad genérica de encarar estos déficits está determinada por la evolución de las variables mencionadas (crecimiento, recaudación tributaria, reorientación del gasto, movilización de recursos externos).
En el gráfico V.6 se expone el espacio fiscal de los países en los próximos 10 años para cubrir los costos adicionales que acarrearían las medidas propuestas. Para ello se considera una tasa de crecimiento económico algo mayor al 2% y, en los países en los que, dado su PBI, la carga tributaria presenta una potencial expansión, también el efecto de esta (incorporado de forma anualizada). No se consideran en esta proyección recursos que puedan provenir de la reorientación del gasto o de la cooperación externa. Como puede observarse, la mayoría de los países podría alcanzar el punto de equilibrio antes de la culminación del período y presentar un superávit considerable luego de haber cubierto el déficit.
Bajo los supuestos más optimistas —un PBI en crecimiento, combinado con una expansión de la carga tributaria en los casos en que sea posible— el escenario arroja tres grupos de países. El primero estaría muy cerca e incluso por encima de recaudar los puntos del PBI necesarios para solventar las medidas propuestas al cabo del año 2012. En este grupo se incluye a la Argentina, el Brasil, Chile, Costa Rica, Panamá y el Uruguay (México se ubicaría entre este y el siguiente grupo si se considera solo el crecimiento del PIB, pero claramente en el primer grupo si incrementa su baja carga tributaria). Un segundo grupo de países incluye a Colombia, el Ecuador, el Perú, la República Bolivariana de Venezuela y la República Dominicana, y estaría en condiciones de hacer lo propio alrededor de 2014 o 2015. El Salvador lograría alcanzar los montos requeridos recién hacia 2018. Los restantes países —el Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y el Paraguay— aun en este escenario optimista de efectos combinados en el espacio fiscal, no lograrían culminar el período con una recaudación suficiente para abordar los costos presentados (con excepción del Paraguay, que lo hace en el último año), por lo que requieren movilizar recursos externos.
GRÁFICO V.5
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): COSTO TOTAL DE LAS TRANSFERENCIAS MONETARIAS DESTINADAS A LA
POBLACIÓN VULNERABLE Y DE LA INCORPORACIÓN DE
LOS NIÑOS Y JÓVENES DE 0 A 17 AÑOS AL SISTEMA EDUCATIVO, ALREDEDOR DE 2008 a
(En porcentajes del PIB)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y series de PIB.
a Los datos de El Salvador corresponden a 2004; los de Nicaragua, a 2005; los de la Argentina, Chile y Guatemala, a 2006, y los del Estado Plurinacional de Bolivia y Honduras, a 2007.
GRÁFICO V.6
AMÉRICA LATINA (18 PAÍSES): DÉFICIT O SUPERÁVIT TRIBUTARIO PARA FINANCIAR EL SISTEMA DE TRANSFERENCIAS Y EL REFUERZO DE LOS SERVICIOS EDUCATIVOS Y DE CUIDADO BAJO SUPUESTOS DE CRECIMIENTO DEL PIB Y EXPANSIÓN DE
LA CARGA TRIBUTARIA
(En porcentajes del PIB de 2008)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países y proyecciones de PIB y datos del Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES) para carga
tributaria efectiva.
Finalmente, debe abordarse aunque sea en forma preliminar la otra fuente potencial de financiamiento de estas medidas: la reorientación del propio gasto social. En este sentido, nuevamente, los países que estarían mejor posicionados para hacer uso de este espacio fiscal potencial son los que requieren menores niveles de esfuerzo adicional. Es decir que cuanto menos esfuerzo adicional se requiera respecto del gasto ya realizado, es más esperable que se logren encontrar espacios fiscales desde el propio gasto social.
GRÁFICO V.7
AMÉRICA LATINA: COSTOS ADICIONALES DEL MODELO DE TRANSFERENCIAS Y SERVICIOS EDUCATIVOS, 2007-2008 a
(En porcentajes del gasto social actual)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de estimaciones de costo, series de PIB y de gasto social.
a Ambos guarismos (gasto social y costo adicional) están expresados como porcentaje del PIB.
Un último punto que debe considerarse es el costo relativo de las medidas monetarias y de las medidas de servicios, y determinar umbrales de partida diferenciados por grupos de países, según las capacidades recién señaladas para enfrentar tales costos. En países de menor desarrollo relativo, es más realista comenzar con la universalización de la cobertura del sistema educativo, cuyo costo en estos países es notoriamente inferior, y pisos más modestos en las transferencias. En cambio, en países de mayor desarrollo relativo es posible enfrentar el conjunto de propuestas planteadas simultáneamente. El equilibrio entre las coberturas y transferencias de los grupos de países y los costos que pueden afrontar, así como su impacto potencial en términos de la reducción de la pobreza y la ampliación de la cobertura educativa se sintetizan en el cuadro V.4.
CUADRO V.4
AMÉRICA LATINA: MEDIDAS, COSTOS E IMPACTOS DE LAS ESTRATEGIAS ORIENTADAS A LA IGUALDAD, POR CAPACIDAD FISCAL

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de las encuestas continuas de hogares (ECH) y los datos del PIB.
a Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Panamá y Uruguay.
b Colombia, Ecuador, México, Perú, República Bolivariana de Venezuela y República Dominicana.
c El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Paraguay.
Estos costos pueden afrontarse en un período de 10 años en todos los países considerados (con la excepción de Nicaragua, que alcanza al 95% de los recursos requeridos). El efecto en materia de pobreza se ve disminuido en los países de menor desarrollo relativo, pero es de esperar que la disminución de la brecha de pobreza siga siendo considerable y que las ganancias educativas se traduzcan a lo largo del tiempo en menores niveles de pobreza y desigualdad. No es utópico pensar en estas medidas diferenciadas, aunque resulta sorprendente comprobar que son viables si se realizan los esfuerzos de recaudación y priorización fiscales que aquí se plantean.
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Anexo estadístico
CUADRO A-1
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVOLUCIÓN DE ALGUNOS INDICADORES ECONÓMICOS, 1990-2009



Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial suministrada por los países.
a Se refiere al ingreso bruto nacional real por habitante.
b Corresponde al promedio simple de las variaciones de diciembre a diciembre de cada año.
c La información agregada de América Latina se obtiene por medio de ponderaciones de todos los países de los que se dispone de información en cada indicador.
CUADRO A-2
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: POBLACIÓN TOTAL DE LA REGIÓN POR PAÍSES, 1980-2020
(En miles a mitad de año)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Base de Estadísticas e Indicadores Sociales (BADEINSO), sobre la base de información proporcionada por el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) - División de Población de la CEPAL, revisión 2008 de la base de datos de población y la División de Población de las Naciones Unidas, Panorama de la Población Mundial, revisión 2008 [base de datos en CD-ROM].
a Incluye 24 economías: Anguila, Antigua y Barbuda, Antillas Neerlandesas, Aruba, Bahamas, Barbados, Cuba, Dominica, Granada, Guadalupe, Haití, Islas Caimán, Islas Vírgenes Británicas, Islas Vírgenes de los Estados Unidos, Islas Turcas y Caicos, Jamaica, Martinica, Montserrat, Puerto Rico, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tabago.
b Incluye 46 economías: Anguila, Antigua y Barbuda, Antillas Neerlandesas, Argentina, Aruba, Bahamas, Barbados, Belice, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Granada, Guadalupe, Guatemala, Guyana, Guayana Francesa, Haití, Honduras, Islas Caimán, Islas Malvinas (Falklands), Islas Turcas y Caicos, Islas Vírgenes Británicas, Islas Vírgenes de los Estados Unidos, Jamaica, Martinica, México, Montserrat, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tabago y Uruguay.
CUADRO A-3
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: TASAS GLOBALES DE FECUNDIDAD ESTIMADAS SEGÚN QUINQUENIOS, POR PAÍSES, 1980-2020
(En número de hijos por mujer)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Base de Estadísticas e Indicadores Sociales (BADEINSO), sobre la base de información proporcionada por el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE) - División de Población de la CEPAL, revisión 2008 de la base de datos de población y la División de Población de las Naciones Unidas, Panorama de la Población Mundial, revisión 2008 [base de datos en CD-ROM].
a Incluye 24 economías: Anguila, Antigua y Barbuda, Antillas Neerlandesas, Aruba, Bahamas, Barbados, Cuba, Dominica, Granada, Guadalupe, Haití, Islas Caimán, Islas Vírgenes Británicas, Islas Vírgenes de los Estados Unidos, Islas Turcas y Caicos, Jamaica, Martinica, Montserrat, Puerto Rico, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tabago.
b Incluye 46 economías: Anguila, Antigua y Barbuda, Antillas Neerlandesas, Argentina, Aruba, Bahamas, Barbados, Belice, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Estado Plurinacional de Bolivia, Granada, Guadalupe, Guatemala, Guyana, Guayana Francesa, Haití, Honduras, Islas Caimán, Islas Malvinas (Falklands), Islas Turcas y Caicos, Islas Vírgenes Británicas, Islas Vírgenes de los Estados Unidos, Jamaica, Martinica, México, Montserrat, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, República Bolivariana de Venezuela, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tabago y Uruguay.
CUADRO A-4
AMÉRICA LATINA: MAGNITUD DE LA POBREZA Y LA INDIGENCIA, 1990-2009
(En porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Incluye a las personas bajo la línea de indigencia o en situación de extrema pobreza.
b Cifras del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) de Colombia. Las cifras de 2002 en adelante no son estrictamente comparables con las anteriores, debido a cambios metodológicos efectuados por el DNP-DANE.
c Cifras del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) del Perú. Las cifras desde 2004 en adelante no son estrictamente comparables con las anteriores, debido a cambios metodológicos efectuados por el INEI.
d A partir de 1997 el diseño muestral de la encuesta no permite el desglose urbano-rural. Por lo tanto, las cifras corresponden al total nacional.
e Estimación para 18 países de la región más Haití.
CUADRO A-5
AMÉRICA LATINA: LÍNEAS DE INDIGENCIA (LI) Y DE POBREZA (LP)
(En valores mensuales por persona)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).
a Monedas nacionales:
Argentina: (A) Austral; ($) Peso
Bolivia (Estado Plurinacional de): (Bs) Boliviano
Brasil: (Cr$) Cruzeiro; (R$) Real
Chile: (Ch$) Peso
Colombia: (Col$) Peso
Costa Rica: (¢ ) Colón
Ecuador: (S/.) Sucre período 1990-2001. Desde 2002, dólar estadounidense (US$).
El Salvador: (¢ ) Colón
Guatemala: (Q) Quetzal
b Serie “rf” del Fondo Monetario Internacional.
c Gran Buenos Aires.
d Asunción.
e Total nacional. Honduras: (L) Lempira
México: ($) Peso; (MN$) Nuevo peso
Nicaragua: (C$) Córdoba
Panamá: (B/.) Balboa
Paraguay: (G/.) Guaraní
Perú: (N$) Peso
República Dominicana: (RD$) Peso
Uruguay: (Nur$) Nuevo Peso; ($) Peso
Venezuela (República Bolivariana de): (Bs) Bolívar
CUADRO A-6
AMÉRICA LATINA: TASA DE PARTICIPACIÓN DE HOMBRES Y MUJERES EN LA ACTIVIDAD ECONÓMICA,
SEGÚN TRAMOS DE EDAD, 1990-2009


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Total urbano.
b Gran Buenos Aires.
c Oficina Nacional de Estadística (ONE) de Cuba, sobre la base de tabulaciones de la Encuesta Nacional de Ocupación.
d Área metropolitana de Asunción.
CUADRO A-7
AMÉRICA LATINA: DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA OCUPADA,
SEGÚN INSERCIÓN LABORAL, 1990-2009
(Población de 15 años y más, en porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a En las cifras del Brasil (1990), Chile (1990, 1998), México (1989) y Nicaragua (1998) se incluye a los asalariados del sector público.
b Incluye profesionales y técnicos.
c Total urbano.
d Gran Buenos Aires.
e Ocho ciudades capitales de departamento y El Alto.
f Área metropolitana de Asunción.
CUADRO A-8
AMÉRICA LATINA: POBLACIÓN URBANA OCUPADA EN SECTORES DE BAJA PRODUCTIVIDAD DEL MERCADO DE TRABAJO, 1990-2009
(En porcentajes del total de la población urbana ocupada)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Se refiere a los establecimientos que ocupan hasta cinco personas. En los casos del Estado Plurinacional de Bolivia (1999 y 2002), El Salvador, Panamá (hasta 2002), la República Dominicana, el Uruguay (1990) y la República Bolivariana de Venezuela se incluyen a los que tienen hasta cuatro empleados.
b Se refiere a trabajadores por cuenta propia y familiares no remunerados sin calificación profesional ni técnica.
c Incluye a los ocupados en la agricultura, silvicultura, caza y pesca.
d Gran Buenos Aires.
e Ocho ciudades capitales de departamento y El Alto.
f En 1990 se clasificó bajo el encabezamiento “Microempresa” a los asalariados sin contrato de trabajo. Desde 1993 esta categoría comprende a los asalariados en establecimientos que ocupan hasta cinco personas.
g En la encuesta correspondiente a 1994 no se dispuso de información sobre el tamaño de los establecimientos en que trabajan los asalariados.
h Área metropolitana de Asunción.
i A partir de 1997 el diseño muestral de la encuesta no permite el desglose urbano-rural. Por lo tanto, las cifras corresponden al total nacional.
CUADRO A-9
AMÉRICA LATINA: TASAS DE DESEMPLEO ABIERTO, SEGÚN SEXO Y EDAD, EN ZONAS URBANAS,
ALREDEDOR DE 1990, 1999, 2002, 2008 Y 2009 a


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Los años exactos a los que corresponden las encuestas de cada país figuran en el cuadro A-5.
b Oficina Nacional de Estadística (ONE) de Cuba, 1990-1999 desempleo total (urbano y rural), 2003-2008, desempleo urbano; sobre la base de tabulaciones de la Encuesta Nacional de Ocupación.
c Total urbano, a excepción de 1990 que corresponde al área metropolitana de Asunción.
d A partir de 1997 el diseño muestral de la encuesta no permite el desglose urbano-rural. Por lo tanto, las cifras corresponden al total nacional.
CUADRO A-10
AMÉRICA LATINA: INGRESO MEDIO DE LA POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA OCUPADA,
SEGÚN INSERCIÓN LABORAL, ZONAS URBANAS, 1990-2009
(En múltiplos de las respectivas líneas de pobreza per cápita)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de encuestas de hogares de los respectivos países.
a En los casos de la Argentina (1990-1997), el Brasil (1990), Chile (1990, 1994 y 1998), México (1989, 2004-2006) y Nicaragua (1998) se incluyen a los asalariados del sector público. Además, en los casos del Estado Plurinacional de Bolivia (1999 y 2002), Chile (1996), El Salvador, Panamá (hasta 2002), la República Bolivariana de Venezuela, la República Dominicana y el Uruguay (1990) se incluye —cuando se trata de los trabajadores no profesionales ni técnicos— los establecimientos que tienen hasta cuatro empleados. En los casos en que no se dispuso de información sobre el tamaño de los establecimientos no se proveen cifras para el conjunto de las personas ocupadas en sectores de baja productividad.
b Incluye a los trabajadores por cuenta propia profesionales y técnicos.
c Gran Buenos Aires.
d Ocho ciudades capitales de departamento y El Alto.
e No se dispone de información sobre el tamaño de los establecimientos para 1990. En la columna correspondiente a establecimientos que ocupan más de cinco personas fueron incluidos los asalariados con contrato de trabajo (“carteira”) y en los que ocupan hasta cinco personas, aquellos sin contrato de trabajo.
f Área Metropolitana de Asunción.
g A partir de 1997 el diseño muestral de la encuesta no permite el desglose urbano-rural. Por lo tanto, las cifras corresponden al total nacional.
CUADRO A-11
AMÉRICA LATINA: INGRESO MEDIO DE LAS MUJERES, COMPARADO CON EL DE LOS HOMBRES, SEGÚN NÚMERO
DE AÑOS DE INSTRUCCIÓN, ZONAS URBANAS, 1990-2009
(En porcentajes)


Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países.
a Se refiere a las diferencias de ingreso en el total de la población ocupada. Esta diferencia se calcula como el cociente entre el ingreso medio de las mujeres sobre el de los hombres, multiplicado por 100.
b Se refiere a las diferencias de ingreso total entre los asalariados. Esta diferencia se calcula como el cociente entre el ingreso medio de las mujeres sobre el de los hombres, multiplicado por 100.
c Gran Buenos Aires.
d Ocho ciudades capitales de departamento y El Alto.
e Área metropolitana de Asunción.
… Sin información.
-.- Número insuficiente de observaciones.
CUADRO A-12
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (PAÍSES SELECCIONADOS): INDICADORES DEL GASTO PÚBLICO SOCIAL,
1990-1991 Y 2007-2008 a

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información extraída de la base de datos sobre gasto social.
a Incluye el gasto público en educación, salud y nutrición, seguridad social, trabajo y asistencia social, vivienda, agua y alcantarillado.
b Las cifras presentadas corresponden al promedio simple del bienio referido.
c SPNF: Sector público no financiero; GG: Gobierno general; GC: Gobierno central.
d Para la mayoría de los países, la cifra de gasto público total corresponde a la clasificación funcional del gasto público oficial del país, no se examina la inclusión o exclusión del servicio de la deuda.
e Incluye el gasto del gobierno nacional, de los gobiernos provinciales y el gobierno central de Buenos Aires, y de los gobiernos municipales.
f En el caso del SPNF del Estado Plurinacional de Bolivia, la cifra 2007-2008 corresponde a 2006; proviene de la nueva serie 2002-2006 publicada por el país y no es comparable con la de años anteriores.
g Los datos hasta 1999 corresponden a una estimación del gasto social consolidado, que incluye el gasto federal, estadual y municipal.
h Las cifras del bienio 2007-2008 corresponden a una nueva serie desde 2002 y no son comparables con las de años anteriores.
i Se mantienen las cifras de la serie. Los gastos de seguridad social se hallan en revisión. La cifra de 2007-2008 corresponde a 2006.
j Las cifras de 2007-2008 corresponden a 2007.
k Serie antigua, sin datos de 1997 y 1998. Los datos del bienio 2007-2008 corresponden a 2004. Serie nueva en revisión.
l La cifra de 2007-2008 corresponde a 2007.
m En Trinidad y Tabago, la serie de clasificación de las funciones del gobierno (CFG) comienza a partir de 2000 y no es comparable con la de años anteriores; las cifras de
2007-2008 son preliminares.
n Para el Uruguay las cifras desde 2000-2001 corresponden a la serie publicada por el Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) y no son comparables con las cifras anteriores.
o Corresponde a la ley de presupuesto. En el caso de la República Bolivariana de Venezuela, incluye sus modificaciones al 31 de diciembre de cada año. Las cifras de 2007-2008 del gasto acordado corresponden a 2006.
CUADRO A-13
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas “Objetivos de Desarrollo del Milenio. El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad”, LC/G.2460, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b No se incluye a la República Dominicana. Los niveles de 1990 no son comparables con los de 2000 en adelante.
c Promedios ponderados.
d Las cifras corresponden a zonas urbanas.
e Corresponde a la proporción de población con ingresos inferiores a 1 dólar PPA por día. Disponibles en el sitio oficial de las Naciones Unidas para los indicadores del Milenio
[en línea] http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Default.aspx.
CUADRO A-14
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad, (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
c Las cifras corresponden a zonas urbanas.
d Corresponde a la proporción de población con ingresos inferiores a 1 dólar PPP por día. Disponibles en el sitio oficial de las Naciones Unidas para los indicadores del Milenio
[en línea] http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Default.aspx.
CUADRO A-15
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad, (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
c Las cifras corresponden a zonas urbanas.
CUADRO A-16
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad, (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-17
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad, (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-18
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-19
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-20
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-21
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-22
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentajes)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-23
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a
(En porcentaje)

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
CUADRO A-24
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: EVALUACIÓN DEL PROGRESO HACIA EL LOGRO DE LAS METAS DEL MILENIO a

Fuente: Naciones Unidas, El progreso de América Latina y el Caribe hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Desafíos para lograrlos con igualdad (LC/G.2460), Santiago de Chile, agosto de 2010.
a El orden de los indicadores corresponde a la enumeración oficial y la ausencia de alguno de ellos se debe a la falta de información.
b Promedios ponderados.
Cuadro A-5 (conclusión)
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